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PROLOGO- 


LOS progresos realizados en el conocimiento de la His- 
toria del Derecho Romano, merced á los descubrimientos 
paleográficos y epigráficos verificados en este siglo y á 
los adelantos hechos en la crítica y la Ínter preiacion de 
los textos legales, han renovado, por decirlo así, la faz 
de tan importantísimo estudio. La patria de Antonio Agus- 
tín, de Retes, de Finestres y de Mayans,ha tenido, dolo- 
roso es decirlo., escasa parte en el moderno renacimiento, 
sobre todo si se la compara con Alemania, centro hoy de 
estos estudios, con Francia, Italia, Bélgica y Holanda. De 
aquí no ha de inferirse que la ciencia del Derecho Romano 
deje de contar entre nosotros con celosos é ilustres culti- 
vadores, algunos de merecido renombre; pero su número 
es muy escaso y puede decirse que, en general, los progre- 
sos de la ciencia del Derecho Romano apénas son conoci- 
dos en España. Una de las causas que, en nuestro sentir, 
contribuyen más eficazmente á sostener esta lamentable 
situación es la carencia de una obra que, exponiendo el 
estado actual de ‘la ciencia en semejante orden de conoci- 
mientos, sirva para iniciar en ellos al estudioso y pueda 
orientarle y servirle de guía en ulteriores investigaciones. 
Voseemos, es cierto, excelentes monografías cuyo estudio 
puede ser sumamente provechoso y contribuir en gran 
manera al progreso y á la difusión de tales conocimientos; 
tenemos también algunos compendios de Historia del De- 
recho Romano, por varios conceptos estimables, destinados 
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á servir de texto para la enseñanza, pero ni aquéllas ni 
éstos alcanzan á suplir la falla de una obra especial que 
exponga con extensión el resultado de las últimas investi- 
gaciones sobre la maleria. 

Mi propósito al escribir la presente obra, no ha sido 
otro sino satisfacer en algún modo á esta necesidad ya que 
el llenarla cumplidamente, sea, como reconozco, superior 
á mis fuerzas. 

El método que sigo es el que me parece más adecuado 
y conducente a 1 objeto. Siendo éste únicamente, como dejo 
indicado, iniciar y orientar en el conocimiento de la His- 
toria del Derecho Romano, descarto multitud de citas é 
indicaciones de textos, complemento indispensable de toda 
obra de pura erudición, pero de que debe usarse con mucha 
sobriedad en libros que no tienen ese carácter ni otro ob- 
jeto que servir de preparación al estudio de dichas obras. 
De aquí el ser yo muy parco en este punto y omitir las 
más veces indicaciones de textos originales y la reproduc- 
ción íntegra de ellos, salvo en determinados casos. 

Por lo demás, en las obras de que principalmente me 
he servido para escribir la mia, y que cuido de indicar al 
principio de cada párrafo, pero sobre todo en las Cresto- 
matías especiales de llivier y Danz, hallará el estudioso su- 
perabundantemente las indicaciones y citas de textos que le 
importa conocer para estudiar en las mismas fuentes cada 
punto ó cuestión especial. Procuro asimismo recordar la 
diversidad de opiniones de los escritorés que gozan de 
más autoridad en estas materias, sobre puntos de impor- 
tancia, sin perjuicio de decidirme por la que juzgo más 
acertada y que tiene en su abono mejores argumentos. 
Indicando al comienzo de cada párrafo las principales obras 
que he consultado para exponer la doctrina contenida en 
él, doy á conocer al que quiera profundizar en su estudio 
las fuentes á que principalmente debe acudir y los auto- 
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r£S que debe tomar como norma y guia en sus investiga- 
ciones. Convencido por propia experiencia de que el mul- 
tiplicar excesivamente las indicaciones bibliográficas más 
sirve para desorientar al lector que para encaminarlo, me 
limito á citar las obras más fundamentales y autorizadas, 
dejando á un lado las de ménor valía. 

No pretendg de haber hecho una obra acabada, ántes 
reconozco que mi lifcro adolece de defectos. Deseo enmen- 
darlos si por ventura llega á hacerse segunda edición de 
esta obra ; así es que recibiré con agradecimiento cuantas 
observaciones se me hagan con el fin de mejorarla. Por lo 
demás, daré por bien empleado el trabajo, no escaso, que 
me cuesta este libro, con tal de que contribuya en alguna 
manera á promover y difundir en nuestra patria la afición 
al estudio del Derecho Romano, tan floreciente en otro 
tiempo y hoy en tan lamentable decadencia. 
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§ I- 

CONCEPTO DEL DERECHO ROMANO. 


El Derecho romano, en su acepción más lata, comprende 
el conjunto de principios, preceptos y reglas que determina- 
ron las relaciones jurídicas del pueblo romano en las distintas 
¿pocas de su historia. En sentido extricto suele designarse con 
este nombre el derecho contenido en las compilaciones del 
Emperador Justiniano. 

Aunque el derecho justinianeo como base que es de la le- 
gislación civil de los pueblos modernos y en especial de nues- 
tro derecho patrio, sea el que tenga principal importancia para 
nosotros, no por eso se ha de estudiar aisladamente, ánte? 
bien para comprenderlo y penetrar en su espíritu, es de todo 
punto necesario el conocimiento de la legislación romana en 
los períodos que le precedieron. No es posible comprender las 
instituciones de derecho tales como se nos presentan en tiem- 
po de Justiniano, sin investigar su origen y seguirlas en su 
progresivo desarrollo, sin conocer, en una palabra, su histo- 
ria; pues sobre ser una verdad innegable que para la inteli- 
gencia de un precepto jurídico, es preciso saber las causas que 
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lo dieron origen, qué necesidades vino á satisfacer, cuál fue la 
intención del legislador al dictarlo, y qué trasformaciones ha 
sufrido á través de los tiempos, fué tan grande el respeto del 
puchío romano á la tradición en el órden jurídico, que áun en 
el último período, su derecho tiene por fundamento principal 
la lev de las XII tablas, « fons omnis publici privatique jnria» 
que decía Tito Livio. 

En el Derecho romano , más que en otra legislación algu- 
na, encuentran su comprobación las aserciones de la escuela 
histórica acerca de las relaciones de lo pasado con lo presente 
en la marcha del derecho; hállanse enlazados por tan estre- 
cho vínculo los varios períodos de su historia, que si los estu- 
diamos separadamente no podremos alcanzar más que un co- 
nocimiento imperfecto y oscuro. Por esto el estudio del Dere- 
cho romano ha de ser esencialmente histórico, y aun cuando 
las obras de Justiniano sirvan principalmente de base para su 
estudio, éste debe comprender y abarcar en la medida ne- 
cesaria el desarrollo de la legislación de Roma en los varios 
períodos de su existencia. 



IMPORTANCIA DEL ESTUDIO DEL DERECHO ROMANO (1). 


La importancia y utilidad del estudio del Derecho romano, 
se comprenderán desde luego con sólo considerar, como ya de- 
jamos apuntado, que su conocimiento es no sólo necesario, 
sino indispensable para la perfecta inteligencia de nuestra le- 
gislación civil, supuesto que para interpretar y aplicar real- 
mente las leyes de un pueblo, es forzoso conocer los elemen- 
tos que han concurrido á su formación v la historia de su orí- 
gen y vicisitudes. 


(1) Savigny, Trnilé de Droil romain, traduit parGenoux, i, pág. xvi-xxsi.— lhe- 

n* LEspi't du Droil. romain dan.* le* diverses ¡¡liases de son deveioppemcnt , traduit par 

o n . ( u * onaere > Darís, 1877, i, §§ 1 y 2, págs. 1-25.— Rívier, Introdurtion historiqne 

ini \ r0m ' ,in \ ® r,,xe ^ es * 1872. Le<;on d’ouverture, págs. 1-43. — Seraflni, Delint- 

n-ivti’n !' ”* fiencrale r. del Dirilto romano in par (¡colare. Roma, 1872. en 

P-ii ticular las págs. 15-20. 
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En efecto; el Derecho romano ha contribuido con sus más 
preciosos materiales á levantar el edificio de la legislación es- 
pañola; gran número de sus reglas han pasado íntegras á for- 
mar parte de nuestro derecho; de él traen su origen muchas 
de nuestras instituciones jurídicas. Puede decirse con razón 
que el Derecho romano no ha muerto, sino que vive latente 
en el fondo de nuestros Códigos informándolos coa su espíritu. 
Para convencerse de ello bastará echar una rápida ojeada so- 
bre los orígenes de nuestra legislación. 

Sujeta España á la dominación romana en calidad de pro- 
vincia del Imperio, sus leyes y costumbres fueron, por lo ge- 
neral, las leyes y costumbres de la Metrópoli. Cuando los vi- 
sigodos ocuparon la Península, fieles al sistema de conquista 
de los pueblos germánicos, permitieron en un principio que 
sus súbditos españoles continuaran gobernándose por las leyes 
romanas. Una colección de estas leyes es el Breviario de Ala- 
rico, el más antiguo de nuestros Códigos nacionales. En el 
Fuero Juzgo entró como principal elemento el Derecho ro- 
mano en unión con el germánico. Las circunstancias por 
que atravesó España después de la ruina .del imperio visi- 
godo y la invasión de los árabes, fueron causa de que á la 
legislación visigoda sucedieran en muchos puntos los fueros 
municipales. Pero muy luego el Derecho romano vuelve á 
recobrar su antigua preponderancia; el renacimiento de los 
estudios jurídicos en Italia encuentra eco entre nosotros; y 
el Rey Sábio toma las obras de Justiniano por base de sus 
trabajos legislativos. El inmortal Código de las Siete Partidas 
es en muchos puntos una mera traducción de las leyes roma- 
nas. La fundación de Universidades á semejanza de las de 
Italia, asegura entre nosotros al Derecho romano la misma 
indisputable inflencia en las escuelas que en el foro. 

Buena prueba de esta verdad es el hecho de dedicarse los 
jurisconsultos españoles á establecer la concordancia de nues- 
tras leyes con las romanas, supliendo con su ayuda las lagu- 
nas de nuestra legislación, como vemos, por ejemplo, en las 
(llosas de Mental vo sobre el Fuero Real; de Gregorio López 
sobre las Partidas; de Antonio Gómez sobre las leyes de Toro, 
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do Alfonso de Accvedo sobro la Nueva Recopilación; y ol alto 
g-rado que alcanzo en España la cultura científica del Derecho 
romano, de que que dan idea los nombres del docto humanista 
Antonio de Nebrija profesor en Salamanca y Alcalá; de un 
Dieg'o de Covarrubias que mereció el dictado de Bártulo espa- 
ñol; del insigne Arzobispo de Tarragona Antonio Agustín, dis- 
cípulo de Alciato, y sin citar otros muchos cuya sola enume- 
ración exigiría largas páginas, los de Valencia, Ramos del 
Manzano y Retes, profesores los tres de Salamanca, cuyos tra- 
tados sobre la posesión estima el ilustre Savigny dignos de 
figurar al lado de los comentarios del célebre Hugo Don- 
neau (1). Finalmente, puede juzgarse de la influencia y auto- 
ridad del Derecho romano en España por la importancia casi 
exclusiva que en enseñanza tuvo 'en nuestras Universidades 
hasta el reinado de Felipe V con grave detrimento del estudio 
del derecho patrio, y por el hecho de ser todavía al presente 
supletorio de la legislación foral en las provincias de Catalu- 
ña y en Navarra. 

Por otra parte, el derecho romano se considera como pre- 
paración para los estudios jurídicos. Así como el conocimiento 
de las literaturas griega y latinas, se reputa como elemento 
necesario v en cierto modo como base de la educación litera- 
ria, el estudio del derecho romano ha sido juzgado en todos 
tiempos el mas sólido fundamento de la educación jurídica (2). 


(U Traité de la poxscxsion en Droil romain. Traduit de Tallera an 1 par I-I. Stasdler. 
2 edition (París, 18~0) p. xxiv-xxv: «Les lerons de ces trois jurisconsultes espagnols 
sont fa’tes avec beaucoup de soin, et Ton peut, aprés Touvrage de Donellus, les 
considerer comme les ouvrages les plus sérieux en matiére de possession.» 

(2) Ihering, sin desconocer la importancia del Derecho romano considerado 
desde este punto de vista, censura con razón lo que tiene de exclusiva la Opinión 
de Savigny que hace consistir casi únicamente en esto la excelencia del Derecho 
de Roma. 

«La fuerza intelectual que constituyela grandeza del Derecho romano» dice á 

este propósito Ihering «está, en las reglas enseñadas por los jurisconsultos roma- 
nos, en los preceptos jurídicos positivos que exponen, en las divisiones que hacen, 
en las instituciones todavía vigentes.» Obra citada, $ 2, pág. 2). Y criticando más 
adelante la opinión de Savigny «le hago,» dice «un doble reproche: primero, que 
pone el valor del Derecho romano exclusivamente en un elemento de pura forma, 
en la pai te técnica del Derecho, y olvida completamente la importancia de los otros 
factores que contribuyen á determinar el valor del Derecho. Además áun desde 
este punto de vista estrecho, es incompleta, en cuanto en vez de reconocer que este 
(- ern.mlo de forma está impregnado é inmenente en todo el edificio del Derecho 
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De la misma manera que el trato y comercio con los autores 
clásicos sirve para formar el gusto literario, el estudio de las 
obras de los juriscunsultos romanos contribuye en gran ma- 
nera á la formación del sentido jurídico. Por la fuerza de ló- 
gica de sus deducciones y el rigor y la agudeza del razona- 
miento, por la sabiduría de sus decisiones y la flexibilidad ad- 
mirable con que sabían adaptar los principios de derecho á los 
innumerables casos que se les ofrecían en la práctica, los ju- 
risconsultos romanos de la época clásica merecen en cierto 
modo el calificativo que les daba Portal is de «maestros del gé- 
nero humano». De aquí que para adquirir las cualidades que 
deben adornar al jurisconsulto y muy especialmente para 
adiestrarse en el difícil arte de interpretar y aplicar las leyes, 
sea muy conveniente tomarlos como modelos y familiarizarse 
con las obras que nos han legado. 

§ 3 o . 


CONCEPTO Y DIVISION DE LA HISTORIA DEL DERECHO ROMANO (1). 

La historia del Derecho Romano, ó sea la exposición del 
origen y visicitudes de la legislación romana, se divide á con- 
tar desde Leibnitz (2) en externa é interna. Dase el nombre de 
historia externa á la historia de las fuentes del derecho, ó lo 
que es lo mismo á la que nos muestra las formas con que se 
ha presentado el derecho en las distintas épocas, señalándolos 
acontecimientos á poder de los cuales se han verificado nota- 
bles cambios en la legislación. La historia interna es la que 


romano, instituciones, principios y preceptos, no considera en esta forma sino la 
apai’iencia exterior con que ha revestido al Derecho romano, apariencia que re- 
sulta para Savigny de que por acaso Justiniano, en vez de sustituir los escritos de 
los jurisconsultos, mandó extractar sus escritos.» Obra citada, §2, p. 21. 

(1) I’uchta, Inslitutionen, 8" edición. Leipzig-, 1875, i, § 45, págs. 51-59.— Ihering* 
L'Esprildu DroUromuin, i, §§ 4 y 5, especialmente las págf. 56-81.— Kuntze, Lehrbuch 
iler lililí tuíionen nowie iler iiusseren undinneren Ilcchtsyeschichtc. 2' edición. Leipzig. 
1819, §36, pág. 16. 

(2) Nui'it melltodus discendue docendaeque junsprudenliae. Leipzig, 1148, ii, § 29: «Ju- 
risprudentia histórica vel inlen a vel externu: illa ipsam jurisprudentiae substan- 
íam ingreditur, haec udminiculuin tanturn est requisitum » 
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expone <'l origen y desarrollo de las instituciones jurídicas 
hasta su fase última y definitiva (1). 

Hasta ahora la inmensa mayoría de los tratadistas de dere- 
cho romano fundándose en razones que hemos espuesto an- 
teriormente, han creído, con muy buen acuerdo en nuestro en- 
tender, que el estudio de la historia interna debía ir unido al de 
los principios de la legislación justinianea, sirviendo así como 
de introducción al examen de las instituciones jurídicas en su 
último desarrollo. 

Por lo que toca á la historia externa, cuya exposición es el 
objeto propio de esta obra, no concuerdan los escritores res- 
pecto de sus límites ni del método que haya de seguirse en su 
estudio. 

Hay algunos que ampliando el círculo en que debe mover- 
se la historia externa, hacen entrar en él un exámen, siquiera 
no sea muy detenido, de las instituciones jurídicas. 

Otros por el contrario, restringiéndolo demasiado, convier- 
ten la historia externa en un mero cuadro de las fuentes del 
derecho, sin tener para nada en cuenta, ni estimar como dato 
apreciable la influencia que ejercen los sucesos en la marcha 
y desenvolvimiento de las ideas jurídicas. 

Ambos sistemas nos parecen por estremo defectuosos: el 
primero, sobre invadir el terreno propio de la historia interna, 
falta á las condiciones del verdadero método científico así de 
exposición como de enseñanza, con arreglo al cual se debe 
proceder siempre de lo conocido á lo desconocido, de lo parti- 
cular á lo general, y en vez de ideas claras y definidas engen- 
dra la confusión y el desorden en la mente del que lo sigue. 
Los partidarios del segundo muestran desconocer la índole y 


(1) No se nos ocultan los defectos é inconvenientes de esta división y de la ma- 
nera usual y corriente de entender y tratar la historia del Derecho romano Pero 
no cabe duda que desde el punto da vista didáctico es la más acertada. 

Hasta el mismo Ihcring que en su citada obra, pág$. 03 y siguientes, exagera y 
critica acerbamente los defectos del sistema generalmente seguido en la exposi- 
ción de la historia del Derecho romano, sistema que según él «es la negación a 
prior} de la unidad y del conjunto en el movimiento de la Historia del Derecho» 

wene á reconocer esta verdad cuando dice: «No tengo que examinar aquí si este 
procedimiento puede ser justificado por razones metodológicas, desde el punto 
de vista de la enseñanza académica,» pág. 0-1, nota 30. 
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-carácter propios de la historia del derecho y mutilan la histo- 
ria esterna que no es otra cosa para ellos sino una mera crono- 
logía legislativa. 


§4°. 

FUENTES DE CONOCIMIENTO DE LA HISTORIA DEL DERECHO 

ROMANO (1). 

Las fuentes á donde ha de acudirse para estudiarlas mate- 
rias, cuya exposición es el fin especial de la historia externa. 
ó lo que es lo mismo, sus fuentes de conocimiento, pueden re- 
ducirse á dos clases: los escritores y los monumentos. 

I. 

Escritores . 

Los escritores, cuyas obras nos proporcionan datos y no- 
ticas sobre el antiguo derecho rotnano, se distinguen en jurí- 
dicos y no jurídicos, según la naturaleza y el carácter de sus 
producciones. 


a >. Escritores do jurídicos. 

En cuanto á los escritores no jurídicos, son dignos de espe- 
cial mención los siguientes: 

Historiadores latinos. — C. Julio César (655-710) en sus 
Comentarios de helio Gallico y de bello civili. 

Tito Livio, (695-770) contemporáneo y amigo de Augusto. 
Ab urbe condita , l. CXLII. «Livio no puede utilizarse sinocon 
mucha cautela como fuente histórica sobre todo en lo relativo 
á los tiempos mas remotos» (W. Teuffel Gesch , der rom. Li- 
teratura Zweite Aufl Leipzig 1872 p. 534). 


(]) Rivier , Inlroduclion historiqve (tu Droil rom ahí, §§ 2 y 3, pags. 48-G2.— Rudorff 
H temis che Rechtsgcschichtc. Leipzig, 1857, i, §§ 81-62, págs. 266-255.— Dan z, Lehrbuch 
der Geschichte des lio-mis chai fíeihls. I .eipzig, 1871 , i, §§ 2-4, págs- 1 5.— Waltor, Storiu 
del Dii-itlo di liorna (traducida por Rollati). Torino, 1851, págs . 5-10.— Padelletti, Storiu 
del Divino romano. Kironze 1878, págs. 4 ysiguieutes. 
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C. Cornclio Tácito, cuyas obras todas y singularmente los 
Historiarum libri y los Anales son muy importantes desde el 
punto de vista de nuestro estudio. 

C. Suctonio Tranquilo (75-160 ?), que nos proporciona no- 
ticias muy interesantes en sus VitaeXII Caesarum y en los 
fragmentos que se conservan de su obra de Viris ilustribus. 
Los Scriptores l listóme A ugusócc, que escribieron en el perio- 
do comprendido entre Diocleciano y Constantino. Eutropio 
(-j-370), Breviarum ab urbe comlita , Am miaño Marcelino, lie- 
ruin g estarían l. XXXI (de cuya obra nos faltan desgracia- 
damente los 13 primeros libros) y finalmente nuestro insigne 
Paulo Orosio , Adversas paganos historiavum libri VIL 

Historiadores griegos. — Ocupa el primer lugar entre ellos 
Polibio (549-631), no obstante lo incompleto de su obra, de 
la cual, solo han llegado hasta nosotros íntegros los 5 libros 
primeros y fragmentos de los demás. Hállanse también ma- 
teriales para nuestro estudio en las obras, incompletas tam- 
bién de Diodoro de Sicilia y Dionisio de Halícarnaso, singu- 
larmente en la de este último, por más que amengüe su im- 
portancia su escesiva credulidad respecto de las fábulas en 
que están envueltos los orígenes de Roma. Entre los escrito- 
res de la época cristiana deben consultarse con preferencia, 
Flavio Josefo (37-93) Plutarco (50-120 ?) Apiano y Dion Casio, 
autor este último de una escelente Historia romana en 80 li- 
bros, muchos de los cuales no han llegado hasta nosotros. Zo- 
simo y Procopio son, éntrelos historiadores bizantinos los mas 
interesantes para el conocimiento del período en que vivieron. 

Filósofos, gramáticos y retóricos. — M. Tulio Cicerón 
(648-711). Sus escritos retóricos y sus discursos forenses, así 
como el tratado de legibus y los Tópica ad Trebatium, abundan 
en datos y noticias de carácter jurídico. Son útiles también 
bajo este concepto el comentario de Q. Asconio Pcdanio á sus 
Oraciones y el de Boecio á los Tópicos. 

L. Annoo Séneca el Filósofo (8 ?-65 de J.C.). 

Anicio Manlio Torcuato Severíno Boecio (470-525). Be con- 
sola tione philosophm libri V 

M. Terencio Varron (638-727 de R.) Be lingua latina. 
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S. Pompeyo Festo. De verborum signijicatione , compendio 
de una obra de Verrio Flaco estractado más tarde por Paulo 
Diácono, á fines del siglo VIH. 

M. Valerio Probo, contemporáneo de Nerón y délos Fla- 
vios. De litteris singular ibus', Notarum latérculi. 

Prisciano, gramático y retórico de fines del siglo V y prin- 
cipios del VI. 

M. Fabio Quintiliano. Instit utiones oratorias libri XII. 

Anneo Séneca el Retórico (700-791 de Roma). • 

Arqueólogos y eruditos. — A. Gelio (115?-165?) Noctium 
AtUcarum libri XX, precioso y copioso arsenal de interesantes 
noticias. 

Aurelio Ambrosio Teodosiano Macrobio, escritor de prin- 
cipios del siglo V. — Saturnaliorum conviviorum libriVU. 

J. Laurencio Lydo escritor griego del siglo XI, autor de 
una obra sobre los magistrados romanos. 

C. Plinio Secundo, el Viejo (23-79 de J. C.), cuya N a tur a lis 
historia es una verdadera enciclopedia muy importante para 
nuestr.o estudio. 

Marciano Minucio Félix Capela (entre 410 y 439), autor 
de un Repertorio abundante en curiosas noticias, intitulado de 
nupliis p/iilologice et Mercurii , l. IX. 

S. Isidoro (570 ?-640). Oríginum sive etymologxarum li- 
bri XX. 

SCRIPTORES REI RÚST1CAE, AGRIMENSORES Y MILITARES. — M. 

Porcio Catón (520-605 de R.) De re rústica. Oríginum li- 
bri Vil (?) 

L. Junio Moderato Columela, contemporáneo de Claudio De 
re rustica, libri XII. 

C. Julio (?)que floreció entre Augusto y Tiberio. De li- 
mitibus y de conditionibus agrorum. 

S. Julio Frontino (40 ?-10 6?) — De aquccductibvs urbis 

Romoe. 

Flavio Vcgecio Renato, escritor de fines del siglo IX. Epito- 
me reí militaros. 

Poetas cóm.cos, líricos y satíricos. — T. Maccio Planto 
(500-570 de R.) y P. Terencio (569-595), nos ofrecen en sus eo- 


jjj JUSTOHTA DHL DERECHO ROMANO 

nuvlíns preciosos materiales para el estudio del derecho ro- 
mano. 

() Horacio Flaco es el único de los poetas líricos que inte- 
resa realmente conocer por este concepto (689-746 do Roma), 
sobre todo en sus odas y sátiras. 

Prudencio (348-410), Carmina/. 

Aillo Persio Flaco (34-62 de J. C.), M. Valerio Marcial 
(40?- 161.), I). Junio Juvenal (47? de J. C.) Saturmrum libriY, 
¿T. Petronio Arbiter (—66 de J. C.) Satyricon , son también 
importantes. 

El estudio de los PP. de la Iglesia es asimismo útilísimo 
para conocer muchos usos y costumbres de carácter jurídico 
de la Roma antigua, pues dedicados á combatir el paganismo, 
necesitaban conocer la historia y poner de relieve la sociedad 
en que vivían. Los más interesantes por este concepto, son: 

M. Min ocio Félix (200?) y en particular en su diálogo Oc- 
tavius. 

Q. Séptimo Florente Tertuliano (150? hasta después de 
216). 

Thascio Cecilio Cipriano, (S. Cipriano) (200?-258). 

Arnobio, escritor de fines del siglo III y principios del IV. 
Adversas natlones libri VIL 

L. Cecilio Lactancio Firmiano (=330?), Divinarum histitu- 
¿ionum libri VII, y el tratado De mor tibies per secutar mn. 

S. Gerónimo (331-420). 

Aurelio Augustino, (San Agustín) (354-430), singularmen- 
te en su obra De civitate Dei. 

Salviano ( — 496?). 

Numerosos son los trabajos que se han publicado sobre los 
escritores clásicos no jurídicos considerados desde el punto de 
vista de la utilidad que ofrecen para la historia del Derecho 
íomano. Como el citarlos todos exigiría mucho espacio (1), nos 
limitarémos á mencionar algunas obras en que se considera 
bajo ebte concepto á varios escritores. Las principales son los 
siguientes: 


l>Lvd d,”, -sto^trub' •jjo, ia ^ -10-54, se halla una reseña muy ccm- 
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Blume, Lachmann, Mommsen y Rudorff, Erlauter ungen zu 
dai Schrif tender razmischen Feldmesser, Berlín, 1852. — En esta 
obra, que constituye la segunda parte de la edición de los 
Agrimensores romanos publicada por Bíume, Lachmann y 
Budorff en 1848, son de notar singularmente el estudio de 
Mommsen sobre los libri coloniarum (pág*. 143-220), y el de 
Budorff sobre las «Instituciones gromáticas,» (pág. 227-464). 

Benech, E tildes sur, les clásiques latins , Horace , Per se , 
Jfartial, Juvenal, París, 1853. — Obra interrumpida por la 
muerte de su autor, y de la cual poseemos una traducción en 
castellano. 

Henriot , Manir s juridirjues et jndiciaires • de Pándenme 
Borne dniprcs les poetes latins , 2. a edición, París, 1865. 

Dirksen, Znr KritiJt und Anslegung der nicht jurislischen 
romischen Klassiker , Leipzig, 1871. — Es el primer tomo de 
los Ilinterlassene Schrif ten de Dirksen publicados por Sanio. 
Además de varias disertaciones sobre Cicerón , Aulo Gelio, 
Verrio Flaco y Festo Pompeyo, Boecio, Tácito y Suetonio, so- 
bre los retóricos griegos y latinos, y sobre Plutarco y Suidas, 
contiene este volumen algunos trabajos que Dirksen dejó iné- 
ditos á su muerte, y que tratan de lás fuentes jurídicas de Pli- 
nio el mayor y de San Isidoro, de la interpretación de algunos 
pasajes del retórico Frontón, de los epistológrafos latinos del 
período cristiano y délos escoliastas de Horacio. 

Las obras modernas de que principalmente se debe servir 
el estudioso para orientarse en el conocimiento de las fuentes 
del Derecho romano, singularmente de las no jurídicas, son: 

Teuffel, Geschichte der nrmischen Literatur , 3. a edición, 
Leipzig, 1875.*— De esta obra hay una traducción italiana (Pa- 
dova, 1869 y siguientes), y recientemente se ha comenzado, á 
publicar una traducción francesa (París, 1879). 

Bernhardy, Grundrissder rcemischen Literatur. 5. edición, 
Brunswick, 1871. 

Kbert, Geschichte der christlich lateinische Literalur, Leip- 


zig, 1874. 

Hübncr , 
lera tur. 4. a 


GrmAriss zu Varíes ungen iiber die nvmische Ii~ 
edición, Berlín, 1878.— Programa útilísimo, que 
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además de la indicación de las olmas de cada escritor, da noti- 
cia de los principales manuscritos que de ellas se conservan y 
de sus principales ediciones, al mismo tiempo que una biblio- 
grafía copiosíma de los trabajos relativos á los diversos au- 
tores. 

b). Escritos jurídicos. 

Bajo este epígrafe comprendemos todos los monumentos de 
la literatura jurídica de Roma, así los puramente legislativos 
como los de carácter propiamente didáctico, y los relativos á 
la aplicación del derecho. Habiendo de mencionarlos todos 
ellos minuciosamente en el lugar oportuno, ó sea al tratar de 
las fuentes del derecho y déla literatura jurídica de cada pe- 
ríodo, nos limitaremos á indicar aquí algunas obras donde se 
hallan reunidas la mayor parte de estas fuentes, á excepción 
de las compilaciones legales. Tales son : 

Bruns, Fontes juris romani antiqui , 3. a edición, Tubin- 
ga, 1876. Manual de las fuentes del Derecho romano, así lite- 
rarias como epigráficas desde los orígenes hasta el siglo ter- 
cero después de Jesucristo. Se halla dividido en tres partes: la 
primera contiene los monumentos legislativos del citado pe- 
ríodo, cuyo texto nos han conservado en todo ó en parte los 
monumentos epigráficos y los escritores; la segunda es una 
colección de documentos (negotia) relativos á la aplicación del 
derecho, y la tercera un repertorio de pasajes de escritores no 
jurídicos que explican é ilustran muchos términos técnicos del 
Derecho romano. 

Giraud , Juris romani antiqui vestigia , monumenta , etc . 
París, 1872. — Compilación de la misma índole que la anterior, 
y quizá más apropósito que ella para iniciar al principiante en 
el estudio de las fuentes. 

Huschke , Jurisprudente antejus tiniance quee supersunt . 
4. edición, Leipzig, 1879. — Excelente repertorio de los escri- 
tos y fragmentos de los jurisconsultos romanos y bizantinos 
anteriores á Justiniano. De algunos otros escritores del mis- 
mo período que no pueden contarse con propiedad entre los 
jui isconsultos, ha tomado el autor «ea y qiue ex librorum argn - 
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mentís juv isp rudentia vindicando, esse videbantur .» Libro que 
debe ser «la base permanente y necesaria de todo estudio so- 
bre la historia del Derecho romano y sobre cualquier punto de 
la legislación de Justiniano y de sus sucesores» (1). 

Giraud, Novum Enchiridion juris romani. París, 18^3 . Com- 
pilación no ménos útil y recomendable que la anterior in usum, 
academicum. 

II. 

Monumentos 

Los monumentos, cuyo estudio nos proporciona preciosos 
materiales para el conocimiento del derecho, ilustrando unas 
veces y completando otras en muchos puntos á los documen- 
tos escritos, son de dos clases: las inscripciones y las monedas. 
De unas y otras poseemos excelentes colecciones y obras desti- 
nadas á facilitar su interpretación y estudio. 

a). Inscripciones. 

Dejando á un lado las colecciones epigráficas de carácter 
nacional y local (2), mencionarémos la publicación monumen- 
tal de la Academia de Berlín, destinada á sustituirlas á todas. 

Corpus inscriptionum latinarum consilio et auctoritate Aca- 
demia litterarum Regia Bovussica editum. Berlín, 1863-76. 

En todos los volúmenes de esta colección hallará el que se 
dedique al Derecho romano materiales preciosos para su estu- 
dio, pero los más importantes bajo este concepto son el pri- 
mero, el segundo y la segunda parte del tercero. El primero, 
que comprende las inscripciones anteriores á César, es sin 
duda alguna el más importante por contener todos los princi- 
pales monumentos legislativos de la Roma republicana, ilus- 
trados por Mommsen con observaciones y comentarios impor- 
tantísimos (3). El segundo comprende las inscripciones de la 

(1) Rivier en la Reme lústorique ile Droit franrais el élmnger, año 8" (1802) pá- 
gina 510. 

(2) Puede verse la enumeración de los principales en los Exemptu inucriptionum 
latinarum de Wilmans, págs. 8-9. 

(8) Véanse á este propósito el articulo de Rudorff en la Zcitschrifl fár Rechtspes - 
chichi? , vol. ni (1803) págs. 1(50188, en particular las págs. 119 y siguientes, y el de 
Rivier en la Item te historique de Droit fruui'iiis t'i ctranyer, vol. xi (18 55) págs. .¡10-.11,>. 
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España romana; el tercero las (le Asia, la de las provincias 

griegas de Europa, y las de la Ilyria; el cuarto las inscripcio- 
nes parietarias de Pompeya, Horculano y Stabies. Del quinto, 
destinado á la inscripciones de la Galia Cisalpina, no se ha pu- 
blicado aún más que la primera parte, y lo mismo sucede con 
el sexto, consagrado alas inscripciones de la ciudad de Roma. 
El sétimo contiene las inscripciones de la Bretaña. El tomo 
comprensivo de las inscripciones de Africa, cuya publicación 
ha retardado la temprana muerte de Wilmans, saldrá á luz 
dentro de poco tiempo. 

Sirve de complemento, ó mejor dicho de suplemento á esta 
grandiosa compilación, la Ep7icmeris epitfrapJiica, (Berlín, 1872 
y sigs.) Revista que además de publicar el texto de todas las 
inscripciones de los países representados ya en el Corpus ins- 
criptiomm , que han sido descubiertas después de salir á luz 
los tomos correspondientes, contiene también disertaciones 
muy importantes, como por ejemplo, la de Marquardt sobre 
los sacerdotes de las provincias romanas, las de Mommsen y 
Hübner sobre la ley colonial de Osuna^ y la de este último 
sobre la tabla de Aljustrel. 

Son también muy importantes para nuestro estudio las 
Tuscrip ¿iones cliris Hunco urbis Romee, séptimo secuto antiquiores, 
vol. I, Roma, 1861, publicadas por Rossi y el Corpus inscrip- 
tiomm Graecarum de Boeek. Berlín, 1858-63. 

Además del Haiulbuch cler roeniischen Epigraplúk de Zell, 
(2 a edición, simple reimpresión de laprimera, Iieidelberg, 1872), 
cuya parto, doctrinal no obstante los defectos de que adolece, 
puede ser consultada con fruto, y con preferencia á él, mere- 
cen ser especialmente recomendados á los que deseen iniciarse 
en el estudio de la Epigrafía, los Exempla iuscriptiouiim latina- 
rían in usum proecipue academicum publicados por Gustavo 
Wilmans (Berlín 1873) con notas y observaciones que aquilatan 
notablemente su mérito. Esta obra ha venido á sustituir ven- 
tajosamente para el uso académico á la colección de Orelli 
Inscriptionum latinar um selectarum amplissima collectio , Zu- 
rich, 1828, corregida y completada por Henzcn (1856), auuquo 
sin dispensar de recurrir á élla en muchos casos. 
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b). Monedas. 

El estudio de las monedas es útilísimo, en cuanto sirve para 
dar á conocer y para ilustrar muchos puntos de la organiza- 
ción política y financiera de Roma, íntimamente ligados con 
el derecho. 

Las colecciones numismáticas cjue deben consultarse con 
preferencia, son las siguientes: 

Cohén, Description générale des monnaies de la Republique 
romaine. París, 1857. Description générale des monnaies frap- 
pées sous V empire romai-n. París, 1859-68. 

IPAilly, Recherches surlamonnaie romaine , depnis son ori- 
gine jusqu'd la mor t d' Aug ustes. Lyon, 1864-69. 

Para .el estudio de la numismática romana en general, de- 
ben consultarse además de la obra clásica de Eckhel, Doctrina 
memorum veterum, Viena, 1792-98, á Mommsen, Geschichte des 
roemischen Munzmessen. Berlín 1860, obra traducida al francés 
y enriquecida con importantes adiciones por el Duque de Bla- 
cas y el Barón de Witte. (París, 1865-75.) 

Borghesi, OEuvres numismatiques. París, 1862-63. 

Lenormant, La monnaie dans V antiquité. París, 1877-79. 
Los tomos segundo y tercero de esta obra, consagrados en 
gran parte á la numismática romana, ofrecen mucho interés 
desde el punto de vista de nuestro estudio. 


ESTUDIOS AUXILIARES DE LA HISTORIA EXTERNA DEL DERECHO 

ROMANO (1). 

Dado que la historia externa del derecho debe comprender 
no sólo el exámen de las fuentes del derecho en cada período, 
sino también el cuadro de la organización política y adminis- 
trativa, y la indicación de los sucesos que han ejercido verda- 
dera influencia en las instituciones jurídicas, se echa de vi 


(!) Uivicr, Introduction kitttoi ique uu Droil romain , § .i, pá^s. 
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claramente que está en íntima relación con otros dos órdenes 
de estudios relativos á la antigüedad clásica que han de ser- 
virle de principales auxiliares, á saber: la Historia política de 
Roma, y las Antigüedades romanas, nombre con que actual- 
mente se designa á la Historia de la organización política y 
administrativa del pueblo romano. La primera le proporciona 
materiales para estudiar y exponer los hechos que tienen 
verdadera importancia desde el punto de vista jurídico, en 
cuanto han determinado alguna modificación en la marcha 
y tendencias del derecho. Las Antigüedades romanas, le su- 
ministran cuantos datos le son necesarios para presentar un 
cuadro ordenado y verdadero de la organización política y ad- 
ministrativa de Roma en cada período. 

No obstante su estrecha conexión con ámbas disciplinas, la 
historia externa del derecho dista mucho de confundirse con 
ninguna de éllas, así por razón de su objeto propio, que es, 
como dejamos dicho, la exposición del origen y vicisitudes 
de las fuentes del derecho, y de los sucesos y trasformaciones 
políticas que han influido sobre ellas, como porque considerad 
unas y otras únicamente bajo el punto de vista jurídico. 

Indicaremos á continuación las obras que pueden tomarse 

• 

como guía para el estudio de cada una de estas disciplinas, 
procurando ser sobrios, y concretándonos á las obras de ver- 
dadera importancia en el estado actual de los estudios. 

a). Historia de Roma (1). 

■ Niebulir, Rwmische Geschichte, última edición. Berlín, 1874. 
Traducida al francés por Golbery, Strassburgo, 1830 y sigs. 

Schwegler, Rozmische Gcschíchke. Tubinga, 1858-70. Inter- 
rumpida por la muerte de sq, autor esta obra, justamente esti- 
mada, que no llega sino hasta la invasión de los Galos, ha 
sido continuada hasta la derrota de Alejandro de Epiro (Ber- 
lín y Halle, 1873-76), por O. Classon, + 1875. 


(1) Sóbrelos principales trabajos publicados acerca déla Historia y las Anti. 
ÍTÜ aladea romanas á contar desde Niebulir, y en especial acerca de los trabajos d ' 
Monimsen, puede consultarse el articulo de E. de Rugg'iero en', la Nuova Aiifoloyut do 
1 1 oí encía, vol. x (18 /ó) págs. 212-322, intitulado: «Teodoro Mommsen e il Difitto 
publico romano.» 
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Momssen, Roemische Geschichte, 6 a edición. Berlín, 1874-75. 
De esta obra poseemos una traducción española (Madrid, 1876- 
1878) calcada sobre la traducción francesa de Alexandre. 

Ihne, Roemische Geschichte. Leipzig, 1868-76.— El tomo 
cuarto y último de esta obra, consagrado principalmente á ex- 
poner la organización política y administrativa de ios últimos 
tiempos de la República, es el más importante para nuestro 
estudio. 

Duruy, Histoire des Romciins depuis les temps les plus recu- 
les jusqu'a la fin duregne des Antonins. Paris, 1870-76. 

• Gibbon, History of the decline and fall of the Román Em- 
pire. — Ultima edición. Londres, 1876. — Hay una traducción 
francesa (París, 1828-29). 


b). Antigüedades romanas. 


Becker-Marquardt, Ilandbuch der Roemischen Alterthümer. 
Leipzig, 1843-67. — Las partes de este excelente Manual con- 
sagradas á la topografía de Roma y á la organización adminis- 
trativa, anticuadas ya, lian sido reemplazadas con ventaja la 
primera por los trabajos de Jordán (Berlín, 1878-79), y la se- 
gunda por la nueva edición que ha hecho Marquardt para el 
Manual de antigüedades romanas, que publica en unión de 
Momrnsen. El Derecho público merece ser consultado todavía 
aun después de la publicación análoga de Momrnsen, cuyo 
punto de vista es esencialmente distinto del de Becker. Son 
asimismo dignas de estudio las Antigüedades privadas, publi- 
cadas por Marquadt en 1867 como parte del Manual que nos 
ocupa. 


Lange, Roemische Altertliumer , última edición. Leipzig, 
1876-77. No comprende más que las Antigüedades políticas de 
la Roma monárquica y republicana. 

Marquardt-Mommseu , Ilandbuch der Roemischen Alterthü- 
mer. Leipzig. 1876-79.— Los tomos primero y segundo de esta 
obra, (iiie han llegado en poco tiempo á su segunda edición, 
contienen respectivamente las teorías generales acerca de la 
magistratura romana, y el examen de las diversas magistra- 
turas en particular. Su autor, el célebre profesor delubniver- 
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sidad do Berlín Teodoro Momtnsen, se propone tratar en el ter- 
cero y último volumen de su Ilxmisckcs Sbaabsrecht délas Asam- 
bleas entre los Romanos. El derecho administrativo (Sbaabsver- 
walbang) condado á Marquardt, está ya terminado, y consta asi- 
mismo de tres tomos, el primero de los cuales trata do la or- 
ganización administrativa en general, el segundo de la Ha- 
cienda y la Milicia, y el tercero de la organización religiosa. 

Willems, Le droib ¡mblic romain, Lovaina 1874. 3. a edi- 
ción. — Escelente resumen de los trabajos modernos sobre esta 
materia. 



BIBLIOGRAFÍA DE LA HISTORIA DEL DERECHO ROMANO (L). 

No siendo nuestro objeto presentar una Bibliografía com- 
pleta de la historia del Derecho Romano, sino dar noticia de 
las obras verdaderamente importantes que debe consultar el 
que se dedique á estos estudios, dejaremos á un lado todas las 
anteriores á este siglo, que apenas si tienen ya otra importan- 
cia que la meramente histórica-literaria, y aun entre las pu- 
blicadas en este siglo, omitiremos las que han sido reemplaza- 
das ventajosamente por trabajos posteriores. 

Hugo, Lehrbuch der Rechbsgeschichbe bis auf Jasbinian. 
Ultima edición. Berlín 1852, traducida al francés por Jo urdan 
(Bruxelles, 1840). 

Puchta, Geschichbe des Rechbs bel den roemische Volh, Li- 
bro segundo de las Insbibubionen del mismo autor (8 a edición 
publicada por Krüger, Leipzig 1875), tomo I, pág. 65-424. — • 
Obra notable por sus escelentes condiciones didácticas. Está 
traducida al italiano. 

Walter, Geschichbe des roemischen Rechbs bis auf Jnsbi- 
nian , 3 a edición, Bonn. 1860-61. El tomo primero, consagrado 
á la exposición del derecho público es escelente. El punto de 


(1) Rivier, Introduclion hisloriquc au Droit romain, § 4, págs. tíá-GT.— Danz, Lehrbttch 
er Geiclitchle des mmischen Rechts, §5, págs. 5-6. 
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vista del autor es el de Niebuhr, bajo cuyas inspiraciones con- 
fiesa Walter haber escrito su obra (1). 

Esmaich, Rocmisc/ic Rech tsges chichis , 2 a edición completa- 
mente refundida. I a parte. Kasel, 1877. La viveza del estilo y 
la tendencia á construir y «exponer orgánicamente» 1a, historia 
del derecho son las propiedades características de su obra. 

Ruuorff, Roemische Rech tsges ch ich te . Leipzig 1857-59. El 

autor rechaza la división de la historia del derecho en interna 
y externa, y no comprende en su cuadro más que la legisla- 
ción y el procedimiento, Leyes et Judiciu , asunto respectiva- 
mente de los dos volúmenes de que consta la obra. 

Kuntze, Le/irbndi der InsUtutionen sowie der aussuren und 
mueren Reditsgesdiidite. 2 a edición. Leipzig, 1879. Obra de in- 
disputable mérito. Sin embargo su plan en lo relativo ála his- 
toria interna, cuyo asunto no es el derecho justinianeo sino el 
del periodo clásico de la jurisprudencia, ha sido objeto de se- 
veras censuras. 

Bruns, Gesdddite und Quelteu desroemisdieuReckts, en la 
Encyc topadle der Reditsmssensduift de Hottzendorff \ (3 íl edi- 
ción, Leipzig, 1877), págs. 77-129. Luminoso resúmen de la 
Historia externa del derecho romano, que refleja mejor que 
ningún otro el estado actual de esta ciencia. 

Bremer , GcsdiicJite der romisdien Rechls unter Verglei- 
diung des deutschen bis ¿u Karts des Grossen Kaiser kronung , I 
Abtheitung: DicZeit des Augustas und T iberias mit Einteitung, 
Strasburgo, 1876.— Colección de textos literarios y epigráficos 
á que sirve de introducción un índice cronológico de los «prin- 
cipales sucesos histérico-jurídicos» desde la más remota an- 
tigüedad hasta la muerte de Augusto. El plan de la obra es 
extravagante y no corresponde á lo que era de esperar de su 
autor ventajosamente conocido por un trabajo sobremanera 
estimable, acerca de la enseñanza. del Derecho entre los in- 
munos. 


(1) Algunos escritores italianos como E. ele Ruggiero en el artículo <le la ¡\i.ohi 
Anlaloiiín ántes citada, jníg. SWl, y Padelletti en su Sloria del Dirilto romano, pagi- 
nas vi y M, rebajan injustamente cu nuestro sentir el mérito ile la o 1U 1 1 ,1 ‘ ' 1 ’ 

tenida con razón por críticos muy competentes como uno de Ion mejoies twi. <u<>. 
que poseemos acerca de la Historia del Derecho romano. 
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Danz, Lehrbuch der Geschichte des roemischen Rechts. 2 a edi- 
ción, Leipzig-, 187 1-73. —Programa de la Historia externa é in- 
terna que contiene una escogida colección de textos de autores 
jurídicos y no jurídicos con útilísimas indicaciones bibliográ- 
ficas y algunas observaciones del autor sobre puntos difíciles 6 
controvertidos. La historia externa ocupa las págs. 8-141 del 
primea' volumen. 

Rivier, hitrodnction his toxique an droit romain , Bruxelles, 
1872. — Obra de la misma índole que la anterior, pero muy su- 
perior á ella por lo abundante y selecto de los textos, y por la 
riqueza de las noticias bibliográficas. 

La última parte de la obra: «Le droit romain depuis Jnsti- 
nien» (pág. 437-572) contiene materiales preciosos para el co- 
nocimiento de la historia literaria del Derecho romano así en 
Oriente como en Occidente durante la Edad Media y en la épo- 
ca moderna hasta nuestros dias. Bajo este último concepto la 
obra de Rivier, es única en su género, y así por esta razón co- 
mo por ser más á propósito que otra alguna, para iniciar en el 
estudio de las fuentes delDerecho romano y en el conocimiento 
de los trabajos modernos sobre la historia de este Derecho, 
creemos que debería andar en manos de cuantos se han de- 
dicado á este linaje de estudios. 

Giraud, Histoire da droit romain ou Introduction historiqne 
d l'étiide de cette lerjislation. París, 1841. — Obra del más ilustre 
de los romanistas franceses de esle siglo, algo atrasada ya á 
causa de los importantísimos descubrimientos paleográficos y 
epigráficos verificados desde su publicación, pero que apesar 
de esto merece todavía ser consultada en muchos puntos. 

Padelletti, Storia del diritto romano. Firence, 1878. — Ma- 
nual muy recomendable que se distingue de las publicaciones 
análogas por una nueva división en períodos y por la impor- 
tancia que da el autor á las condiciones económicas en sus 
relaciones con el derecho. 

Además de estas obras deberá el estudioso del Derecho ro- 
mano conocer y recurrir con frecuencia á varias Revistas en 
que el estudio de la Historia del Derecho romano ha tenido y 
tiene una parte importantísima. Tales son, limitándonos á las 
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principales y que se publican actualmente, las siguientes: 
Zei tschrift fiir Rechtgeschickte , Weimar 1861 y siguientes, 
fundada por Rudorff, Bruns, Roth, Merkel y Boehlau, y dirigi- 
da actualmente por Bruns, Roth y Boehlau. 

Archivio Giurídico, fundado porPietro Elleroen 1867 y di- 
rigido ahora por Serafini, profesor en la Universidad de Pisa. 
Contiene importantes trabajos sobre el Derecho romano de Se- 
rafini, Buonamici, Padelletti, Camilo Re, Leoni etc. 

Non, v elle Revue his tovique de dvoit [venir, ai* et étvcnigev diri- 
gida por Laboulaye, de Roziére, Gide, R. Dareste, Boissonade 
y J. Flach. Es continuación de la Revue his t arique (1855-69) y 
de la Revue de legislation ancienne etmoderne (1870-76). 

§ 7 ° 


MÉTODO DE EXPOSICION DE LA HISTORIA EXTERNA DEL DERECHO 

ROMANO. 


Dos son los métodos que suelen emplearse por los historia- 
dores del Derecho romano en la exposición de la historia ex- 
terna: el cronológico y el sincrónico. El primero estudia sepa- 
radamente el origen y vicisitudes de cada una de las fuentes 
del Derecho: el segundo se ocupa en examinarlas por el órden 
con que han aparecido no aislada sino simultáneamente, di- 
vidiendo para su estudio la historia del Derecho en grandes 
períodos que marcan las distintas fases de la legislación. 

A poco que se reflexione se comprenden las ventajas del 
método sincrónico sobre el cronológico, por cuanto aquel nos 
ofrece un cuadro acabado y completo délas fuentes del Derecho 
en su conjunto, mientras que este último no hace ver el desai - 
rollo gradual y sucesivo de lalegáslacion; pues del mismo modo 
que una serio de monografías sobre cierta época ó peí iodo, no 
puede llamarse la historia de aquel período ó de aquella época, 
así la historia de las leyes, scnadoconsultos etc., no es ni puede 

llamarse la historia del Derecho. 

Y saltan aún más á la vista los defectos é inconvenientes 
del método cronológico si se tiene en cuenta que la histoiia 

, \\ 1 n A r ♦ 
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externa del Derecho no es, como dejamos dicho, tina exposi- 
ción se. a y descarnada de las formas bajo las cuales se ha 
presentado el Derecho en la historia, sino que es parte y parte 
muy principal de ella el mostrar la influencia de los sucesos 
y de las trasformaciones políticas en la marcha de la legisla- 
ción lo cual so hace imposible siguiendo el método cronológico. 

§ 8 . 


LÍMITES DE LA HISTORIA EXTERNA DEL DERECHO ROMANO. — 
PERÍODOS EN QUE DEBE DIVIDIRSE SU ESTUDIO. 

El punto de partida de la Historia del Derecho romano 
debe ser la fundación de Roma, bien que como precedente ne- 
cesario debe discurrirse antes, siquiera sea brevemente, sobre 
los orígenes del pueblo latino, y sobre los primeros pobladores 
de Italia, en particular sobro aquellos pueblos que ya por ha- 
ber entrado como elemento constitutivo en el Estado romano, 
ya por haber estado en íntimo contacto con él desempeñaron 
un papel importante en la historia de Roma, y llegaron á ejer- 
cer verdadera influencia en las instituciones y cultura del 
pueblo-rey. El límite y punto final es el reinado del empera- 
dor Justiniano, cuyas vastas compilaciones nos muestran las 
instituciones jurídicas del pueblo romano en su íiltimo des- 
arrollo. 

Sin embargo, para hacer ver cómo el Derecho romano ha 
mantenido viva su influencia á través de los tiempos, y se ha 
perpetuado trasformándose en las legislaciones modernas, y 
muy singularmente en la española, conviene, y tal es nues- 
tro propósito, exponer la historia de sus vicisitudes hasta la 
época moderna, ‘así en Oriente como en Occidente. 

Sobre la división en períodos de la historia externa del De- 
recho romano, punto sobre el cual andan muy discordes los 
tratadistas, es nuestra opinión que hallándose, como liemos 
dicho, íntimamente enlazada la historia política de Roma con la 
historia de su legislación, los grandes cambios políticos deben 
servir de norma para esta división. Es evidente, como lo acre- 
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<Mft la experiencia, que en todos los pueblos, pero acaso más 
qnc en ningún otro en el romano, las revoluciones políticas y 
consiguientes cambios en la organización délos poderes pú- 
blicos producen á la corta ó á la larga profundas y radicales 
modificaciones en el derecho. Fundados en esta consideración, 
dividimos, siguiendo en esto á autoridades muy respetables, 
la historia del Derecho romano en cuatro períodos cuyos ras- 
gos característicos vamos á bosquejar brevemente. 

El primero comprenderá desde los orígenes de Roma hasta 
la abolición de la monaquía. En este período, el Derecho ro- 
mano tiene el carácter rudo y exclusivo de una legislación in- 
cipiente y contenida dentro de los estrechos límites de la na- 
cionalidad. El derecho privado se halla mezclado con el de- 
recho público, yambos están como englobados y formando 
parte integrante de la religión. La lucha de clases que forma 
el tegido de la historia de la Roma republicana, apdnas si es 
visible en este período, bien que se inicie ya al declinar la 
monarquía. 


El segundo período, que comienza con la expulsión del 
último Rey, y termina con el establecimiento de la República 
está caracterizado por la sucesiva emancipación de la plebe, y 


consiguientes modificaciones en el derecho, no menos que por 
la influenciacada vez mayor del jus gen tiim , que paulatinamen- 
te va despojando al primitivo Derecho romano de su carácter y 
modo de ser exclusivos. Las leyes de las XII tablas, fruto de los 
esfuerzos de la plebe por conquistar la igualdad civil, nos mues- 
tran la transición del derecho consuetudinario al derecho es- 


crito. La postración y el abandono de los patricios poi este 
triunfo de la plebe, son tales que apénas si oponen resistencia 
á las leyes Canuleya y Valeria Horacia, que tan temible gol 
pe dan á sus prerogativas. La publicación de las leyes Inci- 
nise SextiíE, y la sucesiva admisión de los plebeyos al consu 
lado, á la edilidad curul, á la dictadura, á la magistratura 
equitum , á la censura y á la pretura, consuman el tiiunlo 
la plebe Con la publicación del jus Ylavianxm y Li promul- 
gación de la loy Hortensia que establece definitivamente e 
carácter obligatorio de los plebiscitos para todos los Quiiitm, 
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pierde el patriciado los últimos restos de su preponderancia 
política. La extensión que toman en este perí odo las relaciones 
internacionales á consecuencia de las guerras con los pueblos 
de Italia y con los griegos y cartagineses, da origen á la crea- 
ción del praitor peregrinus, que es el comienzo de una era de 
importantísimas reformas en el derecho. Por este tiempo la 
filosofía estóica novum genus disciplina i recibe entré los roma- 
nos carta de naturaleza, é inmediatamente, como dice Momm- 
sen «se incorpora en la economía moral del pueblo romano.» 
Al terminar este período, la fé en las antiguas creencias de- 
cae visiblemente, y con esto coincide la decadencia de la 
República, minada por la corrupción más espantosa. Las sedi- 
ciones de los Gracos y las sangrientas guerras civiles éntrelas 
facciones de Mario y Sila, César y Pompeyo, Marco Antonio y 
Octavio agotan las fuerzas del pueblo romano, que llevado del 
instinto de conservación, resigna en manos de este último el 
cetro que sus manos débiles y fatigadas no podían sostener. 

El tercer período abarca el espacio comprendido entre Au- 
gusto y Constantino, ó sea la historia del derecho bajo los Em- 
peradores paganos. Dueño Augusto del imperio por la sucesiva 
acumulación en su persona de todas las principales magistra- 
turas, sus esfuerzos todos se dirigen á ir trasformando sin vio- 
lencia, gradual y paulatinamente las antiguas instituciones re- 
publicanas. Los comicios pierden poco á poco sus atribuciones 
legislativas, recibiendo en cambio el irrisorio derecho de nom- 
brar ciertos magistrados á propuesta del Emperador. Las fa- 
cultades de que ántes gozaban las Asambleas del pueblo pa- 
san al Senado, instrumento dócil de los Emperadores, que, 
como investidos de la potes tas censoria pueden modificarlo á 
su arbitrio. El Cristianismo hace por este tiempo su aparición 
en Roma, y su influencia se deja ver muy luego en las obras 
de los jurisconsultos. Como acontecimientos importantes para 
la historia del derecho en este período además de la reforma 
de Adriano, son dignos de tenerse en cuenta la concesión del 
derecho de ciudadanía á todos los súbditos del Imperio hecha 
por Caracalla y las reformas introducidas por Diocleciano. En 
este período las antiguas fuentes del derecho pierden su im- 
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portancia, y -vemos aparecer otra nueva que acabará por ab- 
sorberlas á todas : las constituciones imperiales. Los senados 
consultos empiezan á ser fuente del derecho privado, y la- 
respuestas de los jurisconsultos fuente del derecho escrito. La 
literatura jurídica se enriquece con monumentos imperecede- 
ros : los escritos de los jurisconsultos, informados por la doc- 
trinaestóica é influidos por el espíritu cristiano, imprimen al de- 
recho una tendencia más cosmopolita y humanitaria, y atesti- 
guan la inmensa altura que alcanzó en Roma durante la llama- 
da con tanta razón época clásica de la jurisprudencia romana, 
la cultura científica del derecho. 

El cuarto período compréndela historia del derecho bajo 
los Emperadores cristianos, ó sea desde Constantino hasta 
Justiniano. Reconocido el Cristianismo como religión del Es- 
tado después de la elevación de Constantino al solio imperial- 
su influencia antes indirecta y latente empieza á ser directa y 
ostensible, dejándose ver sobre todo en el derecho de perso- 
nas. Constantino, prosiguiendo y llevando á su término las 
reformas iniciadas por Diocleciano, introduce notables cam- 
bios en la organización política del imperio. Las fuentes del 
derecho en este período son las Constituciones imperiales á 
que se da el nombre de leges y el jas contenido en las obras 
de los jurisconsultos. Pero como estos habían llegado á for- 
mar millares de volúmenes, y las Constituciones imperiales 
eran ya innumerables, se siente la imperiosa necesidad de ha- 
cer luz en el caos de la legislación. A esta necesidad se trata 
de ocurrir con la ley de citas , con las compilaciones de Gre- 
gorio y Hermógenes, y con el ensayo de codificación llevado á 
cabo por Teodosio II. Estaba guardada para Justiniano la glo- 
ria de llevar á feliz término tan temeraria empresa opas despe- 
raban, como él mismo la llama en el Prólogo de sus Institu- 
ciones. El Código, repertorio de todas las Constituciones vi- 
gentes; el Digesto, recopilación de las decisiones de los más 
notables jurisconsultos; las Instituciones destinadas á servir 
de base á la enseñanza del derecho, y las Novelas son el re- 
sultado de los trabajos legislativos de este Emperador. Estas 
obras son la fuente principal de las legislaciones modernas, y 
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á ««lias liemos de acudir para conocer el Derecho romano en 
su filtima etapa, en su período de acabamiento y de síntesis. 


En cada uno de estos períodos, que hemos procurado ca- 
racterizar brevemente para justificar la división que hemos 
adoptado, estudiaremos separadamente, pero sin perder de 
vista la unidad de la historia: l.° La organización política, 
administrativa y judicial de Roma, y los principales sucesos 
de su historia política, en particular los que más influencia 
han ejercido en la marcha del derecho . 2.° Las fuentes 
del derecho y la literatura jurídica; absteniéndonos en ab- 
soluto de descender al exámen de las instituciones del dere- 
cho privado, por considerar esta tarea, como ya hemos indica- 
do, age na por completo á la índole de la historia externa. 
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HISTORIA DEL DERECHO EN EL PERÍODO MONÁRQUICO. 
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CAPITULO PRIMERO. 


LOS ORÍGENES DEL PUEBLO ROMANO. 


§ 9 . 

PERÍODOS INDO-EUROPEO Y GRECO-ITÁLICO (1). 

La historia de los orígenes del pueblo romano, que con 
frase pintoresca y exacta califica un escritor ilustre de historia 
crepuscular , estáenvuelta en las tinieblas con que los escritores 
griegos y sus serviles imitadores los analistas romanos rodea- 
ron los primeros tiempos de la historia de Roma. La filología 
comparada, sin embargo, ha venido á suplir hasta cierto punto 
la insuficiencia de la historia, deduciendo del estudio compara- 
tivo de la lengua latina con sus congéneres el sánscrito, el grie- 
go y el celta, la identidad de origen de estos pueblos, y pro- 
porcionándonos, aunque escasos en número, preciosos datos 
sobre el carácter y cultura de estos pueblos en épocas remotísi- 
mas, inaccesibles á la investigación histórica. Merced á los 
maravillosos descubrimientos de esta ciencia, que aunque data 
de ayer ha hecho en poco tiempo rapidísimos progresos, sabe- 


(I i l’ictet, Les origines indoeuropccnnes, ou les Arijas prhnitifs. Essai de paleontologie 
linguistiquc. París, 1859. Véanse sobre todo los capítulos i á ni del libro iv, Tomo n 
píys. 225-4(51 — Lange, Roemisclie Allerthuiner, tomo i, 3 a edición. Rerlin, 187(5, 4, l!» 
y 20, págs. 55-59.— Mominsen, Ilistoire romaine (traducida por Alexandre) París, 18i>:¡ 
y siguientes. Tomo i. cap. n, piígs. 20-11.— ísmarch, Roenihelie Reehstgesehichle , ca- 
pitulo i , S 1, pága. 1-4. 
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mos que griegos y latinos constituyeron en lo antiguo una sola 
raza, perteneciente como los Indios, Celtas, Germanos y Es- 
lavos á la gran familia de los pueblos indo-europeos. Antes de 
comenzar el período de las emigraciones, habían alcanzado ya 
estos pueblos cierto grado de cultura, revelados por multitud 
de palabras que constituyen el fondo común de sus respectivos 
idiomas, las cuales nos los muestran consagrado casi exclusiva- 
mente á la vida nómada del pastoreo, aunque ya en el pe- 
ríodo de transición á la vida agrícola. 

En punto á costumbres, su estado era verdaderamente pa- 
triarcal. La familia estaba perfectamente organizada. Reinaba 
entre óllos la monogamia; el padre era considerado como jefe 
de la familia, que estaba s ometida en un todo á su autoridad 
y como único señor de los rebaños, provisiones y utensilios en 
que principalmente consistía la propiedad en aquella época. 
En la asociación de varias familias, para constituir gentes ó 
linajes, asociación fundada en la primitiva identidad de ori- 
gen, y en la comunidad de ideas y de intereses; en el respeto 
de los jefes de las familias al patriarca jefe del linaje, y en las 
reuniones de los más ancia nos jefes de la familia para tratar y 
resolver los asuntos de interés común, vemos dibujarse ya 
los lineamentos de la futura organización política de los pue- 
blos indo-europeos. 

A las familias, constituidas de esta suerte, venían á agre- 
garse formando en cierto modo parte de ella los servidores asa- 
lariados y los prisioneros de guerra reducidos á esclavitud. 

Aunque la propiedad consistía principalmente, como deja- 
mos dicho, en bienes muebles, se conocía ya la propiedad in- 
mueble, y su trasmisión so verificaba por varios modos. El uso 
de la moneda era desconocido, y para el cambio, único medio 
de llevar á cabo las transacciones, se servían principalmente 
de los ganados. 

Los delitos eran severamente castigados, y ciertos «térmi- 
nos relativos á la acusación, álos testigos, al juramento, hacen 
presumir la existencia de una especie de procedimiento ju- 
rídico.» 

Llega un tiempo en que los Helenos y Latinos, segregan- 
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(lose de la gran masa de los pueblos indo-europeos, se der- 
raman por Europa, formando un sólo pueblo, hasta que en 
ópcca posterior se separan á su vez, estableciéndose los pri- 
meros en Grecia y penetrando los otros en la península itálica. 
Que ambos pueblos recorrieron juntos este período de su his- 
toria, lo acredita cumplidamente el estudio comparativo, de 
sus costumbres é instituciones mostrándonos la identidad pri- 
mitiva de las casas griegas y romanas, la semejanza de la 
falanje dórica con la falanje romana, la comunidad del culto 
del hogar, entre otras muchas afinidades y semejanzas que 
sería prolijo enumerar. Las luchas que hubieron de soste- 
ner con los habitantes de los países que recorrían y con las 
tribus que les habían precedido en las vías de la emigración, 
hicieron que se desenvolviese entre ellos el arte de la guerra. 
En esta época debe colocarse el origen de la dignidad real, na- 
cida de la necesidad de jefe para el ejército. Este jefe era ele- 
gido por el pueblo y asistido en el ejercicio de su cargo por un 
consejo compuesto de los más ancianos jefes de linaje. 

Al separarse de los Helenos, penetrando según se cree en 
la península itálica por la parte del Norte, se establecieron los 
Latinos en la parte central de Itália, dedicándose á la agri- 
cultura y al pastoreo; floreciendo la primera singularmente en 
las dilatadas y fructíferas llanuras de la parte Occidental, y la 
segunda en las ásperas montañas de los Apeninos y les 
Abruzzos. 

De la diversidad de emigraciones que se sucedieron en 
Italia, y de las bifurcaciones de estos pueblos, no monos que 
de la naturaleza del suelo, que parece como dividido en varias 
comarcas separadas naturalmente por montañas y rios, proce- 
dió la división de los pueblos itálicos en diversas naciones inde- 
pendientes, cuya historia y organización nos interesa conocer 
siquiera sea sumariamente por hallarse íntimamente ligada 
con la historia y la organización del pueblo romano. 
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§ 10 . 

LOS PRIMEROS POBLADORES DE ITALIA (l). 

Las numerosas y perseverantes investigaciones de que han 
sido objeto en nuestro siglo las antigüedades itálicas, permiten 
ya determinar, si no con absoluta exactitud, cuando ménos 
coa probabilidades de acierto, la situación geográfica de los 
distintos pueblos que ocupaban la Península italiana á mediados 
del siglo vniántes de nuestra Era, época en que se supone acae- 
cida la fundación de Roma. 

El territorio que se llamó después Galia Cisalpina, con la 
Liguria, la Istria y demás comarcas qué constituían la Italia 
superior, hallábase poblado por tribus de diverso origen, tales 
como los Ligures, Sicanos, Ylíricos, Vénetos y Carnios, las 
cuales, así por su aislamiento geográfico, como por su escaso 
grado de cultura, no llegaron á ejercer influencia alguna sen- 
sible sobre los restantes pueblos itálicos. Los Rhasena óEtrus- 
cos y los pueblos latinos, umbricos y sabélicos ocupaban la 
parte central de la Península. En la Italia inferior, denomi- 
nada más tarde Magna Grecia, dominaban los Japyges, consi- 
derados por un ilustre historiador moderno como «los inmi- 
grantes más antiguos, los autóctonos históricos de la Penínsu- 
la,» los Daunios ó Apulios, los Peucetios y otras tribus de 
ménos importancia, que sojuzgadas muy luego por las colonias 
griegas, apenas si dejaron algunos vestigios de su lengua y 
su civilización. 

Concentrando toda nuestra atención en la Italia propia, 
cuya influencia sobre las instituciones y la cultura romanas es 
á todas luces. evidente, nos encontramos en primer lugar con 
los Etruscos, nación la más poderosa y civilizada de Italia al 
inaugurarse la historia de Roma. La opinión más fundada res- 
pecto de su origen, asunto de empeñadas disputas entre los 

(1) l.ang'o, fíím. Allerthñmer, §§ 22-24, pág-s. 62 *13.— Mommsen, ílist rom., tomo i 
capitulo® i, ii:, viii y ix.— Duruy, Hisloire des Romains, tomo i, págs. 17-82.— Waltsr , 
libro i, cap. i, §§ 8 á 10, págs. 11 - 14 .— Esrnarch, §§ 2 y 3, págs. 4-7. 
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filólogos, es la que los supone de origen germánico, designán- 
dole como procedencia los montes Rhéticos. Los restos que de 
su idioma han llegado hasta nosotros, en numerosas inscrip- 
ciones, inducen á considerarlo como pueblo indo-europeo, cor- 
roborando en algún modo la anterior hipótesis. 

Establecidos primeramente al Norte del Pó, desde donde se 
extendieron por conquistas sucesivas hasta la región compren- 
dida entre el Tíber y el Anio; dueños de la Umbría y de las 
costas del mar Tirreno, con importantes colonias en la Italia 
superior, en la Campania y en el país délos Yolscos y Rútulos, 
constituían en cada comarca de las ocupadas por ellos, una 
confederación de doce ciudades que, aunque ligadas entre sí 
por vínculos religiosos y políticos, gozaban de una indepen- 
dencia casi absoluta, bajo el gobierno monárquico ó aristocrá- 
tico de los lucumones ó jefes de las familias nobles, dueños por 
derecho hereditario de la ciencia y de la religión etruscas. 

Cuando así lo exigían graves asuntos de interés general, 
reuníanse los jefes de las ciudades en la Metrópoli de la con- 
federación para proceder de acuerdo y fijar la esfera de acción 
en que debía moverse la acción colectiva. No había, sin em- 
bargo, liga general que pudiese aunar los esfuerzos de las di- 
ferentes confederaciones, y esto, unido á las disensiones y falta 
de armonía en el seno de cada confederación, explica la rápida 
decadencia y ruina del pueblo etrusco. Sus instituciones reli- 
giosas estaban íntimamente enlazadas con las políticas , y 
como éstas, eran monopolizadas también por la clase noble. 

Las bellas artes, la agricultura y el comercio, llegaron á 
alcanzar tal desarrollo en Etruria, que los restos de su cultura 
llegados hasta nosotros, los bajo-relieves de sus sepulcros, los 
vasos encontrados á millares en sus grandiosas necrópolis, los 
trabajos de canalización que se les atribuyen y sus progresos 
en el arte de la navegación que les permitieron rivalizar con 
los griegos y cartagineses, excitan todavía nuestra admiración, 
y nos dan idea de la prodigiosa actividad de aquel pueblo. 

Anterior á la inmigración de los Etruscos, aunque posterior 
á la de los Japyges, es la del pueblo llamado por Mommson 

italiota ó «italiano por excelencia,» nombre bajo el cual corn- 

3 
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prendo ;í las razas urnbro-sabélicas y latinas. Aunque de origen 
común, según lo acreditan sus afinidades de lengua y de cul- 
tura, estos dos pueblos, ramas desgajadas de la gran familia 
indo-europea, no penetraron al mismo tiempo en Italia. Los 
umbro-sabélicos, fraccionados en multitud de tribus ó agrupa- 
ciones distintas, se establecieron probablemente al entrar en 
Italia en el Norte de la Península, siendo su emigración poste- 
rior á la de los latinos. Atacados después de tres siglos de do- 
minación por los etruscos, unas tribus se sometieron á ellos, 
fundiendo su nacionalidad con la etrusca, y otras hubieron de 
correrse hácia el Sur, fijándose una de las principales ramas, 
los sabinos, en las inmediaciones del Latium. De éllos descen- 
dían los belicosos pueblos sabáticos que ocupando las sinuosas 
montañas de los Abruzzos, y miéntras los úmbricos de la parte 
occidental eran subyugados por los etruscos, latinos y griegos, 
lograron conservar largo tiempo su independencia contra todo 
poder extraño. Entre estas naciones, cuya emigración se con- 
jetura ocurrida en el período monárquico de Roma, ocuparon 
siempre el primer lugar los cuatro pueblos de la liga samnita, 
Caudinianos, Pentrianos, Hirpinios y Caracenianos, y los Yes- 
tinos, Marrucinos y Pelignios que constituían la Confederación 
sabélica del Norte. 

Las escasísimas noticias que poseemos acerca de la orga- 
nización de estos pueblos, nos demuestran que era por extre- 
mo imperfecta. Gobernados á lo que parece por un Magistra- 
do vitalicio, el Medclix Tuticus, sin llegar á constituir nunca 
verdaderas ciudades, construyendo sus moradas sin orden ni 
concierto al abrigo de alguna de las rudas fortificaciones que 
solian tener en la cumbre de sus montañas, vivían en el ma- 
yor aislamiento separadas del resto de Italia. No existia en 
sus Confederaciones poder alguno central, ni Metrópoli que 
ejerciese la jefatura. Cada pueblo se hacia representar en la 
Asamblea general de la Liga por medio de sus delegados, los 
cuales así reunidos, elegían en caso de guerra jefe para el 
ejército. Este sistema igualitario, y la falta de un poder fuer- 
temente organizado, que diera unidad á la acción colectiva, 
favoreciendo la tendencia separatista de los pueblos sabélicos, 
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fué la principal causa de la ruina de su independencia en las 
guerras con los Romanos. 

En cuanto á los latinos, la otra rama, del gran pueblo itá- 
lico, ocuparon «en tiempos remotísimos, según la opinión de 
Mommsen, el Latium, la Campania, la Lucania, la Italia pro- 
pia entre los golfos de Tarento y Laüs, y hasta la mitad orien- 
tal de la Sicilia (1).» Pero demasiado dóciles á influencias ex- 
trañas, muchas de estas tribus perdieron muy luégo su carác- 
ter y civilización propios al contacto de diversos pueblos. Sólo 
el Latium, el país de los Prisci latini , se exceptuó de esta re- 
gla, defendiendo enérgicamente su independencia contra sus 
inquietos y belicosos vecinos. El exámen comparativo de las 
lenguas itálicas con la helénica, y de las primeras entre sí, de- 
muestra de un modo irrefragable el común origen de Griegos, 
Latinos y Umbro-sábelicos, y proporciona preciosos datos para 
juzgar del grado de cultura de estos pueblos ántes de su sepa- 
ración. Valiéndose de él como de punto de partida, se ha lle- 
gado á determinar la filiación indo-europea de estas razas y la 
semejanza de sus instituciones domésticas, económicas y reli- 
giosas. Uno de los principales resultados de tales investiga- 
ciones, es la demostración de que léjos de ser los latinos un 
pueblo nómada dedicado á la caza y al pastoreo, se encontraba 
más adelantado en las vías de la civilización, v era como las 
demás ramas de la agrupación heleno-itálica «esencialmente 
agrícola (2).» 

El Latium propiamente dicho, ó Latium primitivo, abar- 
caba una extensión de apenas (3) 272 kilómetros cuadrados, ó 
sea la región comprendida entre el Tiber y el Anio y el pro- 
montorio Circeo. En este territorio se encontraban diseminadas 
las treinta ciudades de la confederación latina. 

Cada ciudad se constituía por la agregación de un deter- 
minado número de familias ó gentes , unidas por la comunidad 
de origen, de lengua y de costumbres, gobernadas por un ma- 
gistrado supremo que elegían los ciudadanos sujetos al servi- 


(]) Mommst n, Ilisl. Rom. ir, pag. -<5. 
12) Op. cit , pá^í.iíH. 

(■i) Ibid , pág. n. 
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cío do las armas, á quien servia do cuerpo consultivo una 
asamblea compuesta de los jefes de las familias. El territorio 
que comprendían los payió habitaciones de las distintas fami- 
lias, agrupadas en derredor ó á corta distancia del Capiíoüum, 
altura donde se levantaba la fortaleza que servia de refugio y 
defensa á los ciudadanos en caso de guerra, y el forum donde 
se verificaban las reuniones del pueblo, era el territorio del 
Estado, el cual tenía dominio eminente sobre los campos cul- 
tivados por sus habitantes. 

A la especial situación topográfica y consiguiente comuni- 
dad de intereses de estas treinta ciudades, no menos que á su 
identidad de origen y de lengua, debe sin duda alguna atri- 
buirse el origen de la confederación latina. 

Por virtud de esta institución, todos los dúdanos del La- 
tium estaban sujetos á las mismas leyes, podian contraer ma- 
trimonio entre sí los habitantes de distintas ciudades y contra- 
tar y adquirir legalmente en toda la extensión del territorio 
federal. Cuando se originaba una guerra en que estuvieran 
comprometidos los intereses generales de la confederación, to- 
das las ciudades contribuían á sostenerla, eligiendo un gene- 
ral que mandase las fuerzas aliadas. Un Consejo federal deci- 
día de las querellas entre las ciudades latinas, las cuales por 
otra parte, y no obstante el vínculo que las unía, podian guer- 
rear entre sí. 

La celebración periódica de determinadas fiestas religiosas, 
como las que se verificaban anualmente en honor de Júpiter 
Latiaris , y las frecuentes Asambleas de los delegados federales, 
contribuían á mantener la armonía en el seno de la Confede- 
ración y á darle estabilidad y solidez. 

Alba, cuya fundación se considera verificada trescientos 
años ántes que la de Roma, era la Metrópoli de la Confedera- 
ción latina. No es posible precisar los derechos que tenía por 
este concepto respecto de las demás ciudades confederadas, 
pero es opinión muy acreditada que se reducían á una mera 
«presidencia de honor.» 

En el seno de esta Confederación, que representa ya la ten- 
dencia á la unidad que distingue al pueblo latino de los demás 
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pueblos de Italia, debía levantarse una ciudad que como en- 
cargada de providencial misión, llegó á realizar hasta un grado 
inconcebible aquella poderosa tendencia á la unidad que unió 
en estrecho vínculo á todas las ciudades latinas. 

§ 11 . 

INCERTIDUMBRE DE LA HISTORIA PRIMITIVA DE ROMA (1). 

La autoridad de las tradiciones relativas al origen de Roma, 
que nos han trasmitido los escritores clásicos, ha sido comba- 
tida rudamente por muchos críticos modernos, algunos de los 
cuales llegan hasta rechazar como completamente fabulosos 
casi todos los sucesos que se atribuyen al período monárquico. 

Sin llevar el excepticismo histórico hasta estos límites, 
creemos, sin embargo, que existen razones muy poderosas 
para desechar por falsas ó considerar cuando menos como des- 
tituidas de fundamento muchas de las noticias que nos dan 
Tito Livio y Dionisio de Halicarnaso respecto de la fundación 
de Roma y de los sucesos posteriores hasta la invasión de los 
Galos. El carácter maravilloso de algunos de los hechos que re- 
latan, y la circunstancia de encontrarse estos escritores á una 
distancia inmensa por razón del tiempo, de aquel en que los 
imaginaban acaecidos, así como la seguridad de que no pu- 
dieron valerse de fuentes dignas de crédito para la redacción 
de sus obras, hace que ninguno de estos escritores ni de los 
demás griegos y latinos, que se han ocupado en la exposición 
de este período «puede utilizarse (como se ha dicho respecto 
del primero), como fuente histórica sobre todo en lo relativo á 
los tiempos más remotos.» 

En efecto; los Anales máximos, únicos documentos históri- 
cos del período regio, en que se registrábanlos hechos más im- 
portantes de cada año, singularmente los relacionados de algún 
modo con la religión, se perdieron en el incendiodela ciudadpor 


(I ) Pucíita, § 30, págs. 6U-"70. — Duruy, Uist. des Ronwins, tomo i, pá<js. 87-KS y 
10CM0G. 
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los Galos, y la restitución que más tarde se hizo de (Silos, nopudo 
llevarse á cabo sino con ayuda de la memoria, por cuya razón 
ofrece poca3 garantías de credibilidad. 

Por otra parte, es sabido que la aparición de los más anti- 
guos historiadores romanos coincide con el aumento délas re- 
laciones entre Grecia y Roma, y el acrecentamiento de la in- 
fluencia de la literatura g’riega sobre la romana. Fabio Pictor, 
el primero de éllos, residió alguntiempoenGrecia, y en vez de 
atenerse al escribir la historia de su país á los documentos y 
monumentos propios en primer término, adoptó muchas de las 
relaciones fabulosas propaladas por los escritores griegos acer- 
ca del origen de Roma y sus primeros tiempos, siendo denotar 

entre otras las concernientes á la fundación de Roma v á la 

«/ 

historia de Rómulo. 

Si á esto se une que los historiadores posteriores que más 
minuciosamente describen los sucesos de e3ta época, como 
Tito Livio y Dionisio de Halicarnaso , dicen expresamente que 
reinaba respecto de él una gran incertidumbre, y miéntras 
éste último p'ondera las inexactitudes é invenciones de los es- 
critores griegos anteriores á él acerca de los primeros tiempos 
de Roma, declara el primero que únicamente desde la entrada 
de los Galos en la ciudad hay en su relato verdadera certidum- 
bre histórica, fácil es comprender que no merecen gran crédi- 
to los documentos que nos han quedado sobre la primitiva his- 
toria de Roma. 

Fueron aceptadas, sin embargo, como datos históricos estas 
tradiciones, casi sin oposición, hasta el primer tercio del siglo 
pasado, época en que Vico (1) de una parte y por otra Beau- 
fort (2) se dedicaron á combatirlas. La obra del crítico francés, 
posterior á la de Vico, se distingue de élla principalmente por 
razón del procedimiento, pues miéntras Vico procuraba recons- 
tituir con los escasos elementos que resistian la prueba de su 
crítica (dando en esta tarea mucha parte á la imaginación) la 
historia de los primeros tiempos de Roma, limitábase Beaufort 

(1) Principi di scienia vuova. Nápoles, 1725. 

(2) Diserlalion sur l’incertitude des cinq prim-éres siécles de t'histoire r órname, 
UtitóClit, im 
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á combatir las tradiciones consideradas hasta entónces como 
verdad histórica, sin aventurarse en el extenso pero peligroso 
campo de las conjeturas. Siguiendo un procedimiento análogo 
al de Vico, aunque aventajándole mucho como erudito y como 
crítico, aplicóse á principios de este siglo el aleman Niebuhr 
al trabajo de depurar y rehacer la primitiva historia romana. 
Su obra, que forma verdaderamente ópoca en la renovación 
de los estudios relativos á la antigüedad romana ha sido el 
punto de partida de múltiples investigaciones en este órden 
de conocimientos; y áun cuando los descubrimientos y tra- 
bajos posteriores, hayan hecho abandonar algunas de las con- 
jeturas en que se complacía su brillante imaginación, su siste- 
ma basado en el estudio comparativo de las lenguas y de las 
instituciones, sigue siendo el más generalmente adoptado, 
áun por aquellos eruditos que rechazan muchas de sus teorías. 

No podemos pasar en silencio entre las tentativas de re- 
construcción de la historia de Roma, llevadas á cabo después 
de Niebuhr, la Historia Romana de Teodoro Mommsen, que áun 
cuando lleva en algunos puntos su escepticismo más allá de 
los justos límites, es un verdadero monumento de erudición, y 
se distingue por la manera original aunque no siempre exacta 
con que juzga los hombres y las instituciones del pueblo roma- 
no. Diferenciase asimismo de otros trabajos estimables tam- 
bién posteriores á Niebuhr, y de la obra de éste, en cuanto 
que considera la historia de Roma como íntimamente enlaza- 
da con la de los demás pueblos de Italia, y puede decirse que 
es una historia de la Italia antigua. 

No ménos incierta que la historia es la cronología de Ro- 
ma, en especial durante el período de los reyes. Es indudable 
que en su origen, como sucede á los pueblos todos hasta que 
llegan á un cierto grado de civilización, careció el pueblo ro- 
mano de verdadera cronología, y que cuando se empezó á for- 
mar en tiempos muy posteriores al de la fundación de la ciu- 
dad, las fechas que se imaginaron para el período primitivo 
ó eran puras invenciones, ó conjeturas sin fundamento y sin 
crítica. De aquí las contradicciones que frecuentemente se en- 
cuentran en éllas, y consiguientemente que no pueden conce- 
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dárseles con carácter de autenticidad. Desde la fundación de 
Roma hasta la entrada de los galos, cuya fecha nos es perfec- 
tamente conocida por haberla referido á la cronología los es- 
critores griegos, suponían los Pontífices que había trascurri- 
do un espacio de 360 años. Pero como respecto de la entrada 
de los galos existen algunas pequeñas diferencias entre los 
escritores griegos, difirieron también aunque sólo en uno ó 
dos años los escritores romanos, cuando se trató de determi- 
nar la fecha de la fundación. La opinión más generalmente 
seguida en este punto, y que por esta razón adoptamos, es la 
de Varron, según el cual se verificó -aquel suceso en el año 754 
antes de Jesucristo. 

Viniendo ya al exámen de las primitivas instituciones de 
Roma, y descartando los hechos que se nos aparecen como 
indudables de las fábulas y leyendas con que nos los presenta 
envueltos la tradición, nos encontramos con el de la división 
de la ciudad desde los primeros tiempos históricos en tres tri- 
bus, conocidas con los nombres de Ramnes, Titienses y Luce- 
res. Respecto del origen de estas tribus, y singularmente de 
la última, hay variedad de opiniones. La más verosímil, sin 
embargo, y la que cuenta con autoridades de más valor, es la 
que considera á los Ramnes y Luceres como de procedencia 
latina, y tiene por de origen sabino á los Tities, la segunda 
de las tribus en importancia y verosímilmente también en el 
órden cronológico. Ignórase la causa de la fusión en una ciu- 
dad de estas tres tribus, y no es posible precisar tampoco la 
época en que se verificó, así por la incertidumbre que como 
hemos dicho reina en la cronología de este período, como por 
la diversidad de las noticias que nos proporcionan sobre este 
particular los escritores clásicos. 

Créese, sin embargo, con algún fundamento, que los Ram- 
nes constituyeron el núcleo, por decirlo así, de la ciudad ro- 
mana, y que los Titienes y los Luceres, establecidos á se- 
mejanza de los Ramnes como tribus independientes sobro las 
colinas que llegó á abarcar más tarde la ciudad romana, se 
unieron á^éllos sucesivamente, los primeros en tiempo del pri- 
mer rey, y los últimos bajo el reinado de Tulo Hostilio. 



CAPITULO II 


ORGANIZACION POLÍTICA X ADMINISTRATIVA DE ROMA 
hasta las reformas de Tuquio Prisco y Servio Tolio. 


§ 12 . 

EL PUEBLO. 

r 

\ Si en lo relativo á la historia política de la Roma primitiva 
las noticias que nos han trasmitido los escritores clásicos no 
merecen por lo general sino poco ó ningún crédito, no sucede 
lo mismo con las que nos proporcionan acerca de la organiza- 
ción política y administrativa do Roma en este período. Es 
cierto que estas noticias son vagas y contradictorias en mu- 
chos puntos; que los escritores griegos y latinos, escribiendo 
bajo el influjo de las ideas y de las instituciones republicanas, 
se dejaron llevar frecuentemente del prurito de identificar con 
ellas las instituciones del período monárquico; pero si se con- 
sidera de una parte, que la historia de las instituciones es de 
suyo materia ménos á propósito que la historia política para 
ser desfigurada por la tradición oral y por la fantasía de los 
escritores, y de otra, que las instituciones del tiempo de la Re- 
pública no son sino el desarrollo gradual y progresivo de las 
del tiempo de los Reyes, se comprenderá desde luógo que con 
solos los materiales que poseemos se puede reconstruir, por 
inducción, sino en sus detalles y pormenores, cuando ménos 
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en sus líneas generales, el cuadro de la organización política 
y administrativa del período que nos ocupa (1)) 

(La primitiva división del pueblo romano en tribus, curias 
y gentes es un hecho comprobado por innumerables testimo- 
nios, así como la desigualdad existente en el orden político y 
civil entre los miembros de las tribus, curias y gentes, y otras 
dos clases de habitantes, los clientes y los plebeyos. ¿Cuál era 

K 

el origen y carácter de aquellas divisiones y de estas desigual- 
dades sociales? ■ 

La diversidad de origen de los varios elementos cuva unión 
vino á constituir el Estado romano fué la base de la primitiva 
división del pueblo romano en tres tribus (2). Cada tribu tenia 
su jefe ( trilmnus ), y los miembros de las tribus, considerados 
en sus mutuas relaciones, se denominaban tripules (3). 

Dividíanse las tribus en secciones, curias (4), correspon- 
diendo diez de ellas á cada tribu. Los miembros de las curias 
se llamaban curiales; cada curia tenia también su jefe espe- 
cial, curio, y había uno común á todas ellas, al cual se daba el 
nombre de curio maximus. Las curias debieron ser en un prin- 
cipio como otros tantos distritos, y ocupar distintas localida- 
des, según parecen indicarlo los nombres de algunas de ellas 
que han llegado hasta nosotros, y cuyo carácter geográfico es 
evidente. 

Además del culto de Juno Quiritis común á todas las cu- 
rias, cada cual tenia sus sacra 6 culto especial, á cuyo soste- 
nimiento debían contribuir los miembros de las curias respec- 
tivas, y poseía un edificio destinado á las comidas, fiestas y de- 
más reuniones públicas de la curia. Un flamen curialis acom- 
pañaba al curio en las solemnidades religiosas. 


(1) "Si los materiales históricos de que hoy dispone la ciencia son incompara- 
blemente menos numerosos que los que poseían los historiadores romanos, en 
cambio el método para utilizarlos es completamente distinto, y el golpe de vista de 
la ciencia ha llegado á penetrar más intimamente en los sucesos.* Ihering, i. S • 
página 92. 

(2) « Ayer romanas primum <li vi sm in parléis tres a quo tribus appellatae Ttiliensium 
hamninm, Lucerum.»— Varron. Del. 1., v.55. 

(3) Becker, ílandbuch der rómischen Allerthumer , n Theil, (Leipzig, 1814), t, pág- 31. 
(1) Becker, u, 1, pág. 31-35.— I.ange, i, pág. 90-91 y 275-278 — W illeins, Le Druit. 

public romain (3 a edición), pág. 18-19. 
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Cada curia comprende un número indeterminado de gen- 
tes (1). La gens, es una agrupación de familias descendientes 
de un mismo tronco, (como lo indica el nomen gentilicium , co- 
mún á todos sus miembros) y unidas entre sí, no só’o por este 
vínculo, sino también por la comunidad de culto y por dere- 
chos y deberes recíprocos fundados en el principio de fa- 
milia (2). 

La gens, tenía asimismo su divinidad tutelar y su culto pro- 
pio y peculiar, que á diferencia del de la curia que se conside- 
raba como culto público, era contado entre los sacra prívala. 
Los gentiles debían contribuir al sostenimiento del culto de la 
gens y asistir á sus solemnidades religiosas. Celebraban reu- 
niones para tratar de los asuntos de interés general, y sus de- 
cretos eran obligatorios para todos los miembros de la gens. 
Debían prestarse mutuo auxilio, sobre todo, en las circunstan- 
cias graves; así era obligación suya pagar l.as multas y los 
tributos impuestos á un co-gentil, si éste carecía de recursos, 
y librarle del cautiverio cuando caia prisionero en la guerra. 
A falta de parientes, dentro del círculo de la familia propia- 
mente dicha ( agnati ), el gentil más próximo, era el llamado 
por la ley á la cúratela del co-gentil privado del uso de la ra- 


(1) Becker, n, 1, pág. 85-50.— Walter, i, § 14-15, pág. 18-20.— Lange, i, g 40 
pág. 211-226.— Willem?, pág. 19-25.— Marquardt, Rdmische Staatsverwallung , ni, pá- 
gina 126-131.— Ibering, i, pág. 180-207.— Fustel de Colilanges, La cité antigüe Pa- 
rís, 1810, pág. 131-133.— Clark, Eurhj Román Law. The regal period. Londres, 1852, 
§ 5, pág. 22-26. 

(2) Algunos romanistas, cuya competencia en estas materias es incontestable, 
entre los que sobresalen Giraud ( Remede legislalion, 1846, vol. ni, pág. 385, y Journal 
des Sfli'ff«/*,18~9,pág.694-696.)y Walter(/oe. cil.)> siguiendo en este punto á Nicbuhr, 
se niegan á ver en la gens una institución de carácter familiar, sosteniendo por el 
contrario que fué creada por el legislador del mismo modo que la curia. Los prin- 
cipales argumentos que aducen estos autores en pro de su opinión son además de 
un pasaje de Dionisio de Halicarnaso, relativo á la división dejas curias en déca- 
das (u, 7), cuyo escaso valor han demostrado perfectamente Becker ( op . cil., pági- 
nas 35-4 )t y Lange (op. cil., pág. 223-224), la analogía entre la gens de Atenas y 
la gens de Roma, y algunos pasajes de autores clásicos que al definir la gens no 
mencionan entre sus caractéres, el de estar unidos los gentiles por el vinculo del 
parentesco. Pero estos pasajes nada dicen contra la tesis que considera á la gens 
como ampliación de la familia, y por el contrario, hay textos que prueban el pa- 
rentesco primitivo de los miembros de la gens. «(Geni ¡lis dicitur exeodem genere orlus » 
Paul. Diac.— «.... ab Aimilio hominesorlt Aimilii ae gentiles » (Varron, De I. I. vm, 21.— 
Willems hace un buen resfimen dolos argumentos en pro y en contra, decidiéu - 
do. se por considerar á la gens como derivación de la familia. 
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zon, y á la sucesión del que moría sin testamento. Por último, 
cada gens, tenía un enterramiento especial ( monumentum ), en 
el cual no podían ser sepultados más que los miembros de la 
gens y sus mujeres y clientes, ios cuales, aunque no pertene- 
cían propiamente á la gens, estaban dentro de ella y tenían 
también participación en el culto gentilicio. 

Aunque la gens, como derivación y ampliación que era de 
la familia, no puede considerarse en manera alguna como obra 
del legislador, ni como institución meramente política, no hay 
duda que participaba también de este último carácter, el cual 
influía sobre su carácter familiar y recíprocamente.» Como se 
ha dicho con razón, «ambos caracteres se mezclaban y con- 
fundían en ella, de tal suerte, que apenas es posible distinguir- 
los con exactitud» (1). 

La gens, anterior á la formación del Estado, resto de la an- 
tigua organización patriarcal, es no sólo el elemento primor- 
dial, sino la base jurídica del Estado romano. Este no es sino 
el conjunto de las primitivas asociaciones familiares que se han 
unido sin perder la autonomía en su gobierno interior para 
constituir una sociedad política. La curia, institución de carác- 
ter políi ico y administrativo que sirve de base para la partici- 
pación de los ciudadanos en el gobierno y en la defensa del 
Estado, no es un conjunto de individuos ó de familias, sino 
una agregación de gentes. Los miembros de las gentes, son los 
únicos que gozan del derecho de ciudadanía, y que pueden in- 
tervenir por este concepto en la gestión de la cosa pública. 
«El Estado no está sobre las gentes, consiste en las gentes ; su 
poder no es sino la suma de sus poderes. Los derechos y las 
cargas del Estado son repartidos según las gentes ; el Estado 
no tiene ninguna relación con el individuo aislado» (2). 

Ahora bien, ¿cuáles eran los derechos y los deberes inheren- 
tes al derecho de ciudadanía en este período? (3). En el orden 
político, inaccesible á los no ciudadanos, los patricios ( paires , 
■patrien) nombre con que se designaba á los miembros de las 

(1) Ihering, i, p ág. 185. 

(2) Ihering, r, pág. 207. 

{:<) Decker, u, 1, pág. 97-100. -Willems, pág. 25-29. 
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gentes, tenían el derecho exclusivo de votar en las Asambleas 
del pueblo (jus suffragii) y de desempeñar los cargos políticos 
(jus honorum ) y religiosos, así como el de que se les asignaran 
tierras en el territorio conquistado (jus occupandi agrum jmbli- 
cum). Los derechos de carácter privado de la clase patricia, ó 
eran propios y privativos de ella, como los emanados del víncu- 
lo de la gentilidad, que hemos mencionado anteriormente, el 
jus eonnubii , ó sea el derecho eselusivo de contraer matrimo- 
nio los miembros de las gentes entre sí , y el de patronato , ó . 
eran comunes á los patricios y á otras clases del Estado , como 
en esta época el derecho de contratación , jus commercii , que 
poseia también la plebe. 

Los deberes de los ciudadanos respecto al Estado, los cua- 
les se consideraban también como derechos, eran, el servicio 
militar (jus militié) y la obligación de contribuir con el pago 
de ciertos impuestos á los gastos públicos, singularmente á los 
ocasionados por la guerra (jus tributi). 

Además de los miembros de las primitivas gentes romanas, 
únicos que gozaban por derecho propio del jus civitatis , poseían 
también este derecho algunas familias á quienes los patricios 
concedían, como sucedió frecuentemente, este honor á pro- 
puesta del Rey, en virtud de una decisión solemne (coojJtatio) 
votada en los comicios curiados. 

Al lado de los patricios ó miembros de las gentes, únicos 
que, como hemos dicho, gozan en esta época de la plenitud de 
los derechos civiles y políticos, liabia otras dos clases de con- 
dición muy inferior en el orden político y en el civil : los 
clientes y los plebeyos 

El origen de la clientela (1), se remonta á la época en que 
griegos y latinos formaban todavía un sólo pueblo. No es, pues, 
de estrañar, que al mismo tiempo y con los mismos caractéres 
que en Roma, la veamos existir en Grecia y en las ciudades 
latinas. Los clientes son descendientes de esclavos manumiti- 


(1) Mommsen, Die r/imiiclie CHentel en sus Hüinische Fjr.trhungen, i, Berlín, 18i>.>^ 
pág. 821 -32(5 y 335-390.— Voisr, Uebcr die Cliente! tuitl Libertinitilt, Leipzig, ISIS , pá. 
ginas 3-24— Becker, u. I, pig. 123-133.— Lang\ i, § 12, pág. 237- '32.— Will nn s 
p:íg. 38-12.— Pastel di Coulangcs, pág. 131-133. 
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dos en una época en que aún no se conocían las formas solem- 
nes de manumisión, únicas por virtud de las cuales este acto 
producía sus naturales efectos jurídicos, ó sea la libertad del 
esclavo. 

El esclavo manumitido, no se diferenciaba entónces jurí- 
dicamente, sino sólo de hecho, del que permanecía en la ser- 
vidumbre. 

«La voluntad manifiesta del dueño, de renunciar al dominio 
sobre su esclavo, podía crear una cosa sin señor, pero no un 
hombre libre; el deseo expresado de concederle la libertad, que 
sólo le podía dar el Estado, era jurídicamente nulo y no impe- 
dia al dueño hacer valer nuevamente su dominio, á pesar de 
semejante declaración» (1). Pero al señor, al permitir al anti- 
guo esclavo, en virtud de la manumisión, que tomase parte en 
el culto de la gens, contraía voluntariamente la obligación mo- 
ral, reconocida y sancionada por la Religión, de respetaren lo 
sucesivo la libertad del esclavo manumitido y de sus descen- 
dientes. De aquí nacían los derechos y deberes que llevaba 
consigo el vínculo de la clientela. 

El cliente, se obligaba, por ley de reconocimiento, á pres- 
tar al patrono (nombre con que se designaba al antiguo dueño 
considerado con relación al cliente) y á su familia ciertos ser- 
vicios, cuya falta de cumplimiento era severamente penada 
por la ley religiosa. Consistían éstos, además de las muestras 
exteriores de respeto y sumisión, en ayudar al patrono, siem- 
pre que lo hubiese menester, con su persona y bienes: por 
ejemplo, acompañarlo á la guerra, procurar rescatarlo si caía 
prisionero, y en caso de pobreza del patrono pagar las multas 
que se le impusieran y áun dotar á sus hijas. Era también obli- 
gación del cliente contribuir al sostenimiento del culto de la 
yens. El patrono, por su parte, debía alimentar al cliente po- 
bre, suplir la falta de capacidad jurídica del cliente defendien- 
do sus intereses ante los tribunales é instruirlo en el conoci- 
miento de las leyes. 

Consecuencia del vínculo religioso oon que estaban mútua- 


(1) Mommsen, Op ■ cit p^g\ 3C9. 
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mente ligados patronos y clientes era que no pudiesen hacer- 
se ningún género de oposición, de donde procedió que en épo- 
ca posterior, cuaudo el cliente tuvo ya personalidad jurídica, 
no le fuese lícito citar á juicio al patrono, ni pudiera ser citado 
por él, y que les estuviere vedado acusarse mutuamente y de- 
clarar uno en contra de otro en los tribunales. Las relaciones 
entre patronos y clientes eran hereditarias. 

La manumisión no era la única causa de la clientela. Ha- 
bía también plebeyos y extranjeros que se ligaban con este 
vínculo, colocándose voluntariamente bajo la protección de un 
patricio á quien escogían por patrono en virtud del jus appli- 
cationis. 

Los plebeyos (1) son los habitantes de las ciudades latinas 
conquistadas, trasladados á Roma, privados en un principio 
del derecho de ciudadanía y colocados bajo la protección y tu- 
tela del Rey, del cual se consideraban como clientes (2): Goza- 
ban de la libertad personal y del jus commercii ó derecho de 
contratación pero carecían de derechos políticos. 

Había también otra clase de habitantes, los extranjeros (pe- 
regrini) residentes en Roma, que en virtud del hospitium pu- 
blicum ó privatum se colocaban bajo la protección del Estado 
ó de un particular, pasando así á la categoría de hospites (3). 
La condición jurídica de los hospites era análoga á la de los 
clientes. 

Nada diremos de los esclavos, que carecian de todo dere- 
cho y no tenían otra consideración que la de cosas, formando 
parte del patrimonio de los ciudadanos. 


(1) Becker, 11 , 1, pág. 133 144.— Lange, i, § 55, pág. 414-427.— Walter, i, § 24-2 5 
pág. 33-35.— Willems, pág. 42-45.— Fuste 1 de Coulanges, pág. 275-281. 

(2) Mommsen sostiene al final de su ya citado estudio sobre la clientela romana 
(pág. 288) que los plebeyos eran descendientes de los clientes primitivos. Willems 
defiende esta misma opinión en su obra sobre el Senado Romano pág. 15) publica- 
da recientemente. 

(3) Mommsen, Das rómische Gaslrecht en las llómische Foraihungcn, pa'g. 321 -351, 
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§ 13 

ORGANIZACION DE LOS PODERES. 


El Rey y sus delegados (1). 

La forma de gobierno de Roma en el período que nos ocu- 
pa es la monarquía electiva. El Rey, jefe supremo del Estado, 
es elegido por la Asamblea de los ciudadanos reunidos por cu- 
rias. La elección (creatió) necesita para ser válida de la confir- 
mación del Senado (patrum auc toritos). Obtenida ésta, el Au- 
gur consulta los auspicios para saber si los dioses aprueban la 
elección del pueblo (¡ inauguratio ). Si los auspicios son favora- 
bles, el Rey, investido ya respectivamente por estos tres actos 
de l&potestas ó supremo poder ejecutivo y administrativo y de 
la jefatura del culto, convoca á los comicios, los cuales por la 
lex curiata de imperio convierten la polestas ó poder de hecho 
en poder jurídico legítimo ( ¡ustam imperium), y le confieren 
el mando del ejército y la suprema magistratura. Hasta que 
se han cumplido estas formalidades no entra el Rey en el goce 
de la plenitud de los derechos inherentes á la potestad real. 
Estos derechos, aunque no limitados por ninguna ley escrita, 
lo estaban de hecho por los que en sus respectivas esferas te- 
nían la familia (que gozaba de la misma autonomía que la 
gens en su gobierno interior) y la gens, y por la intervención 
del pueblo en el gobierno de la cosa pública por medio de los 
comicios y el Senado (2). 

Las únicas atribuciones del Rey de que tenemos noticia 
exacta por testimonios dignos de crédito son, el derecho de 
convocar los comicios, el de anunciar al pueblo de un mes para 


(I) Becker. n, l,pág. 291-339.— Momrasen, Rdtnisches Slaátsrecht, n, pág. 1-15. 
La» ge, i, § 46-4", pág. 284-31S y § 52, 3T,-388.-W¡llems, pág. 34-38.— Puchta, § 41. 
pág. 81-84. 

(?) Los pocos textos que conocemos en que se trata de la potestad real, tienden 
á presentárnosla como absoluta ó desligada de toda traba. Así, por ejemplo. Tá- 
cito: nobis Romnlus ut libitum imperitavcrat. Ann., 3, 36. Festo se limita á decir que el 
Rey era la primera dignidad en el orden jerárquico: Ordo maximus videtur Rex. Ed. 
Muller, pág. 185.— Mommsen, Op. cit. pág. 9, n. 2. 
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■otro las fiestas públicas y el nombramiento de los flamines(l). 

Entre las facultades de la potestad real la predominante y 
•característica es evidentemente la de juez, según parecen in- 
dicarlo el nombre del Monarca (Rex, ordenador), y algunas de 
sus insignias, y prerogativas, en particular las fasces y los lic- 
tores (2). * 

No hay duda que al Rey como magistrado supremo y jefe 
de la Religión competía el nombramiento de todos los funcio- 
narios del orden político y religioso, y que la elección de los 
senadores era atribución suya. 

Vacante la monarquía por muerte del Rey, la dignidad real 
hasta el nombramiento de sucesor era ejercida por el Senado, ó 
mejor dicho por algunos senadores ( interreges ) designados por 
la suerte, que turnaban en el poder cada cinco dias, y eran 
los que proponen al pueblo candidato para el trono. La misión 
del ínter rex terminaba como era natural con la elección de 
monarca. 

Los delegados del Rey eran el custos ó prxfectus urbis , en- 
cargado de reemplazar al Rey cuando éste se ausentaba de 
Roma en el gobierno de la ciudad, y el tribunus celerum ó jefe 
de la caballería, que sustituía al jefe del Estado en el mando 
supremo del ejército y podía presidir por delegación suya los 
comicios y el Senado. 

En el ejercicio del poder judicial el Rey tenia como auxi- 
liares á los dos qaxstores parricida, especie de jueces de ins- 
' truccion encargados de perseguir los delitos de carácter reli- 
gioso, y á los II viri perdueUionis , á quienes competía desem- 

(1) Mommsen, Rom. Staatsrechl, n, pég. 10. 

(2) Mommsen, Op. cit. pág. 12.— Dista mucho, sin embargo, • de haber conformidad 
entre los escritores acerca del carácter distintivo de la potestad real.— Rubino, 
Unlersnchunfjcn ilber rómische Verfassung und Gcsvhichte. Kassel, 1839) cree que lo 
característico de la dignidad real entre los romanos era el poder religioso, mién 
tras lhering {V '\spril du Droit romain, i. pág. 258 y siguientes), sostiene que «el ca- 
rácter y el poder religioso del Rey no eran como su poder político, sino el producto 
y el resultado accesorio de su poder militar» (pág. 254). «La dignidad real», dice 
lhering en otro lugar, no es el conjunto de tres poderes independientes: el poder 
militar, el poder politico y el poder religioso. El Roy no es jefe del ejército, sobera- 
no, político y sacerdote; es jefe del ejército y como tal time al mismo tiempo el 
derecho de reunir al ejército con fin político y de ofrecer sacrificios por él» (pá- 
ginas 251-255). 
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pofiar el mismo cargo en lo concerniente á los atentados con- 
tra el orden público, ó sea á los delitos políticos. 

Los auxiliares del Rey en las cosas relativas á la religión 
y al culto, cuya dirección estaba á su cargo como Pontifex ma - 
ximus , eran los Pontífices, Augures y Feciales. 

§ 14. 

* 

EL SENADO (1). 

El Senado ó Consejo Real {regium consilinm ), cuyo tipo y 
modelo ha de buscarse en la Asamblea de los ancianos del pe- 
ríodo patriarcal, era el cuerpo consultivo del monarca, así en 
los asuntos religiosos como en los de carácter político é inter- 
nacionales que afectaban á la seguridad é independencia del 
Estado; bien que en alguno de estos últimos, como sucedía en 
lo relativo á la declaración de guerra (2), su voto no era mera- 
mente consultivo, sino decisivo. 

Cada tribu estaba representada en esta Asamblea por ciento 
de sus miembros {paires): el cargo de senador era vitalicio, y 
su nombramiento {lectio senatus) atribución del Rey. No se sa- 
be á punto fijo si esta facultad del Rey era absoluta 6 si estaba 
limitada en algún modo por el derecho de las curias y gentes á 
estar representadas en el Senado (3). 

Créese que las decisiones del pueblo en los comitia curiaba 
carecian de validez y eficacia si el Senado no las confirmaba 
en virtud de la pabrum auctoritas. 


(1) Willems, Le Senat de la Republique rnnaine, I.ouvain, 1878, i, pág. 19-48.— Dec- 
ker. n. l,pág. 339-353.— Lange, i, § 53, pág. 389-396.— Mommsen, Burr/erschaft umt 

Senat der vorgeschichtlichcn Zeit en las Rom. Forsch., i, pág. <70-284. 

(2) I.ange, i, pág. 391. 

(3) Lange, pág. 393 y 394, no cree que las tribus, las curias ni las gentes tuvie- 
sen semejante derecho. Willems, Op. cit. pág. 23 y 27, creo, por el contrario, que 
no solamente cada tiibu en la forma citada, sino también en un principio cada 
curia tenia derecho á estar representada en el Senado por diez de sus miembros. 
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§ 15 . 

LOS COMICIOS (1). 

Las Asambleas del pueblo en el período que nos ocupa eran 
de dos clases: los comida curiata y los comida calata. Los pri- 
meros eran una Asamblea de carácter esencialmente político, 
en la cual el pueblo, convocado al efecto por el Rey, por el tri- 
bunas celerum como delegado suyo, ó por el intcrrcx en la va- 
cante de la monarquía, aceptaba ó rechazaba las proposiciones 
( rog adones ) que eran sometidas á su decisión. Los ciudadanos 
sereunian por curias, (de lo cual tomaban su nombre este géne- 
ro de reuniones) y emitían individualmente los sufragios den- 
tro de su curia respectiva. Para que una rogación fuese admi- 
tida 6 desechada era preciso que hubiesen votado respectiva- 
mente en pro ó en contra la mayoría de los miembros de la 
mitad mas una de las curias. 

Los principales asuntos á que se extendía la competencia 
de los comicios curiados fuera de la elección del Rey y de to- 
dos los negocios políticos de importancia en general, eran la 
arrogación y la concesión del jus civitads. 

En cuanto á la otra clase de Asambleas comida calata , 
eran presididas también por el Rey, ó por el que hacia sus ve- 
ces, y en ellas el pueblo reunido asimismo por curias, autori- 
zaba con su presencia ciertas solemnidades religiosas ó íntima- 
mente ligadas con la Religión, tales como la consulta de los 
auspicios en la elección del Rey y de los flamines, y la otor- 
gacion de testamento. 


(1) Btcker, i, pág, 353-394.— Momm sen, Rómische Forschungen , t, pfíg. 2í5í)-27¡>.— 
Lange, $ 51, i ; pág. 396-413 — Willems, Sroit jmblic romain, pág. 31-35. 
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§ 16 . 

INSTITUCIONES ECONÓMICAS (1). 

Escasas y vagas en extremo son las noticias que poseemos 
acerca de las instituciones económicas del pueblo romano an- 
teriores á Servio Tulio. Parece sin embargo cosa averiguada 
que el Estado subvenia ordinariamente á sus gastos con los 
rendimientos de las tierras que con este objeto se liabia reser- 
vado, y sólo en casos extraordinarios recurria al arbitrio de 
exigir contribuciones á los ciudadanos. 

Según la tradición, el territorio del Estado (ager romanus) 
estaba dividido en tres partes. Una de ellas pertenecía al Rey, 
quien debía atender con sus productos á los gastos ordinarios 
del Estado, entre los cuales se contaban los propios del mo- 
narca y los del culto público. Otra se destinaba para el uso 
común, y en especial para los pastos; y la última destinada al 
cultivo de los cereales, estaba dividida entre las familias patri- 
cias, á cada una de las cuales liabia correspondido en la pri- 
mitiva repartición jugera. 

La principal riqueza del pueblo romano, consistía en reba- 
ños como lo indican los nombres d q pecunia y peculio con que 
se designaba en Roma el conjunto de bienes de un individuo ó 
familia. Por esto se liabia destinado casi exclusivamente para 
los pastos la tercera parte del territorio del Estado. Los ciu- 
dadanos que enviaban sus rebaños á las dehesas y montes 
del Estado, debían pagar en^equivalencia cierto impuesto 
{vectigal ex pase m), el cual era otro de los principales recur- 
sos con que contaba el Tesoro público. 

El impuesto extraordinario (tributim) con que debían con- 
tribuir los ciudadanos á los gastos también extraordinarios del 
Estado, y en particular á los ocasionados por la guerra, no era 
fijo sino variable según las circunstancias y las necesidades 
del momento. 

(i) Marquardt, Rdmische Staatsverwaliuiifi, i\, pág* 4, 5 y 157.— Walter, i- § U), 
pág. ‘20, 22 y § Rl-in. pág. 49453. 
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En tiempo de los primeros reyes, se acrecentó considera- 
blemente por medio de la conquista el territorio romano. La 
mayor parte de los terrenos nuevamente adquiridos se consi" 
deraba como ager públicas ,, y solia dividirse en dos partes: una 
que por concesiones gratuitas ó por título de compra pasaba á 
poder de los particulares, y otra cuya exclusiva propiedad se 
reservaba el Estado ; el cual solia ceder su aprovechamiento 
mediante un cánon. 

El derecho de poseer el ager 'públicas era exclusivo de los 
ciudadanos romanos, hallándose privados de él por lo tanto 
plebeyos y clientes. Estos, sin embargo, podían hacer pastar 
sus rebaños en las dehesas y montes públicos mediante el pago 
de cierta cantidad del mismo modo que los patricios. 

En los primeros tiempos no se conocía la moneda, y se pa- 
gaba ordinariamente en bueyes y ovejas, pero muy luego em- 
pezó á usarse en las transacciones comerciales el metal sin la- 
brar (as rude) cuyo valor se estimaba según el peso, costum- 
bre que debió durar según se cree hasta la época de Servio 
Tulio. 


§ 17 . 

EL EJÉRCITO (1\ 

Según la tradición, que en este punto merece entero crédi- 
co, el núcleo del primitivo ejército romano lo constituyeron 
una legión compuesta de 3.000 infantes (pedites) y 300 ginetes, 
(celeres ó equiles) número que se aumentó sin duda alguna con 
el trascurso del tiempo, pues que á Tulo Hostilio se atribuye 
haber duplicado el número de los equites , y sabemos que ya en 
tiempo de este mismo Rey la infantería romana contaba no de 
una sóla sino de varias legiones (2). 


(1) Marquardt, 11 , pág. 211-214. — Walter, i, § 23, pág. 31-32. 

(2) Marquardt Un, pág. 314) cree que la infantería debió aumentarse en propor- 
ción de la caballería, y que por lo tanto constaría de dos legiones ¡íntes de la re- 
forma de Servio 1 ulio. 
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Cada tribu contribuyó en un principio con 1.000 infantes 
Y loo ginetes á la formación del ejército, contingente que hubo 
iuég'o de aumentarse proporcionalmeute á medida que se au- 
mentaba el ejército. Los jefes de la infantería eran los tribuni 
militum ; los de la caballería los tribuni celerum. Cada tribuno 
tenia á sus órdenes diez decuriones en calidad de oficiales su- 
balternos. 

Los clientes y los plebeyos no formaban parte en esta época 
del ejército regular, si bien no ofrece duda que contribuían 
también á la defensa del Estado, aunque en masas irregulares 
coma solian hacerlo los aliados de Roma en tiempos poste- 
riores. 


§ 18 . 

EL CULTO (1). 

La influencia de la Religión en las instituciones todas de 
pueblo romano, singularmente en el período que nos ocupa, es 
tan evidente y tan universalmente reconocida, que apenas si 
necesitamos insistir sobre élla. «La religión se presenta entre 
los Romanos como compañera inseparable de toda institución 
importante, de todo vínculo interior ó exterior del Estado, de 
toda dignidad; preside á toda resolución importante en la 
vida pública y privada (2).» Es, pues, necesario, conocer si- 
quiera sea en sus rasgos y líneas generales la organización re- 
ligiosa, sobre todo en esta primera etapa de la existencia po- 
lítica de Roma, en que el derecho y la religión son, por decirlo 
así, una misma cosa. 

El culto romano se dividía en público y privado (3), enten- 
diéndose por culto público, el dirigido, reglamentado y soste- 
nido por el Estado; y comprendiéndose bajo la denominación 


(1) Marquardtjin, pág. 118, 184,201 y 202— Walter, § 22, i, 29 - 30 .-Eustel de 
Coulanges, La cité antique, pág. 221-230. 

(2) Ihering, i, pág. 254. 

(3) « Publica sacra quae publico sumptu pro populo fiunt, quaeque pro tnoulibus, payis, cu- 
m, sucelli*; al prívala, quae pro sinynlis hominibus, fumUiis, gcntibm fiunt.» Festo. 
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de cultos privados los peculiares, y exclusivos de los indivi- 
duos, de las familias y de Ingentes. La dirección y celebración 
de estos últimos era de la exclusiva incumbencia de las res- 
pectivas asociaciones familiares. 

Los cultos públicos se dividían á su vez en sacra popularía 
y sacra pro populo. 

Los primeros son aquellos en que el pueblo tomaba una par- 
te activa asistiendo colectivamente á las solemnidades religio- 
sas. De éllos, unos tienen carácter local, como la fiesta anual 
del Septímontiicm y la procesión de los Argea , y otros son cele- 
brados separadamente por las varias secciones administrativas 
ó topográficas en que se hallaba dividido el pueblo romano. A 
esta última categoría pertenecen los sacra curiarum y los que 
celebraban los habitantes de los pagi ( sacra paganorum ) . 

Los sacra pro populo son los que el Estado, como tal, dirige 
y hace celebrar «para conservar la protección de los dioses, de 
la cual depende su existencia, su poder, su prosperidad y el 
éxito de sus empresas» (1). El Estado provee, principalmente 
en esta época, como ya hemos indicado, á los gastos del culto 
público, con los rendimientos de una parte del ager romamcs, 
cuya administración, así como la dirección suprema del culto, 
•correspondía al Jefe del Estado (2). 

Auxiliaban al Rey, como hemos dicho, en todo lo relativo al 
culto público, los miembros de los colegios sacerdotales insti- 
tuidos con este objeto, y en particular los Pontífices Augures y 
Feciales. 

El colegio de los Pontífices (3), constaba de cuatro miem- 
bros, los cuales eran nombrados y presididos por el Rey. La 
misión principal de los Pontífices, era velar por la observancia 
de los preceptos religiosos, de los cuales eran al mismo tiempo 
intérpretes autorizados. Entre sus principales atribuciones, se 
contaban la formación del Calendario, la designación de los 


(1) Marquardt, m, pág. ‘¿02. 

(2) .Marquardt, u, pág. “8. 

(■i) Uouché Leclerq, Les Pon ti fes de l'anciame Rovie, Taris, 1871, en particular las 
págs. 201 -21 1.— Marquardt, ni, pág. 227-108. en especial las págs. SJJOy siguien- 
te.-.— iominsen, Rdmisches Slaatsrectit, », pág. 1(5-60. —Tange, § 51, pág 3-15-370. 
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dias fastos y nefastos, la redacción de los Anales y la persecu- 
ción de los delitos religiosos. 

Como representantes de la ley religiosa, intervenían en los 
actos más importantes de la vida civil, como el matrimonio, 
la arrogación y la otorgacion de testamento, y esta circuns- 
tancia, unida á la facultad que ya hemos mencionado de seña- 
lar á su arbitrio los dias fastos ó hábiles para la gestión de los 
asuntos judiciales (fas ti), y aquellos en que debía suspenderse 
ésta (nefas ti), y á su cualidad de únicos intérpretes de la tradi- 
ción en lo relativo al jus sacrum y al jus civile , nos explica 
la inmensa influencia que llegaron á ejercer en el desarrollo 
del derecho civil y penal del pueblo romano. 

Los Augures (1), cuyo colegio se componía en un principio 
de tres miembros, tenian por oficio consultar la voluntad de los 
dioses para saber si tal ó cual acto verificado ya, ó que había 
do verificarse, era de su agrado. A este fin, observaban los 
auspicia , nombre con que se designaban las varias formas, 
bajo las cuales suponían que se manifestábala voluntad de los 
dioses, tales como el vuelo de los pájaros {auspicia ex avibus) r 
los relámpagos {auspicia ex codo ) y otras cosas semejantes. 

La costumbre que tenian los romanos de explorar la volun" 
tad de los dioses, singularmente, sobro los actos políticos más 
importantes, nos explica la gran boga que tuvo en Roma el 
arte augural y la extraordinaria influencia ejercida por sus re- 
presentantes. 

El colegio de los Feciales (2), sacerdotes que presidian á las 
relaciones internacionales, constaba de veinte miembros, y te- 
nía á su cargo la custodia é interpretación de los tratados. 

Aunque el voto de los feciales era meramente consultivo, 
pero la importancia que se daba á sus dictámenes, como ema- 
nados de los depositarios é intérpretes de la tradición en este 
orden de relaciones, hacía que fueran casi siempre decisivos, 
así en lo concerniente á las declaraciones de guerra, como á la 


M) Marquatdt, m, pág. 381-393.— Mommsen, Rom i sebes Slaalsreclil, i. (-2 a rd.) pá- 
gina“:Ml4.— Lange, $ 50, pág. 330-845. 

(2) Marquartd, ui, pág. 398-410.— Lange, g 49, pág. 322-330. 
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conclusión de la paz, y en punto á la interpretación de las 
leyes internacionales. 

A la declaración de guerra, solía preceder el envío de una 
comisión de feciales al pueblo de quien Roma se consideraba 
agraviada, la cual exponía las quejas del pueblo romano, y si 
al cabo de treinta y tres dias no recibía Roma la debida satis- 
facción, el colegio en pleno declaraba haber causa legítima 
para la declaración de la guerra. 

Los Feciales ejercieron en la formación del Derecho de 
gentes una influencia análoga á la que tuvieron los Pontífices 
en la del derecho religioso y privado. 
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MODIFICACIONES INTRODUCIDAS POR TARQDINO PRISCO Y SERVIO TULIO 
en la Constitución política de Roma. — Abolición de la Monarquía. 


§ 39 . 

LAS REFORMAS DE TARQUIN O PRISCO (1). 

Las guerras que, singularmente en tiempos de Tuto Hos- 
tilio y Anco Marcio, sostuvo Roma con varias ciudades latinas, 
contribuyeron á acrecentar considerablemente el territorio v 
la población del Estado romano. Siguiendo el sistema de con- 
quista iniciado por Rómulo, según la tradición, continuaron 
los romanos trasplantando á Roma gran parte de los habitan- 
tes de las ciudades vencidas, reforzando de esta suerte en 
gran escala el elemento plebeyo (2). Pero la plebe, que había 
llegado á tener de su parte la fuerza del número, y entre cu- 
yos miembros había muchos que igualaban en riqueza á los 
miembros de las gentes patricias, se veia excluida de las Asarn- 


(1) I.ang-e, t, §5"/, pág. 441-452.— Walter, i, § 23. pág. T3-3o.-Rec .er, u, I. pá- 
ginas 241-245.— Puclita, i, g 46, pág. 91 -92. 

<2) Siguiendo el ejemplo de Rómulo (Dion., n, 35), Tulo llostilio trasladó á Roma 
á los habitantes de Alba, acrecentándose Roma d ; esta suerte, como dice Pito í.i- 
vio, con las rumas de Alba: 'Romo interim crescil Albite raí iris o i, .30. Da Aneo Mar- 
cio se cuenta que hizo lo mismo con ios habitantes de Politorium, Telena y otras 
ciudades latinas. Liv. t, 33. «Ancit s cum luimos bello devicisset, athciril eos in 

rivitalem.» Gic. derep., n, 18. 



()0 HISTORIA DEL DERECHO ROMANO 

Meas políticas y de los cargos del Estado, bien que contribu- 
yesen con sus bienes al sostenimiento de las cargas públicas y 
con su sangre (no obstante estarles vedada la honra de servir 
en el ejército regular) á la defensa y al engrandecimiento de 
Estado. 

Esta enorme desigualdad en el orden político podia ser 
origen en lo porvenir de graves peligros; y el único medio de 
conjurarlos era disminuirla en lo posible ya que el hacerla 
desaparecer por completo, fuese, como no podia ménos de ser, 
tarea en extremo lenta y dificultosa. A este fin se encamina- 
ron principalmente las reformas introducidas por Tarquino 
Prisco y Servio Tullo en la organización primitiva del Estado 
romano. 

El plan de Tarquino, según la tradición, fue equiparar lo» 
plebeyos á los patricios, formando con la plebe tres tribus 
iguales en derechos á las ya existentes (1); pero la ruda opo- 
sición que hubo de encontrar de parte de los patricios le forzó 
á desistir de este propósito, y á limitarse á hacer algunas in- 
novaciones que aunque no de grande importancia, sirvieron, 
sin embargo, para allanar el camino á las trascendentales re- 
formas de Servio Tulio. 

Redujéronse las de Tarquino á elevar al patriciado un nú- 
mero de familias plebeyas igual al de las gentes patricias de 
que constaba cada tribu, eligiendo para esto á las más ricas, 
y debilitando así al elemento plebeyo; razón por la cual esta 
reforma no encontró ninguna oposición por parte de los pa- 
tricios. Para distinguirlos de los descendientes de las tres tri- 
bus primitivas, se dió á los nuevos patricios el nombre de Ram- 
nes, Titienses , Luceres secundi (2), así como á sus familias 
se las llamó minores gentes con relación á las antiguas, gentes 
patricias {majores gentes'). Estas denominaciones demuestran 


(1) • Namcum Tarquinius Priscus instituías tribus a Bomulo muíase vellet ....» Festo. 
pág-169. — Sobre la inteligencia de algunos pasajes contradictorios relativos al 
primitivo plan de Tarquino puede consultarse á Becker, n, 1, págs. 241-242. n. 94, 

(2) « Civitas romana in sex esl distribuía partís; in primos secumlosque Titienses* 

Jtamnenscs, Luceres .o Festo. 
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que si bien los miembros de la plebe adscritos al patriciado 
tenían los mismos derechos que los patricios, se hallaban 
en una inferioridad relativa en punto á consideración y dig- 
nidad. 

Haciendo uso de la facultad que como hemos dicho com- 
petia al Rey de nombrar los miembros del Senado ( lectio Se- 
natus ), Tarquino aumentó este cuerpo con cien miembros ele- 
gidos de entre los jefes de las familias plebeyas recientemente 
elevadas al patriciado. Los nuevos Senadores no podían dar 
su dictámen sino después que habían emitido el suyo los anti- 
guos (patres majorim gentnm), en oposición á los cuales se 
denominaron patres minorum gentium (1). El número de sol- 
dados que constituían las centurias de caballeros fue duplica- 
do (2), en consonancia con el acrecentamiento de la fuerza 
numérica de las tribus , designándose á los nuevos eqnites 
con la denominación de Et pufes Raflinenses, Titienses , Luce, res 
'posteriores, para diferenciarlos de los antiguos, priores. 

No se limitaron las innovaciones de Tarquino al orden po- 
lítico propiamente tal, pues en el órden religioso mostró asi- 
mismo su actividad reformadora, elevando á seis el número de 
las Vestales, aumentando quizá en dos el número de los Au- 
gures, é instituj'endo los ITviri sacrorum, colegio compuesto 
en un principio de dos miembros, cuyo oficio érala interpreta- 
ción de los libros sibilinos , y cuya influencia fué muy grande 
en razón á que sus dictámenes eran obligatorios para el que los 
consultaba, hasta el punió de constituir su violación un grave 
delito penado severamente por la ley religiosa. 


(1) « etanliquos patres majonnn gentium appellavit, quot priores sententiam roya- 

ba I, a se adscitos minorum.» Cic. de rep. n, 20. 

(2) «Sed lamen prioribus equitum parlibus secundis addi lis cía ac c.c fecit e quites , nume- 

rumque diíplicavit • Cic. de rep. il, 20.— Acerca del pasaje de Tit. Liv. relativo á 

esta innovación (i, 36) el cual difiere del de Cicerón en punto al número de los eqni . 
tes, véase á Decker, n, 1, págs. 242-215. 
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§ 20 . . 

CONSTITUCION DE SERVIO TULIO (1). 

Las reformas de Tarquino, bien que importantes en cuan- 
to sirvieron para atenuar el espíritu de esclusivismo de las 
gentes patricias, no fueron ni podían ser en realidad sino ex- 
pedientes del momento, dado que la condición de la gran 
masa de la plebe no se modificó en lo más mínimo, y que el 
acrecentamiento incesante del elemento plebeyo contribuía á 
agravar cada vez más el peligro con que esta situación ame- 
nazaba á la paz y seguridad del Estado. Era, pues, necesaria 
una reforma radical y duradera que sin atacar en su base la 
organización antigua, pues de otro modo no habría sido acep- 
tada por los patricios, diera participación en la vida pública, 
no ya á un número más ó mónos considerable de individuos ó 
de familias plebeyas, sino á la totalidad de la plebe. Así la 
comprendió Servio Tulio, y por esto , respetando la constitu- 
ción religiosa y gentilicia del patriciado y los derechos inheren- 
tes á élla, creó una esfera de derechos y deberes comunes á 
ambas clases, y á cuyo ejercicio y cumplimiento respectiva- 
mente habia de servir de norma y base la fortuna imponible 
consignada en el censo (2). • 

Para facilitar la formación del censo ó estadística de la 
propiedad que habia de ser el fundamento de la nueva orga- 
nización, dividió Servio Tulio el territorio del Estado romano 
en cuatro tribus ó circunscripciones administrativas (3). Al 


(1) Huschke, Die Verfassung des KGnigs Servias Tullías, Heidelberg', R&8.— l.an- 
fre, i, 8§ 55-66, pág. 441-56(5.— Becker, n, pág, 164-218. — Willems, pág. 45-59.— Wal- 
ter, i, 26-34, pág. 35-49 -Puchta, 8§ 45-49, pág. 92-101 . 

(1) vCeasum enim inslilnit,rcm salnberrimam tanto futuro imperio, ex qao belli pa cisque 
mama nonvirilim ut ante, seil pro habita pecuniarum fierent .» Liv. i, 42. 

(1) «Quadrifariam enim urbe divisa regionibús collibusquc, quac habitabanlur partes, tri- 
bus cas uppellavit, ut ego arbitror a tributo.* Liv., i, 43.— Lange, i, § 62, pág. 504, consi- 
dera como un anacronismo la opinión de Dionisio (tv, 15) el cual sostiene ser de- 
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frente de cada una de ellas puso un Magistrado especial ( tri - 
bnnus ó curator tribus). Las tribus se subdividian en regiones, 
pagos y vicos: estos últimos tenían asimismo sus jefes ó magis- 
trados propios. 

La operación del censo se llevaba á cabo con gran solem- 
nidad bajo la presidencia del Rey, ante el cual, ó ante sus de- 
legados, debía declarar todo ciudadano los bienes que poseía. 
La ocultación de alguna parte de la riqueza imponible era cas- 
tigada con severas penas. Créese que la única propiedad impo- 
nible, y por consiguiente sujeta al censo en el período que nos 
ocupa, era la propiedad territorial, los esclavos y los utensi- 
lios de labor. El censo se renovaba periódicamente : es proba- 
ble que cada dos ó tres años en esta época. 

El resultado del censo era la norma para la división de los 
ciudadanos en clases y centurias (discri'ptio centuriarum clas- 
siumque ), así como para la exacción de los impuestos y para 
el servicio militar. Constituían la primera clase los ciudada- 
nos cuya fortuna llegaba á 100.000 ases. El mínimum de for- 
tuna que se requería para pertenecer á las otras cuatro cla- 
ses era respectivamente 75.000, 50.000, 25.000 y 11 ó 12.500 
ases (1). 

Los hijos de familia mayores de 17 años pertenecían 
á la misma clase que sus padres, y gozaban como miembros 
de las clases de los mismos derechos. Los ciudadanos cuya 


bída á Servio Tulio la división en tribus rústicas y urbanas, que es evidentemente 
de época posterior. 

íl) No es verosímil que Servio Tulio evaluase en cantidades en metálico el má- 
ximum de fortuna necesario para ser incluido en las respectivas clases; pues aun- 
que se le atribuya con razón la invención del aes signatum (Marquardt, it, pág. ">, 
n. ~ y pág. 6. n. 1) ó sea de la costumbre de marcar las barras de metal, pero es lo 
cierto que la acuñación de la moneda data sólo del periodo decemviral. Créese 
que los asses á que se refieren Tito bivio (i, 43) y Dionisio de Halicarnaso (iv, lt> y 
siguientes, vn, 59) en los pasajes relativos á la división en clases, son asses se. r- 
lantarii, y que por lo tanto las cifras expresadas deben reducirse á la quinta par- 
te.— Lange <§ (51, pág. 492) cree que la norma establecida por Servio Tulio para el 
censo debió ser el número de jugertt de tierra de labor, y que éste habia de ser 2, 5, 
JO, 15 y 20, según la clase. 
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fortuna no alcanzaba á la última de estas cuotas no eran in- 
cluidos en las clases. Se les daba el nombre de carite censi , 
prole lar ii, y estaban exentos del pago de los impuestos y del 
servicio militar. 

No todos los ciudadanos cuya fortuna imponible les daba 
derecho á pertenecer á cualquiera de estas clases eran inclui- 
dos en éllas. Había algunos á quienes por razones especiales 
(como el temor de que pudiesen alterar el órden público, y 
otras semejantes) se privaba ¡de este honor; pero éstos, aun- 
que no podían servir en la milicia ni tenían derecho de voto, 
estaban sujetos al pago de los impuestos, razón por la cual se 
les denominaba ararii. Eran excluidos asimismo' aquellos que 
sin ser propiamente esclavos no gozaban, sin embargo, de 
verdadera libertad personal, como los hijos de familia vendi- 
dos por el padre (mancipati) , y los deudores insolventes (nexi). 
Tampoco figuraban en las clases los libertinos, los cuales, se- 
gún que tuviesen ó no fortuna, eran incluidos entre los errarií 
ó entre los proletarios. 

Las familias en que no había ningún individuo hábil para 
el servicio militar, por constar únicamente de mujeres solteras 
ó viudas (orbae, viduoe), ó de varones menores de 17 años (edad 
que se requería para el servicio militar), no estaban compren- 
didas en las clases aunque tuviesen la fortuna necesaria para 
ello; pero en cambio debian pagar en este caso una contribu- 
ción mucho mayor que la de los miembros de las clases. Esta 
contribución ( tributum orborum et mduarum ), distinta de la 
pagada por los ciudadanos incluidos en las clases ( tribictim en 
sentido estricto), y de la de los cerarii ( tributum in capita), se 
destinaba para el pago de la Subvención señalada á los equites 
(aes hordearium ) para el sostenimiento de los caballos de los 
equites, cuya compra era de cuenta del Estado. 

Los ciudadanos comprendidos en las cinco clases mencio- 
nadas ( assidui , locupletes ) constituían el ejército ( exercitus 6 
classis). A la primera, solia dársele también el nombre de cías- 
sis ó clase por excelencia, y de las otras se decía, con relación 
á ella, que estaban infra classem. 

Cada clase se subdividia en determinado número de centu- 
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rías, constando de 98 la primera, de 20 cada una de las tres 
siguientes y de 30 la última. Si á éstas se agregan dos centu- 
rias de ingenieros incorporadas á la primera clase con la cual 
votaban, y tres de músicos que formaban parte de la quinta 
con el mismo carácter, tendremos un total de 193 centurias, 
suma de las fuerzas militares del pueblo romano en tiempos 
de Servio Tulio (1). Los equites , en número de 18 centurias 
(pues Servio elevó su número de 6 á 18), están comprendidos en 
la primera clase. La infantería {p edites) constaba, por tanto, de 
175 centurias. Tanto los equites y pedites de la primera clase, 
como los pedites de las otras cuatro, se dividían en séniores y 
júniores , según que pasaban de 45 años de edad ó que tenían de 
17 á 45 años cumplidos. El servicio militar en campaña no era 
obligatorio más que para los júniores : los séniores no estaban 
obligados más que á defender la ciudad, y esto sólo hasta que 
cumplían los 60 años, en cuya edad cesaba la obligación del 
servicio militar. Séniores y júniores están representados en 
las clases por el mismo número de centurias. Las centurias 
no constaban de un número determinado de individuos, sino 
que éste variaba dentro de cada clase. Cada centuria tenía su 
jefe especial (centurio). 

La Constitución de Servio Tulio, no fué obra de una revo- 
lución ó de un acto arbitrario de la potestad real, sino que se 
estableció legalmente, en virtud de una ley votada en los Co- 
micios por curias (2). El patriciado no puso obstáculo alguno 
á una reforma que, sobre dejar á salvo sus derechos, les asegu- 
raba una preponderancia absoluta, así en el ejército como en 
las Asambleas por centurias, tanto por ser.éllos los más ricos, 
como por la gran fuerza de que disponían, gracias á sus clien- 
tes. Por otra parte, la nueva organización debía presentarse á 
sus ojos como una limitación del poder real, el cual se obliga- 
ba en virtud de ella á someterse á cierta norma en la exacción 


(1) Sobre las diferencias entre Tito Livio y Dionisio en lo relativo al número de 
las centurias y á otros puntos relativos A esta institución , véase á Becker n, 1, 
pá¡y. 'M- 211. 

(2) Lange, i, S 58, págs. 401*483. 
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di. los impuestos y en la recluta de las fuerzas militares, re- 
nunciando asi ó. las facultades discrecionales de que antes go- 
zaba en este punto. No debió, pues, ser difícil á Servio conse- 
guir de los patricios que aceptasen la nueva Constitución. 

Basta comparar la situación de los clientes y de los plebe- 
yos, antes de las reformas de Servio Tulio, con la que tuvieron 
á contar desde élla, para comprender la importancia y la tras- 
cendencia de la nueva Constitución. En su virtud, ambas cla- 
ses entran á formar parte del ejército regular de Roma, del 
mismo modo que los patricios, y contribuyen en la misma for- 
ma y proporción que éllos al sostenimiento de las cargas del 
Estado. Juntamente con estos deberes (que tenían en Roma la 
consideración de derechos, /«¿v militóos , jus tributó), y los cua- 
les colocan á los clientes y plebeyos en un pié de igualdad con 
los miembros de las gentes patricias, adquieren un derecho- 
importantísimo, correlativo á éllos, cual es el derecho de vo- 
tar (jus suffragü) en los comicios por centurias, Asamblea que 
surge de la nueva organización. 

Es verdad que los patricios continúan en el goce exclusivo 
de los derechos inherentes á la gentilidad; que el acceso á los 
cargos políticos y religiosos, así como la participación en los 
comicios por curias, sigue siendo privilegio exclusivo de los 
miembros de esta clase ; que las prohibiciones de matrimonios 
entre las familias patricias y las que no lo son queda subsis- 
tente; pero no lo es menos que desde el punto en que se crea- 
ba por virtud de la nueva organización un órden de derechos 
y deberes común á todos los ciudadanos, como lo era, ó podia 
serlo la riqueza, que era el principio y el fundamento de ese 
órden, se daba un golpe formidable al exclusivismo de la or- 
ganización antigua que hacia emanar del nacimiento todos los 
derechos políticos, y se echaban los fundamentos para las re- 
formas sucesivas que habían de consumar la obra de la igual- 
dad política en el pueblo romano. 

A contar desde la Constitución de Servio Tulio, el derecho 
de ciudadanía no es ya privilegio exclusivo de los patricios: 
los plebeyos y los clientes son también ciudadanos (cives) , bien 
que ciudadanos de condición inferior (cives minuto jure) con 
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relación á los patricios {cites Optimo jure') que gozan de la ple- 
nitud de los derechos civiles y políticos. 

MI Estado como tal, no sólo ha logrado conjurar los peli- 
gros consiguientes al enorme desequilibrio que existia antes 
de Servio Tulio entre los patricios y las demás clases del Esta- 
do, sino también en cuanto que, regularizados y sujetos á una 
norma fija ó igual para todos, el servicio militar y la exacción 
de los impuestos, acrecentados sus recursos militares y econó- 
micos, puede proveer mejor á su defensa y engrandecimiento 
é imprimir una marcha más regular y ordenada á todos los ser- 
vicios públicos. 


§ 21 . 


LOS COMICIOS CENTURIADOS (1). 

é 

¿Cuál fuó la esfera de atribuciones de la nueva Asamblea 
popular emanada de la Constitución de Servio Tulio? ¿Cuál su 
posición respecto de los antiguos comicios por curias? No hay 
duda que los comicios centuriados no limitaron en lo más mí- 
nimo las atribuciones de las primitivas Asambleas populares: 
su competencia versó principalmente sobre asuntos cuya deci- 
sión dependía ántes exclusivamente de la potestad real, la cual 
abdicó de estas facultades en favor de los comicios por centu- 
rias. Tales fueron si había ó no de emprenderse una guerra 
ofensiva, y el entender en los delitos de alta traición (per- 
dueiió). Es también verosímil que fuera asunto de la compe- 
tencia de los comicios centuriados la elección de Rey, bien que 
los comicios curiados continuasen gozando de la facultad ex- 
clusiva de conferir el imperium al elegido en virtud de la lex 
curia t(i de imperio. Créese también que se les reunía para ha- 
cer la promulgación del calendario, ó sea para oir el anuncio 
de los dias festivos, y que del misino modo que los comicios 
curiados se reunían para la otorgacion del testamento de los 


(!) Lárice, i, g iKí, pá". .Til-ÍM!.— Ikcker, u , ), pdg. o9:í-:líM. — Willems, pagi- 
na* ir»i;-ir/j.— L'uclitu, § 1 H, pflg. S/7-í)í>. 
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patricios, los comicios ccnturiados se reunieron también para 
autorizar los testamentos in procinc tu, 6 sean los de los mili- 
tares. 

Kn la época que nos ocupa la convocación de los comicios 
ccnturiados era atribución exclusiva del Rey, derivada de su 
cualidad de jefe del ejército, como que los comicios centuria- 
dos no eran otra cosa que el ejército constituido en Asamblea 
popular. 

Por esta misma causa su reunión se verificaba, no en el 
comitixun ni en ningún otro sitio situado dentro de la ciudad, 
sino fuera de ella en el Campo de Marte. Después de consulta- 
dos los auspicios el Rey mandaba convocar al ejército, el cual, 
avisado por las trompetas militares, se reunía al rayar el alba, 
equipado con sus bélicos arreos, en el Campo de Marte. He- 
chos los sacrificios y demás formalidades religiosas de costum- 
bre, los ciudadanos, obedeciendo á la orden del Rey, se forma- 
ban por clases y centurias, y leída la proposición, se procedía á 
votar. Esto en el caso de haber de decidir los comicios sobre 
algún punto sometido á su resolución; que cuando se reunian 
únicamente para autorizar con su presencia algún acto, como 
por ejemplo, el de la*promulgacion del calendario, la Asamblea 
se disolvía inmediatamente después de terminado éste. 

Se votaba por centurias, de modo que cada centuria no te- 
nia más que un voto, y dentro de cada centuria se votaba indi- 
vidualmente. En la votación se seguía el mismo orden de pre- 
cedencia de las clases, y en la primera votaban ántes que los 
pediies las diez y ocho centurias de los eqnites. La votación se 
daba por terminada luégo que la proposición había sido admi- 
tida ó desechada por la mayoría absoluta de los sufragios. Así 
es que la primera clase podía decidir por sí sola el resultado 
de la votación cuando procedían de acuerdo sus cien centu- 
rias, y que sólo en caso de divergencia, lo cual sucedía rara 
vez, eran llamadas á votar las de la segunda clase, y casi nun- 
ca ó nunca las siguientes. De este modo los más ricos tenían 
en su mano el decidir del éxito de la votación. 

Al constituirse la Asamblea se colocaba una bandera en- 
carnada sobre la cumbre del monte Janículo, de donde no se 
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quitaba hasta después de haberse terminado la votación, cuyo 
resultado proclamaba solemnemente ( renuntiatio ) el Presiden- 
te de los comicios. 

Las decisiones de los comicios centúriados no eran válidas 
sino prévia su ratificación por los comicios curiados. 

§ 22 . 

ABOLICION DE LA MONARQUÍA. 

El sucesor de Servio Tulio, en la dignidad real, á quien los 
crímenes que cometió para elevarse al Trono, junto con su ca- 
rácter altivo é intratable y la dureza y crueldad con que go- 
bernó á sus súbditos, según la tradición, valieron el sobrenom- 
bre de Soberbio, no respetó la Constitución de su antecesor, ni. 
siquiera las demás limitaciones que desde los primeros tiem- 
pos habia tenido en Roma la potestad real. Ni la Comisión ni 
el Senado tuvieron intervención alguna durante su reinado en 
la gestión de los intereses públicos, ni en la exacción de im- 
puestos, ni en la recluta del ejército, se atuvo á la norma es- 
tablecida por Servio Tulio, ni á ningún otro principio de equi- 
dad, ni respetó siquiera la libertad é independencia personal 
de los plebeyos, á quienes obligaba á prestar servicios y tra- 
bajos que no solian ni podían exigirse sino de personas redu- 
cidas á exclavitud. 

Menospreciando Tarquino de igual modo á patricios y ple- 
beyos, trató de consolidar su poder, ilegítimamente adquirido, 
por medio de la fuerza, buscando apoyo principalmente en 
otros Estados, con los cuales contrajo vínculos de alianza. Así 
es que, aunque el éxito feliz de sus empresas militares contri- 
buyó eficazmente al engrandecimiento y al prestigio de Roma, 
su tiranía llegó á ser tan insoportable para el pueblo romano, 
que, patricios y plebeyos unidos, aprovecharon la primera co- 
yuntura favorable que se les ofreció para derribarlo del Trono. 
La revolución no se limitó á esto, sino que fué mucho más allá, 
aboliendo, en odio á Tarquino y á sus hijos, todavía más mal- 
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vados que él, la dignidad real, y sustituyéndola con dos ma- 
gistrados nombrados anualmente por el pueblo; transforma- 
ción que, aunque de escasa trascendencia al principio, habia 
de tenerla luégo muy grande en la historia y en las institu- 
ciones todas del pueblo romano. 


CAPITULO IV 


FUENTES DEL DERECHO. • 


§ 23 ( 1 ). 

Dos son las formas ó fases bajo las cuales se presenta el de- 
recho en este período: como precepto positivo emanado de la 
Religión y sancionado por ella (fas), y como esfera de acción 
en que puede moverse libremente la actividad individual, con- 
forme á las decisiones del poder público, bajo la protección del 
listado (jus) (2). 

«El Fas , comprendía así la religión en cuanto tomaba as- 
pecto jurídico, como el derecho privado y público, en cuanto 
se relacionaban con la religión. Esta distinción, bien que no 
resulte de la misma palabra fas, es útil para poder comprender 
bien su extensión. No todo el derecho tenía carácter religioso, 
la sustancia religiosa no penetra ya, por decirlo así, ‘todo el or- 
ganismo... Eijus, es de origen humano; es pues variable y per- 
fectible. Su fuerza obligatoria descansa en el acuerdo general 
del pueblo, su inobservancia no lesiona sino los derechos pura- 
mente humanos. El fas, por el contrario, se funda sobre la vo- 
luntad de los dioses; es, pues, inmutable mientras los mismos 
dioses no quieran cambiarlo; el que lo viola, ultraja á los dio- 

(1) Ihering, i, §21, pág. 266-293.— Kuntze, §§ 77-t8, pág. 41-42.— Esmareli $ 1. 
I'áfr. 115-lí).— Fustel de Coulanges, Lo Cilé anliqae, pág. 221-230. 

(2j *Fus jus /<’.r (Urina, jus lex humana csf.» Isidor. Orig v. 2. 
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ses. Puede decirse que, por medio del fas, el derecho romano 
mira al Oriente, y por medio del /«ó’, al Occidente; el primero, 
es su aspecto permanente, el segundo, su aspecto progre- 
sivo» (1). 

La fuente principal del derecho, en esta época, singular- 
mente en lo relativo al derecho privado, es la costumbre (mores 
majorum, consue tudo) (2). El Rey, como jefe de la religión y del 
poder judicial, y sus delegados, en ambos órdenes, interpretan 
y aplican el derecho consuetudinario, llegando á formar do 
esta suerte una especio de jurisprudencia. El derecho privado, 
forma, por decirlo así, parte de la religión. De aquí la extraor- 
dinaria influencia del colegio de los Pontífices en el derecho 
del cual se les consideraba como depositarios é intérpretes pri- 
vados y su intervención en los actos relativos al derecho de 
familia y al de bienes (3). 

El derecho público, tiene, como fuente principal, las leyes 
hechas en los comicios por curias (leges curia tai), á las cuales 
vienen á agregarse, después de las reformas de Servio Tulio, 
las emanadas de los comicios centuriados ( leges centuria tic). 

De los monumentos legislativos de este período, no han 
llegado hasta nosotros más que algunos fragmentos y noticias 
de disposiciones legales, atribuidas á varios Reyes, y designa- 
das por esto así por los escritores antiguos, como por entre los 
modernos, con el nombre de leyes reales ( leges regia). Aunque 
considerados como cosa de poca importancia los restos de esta 
legislación por la mayor parte de los escritores modernos, me- 
recen especial atención, por lo cual hemos de discurrir, siquie- 
ra sea brevemente, sobre su origen, carácter y contenido, con- 
forme á las últimas y, en cierto modo, definitivas investigacio- 
nes de que han sido objeto. 


(1) Ihering, i, § cit., pág-. 268. 

(2) « El quideni initio civitutes nostrae, populas sitie leye cer.'a , sitie jure eertougere insli- 
luit,omni(i<juemanu a reyibns y ubernubuntur.» Pompon., L. 2, § 1, D., de orig. jur. (1,2) 

(•I) « Omniutn turnen harutn ( leyutn ) el interpretandi scienlia el actioncs upad coUeyUntr 
Pontificum eranl, ex quibus constiluebatur, quis qitoque atino prueesset privutis .» Pompou., 
L. 2, § (>, D„ de orig. jur. (2, 2).— Cauvet, Le droil pontifical che¿ les anciens Romainsf 
Caen, 1839. 
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§ 21 . 

LAS LEYES REALES (lj. 

En los últimos tiempos de la Monarquía ó en los comien- 
zos de la República, según testimonios dignos de crédito, for- 
mó un Pontífice llamado Papirio una compilación de leyes dic- 
tadas en el período monárquico (2), la cual tomó del nombre 
de su autor el de Jus civile Papirianum, con -que ordinaria- 
mente se la designa. De esta compilación, que fue comentada 
hacia el fin de la República por Granio Flaco, no han llegado 
hasta nosotros más que algunos fragmentos en su forma pri- 
mitiva. Tenemos, sin embargo, noticia de otras varias leyes 
de este período incluidas en la misma colección por la mención 
que de ellas hacen los escritores clásicos, aunque sin repro- 
ducir en todo ni en parte el texto original. 

La mayor parte de los escritores modernos que se han ocu- 
pado en el estudio de los mencionados fragmentos y noticias 
les niegan todo carácter de autenticidad como leyes reales, y 
sostienen que él jus Papirianum no esotra cosa que una colec- 
ción de preceptos rituales y morales emanados del primitivo 
derecho consuetudinario de Roma y atribuidos por los Pontífi- 
ces á diversos Reyes sin fundamento alguna (3). 


(1) Dirksen, Versuche sur Kritik tml A m ley un y der Quellen des rdmischen Rechín. 
Leipzig 1823. — Y oigt, Uebcr die Leyes rtyiae. Leipzig, 1876-1817.— Mommsen, Ro- 
misehes Straalsrecht. n, págs. ‘10-44.— Rudorff, Romische Rechlsgesckirhle, i, § 37 , pú. 
ginas 255-258.— Kuutze, g 70, pág. 42.— Puchta, § 37, págs. 70-72. — Walter, u, g 402, 
páginas 17-18. 

Bruns, Fon les juris romani anliqui , págs. 1 á 12, ha coleccionado todos los pasa- 
jes de los escritores griegos y romanos, así jurídicos como no jurídicos, concer- 
nientes á las leyes reales. 

(2) «El ita (Romulns) leyes quasdum el ipse curíalas ad populum tulil; tula uní el sequen- 
les reyes ; qtue omnes conscriptas eistant in libro sexto Papirii, qui fuit illis temporibus, quibit.* 
Superlms, Demurati Corinlhii filias , ex principan bus viris.m L. 2, g 2, 1)., de oriy.jur 
0.2). 

(3) Tal es la opinión de Rudorff (i, pág. 257i, Lange (i , pág. 314), Monim- 
seu (n, pág. 47), Puchta (i , pág. 72) , Clark , Early ¡(ornan Law , g 1 , págs. 2-3.— 
Lange (pág. 315) llega hasta negar á los Reyes el poder legislativo.— Bruns (Fonlcx 
juris romani anliqui, 3" edición, pág. 1) adopta una opinión intermedia, sostenú «do 
por una parto la existencia de leyes reales, y afirmando por otra, que casi todas 
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Recientemente, sin embargo, ha sido defendida la autenti- 
cidad de las leyes reales con argumentos tan sólidos y efica- 
ces, que en nuestro sentir no pueden ménos de llevar el con- 
vencimiento al ánimo de quien estudie desapasionadamente el 
asunto (1). 

No es posible dudar que las leyes reales existieron real- 
mente y fueron aplicadas , pues los testimonios más autoriza- 
dos excluyen toda duda en punto á que hubo preceptos escri- 
tos, que redactados en forma de leyes fueron reconocidos y 
aplicados como leyes reales (2). 

Además de que la actividad legislativa de los Reyes, en par- 
ticular la de Servio Tulio, está comprobada por muy eficaces 
testimonios, los tenemos también no mónos dignos de crédito 
de que algunas de las leyes reales estuvieron en vigor durante 
mucho tiempo. Así lo atestiguan escritores en cuya época eran 
aplicadas; por ejemplo, Marcelo en lo relativo á la ley sobre 
la operación cesárea,. Dionisio de Halicarnaso respecto de la 
que establecía. la alimentación de los gemelos por el Estado, 
y Licinio Macer en lo concerniente á la que penaba el incesto 
de las Vestales. 

Agrégase á esto que los escritores que nos dan noticia de 
cada una de las leyes realas en particular, afirmando haber si- 
do dictadas en el período monárquico, no sólo merecen entero 
crédito por haber bebido en buenas fuentes, sino también por- 
que casi todos ellos poseían los conocimientos y la crítica ne- 
cesarias para discernir lo verdadero de lo falso en las antiguas 
tradiciones. 

Otro argumento de gran fuerza en pró de la autenticidad 


las que los romanos nos han trasmitido como tales son puras invenciones: « Omni - 
no quideni lenes u regibus datas esse non is sum qui negem; fictas autem fere omnes esse, quns 
Itomani nolis prodiderunt leges regiae id contendere non dubito * 

fl) Nos referimos al trabajo anteriormente citado del sabio profesor de Leipiig 1 
Mauricio Voigt, cuyos principales argumentos y conclusiones vamos á exponer, y 
al cual remitimos á cuantos deseen estudiará fondo esta cuestión, que no obstante 
su importancia ha sido considerada hasta ahora como cosa de poco momento, 
y tratada muy ligera y superficialmente por la mayoría délos historiadores del 
Derecho romano. 

Oó voigt, Op. cit.y ti, § 21, pág. 252. 



CAPÍTULO IV 


75 

de las leyes reales es su mismo contenido, que demuestra evi- 
dentemente pertenecer dichas leyes á un período anterior á la 
ley de las Doce Tablas; como resulta, no sólo del hecho de ha- 
ber sido modificadas ó derogadas algunas de ellas por aquel 
€ódigo, sino también porque las leyes reales son el reflejo de 
un estado social muy distinto y evidentemente anterior al que 
representan las leyes de las Doce Tablas. Así vemos, por ejem- 
plo, que la ley régia, que mandaba practicar la operación ce- 
sárea en el cadáver de la mujer embarazada, prueba que en la 
ópoca en que se dictó dicha disposición no se conocía otro gó- 
nero de enterramiento que la inhumación, miéntras que las 
leyes de las Doce Tablas nos muestran coexistir ya al lado 
de la inhumación y ser bastante general el uso de la crema- 
ción. 

Por último, el exámen de las formas arcáicas, que aunque 
algo corrompidas por la tradición, nos ofrece el texto primiti- 
vo de algunas leyes, confirma elocuentemente la remota anti- 
güedad de estos documentos. 

Si la autenticidad de las leyes reales en general está fuera 
•de toda duda, no puede decirse lo mismo de todas las leyes 
atribuidas al período monárquico (1). 

Las indudablemente auténticas son catorce: de ellas, cua- 
tro nos son conocidas por su texto 'literal , que más ó ménos 
corrompido ha llegado hasta nosotros, y las diez restantes por 
las noticias que acerca de su contenido nos proporcionan diver- 
sos escritores. 

A la primera clase pertenecen la ley de Rómulo contra la 


(1) Dirksen, después de someter á un detenido exámen critico (Oji. cil ., págs. 2"4 
y siguientes) los muchos ensayos de restitución de las leyes reales dados á luz 
desde el siglo xvt en adelante, rechazó como falsas gran parte de las disposiciones 
á que sin fundamento se habia atribuido aquel carácter, reduciendo á veintidós el 
número de las lenes regia Voigt, tomando como base el trabajo estimable por mu- 
chos conceptos de Dirksen, pero superándolo en erudición y agudeza, rebaja este 
numero á catorce, descartando once de las admitidas por Dirksen, tres de ellas 
concernientes á la primitiva organización de la familia, siete relativas al culto y 
una perteneciente á la ley de las Doce Tablas. En cambio admite dos que Dirksen 
rechazó como falsas, la relativa al incesto de las Vestales y la concerniente & la 
alimentación de los gemelos por el Estado y agrega á éstos la ley de lecha incier- 
ta que castigaba al que matase algún buey destinado á la labor. 
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nuera que faltase al respeto á su suegra (1), la ley ele Nutria 
contra el homicidio culpable de un hombre libre (2), y la san- 
ción penal del mismo Rey contra un delito que no se expresa, 
pero que acaso sería contra el que hiciese enterrar el cadáver 
de la mujer embarazada ántes de que se hiciese á ésta la ope- 
ración cesárea (3), y por último, la de Tulo Hostilio contra los 
hijos que maltratasen á sus padres (4). 

Las pertenecientes á la segunda son : tres leyes de Rómulo, 
una sobre la violación de los deberes emanados del vínculo de 
la clientela (5), otra contra el abandono de los niños y el infan- 
ticidio (6), y la tercera contra el divorcio (7); otras tres de Nu- 
rna, que penaban respectivamente al que vendiese al hijo de fa- 
milia que había contraido matrimonio religioso (8), álos que re- 
moviesen las piedras terminales (9) y á los que sin propósito de- 
liberado y sólo por imprudencia causaren la muerte de otro (10). 
Puede agregarse á ellas la relativa á la operación cesárea, 
emanada también probablemente de Numa (11). Cuéntanse 
también en este número dos leyes de Tulo Hostilio, una con- 
denando á muerte á las Vestales culpables de incesto (12), y 
otra en que se impone al Estado la obligación de alimentar 
á los gemelos (13). 

Finalmente, liay otra ley que aunque no mencionada entre 
las leyes reales por los escritores antiguos , debe considerarse 


(1) Voig'tp, § b pág. 44) restituye el pasaje de Festo (pág-. 230 v.° 13) concer- 
niente á dicha ley en esta forma: «Sinurus socrui ohumhnlassU , asi olla plorasil. sacra 
Divis parentum estad.» 

(2) «Si quis liomincm libertan dolo (malo) sciens mor ti duil parricidas esto » Paul. lilac , 
221, 15. 

(3) «Si quisquam aliuta ( pro aliter) faxit, ipsos Jovi sacer esto.» Paul. Diac-, 6, 1. 

(4) «Si patentan puer verberit, asi olle plorassit, puer Divis paren tnm sacer esto.» Fesl. , 
230 v.° 15. 

(5) Dion.,ii,10. 

(6) Dion., ít. 15. 

(7) Dion., n,25.— Plut. Rom. , 22. 

(S) Dion-, i!, 21— Plut. Mim. 17. 

(!)) Dion., il, 74. 

(10) Serv. i/i Verg. Ecl., iv, 43. in Céorg., til, 387. 

(11) I%.,11,8,2. 

(12) Fest.,241, 29.— Dion., i, 78.— Túc. Aun , xn, 8. 

(13) Uion.jin, 22. 
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como tal, á saber, la que castigaba con la pena capital al que 
matase á un buey destinado á la labor (1). Esta ley, antiquísi- 
ma al decir de los historiadores romanos que la mencionan , y 
que estuvo vigente cuando ménos hasta la segunda mitad del 
siglo VI, pertenece sin duda alguna «á la época en que se ve_ 
rificaba en el pueblo romano la transición de la vida del pasto- 
reo á la vida agrícola, y en que habiendo alcanzado la agricul- 
tura la misma importancia que la ganadería en la vida eco- 
nómica de la Nación, se acrecentó la necesidad y el valor de los 
bueyes, siendo tal, por otra parte, su escasez que fuó necesario 
dictar medidas para su conservación» (2). De aquí que pueda 
atribuirse fundadamente al período monárquico y ser colocada 
entre las leyes reales. 

VA Jas Papirianum (3), ó sea la compilación de leves rea- 
les atribuida por Pomponio en su fragmento De origine Juris 
á un hombre principal llamado Papirio, contemporáneo de 
T arquino el Soberbio, fuó probablemente formado después de 
la abolición de la monarquía, cuando habiendo heredado el 
pontiJex máximos, las atribuciones que ántes tenía el Rey en lo 
relativo á dirección é inspección supremas del culto, se creyó 
necesario, para que le sirviese de guía en el ejercicio de su 
cargo, coleccionar las disposiciones dictadas sobre el particu- 
lar, así los preceptos relativos al culto y á los actos jurídicos, 
como las prescripciones legales relacionadas de algún modo 
con la Religión. El autor de la compilación fué probablemente 
Manió Papirio, el primer Pontífice máximo después de la ex- 
pulsión de les Reyes. 

La compilación que nos ocupa, estaba dividida en seis li- 
bros. El primero lo constituía el ritual de los sacrificios; el se- 
gundo las instrucciones relativas al culto doméstico; el terce- 
ro las concernientes á la celebración de los cultos públicos; el 
cuarto las prescripciones relativas á los sacerdocios sujetos á 
la inspección del pontifex maximus ; el quinto las acciones de 


(1) Varr., de r. r.,11,5, 4.-Cic., de nal. Deor., v, 69, 15?. 

(2) Voigt, Op cit. i, § 16, pág. 86. 

pi) Voigt, Op. r.it., u, §20, págs. 116-128. 
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la ley, y el sexto y último «las leges regias , propiamente di- 
chas» las verdaderas leyes del período monárquico, de que he- 
mos hablado anteriormente. 

Del Comentario de Granio Flaco al Jtos Papiriamim , no 
han llegado hasta nosotros sino algunos fragmentos insignifi- 
cantes. 


LIBRO SEGUNDO 




SECCION PRIMERA 

ORGANIZACION POLÍTICA Y ADMINISTRATIVA 
DEL ESTADO ROMANO 

A.) ROIV.%. 


CAPITULO PF{IMEF{0. 

EL PUEBLO. 


§ 22 . 

LA LUCHA POR LA IGUALDAD CIVIL Y POLÍTICA (1). 


La revolución política que abolió en Roma la dignidad real 
no filó ni podía ser, dado el carácter del pueblo romano y su 
respeto á la tradición en todos los órdenes, una revolución ra- 
dical en el verdadero sentido de la palabra. Así es que las 
únicas modificaciones introducidas desde luég'o en la antigua 
organización política, se redujeron á la sustitución del rey por 
dos magistrados anuales (denominados en un principio yr (Sto- 
res y más tarde cónsules) que conservaron casi todas las atri- 
buciones de la dignidad real, si se esceptua las relativas á la 
dirección del culto, sin otras limitaciones que las consiguien- 

y 


(1) Langc, i, §§ 07-78, pág. 567-GS1.— Waltor, i 
88 52-53, pág. 105-100, y §§ 50-50, pftff. 113-123.- 
tulos 1 -iii, pág. 2-102. 


, §§ 28-08, pág. 54-88.— Puchta, i, 
-Mommson, Hisl- rom., u , capi- 

r, 


i 
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tes á ser responsables ante el pueblo de las arbitrariedades co- 
metidas en el ejercicio de su cargo. Los plebeyos obtuvieron, 
corno premio del apoyo prestado á los patricios para la expul- 
sión de los reyes, un número considerable de puestos en el Se- 
nado. Restablecióse la Constitución de Servio Tulio, derogada 
de hecho por Tarquino el Soberbio, y volvieron á funcionar 
los comicios centuriados. 

El temor de que pudiera establecerse la dignidad real, dio 
márgen á dos leyes importantísimas votadas por el pueblo á 
propuesta del cónsul Valerio, á quien su amor al pueblo valió 
el dictado de Poplícola. En la primera de estas leyes, que del 
nombre de su autor se denominaron Leges Valerios, se esta- 
bleció que todo ciudadano pudiese apelar al pueblo de las sen- 
tencias de muerte dictadas por cualquier magistrado, y en la 
segunda se imponía la pena capital al que intentase restaurar 
la monarquía. 

Aunque la situación política creada por la abolición de la 
dignidad real no fuó en un principio desfavorable á los plebe- 
yos, es lo cierto que la posición de esta clase dentro del nuevo 
orden de cosas, era mucho menos lisonjera que en tiempo de 
la monarquía, dado que los patricios siguieron ejerciendo el 
exclusivo monopolio de los cargos públicos, y que sobre tener 
asegurada la preponderancia en los comicios centuriados, los 
cuales no podían votar otras leyes que las propuestas por los 
magistrados patricios, se veian ya libres del contrapeso que los 
Reyes habían opuesto en muchas ocasiones á sus exigencias 
favoreciendo á la plebe contra el patriciado, por la necesidad de 
mantener cierto equilibrio entre ambas clases, en bien de la 
paz y de la prosperidad del Estado. Éra, pues, de temer, que 
el patriciado quisiera explotar en provecho propio el nuevo es- 
tado de cosas, y así sucedió en efecto. 

Mientras la necesidad de combatir á Tarquino y á sus hi- 
jos, que aliados unas veces con los Etruscos, otras con I03 Sa- 
binos, otras finalmente con los pueblos del Lacio, intentaron 
volver á Roma y recobrar la dignidad real, hizo de todo punto 
indispensable á los patricios el concurso de los plebeyos con 
el cual lograron triunfar en todas estas guerras y consolidar el 
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nuevo estado de cosas, el patriciado contemporizó con la ple- 
be; pero luego que con la victoria alcanzada sobre los Latinos 
á orillas del lago Regalo, en que murió el último hijo de Tur- 
quino, y con la muerte de este último, acaecida poco tiempo 
después en Cumas, hubo desaparecido todo peligro, el patri- 
ciado comenzó á abusar de su preponderancia política, y á 
oprimir y vejar á los plebeyos. 

La hostilidad del patriciado contra la plebe empezó á ma- 
nifestarse en la rigorosa aplicación de las leyes contra los deu- 
dores, las cuales facultaban al acreedor para privar de la li- 
bertad al deudor insolvente, y hasta para venderle como es- 
clavo. 

Los plebeyos, obligados á abandonar el cultivo de sus 
tierras á causa de las guerras incesantes contra Tarquino y 
sus aliados, se habían visto en la necesidad de contraer deudas 
con los patricios. Estos, olvidando los grandes servicios de la 
plebe, exigían dura é imperiosamente la devolución de sus 
prestamos y de los crecidísimos intereses que los plebeyos, 
obligados por la necesidad, se habían comprometido á pagar- 
les. En los casos de insolvencia, que eran muy frecuentes, no 
vacilaban los patricios en hacer uso, sin ninguna considera- 
ción, del derecho que les otorgaba la ley. I)e aquí que muchos 
plebeyos gimiesen en las prisiones víctimas de la crueldad de 
sus acreedores sin poder esperar protección de nadie, pues 
los magistrados, únicos que debían y hubieran podido dársela, 
se la negaban, dominados por el espíritu de clase. 

Así las cosas y excitados los ánimos, uno de los deudores 
logra fugarse de la prisión, refiere al pueblo sus servicios mi- 
litares, sus privaciones y los malos tratamientos que sufre, y 
logra que la plebe amotinada exija de los Cónsules P. Scrvilio 
y Apio Claudio que reúnan al Senado para que dó legítima sa- 
tisfacción á sus quejas. Scrvilio se inclina á la benignidad, 
pero su colega y la mayoría del Senado se niegan á atender 
las reclamaciones de la plebe. 

En esto liega la noticia de que los Volscos han invadido el 
territorio romano y se aproximan á Roñia. Scrvilio convoca c< 
ejercito, y para conseguir de la plebe que lo siga al combate, 
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suspende la aplicación de las leyes contra los deudores duran- 
te la campaña, y le promete que acabada felizmente la guerra 
se le hará justicia. La plebe lucha con heroísmo, y los Cónsu- 
es consiguen triunfar no sólo de los Yolscos, sino también de 
los Sabinos y de los Auruncos. Pero terminada la guerra y 
cuando Servilio exig’e del Senado que acceda á los deseos del 
pueblo, el Senado insiste en su negativa. Esto sucedia en 495. 

Al año siguiente se repite el caso, siendo Cónsules A. Vir- 
ginio y T. Veturio. Intentan éstos llevar al pueblo ála guerra, 
pero la plebe se niega á ingresar en el ejército hasta tanto que 
se reparen las injusticias cometidas contra ella. Para vencer 
su resistencia se nombra dictador á M. Valerio, hermano de 
Poplicola, el cual renueva la promesa de Servilio y logra ven- 
cer la resistencia de los plebeyos. Derrota el Dictador con su 
concurso á los Sabinos, y los dos Cónsules triunfan de los Equos 
y Volscos, pero al querer, terminada la guerra, cumplir su 
promesa, el Senado se opone tenazmente. 

Do nuevo se quiere que el pueblo vaya á la guerra: el Se- 
nado se empeña en conseguirlo, insistiendo en que á la plebe 
le obliga el juramento militar, pero ésta irritada se traslada en 
masa al Monte Sacro situado al otro lado del Anio á 3 millas 
de Roma, amenazando con separarse de Roma y fundar en 
aquel sitio una nueva ciudad. Menenio Agripa, enviado por los 
patricios, logra disuadir á la plebe de su propósito y que vuel- 
va á la ciudad, aunque con la condición de que se creara una 
magistratura plebe3 r a que protegiese eficazmente á la plebe 
contra los atropellos y vejaciones del patriciado. 

A consecuencia de esto, en 393 se crearon dos tribunos de 
la plebe (cuyo número se elevó á cinco poco después), con el 
carácter de inviolables, los cuales podían impedir en virtud del 
derecho de veto (jus auxilii ó jus intercfidendi), que era su 
principal prerogativa, la ejecución de todas las penas y sen- 
tencias dictadas por los Cónsules contra la plebe. Simultánea- 
mente y como auxiliares de los tribunos de la plebe, se crea- 
ron dos ediles plebeyos. 

El poder de los tribunos, meramente negativo en un prin- 
cipio, fué acrecentándose paulatinamente y tomando carácter 
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positivo, contribuyendo á éllo eficazmente la creación de los 
concilla plebis , que éllos sólos tenían el derecho de convocar y 
presidir. 

Por este tiempo vino á agregarse á los ya existentes, ó me- 
jor dicho tomó proporciones considerables otra causa de anta- 
gonismo entre patricios y plebeyos: la cuestión relativa á la 
posesión del ager publicus. 

Ya hemos dicho que, desde la más remota antigüedad, acos- 
tumbró el Estado Romano á reservarse gran parte de la pro- 
piedad del territorio conquistado en la guerra, cuyo disfrute 
solia ceder á los ciudadanos mediante el pago de un canon in- 
significante. Los patricios, arrogándose el derecho de poseer el 
ager publicas, excluían sistemática y casi absolutamente de su 
goce á los plebeyos, no obstante ser éstos quienes principal- 
mente lo habían conquistado. Esto dió lugar á reiteradas recla- 
maciones por parte de los plebeyos , que como era de suponer 
no fueron atendidas por la clase dominante. 

La iniciativa para satisfacer por la vía legislativa á las jus- 
tas exigencias de los plebeyos en este punto, partió sin em- 
bargo, de un patricio, el cónsul Spurio Casio (486), vencedor 
de los Húmicos, que sobreponiéndose al interés y espíritu ex- 
clusivo de clase, sostuvo que debían hacerse á los plebeyos al- 
gunas concesiones en este orden. A este fin propuso, que de 
las dos terceras partes del territorio conquistado á los Hérnicos 
se adjudicasen una á los plebeyos y otra á los Latinos, aliados 
(leí pueblo romano en la campaña contra los Hérnicos (1). No 
se limitó á esto, sino que llegó hasta proponer que se devolviese 
al pueblo el dinero que había pagado en 491 por el trigo traido 
de Sicilia para remediar la escasez de Roma en aquel año. Pero 
sus esfuerzos fueron inútiles, pues acusado por los patricios de 
querer alzarse , halagando al pueblo, con el poder soberano^ 
pagó con la muerte su generoso intento sin conseguir que 
fuesen votadas sus proposiciones. 

• ]) Mornmsen sostiene , ¡un gran fundamento en nuestro sentir, en su inten - 
sante estudio sobre Sp. Casio, M Maulio y Sp. Mclio. los tres demayoijos de los primeros 
tiempos de la Ucpiiblica, inserto en el tomo u de sus lio mi se he Forschinircu (lKUr, p.i- 
{jinti 104, que «la ley agraria de Sp. Casio con todo !o que á ella se reliare debe ser 
borrado déla historia, como mera invención de época posterior.» 
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Nuevo veces desde 485 á 489 propusieron varios tribunos 
á la aprobación del pueblo la ley de Spurio Casio relativa á la 
división del ager publicus, y otras tantas fué desechada por el 
veto de otros tribunos á quienes el patriciado había consegui- 
do inclinar á favor suyo. 

La lucha se recrudece continuando con vario suceso. Los 
plebeyos abandonan los comicios al ser elegidos cónsules algu- 
nos de sus más decididos adversarios, y en 480 niegan la obe- 
diencia á los Cónsules en el campo de batalla, no obstante el 
juramento prestado. Patricios y plebeyos se acusan mutuamen- 
te ante los comicios en que predomina su influencia, y el tribu- 
no Genucio aparece asesinado en su lecho después de haber 
acusado á los Cónsules en 474, el dia mismo en que debía for- 
malizar su acusación ante los comicios. 

Por este tiempo consiguieron los plebeyos una ventaja de 
consideración sobre sus adversarios. Publilio Yoleron, plebeyo 
importante que había servido como centurión en los ejército 
de Roma, fué llamado al ejército como simple soldado en 473. 
Negóse á acudir al llamamiento del Cónsul, y como éste en- 
viase un lictor para prenderle, Publilio se refugió en medio del 
pueblo y logró amotinarlo contra los Cónsules, los cuales, en 
vista de esta actitud, tuvieron que desistir de la leva proyec- 
tada. Nombrado tribuno Yoleron en 472, propuso que el nom- 
bramiento de los tribunos fuese en adelante atribución exclu- 
siva de las Asambleas de la plebe, en vez de hacerse como 
hasta entonces por los comicios curiados, y que los Ediles, que 
ántes eran nombrados por los tribunos, lo fueron en adelante 
directamente por la plebe. Rechazada la ley en aquel año por 
los manejos de los patricios, fué aprobada en 471 merced á los 
esfuerzos de Yoleron, reelegido tribuno, auxiliado eficazmente 
por su colega Letorio. 

En 462 el tribuno C. Terentilio Arsa propone el nombra- 
miento de una comisión de cinco plebeyos para que fijasen por 
medio de lejms las atribuciones de los Cónsules, así para que 
íuesen conocidas de todos, poniendo diques á su arbitrariedad, 
como para limitarlas en cuanto fuese posible. Opónensc á ello 
enérgicamente los patricios, y logran por mil medios aplazar 
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^gta proposición, hasta que al cabo de algunos años, ydespues 
de haber obtenido los plebeyos nuevas concesiones, como que 
se elevase de cinco á diez el número de los tribunos (457), que 
por la lex Icilia de Aventino 'publicando el ager publicas del 
monte Aventino fuese declarado exclusiva posesión de la ple- 
be (456), y que en virtud de la lex Aternia Tarpeja se fijase el 
máximum de las multas que podía imponer cada magistrado, 
lograron entenderse sobre la proposición de Terentilio, modifi- 
cándola, y nombrando en su consecuencia una comisión en- 
• cargada de consignar y fijar por escrito las leyes del Estado. 

Creáronse con este objeto diez magistrados extraordinaros 
(decemviri) pertenecientes todos ellos á la clase patricia. Los 
primeros decemviros desempeñaron con justicia y moderación 
su encargo, y redactaron diez tablas que después de sometidas 
al exámen de todos, fueron aprobadas por los comicios centu- 
riados; pero no habiendo terminado su tarea los primeros de- 
cemviros, se acordó nombrar otros por un año. Apio Cláudio, 
uno de los antiguos decemviros, que presidia los comicios, lo- 
gró ser reelegido y que se elig’iera gente de su devoción, los 
cuales gobernaron tiránicamente, y transcurrido el año se em- 
peñaron en seguir ejerciendo sus cargos. Pero sus crueldades 
y atropellos agotaron la paciencia del pueblo, que se trasladó 
en masa al Monte Aventino; y esto hizo que los decemviros 
cediesen y que se aboliera su cargo y se restableciese el go- 
bierno normal. 

Los segundos decemviros añadieron dos tablas á las diez 
primeras. 

L. Valerio y M. Horacio, amigos del pueblo y mediadores 
en las contiendas de la plebe con los patricios, elegidos cón- 
sules en 449, contemporizaron con los plebeyos é hicieron con- 
firmar de nuevo por una ley la inviolabilidad de los tribunos, 
y por. otras dos, favorecieron el desarrollo de la constitución. 
La una determinaba que las decisiones de los concilia plebis 
fuesen válidas para todos los ciudadanos , ut quod tributim 
plobs jussiset populum teneret , poniendo de esta suerte las 
Asambleas de la plebe al nivel de las centuriadas. La otra ley 
estableció que no se pudiera elegir ningún magistrado sin 
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provocaUonc, y por tanto, que hasta el dictador, aun estando- 
en campaña, estuviese sujeto á la apelación del pueblo. 

En 445 tenemos que registrar otro triunfo importante de 
los plebeyos. Del colegio de los tribunos emanaron simultá- 
neamente dos rogaciones. En la una, propuesta por el tribuno 
0. Canuleyo se pedia la derogación de la ley decemviral que 
prohibía los matrimonios entre ambas clases; la otra, más im- 
portante desde el punto de vista político, establecía la admisión 
de los plebeyos al consulado. Como es natural, los patricios se 
opusieron tenazmente á ámbas, como que atacaban en su base 
la organización y el mas firme baluarte del patriciado. Con- 
sintieron, por fin, en la primera, creyendo que el pueblo se 
contentaría con esto, y desistiría de sus aspiraciones al con- 
sulado. Pero no fué así, y se vieron obligados también á tran- 
sigir mediante una concesión, y fue que en adelante se pu- 
diese nombrar en vez de los cónsules seis tribunos consulares 
( tribmi militim consular i potes tale), los cuales podrían ser ele- 
gidos también de entre los plebeyos. 

Aunque no se estableció que alguno ó algunos de los tri- 
bunos militares hubieran de ser forzosamente plebeyos, sino 
únicamente que pudiesen ser elegidos para este cargo indi- 
viduos de la clase plebeya, esto por sí sólo constituía un 
gran triunfo para la plebe, pues de esta suerte conseguía que 
se estableciese en principio su admisión á las más elevadas 
magistraturas, de que hasta entonces se había visto excluida 
absoluta y sistemáticamente. 

Pero los patricios, que habían hecho esta concesión á la 
plebe forzados de la necesidad, procuraron desvirtuarla en lo 
posible, desmembrando del poder consular una de sus princi- 
pales facultades, la formación del censo, la cual pasó á ser 
atribución exclusiva de una magistratura especial creada al 
efecto, la censura, cuyo desempeño había de ser privilegio ex- 
clusivo de los miembros del patriciado. Para comprender la 
gran influencia de esta magistratura y de la facultad que con 
ella se reservaron los patricios, baste recordar que la forma- 
cio del censo era la base para la división del pueblo en tribus 
y centurias, y que el magistrado que presidia esta operación 
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contaba entre sus atribuciones la de formar la lista de los Se- 
nadores, y excluir de élla y privar del derecho de* ciudadanía 
álos individuos que juzgase indignos de este honor, tachán- 
dolos con la nota de infamia. 

No contentos con estos esfuerzos los patricios, procuraron 
hacer ineficaz en la práctica el triunfo que acababa de obte- 
ner la plebe , combatiendo rudamente en las elecciones para 
el tribunado militar á los candidatos plebeyos. En estas con- 
tiendas, que fueron reñidísimas, llevó casi siempre la plebe 
la peor parte, si bien algunas veces consiguió triunfar de sus 
adversarios, y hasta hubo ocasión en que logró que los tri- 
bunos elegidos fuesen en su mayor parte plebeyos. 

En 430 y 393, sin embargo, se dictaron dos medidas favo- 
rables á la plebe. Por la primera, se 'estimaron en dinero, mo- 
derándolas, las multas, fijadas en especie en 454, y en virtud 
de la segunda, se repartió entre los plebeyos el territorio de 
Veyes, correspondiendo á cada uno siete jugera en esta distri- 
bución. En 409 logran por primera vez los plebeyos ejercer la 
cuestura. 

Pero no se tomaba ninguna medida eficaz para remediar la 
miseria de la plebe, que había llegado á tomar espantosas pro- 
porciones, así por las deudas que los plebeyos habían contraido 
para reedificar sus casas arruinadas por los Galos, como por la 
necesidad en que se habían visto de desatender el cultivo de 
sus tierras, á causa de las incesantes guerras sostenidas en 
esta época. No contribuyeron poco á agravar tan triste situa- 
ción los onerosísimos impuestos extraordinarios que exigió por 
entonces el Senado para cercar á Roma de una muralla de 
piedra, y fortificar el Capitolio. De aquí la desanimación y el 
abatimiento de la gran masa de la plebe que, empobrecida y 
esquilmada, apénas si tomaba parte activa en las contiendas 
políticas, de las cuales poco ó nada esperaba para la mejora 
de su situación económica. No es, pues, de extrañar, que los 
patricios triunfasen casi siempre en las elecciones, y que los 
plebeyos ricos que, en interés propio y sólo para conquistar el 
acceso á las supremas magistraturas, dirigían las luchas con 
el patriciado, tuvieran que pensar seriamente en el modo de 
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interesar á la plebe para proseguir con más ardor y empeño la 
Jucha comenzada. 

Este medio no podía ser otro, sino prometerles, como resul- 
ta lo de la lucha y como premio de su cooperación, la mejora 
de su situación económica. Así lo comprendieron C. Licinio 
Stolon y L. Sextio Luterano, los cuales, elegddos tribunos del 
pueblo en 377, sometieron á la aprobación de dste tres leyes 
en las cuales se atendía al mismo tiempo á la satisfacción de 
las aspiraciones diversas, pero no inconciliables, de la frac- 
ción acomodada y de la parte pobre de la plebe. 

Las encaminadas á mejorar la situación de la plebe y á 
conseguir su apoyo decidido en la lucha política con el patri- 

ciado, eran las siguientes: 

* 

Que nadie pudiera poseer en lo sucesivo más de 500jugera 
del ayer publicus, ni se consintiera á ningún propietario llevar 
más de 100 cabezas de ganado mayor, y 500 de gauado me- 
nor á los pastos comunes; y que la parte del ayer publicas in- 
debidamente poseída, por exceder del máximum establecido 
por esta ley, volviese á poder del Estado, y se distribuyera 
entre los ciudadanos pobres de modo que correspondiesen á 
cada uno siete j ligera.* Imponíase álos propietarios la obliga- 
ción de dar trabajo á cierto número de personas libres propor- 
cionado á la extensión de sus tierras. 

Que de las deudas contraidas por los plebeyos se dedujese 
el importe de los intereses pagados, y que el resto se pagara 
en el espacio de tres años, en tres plazos iguales: ut deducto eo 
de capí te, quod usuris pernumeratum esset , id, quod superes-set, 
triemio coquis por tiouibus per solver etur. (Liv. vi, 35.) 

La resolución principal propuesta por los tribunos á la 
aprobación del pueblo, y á cuya consecución, que era el blan- 
co de los deseos y esfuerzos de los plebeyos ricos, habían de 
allanar el camino las dos anteriores, era abolir el tribunado 
militar, y que, restablecido del consulado, uno de los cónsules 
hubiera de ser necesariamente de allí en adelante elegido de 
entre la plebe: ne tribunorum militum comibia Jiereut, consu - 
lumque ubique alter ex plebe crearetur. (Liv. 1. c.) 

Opusiéronse tenazmente los patricios á la adopción de ta- 
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les proposiciones, en un principio con buena fortuna, pues lo- 
graron aplazarlas, consiguiendo que algunos tribunos de la 
plebe opusieran su veto á las proposiciones de sus colegas. 
Licinio y Sextio, sin embargo, no cejan en su empeño, y ree- 
legidos sin interrupción durante diez años, insisten en presen- 
tar al pueblo las rogaciones sin modificación alguna. En vano 
apelan una y otra vez los patricios al recurso de la dictadura; 
la resistencia de los magistrados plebeyos que, haciendo uso de 
sus atribuciones, anulan cinco veces la elección de los tribunos 
militares por medio de su veto, hace que empiecen á ceder los 
patricios. Muéstranse dispuestos á votar las dos proposiciones 
relativas á las deudas y la propiedad del ager publicus, para 
ganarse á las masas plebeyas y separarlas de los tribunos, á 
condición de que desistan de la proposición concerniente á la^ 
entrada de los plebeyos en el consulado. Pero los tribunos, re- 
sueltos á no ceder en este punto, declaran que las proposicio- 
nes en cuestión no pueden votarse separadamente, sino que 
tienen que ser aprobadas ó rechazadas como si fuesen una 
sola, en la misma votación. Logran de esta suerte que sean 
adoptadas por los comicios tributos, y en su consecuencia, los 
comicios centonados proceden á la elección de Cónsul plebe- 
yo, recayendo ésta en L. Sextio Luterano. Niéganse los comi- 
cios por curias á otorgarle el imperiwm , pero ante la actitud 
amenazadora de la plebe, el patriciado, cediendo principal- 
mente á la influencia del anciano Camilo , se decidió por fin 
á reconocer y sancionar el hecho consumado. 

Sin embargo, para atenuar en lo posible la importancia 
•del nuevo é importantísimo triunfo obtenido por la plebe, qui- 
tan los patricios al consulado las atribuciones judiciales de 
que ántes gozaba, y confian su desempeño á un Magistrado de 
nueva creación, el prcetor urbanus , cuyo puesto no podía ser 
ocupado sino por individuos de la clase patricia. 

A los dos tribunos de la plebe ántes mencionados Licinio y 
Sextio, se debió también la sustitución de los sacerdotes, duo- 
vir¿, encargados de la interpretación de los libros sibilinos, por 
un colegio compuesto de diez miembros, de los cuales cinco ha- 
bian de ser necesariamente plebeyos; reforma que, aunque de 
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no gran importancia considerada en sí misma, tuvo mucha tras- 
cendencia en cuanto que facilitó á los plebeyos, excluidos hasta, 
entonces de los colegios sacerdotales, el acceso á los más impor- 
tantes cargos religiosos, la dignidad augural y el Pontificado. 

Para contrapesar la influencia de los ediles plebeyos, y fa- 
cilitar al mismo tiempo al pretor el ejercicio de su cargo, se 
creó poco tiempo después de aprobadas las leyes Licinias la 
edilidad curul, magistratura esclusivamente patricia. 

Así como las leyes de las Doce tablas consagraron la igual- 
dad civil de patricios y plebeyos, puede decirse que las leyes 
Licinias consumaron la obra de la igualdad política de ambas 
clases, y que son en realidad la última y más importante eta- 
pa de la lucha entre el patriciado y la plebe. Pues si bien es 
cierto que esta lucha se prolongó todavía algún tiempo y que 
después de promulgadas dichas leyes todavía quedaba vedado 
á la plebe el ingreso en algunas magistraturas, no lo es me- 
nos que la lucha fuó decreciendo paulatinamente hasta extin- 
guirse por completo, y que los plebeyos no tardaron en ser 
admitidos al desempeño de las restantes magistraturas patri- 
cias, y en tener entrada en los grandes colegios sacerdotales, 
sin oposición eficaz de parte del patriciado. 

Así es que de allí á poco los vemos turnar con los patricios 
en la edilidad curul, ocupar la dictadura (351), y ejercer el * 
cargo de censor (339). En 337 logran ser admitidos á la pre- 
tura, aunque no sin alguna oposición. Finalmente, en virtud 
de la ley Ogulnia (300), que elevó de cuatro á nueve el número 
de los augures y de cinco á nueve el de los pontífices, los ple- 
beyos entraron á formar parte de estos dos importantes cole- 
gios. 

En cuanto á las Asambleas populares, ya hemos dicho que 
en 449 se habían declarado obligatorias para todos los ciuda- 
danos las resoluciones de los concilio, 'plebis, y que esta deci- 
sión había sido renovada y confirmada en 339 por la leyJPu- 
blilia. Es verosímil que en 449 fuese todavía necesaria para la 
validez de los acuerdos tomados en las Asambleas de la ple- 
be, del mismo modo que para las de los centuriados, la apro- 
bación de los comicios por curias, y que la supresión de esta 
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formalidad por la ley Publilia fuese ineficaz, pues que fueron 
necesarias otras dos leyes, la Menia y la Hortensia, para su- 
primir definitivamente la necesidad de dicha confirmación. 

La oposición de los patricios á la última de estas leyes fué / 
causa de la última secessio de la plebe al monte Aventino. Re- 
solvióse el conflicto de la manera característica entre los ro- 
manos, conservando como pura fórmula la confirmación por 
los comicios curiados , y estableciendo que éstos aprobasen 
de antemano todas las decisiones de los concili ylebis y de los 
comicios centuriados. 


§ 23 . 

ESTADO de las personas hasta el tribunado 

DE LOS URACOS (1). 

El resultado de la empeñada lucha de clases, cujeas princi- 
pales etapas acabamos de bosquejar, fue que los plebeyos con- 
quistaron los derechos políticos de que ántes gozaban exclusi- 
vamente los patricios, á saber: el jus honorum ó sea el acceso 
á los cargos políticos, la entrada en los colegios sacerdotales y 
el derecho á poseer el ager 'públicus. 

Los patricios y plebeyos inscritos en las varias tribus en 
que se dividía el territorio romano gozan pues de todos estos 
derechos y asimismo del de votar en las Asambleas populares, 
á los cuales hay que agregar el derecho de apelar al pueblo de 
las multas y de las sentencias de muerte dictadas por los Cón- 
sules {>us 'provoc&Uonis). Esta última garantía cesaba sin em- 
bargo en tiempo de guerra. 

Los ciudadanos que gozaban de todos estos derechos se de- 
nominaban cives optimo jure para distinguirlos de los que esta- 
ban privados de alguno ó algunos de ellos ( cives minuto jure). 

Á esta última clase pertenecían los ciudadanos expulsados 
de las tribus por el Censor, los libertinos y los munícipes ó 
habitantes de los municipios incorporados á Roma, á quienes 
se había concedido un derecho de ciudadanía incompleto. 


(1) Walter, i, g§ 91-103, pág. 119-134.— Puchta, i, § (50, nág-. 123-130. 
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Los cites Optimo jure perdían este carácter, y pasaban á la 
condición de aerarii , cuando por dedicarse á alguna industria ó 
profesión ilícita incurrían en la nota de infamia; y asimismo 
cuando el Censor los expulsaba do las tribus como indignos. 
Si bien seguían considerándose como ciudadanos romanos y 
conservaban todos los derechos civiles inherentes á esta cua- 
lidad, perdían el derecho de voto en las Asambleas del pueblo 
y no podían aspirar á las magistraturas. Se ha disputado mu- 
cho sobre silos aerarii eran ó no admitidos al servicio militar, 
pero no ofrece ninguna duda que estaban sujetos al pago de 
los impuestos. 

Los libertinos, nombre con que se designaba á los esclavos 
manumitidos y á sus hijos, estaban excluidos en un principio 
de las tribus y no podían optar á las magistraturas ni tener 
asiento en el Senado. 

Su número, considerable ya en el siglo v de Roma, las ri- 
quezas que muchos de ellos habían llegado á adquirir con el 
ejercicio del comercio y de la industria, profesiones menospre- 
ciadas de patricios y plebeyos y monopolizadas exclusivamen- 
te por los libertinos, así como su asidua concurrencia á las 
reuniones y sitios públicos, que les valió el título de forensis 
faetio, fueron parte á dar á esta clase cierta importancia é in- 
fluencia en el órden político. No contribuyó poco á acrecen- 
tarla la circunstancia de estar desempeñado casi exclusiva- 
mente por libertinos el oficio de scriba ó escribiente de los 
magistrados, por cuyo medio llegaron á tener no escasa inter- 
vención ó influencia en la gestión de la cosa pública. 

Una clase tan numerosa ó influyente no podía continuar 
excluida durante mucho tiempo de toda participación en la 
vida pública. Así fué que en 312 el Censor Apio Claudio los 
incluyó en las tribus, distribuyéndolos entre todas ellas y dán- 
doles entrada en las clases y centurias según su fortuna im- 
ponible. No contento con esto llegó hasta incluir á algunos 
nietos de libertinos en la lista de los Senadores. No tardaron 
jos libertinos en dar muestras de su preponderancia en los co- 
micios, corno lo acredita la elección casi inmediata de su jefe 
Cn. Flavio para la edilidad curul. 
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Para calmar la perturbación que había causado en las 
Asambleas populares la distribución de los libertinos en todas 
las tribus, y disminuir la influencia de esta clase, Q. Fabio y 
P. Decio, elegidos Censores en 304, incluyeron á todos los li- 
bertinos en las cuatro tribus urbarnas. 

Habiendo logrado posteriormente los libertinos ser admiti- 
dos de nuevo en las tribus rústicas, vuelven á ser incluidos en 
las tribus urbanas en 280 siendo Censores L. Emilio y C. Fia- 
minio. Por este tiempo son expulsados de las clases los liber- 
tinos cuya fortuna inmueble es inferior al censo de la segunda 
clase, y los que no tenían hijos mayores de cinco años. 

Los municipes, de cuya condición, que era variable como 
la de los pueblos á que pertenecían, habremos de tratar más 
de propósito en el lugar correspondiente, poseían todos los de- 
rechos inherentes á la ciudadanía romana excepto los propia- 
mente políticos. Su condición jurídica era la misma, bien per- 
maneciesen habitando sus municipios ó ya trasladasen su re- 
dencia á Roma, bien que en este último caso los que fuera de 
Roma estaban sujetos á la jurisdicción de sus respectivos ma- 
gistrados municipales, al trasladarse á la metrópoli se coloca- 
ban bajo la jurisdicción de los magistrados romanos. 

Aunque las antiguas divisiones entre el patriciado y la ple- 
be por lo que toca á los derechos políticos, puede decirse que 
habían desaparecido ya al final de la república, es lo cierto que 
el patriciado subsistió todavía algún tiempo como aristocracia 
de sangre. Pero la extinción de muchas familias patricias, la 
salida de muchos individuos del patriciado para entrar en la 
plebe, y los frecuentes matrimonios entre individuos de ambas 
clases, sobre todo desde que los plebeyos obtuvieron el jus con - 
nubii, contribuyeron á reducir considerablemente el número 
de las familias puramente patricias. 

En los últimos tiempos de la república, sin embargo, sur- 
ge una nueva clase social, la nobleza (nobilitas), distinta del 
patriciado en cuanto que no fundaba sus pretensiones en la 
antigüedad del linaje, sino únicamente en la circunstancia de 
haber desempeñado alguno de sus antepasados una dignidad 
curul, ó sea uno de los primeros cargos del Estado. Llamáronse 
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nubiles para diferenciarse de los demás; y aliados con los patri- 
cios pretendieron monopolizar las primeras dignidades, exclu- 
yendo de ellas á los novi ó ignobiles. Descendientes los nobiles 
en su mayor parte de magistrados que se habían enriquecido 
explotando en gran escala las provincias cuyo gobierno tenían 
a su cargo, poseían grandes riquezas de las cuales se valían 
para influir en las elecciones y atraerse la buena voluntad del 
pueblo, singularmente desde que empezaron á correr de cuenta 
de los magistrados los gastos que ocasionaban los juegos ó es- 
pectáculos públicos á los cuales subvenia ántes el fisco. Esta 
aristocracia de nuevo cuño que venia á sustituir á la antigua 
no perdonó medio alguno para mantener su supremacía, y esto 
unido á que le faltaba el prestigio que siempre da la tradición 
hizo que sus luchas con la plebe, nombre que perdiendo su 
primitiva significación servia en los últimos siglos de la repú- 
blica para designar á los pobres por oposición á los ricos, fue- 
sen á veces más agrias que las sostenidas entre la antigua ple- 
be y el patriciado. 

Como es de suponer, llevaron siempre la mejor parte en 
esta contienda los nobiles , de suerte que hubo largos períodos 
durante los cuales no se dio sino rara vez el caso de que un 
hombre nuevo llegara á obtener el consulado. 

Como derechos propios y exclusivos de la nobleza recono- 
cidos por el Estado, debemos mencionar el jus imaginum , en 
virtud del cual los nobiles podían exponer en cierto lugar de 
su casa sus retratos y los de sus antepasados, á los cuales 
acompañaba la enumeración de las dignidades que ocuparon, 
la cual constituía el árbol genealógico de la familia. 

Para gozar este derecho se necesitaba tener un ascendiente 
que hubiese ejercido alguna dignidad curul. El plebeyo que 
había llegado por primera vez á uno de estos cargos no se con- 
sideraba como nobilis sino como homo novus, y aunque no go- 
zaba en vida del/^í imaginum , adquirían derecho á él sus des- 
cendientes, por los cuales era considerado como fundador de 
la nobleza de la familia {ductor generis, 'princeps nobili latís). 

Por este tiempo empiezan ya á tener consideración de ór- 
den ó clase social, sin serlo todavía de derecho, Jos exultes ó 
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caballeros incluidos en las diez y odio centurias creada.? por 
Servio Tulio, los cuales eran elegidos por el censor de entre 
los que poseían la riqueza necesaria al efecto, ó sea una fortu- 
tuna imponible cuatro veces mayor que la requerida para per- 
tenecer á la primera clase del censo (1). 

La riqueza exigida para poder ingresar en las centurias de 
caballeros, y la edad (de 17 á 46 años), hicieron que lo más 
granado de la aristocracia formase parte de este cuerpo, lo cual 
nos explica la gran importancia é influencia de que los caba- 
lleros gozaban ya en esta época. 

El Estado señalaba á cada uno 10.000 ases para comprar 
el caballo, y 2.000 ases anuales, sacados de un impuesto es- 
pecial sobre las viudas y los huérfanos. Considerábaseles no 
como simples soldados, sino como oficiales; tenían la obliga- 
ción de hacer diez campañas, y cumplida ésta y los - 46 años, 
hasta cuya edad era obligatorio el servicio, podían ser eximi- 
dos del servicio militar, siendo facultativo en éllos el devolver 
el caballo al Estado ó conservarlo en su poder. 

El Censor podía, fundado en razones graves, amonestar en 
público á los caballeros , quitarles la subvención que tenían 
para alimentar al caballo, y hasta privarlos de él, expulsán- 
dolos por indignos de las centurias de caballeros. 

Las centurias de caballeros no constaban de un número 
fijo de equites, sino que este varió muchas veces, llegando al- 
guna vez su número á cinco mil. 

La clientela subsiste todavía, aunque relajados ya algún 
tanto los vínculos que unían en un principio á patrones y 
clientes, y no ya cómo institución privativa de los patricios, 
sino común á los miembros de ambas clases. 


(1) No tocios los quo poseían esta fortuna eran incluidos en las centurias de 
caballeros, sino únicamente los elegidos por el censor de entre los que tenían el 
censo correspondiente. Los miembros de las centurias tenian derecho á que el lis- 
tado les proporcionase el caballo y cierta cantidad anual para gosteneilo. D.; aquí 
la diferencia entre los cqiüle s equo publico, nombre con que se designaba á los miem- 
bros de las centurias, y los eq Hites equo prívalo, ó sea aquellos que, no obstante te- 
ner la misma fortuna que los otros, pertenecían á la primera clase del censo, e si 

bien podían servir en la caballería, era de su cuenta la adquisición y la alimenta- 
ción del caballo. Walter, i, págs. 130-131. 




CAPITULO II 



§ 24. 


LAS MAGISTRATURAS ROMANAS EN GENERAL (1). 

El resultado inmediato de la revolución que destronó á 
Tarquino, fue, corno hemos tenido ocasión de indicar, la sus- 
titución del Rey por dos Magistrados anuales y responsables, 
los cuales, si bien conservaron en un principio las atribucio- 
nes de la dignidad real, vieron paulatinamente desmembrar- 
se algunas de estas atribuciones, para cuyo desempeño se 
crearon nuevas magistraturas. El rasgo característico de la 
nueva organización, en oposición á la antigua en que un Ma- 
gistrado vitalicio é irresponsable asumía todos los poderes, 'fuá 
la división de éstos entre varios Magistrados amovibles y que 
habían de dar cuenta al pueblo, por el cual eran ordinariamen- 
te elegidos, del desempeño de su cargo. 

La dignidad real, suprimida en el orden político, subsistió 
sin embargo en el religioso, pues para ejercer las funciones 
sacerdotales se creó un sacerdote especial que llevó el nom- 
bre de Rey de los sacrificios. Para obviar al peligro de que este 


G) Mommsen, HOmisches Staalsrcchl, l, (2 a edición), pág. :i-72. Tange. ^ T.\ pági- 
na GH2-701 . liccker, ii, 2, pág. 3-33 y (J9-S7. Willcms, ptígs. 207-211. 



lltSTOUTA DEL DERECHO ROMANO 


1 00 

funcionario pudiera invocar en su favor la tradición de que era 
representante en el orden religioso para restaurar la monar- 
quía, se estableció la absoluta incompatibilidad de este cargo 
con cualquier otro del orden político. 

Los Magistrados que sustituyeron al Rey, se diferenciaban 
de él no sólo en la escasa duración de sus cargos y en ser casi 
todos ellos .responsables ante el pueblo de la gestión de su 
cargo, sino también en que no percibían ninguna retribución 
del Estado, y en que, con muy contadas excepciones, com- 
partían el cargo con uno ó varios colegas, cuya oposición ( in - 
tercessio) podía impedir la ejecución de los actos que quisie- 
ran llevar á cabo , y la de las resoluciones dictadas por ellos. 

El carácter distintivo de la magistratura entre los roma- 
nos era que el que la desempeñaba tenía su poder {potesias \ 
del pueblo, en cuyo nombre administrábala cosa pública, y al 
cual correspondía su elección, bien que ésta no fuese siempre 
directa, pues que á veces podia hacerla otro Magistrado. 

Para que la potcstas de un Magistrado fuese legítima, se 
necesitaba por tanto que hubiese sido trasmitida ó delegada 
en esta forma. Unicamente los que poseían este género de po- 
der podían llamarse Magistrados. Sus delegados y represen- 
tantes no tenían este carácter, por lo cual se decía de éllos 
que ejercían los cargos pro magistratu . Así pues, no todos 
los funcionarios públicos eran Magistrados. De los cargos que 
tuvieron este carácter, unos lo poseyeron desde su origen, 
como el consulado y la dictadura, y otros , como el tribunado 
de la plebe, no habiéndolo tenido en un principio, lo adquirie- 
ron con el trascurso del tiempo. 

A la potestas ó facultad de administrar los intereses públi- 
cos en nombre del pueblo, unían las principales magistraturas 
el impcrinm, ó sea el poder sobre la persona y la hacienda de 
los ciudadanos. El imperium se dividía en imperinm domi é 
imperinm mili tica, comprendiéndose bajo la primera denomina- 
ciou el ejercido en el interior de la ciudad y dentro de un cir- 
cuito de mil pasos romanos en derredor de ella, y entendién- 
dose por imperimi militm el ejercido fuera de los límites men- 
cionados. Algunos Magistrados sitie imperio , poseían también 
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algunas de las facultades inherentes al imperium , como, por 
ejemplo, la de imponer multas concedida por la ley Aternia 
Tarpeja á los tribunos y ediles. 

Los magistrados romanos gozaban de una libertad casi ab- 
soluta en el ejercicio de sus respectivas atribuciones. 

«La plenitud de poder de que estaban investidos los funcio- 
narios romanos desde la antigüedad no sufrió ningún ataque 
desde el siglo iv hasta la conclusión de la República, ni siquie- 
ra fue objeto de ninguna crítica. La democracia no se com- 
placía entonces como en nuestros dias en rebajar el poder del 
Gobierno y la autoridad de los funcionarios invocando el su- 
puesto interés de la soberanía del pueblo. Cuán favorable fue- 
se el suelo romano al poder de los funcionarios , lo demuestra 
el hecho de haber sido posible a las magistraturas que nacie- 
ron á principios del siglo iv extender mucho más allá de sus 
límites primitivos el círculo de sus atribuciones, y esto por su 
propia autoridad y sin intervención alguna del poder legis- 
lativo. 

Este respeto innato de los romanos al poder, su sentimien- 
to natural de disciplina y de subordinación, explican bastante, 
sin que debamos remontarnos hasta la monarquía para buscar 
su causa, la popularidad de que el poder gozaba en Roma y la 
autoridad de que gozaban sus funcionarios. 

El sistema romano presenta el contraste más chocante con 
el sistema moderno. Los romanos sabían que un Estado pode- 
roso exige miembros vigorosos , que un Estado que tiene los 
brazos atados no puede realizar nada grande. Ni el temor de 
un abuso posible, ni su sentimiento de la libertad les impidieron 
conferir á sus magistraturas la plena potestad. Habituados 
solo á desplegar una gran fuerza, no hubieran soportado á la 
cabeza de su municipio la debilidad y la impotencia. El pue- 
blo no buscaba en sus funcionarios una conducta humilde, tí- 
mida y modesta, complacíase en verlos obrar imperiosamente, 
como reyes; debían reflejar en sí el mismo poder y la misma 
majestad del Estado. Así es que les concedía de buen grado el 
poder y la posición necesarias á este efecto. Polibio pudo hacer 
notar justamente que al contemplar las magistraturas de! Es- 
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a<> romano, Estenos hace la impresión (le una monarquía (1).» 

l.os magistrados se dividían en patricios y plebeyos. Bajo 
la primera denominación se comprendían aquellos magistrados 
cuya jurisdicción se extendía á todo el pueblo, mientras que 
con el nombre de plebeyos se designaba á los magistrados de 
la plebe. También se usaban algunas veces estas denomina- 
ciones para designar la clase del pueblo á que pertenecían los 
respectivos magistrados. Esta división puramente histórica 
desapareció luego que se consumó la igualdad política de pa- 
tricios y plebeyos. 

Por razón de la dignidad se dividían las magistraturas ro- 
manas en cúrales y no cúrales, según que daban ó no derecho 
al uso de la silla curul, símbolo de la jurisdicción. Además de 
los magistrados curu imperio , se contaban entre los magistra- 
dos cúrales los ediles patricios, y probablemente los censores. 

Dividíanse también los magistrados en majores y minores , 
según que eran ó no elegidos en los comicios por centurias, 
cuando su nombramiento era de elección popular. El dictador 
y el interrex eran contados entre los magistrados mayores. 

Había asimismo magistrados ordinarios y extraordinarios. 
Los primeros eran los que funcionaban constantemente y en 
circunstancias normales. Los segundos, los elegidos en cir- 
cunstancias excepcionales y extraordinarias. A esta última ca- 
tegoría pertenecían, entre otros menos importantes, el dicta- 
dor, el magister equitmn y los tribnni militum consulari po- 
tes ta te. 

Por razón de la extensión de sus atribuciones se dividian 
en magistrados enrn imperio y sine imperio. Los magistrados 
cum imperio tenían, entre otras atribuciones, la suprema po- 
testad militar y como correlativo de ella el derecho al triunfo: 
poseían además la jurisdicción civil y militar y el derecho de 
convocar los comicios por centurias y de consultar al Senado. 

Eran facultades comunes á todos los magistrados: primero, 
o\jus edicendi ó derecho de dirigirse por escrito al pueblo. Los 


(I) Ihering, L'Esprit du Droit Romuin, II, § 40,pág. 23'!— 238. 
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adicta eran el medio de que se servían los magistrados para dar 
A conocer las reglas á que habían de atemperarse en el ejerci- 
cio de su cargo y eran legalmente válidos miéntras duraba la 
potestas del magistrado que los dictaba. Segundo, el jus contio- 
nem habendi ó derecho de hablar al pueblo, después de convo- 
carlo, y el de permitir hablar á los particulares en este géne- 
ro de Asambleas ; tercero, el jus multa dictionis ó sea el dere- 
cho de imponer multas, derecho que tenía ciertas limitaciones. 

El jus auspiciorum, 6 sea el derecho á explorar la voluntad 
de los dioses, que suponían manifestarse en los auspicios, era 
privilegio esclusivo de los magistrados patricios. A los magis- 
trados mayores correspondían los auspicia maxima , á los me- 
nores los auspicia minora (1). 

Á la potestad de los magistrados correspondía su dignidad 
(amplitudo et dignitas) la cual se presenta como majestas en 
cuanto que los magistrados representan la majestas populi ro- 
mani. La tenían hasta los magistrados menores, por ejemplo, 
los cuestores. Además, la potestas como muestra de la honrosa 
confianza del pueblo, era una distinción honorífica (honor) que 
colocaba al magistrado sobre la masa del pueblo. De aquí la 
identidad de honor em y magistratum gerere y la de honor y ma- 
gis Ir a tus. 

La consideración pública y ciertas muestras exteriores de 
respeto eran la única recompensa de los magistrados en esta 
época; pues todas las magistraturas republicanas eran, como 
hemos dicho, honoríficas y sin sueldo, á diferencia de los fun- 
cionarios del imperio y de los funcionarios subalternos de la 
República. 

Las muestras exteriores de respeto con que se honraba á 
los magistrados eran, por ejemplo, el estar de pié ante éllos 
en los actos oficiales, el levantarse de la silla (assurgere) cuan- 
do aparecía algún magistrado, cederle el paso en la calle (de- 
ceder e via ), descubrirse la cabeza al encontrarlo (adaperire ca- 


(1) Patriciorum auspicia in duas sunl divisa poleslates, maxima sunt consulum , praiorum 
censorum.... Rcliquorum magistraluum minora sunl auspicia: ideo illi minores, ¡i majores 
magistralus uppellantur. Gell. 13, 15. 
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pn¿) y bajar del caballo para saludarle ceremoniosamente (des- 
cedere ex cquo). 

A pesar de que los magistrados romanos gozaban, como 
hemos dicho, de completa libertad en el ejercicio de sus atri- 
buciones, se habían establecido ciertos principios 6 institucio- 
nes encaminados á prevenir y corregir los abusos de poder de 
parte de los magistrados. Tales eran, por ejemplo, la facultad 
de que gozaban los Magistrados mayores de oponerse á los 
actos de los Magistrados inferiores á ellos en dignidad, fjns 
majoris impertí) el derecho de los Magistrados colegiados á 
impedir la ejecución de las decisiones de sus colegas; el jus 
auxilii de los tribunos de la plebe, y el derecho de veto res- 
pecto de todos los demás Magistrados, á excepción del dicta- 
dor; y la inspección de los censores sobre los actos de los Ma- 
gistrados relacionados de algún modo con la administración 
pública. 


§ 27. 

REQUISITOS PARA EL DESEMPEÑO DE LAS MAGISTRATURAS (1). 

Las condiciones requeridas para aspirar á alguna magis- 
tratura, eran: ser ciudadano romano, de condición libre, <5 hijo 
de padres libres, y haber servido diez años en el ejército. 

La distinción entre patricios y plebeyos en lo relativo al 
jus hoiiorum , no subsistió sino respecto de algunos cargos sa- 
cerdotales que habían de ser desempeñados necesariamente por 
patricios. En cambio los patricios no podían aspirar al tribuna- 
do del pueblo ni á la edilidad plebeya. 

No era lícito desempeñar dos veces una misma magistra- 
tura ordinaria dentro del plazo de diez años, ni ejercer en un 
mismo año dos magistraturas ordinarias. 

Al tratar de las distintas magistraturas mencionaremos al- 
gunas otras limitaciones relativas á varias de ellas. 


(1) Moramsen, ¡{¡minches SUtanrcchl , i, (2 a ed.), pág\ 451-487.— Lango, i, § 80, pá 
¿riña 714-728.— Becker, ir, 2, pág. 88-58. —Willems, pág. 214-221. 
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Para aspirar á cualquier magistratura se necesitaba no 
sólo reunir las condiciones de elegibilidad establecidas por la 
ley, sino que era requisito indispensable solicitar en toda forma 
los sufragios del pueblo presentándose candidato oficialmente. 

Para esto debia manifestar públicamente el candidato por 
sí mismo ó por medio de un delegado su deseo de ser elegido. 
Este acto se designaba con el nombre de professio nominis. 

Hecho esto , el candidato , vestido con una túnica blanca 
{toga cándida), de donde recibía su nombre (candidatos), y se- 
cundado por sus muñidores electorales se dedicaba á buscar 
votos (ámbitos.) 

Llegado el tiempo señalado de antemano para la elección, 
el candidato, en la reunión preliminar de los comicios electo- 
rales, manifiesta al Magistrado que la preside que solicita ser 
elegido para la magistratura vacante. 

El Magistrado en cuestión puede rechazar la candidatura, 
y caso de ser elegido el candidato desechado por el, negarse 
á proclamar el resultado de la elección, sin cuyo requisito esta 
es legalmente nula. 

Los abusos cometidos por los candidatos para procurarse 
votos y ser elegidos, tales como el soborno de los electores, las 
expediciones por las aldeas y pagos, y la alianza de dos can- 
didatos para impedir la elección de otro, llegaron á tal punto, 
que fuó necesario dictar varias leyes para reprimirlos y casti- 
garlos. Las más importantes fueron la ley Cornelia, que priva- 
ba por diez años del derecho de ser elegidos Magistrados á los 
sentenciados por fraudes electorales; la ley Calpwrnia, que los 
sentenciaba á una multa y á la privación in perpetmim del jos 
honor y la ley Tiillia, que los sentenciaba además á diez 
años de destierro. 

El candidato que había obtenido mayoría de votos y era 
proclamado por el presidente de los comicios, adquiría por 
este hecho la potestas inherente á la magistratura respectiva. 

Para obtener el imperium en las magistraturas que tenían 
esta facultad, se necesitaba una decisión solemne de los comi- 
cios curiados (lex curiata de imperio). 

El Magistrado elegido, pero que no había tomado todavía 
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posesión de su cargo {dessignatus) no podía hacer uso, hasta 
que entraba en funciones, de las facultades propias de su car- 
go, si bien le era lícito publicar bajo la forma de edictos las re- 
glas á que liabia de atemperarse en el ejercicio de su magis- 
tratura. 

El dia en que cada magistrado empezaba á ejercer sus 
funciones ( dies solemnis), variaba según, las magistraturas y 
según los tiempos. Dentro de los cinco dias siguientes debían 
jurar los Magistrados en presencia de los cuestores observar 
fielmente las leyes. 

Ningún Magistrado podía, por regla general, ser privado 
de su cargo una vez elegido. Pero si la elección era decla- 
rada nula, por no haberse observado en ella alguna de las for- 
malidades prescritas por la ley, ó por la condenación del Ma- 
gistrado elegido, como culpable de fraude en las elecciones, 
podía obligársele á renunciar el cargo; pues la renuncia era 
requisito indispensable para cesar en el desempeño de toda ma- 
gistratura. 

A la denuncia ó abdicación que, no mediando la circuns- 
tancia que acabamos de mencionar, se verificaba el último dia 
de la duración de la magistratura, en una reunión solemne 
presidida por el Magistrado respectivo, precedía el juramento 
que éste debía prestar de haber observado fielmente las leyes 
durante el ejercicio de su cargo. 

Expuestas estas nociones generales comunes á todas las 
magistraturas, pasamos á tratar de cada una de éllas, adop- 
tando para esto como más propia y adecuada á nuestro objeto 
la ya mencionada división de las magistraturas en mayores y 
menores. 


§ 28 

MAGISTRATURAS MAYORES. 

Los magistrados mayores eran los Cónsules, Pretores y 
Censores, el dictador, el magister equitum , el interrex el groe- 
fectus urbi y los tribunos militares con potestad consular. De 
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■éstos, los tres primeros se contaban entre las magistraturas 
ordinarias, y los demás entre las extraordinarias. 

hl Consulado (1), magistratura exclusivamente patricia 
hasta la promulgación de las leyes Licinicis , en cuya virtud 
fué ya lícito á los plebeyos el desempeñar este cargo, fuá du- 
rante todo el período republicano, y no obstante las muchas 
desmembraciones que sufrió por efecto de la lucha entre pa- 
tricios y plebeyos, la más importante de las magistraturas or- 
dinarias (2). 

Los Cónsules eran dos. No se podia ser Cónsul ántes de los 
treinta y ocho años. La elección de los Cónsules era atribución 
exclusiva délos comicios por centurias: la duración de su car- 
go anual. Cuando uno de los puestos de Cónsul quedaba va- 
cante por muerte ó renuncia del que lo desempeñaba, se pro- 
cedía á nombrarle sucesor (cónsul suffectus ), el cual cesaba al 
terminar el plazo en que debía abandonar el cargo su prede- 
cesor. 

Las principales atribuciones de estos magistrados en el ór- 
den político, eran presidir los comicios y el Senado, y propo- 
ner á estas asambleas los asuntos sobre los cuales había de re- 
caer su decisión. 

Como jefes del poder ejecutivo, era de su cargo hacer que 
se cumpliesen las decisiones del Senado y del pueblo. Tenían 
además la facultad de disponer de los recursos del Estado. 

En un principio estaban sometidos á su jurisdicción los 
asuntos judiciales, pero esta facultad se desmembró de la fa- 
cultad consular para conferirla á los pretores. 

Como jefes del ejército, tenían el derecho de convocarlo y 
de nombrar algunos de sus jefes; ejercían el mando supremo 
del ejército, dirigían las operaciones militares y podían cele- 
brar tratados, aunque estos debían someterse á la aprobación 
del Senado ó de los comicios. 


(1) Mommsen, Rdmischcs Slualsrccht, u, 1, yág. 10-124.-Lange, i, § 81, paff. <24- 
149.— Becker, n, 2, pág. 87-126. 

(2) Cuán estensa fuese en su origen la potestad consular, lo acredita el a „ u 
te texto de Cicerón (De rep. n, .52): uti cónsules potes talan h aberen t tempore du uOu , 
muim, peñere tpso ac jure rcyia r n »—'So ménos expresh o es es e pasajt, < 

*Omn\a jura, omina insignia primi cónsules tenuere .» 


108 


HISTORIA DHL DERECHO ROMANO 


Kn tiempo de guerra podían condenar á muerte á los sol- 
dados sin que pudiera interponerse contra su sentencia la ape- 
lación al pueblo. 

Ambos Cónsules turnaban por meses en el ejercicio de las 
atribuciones propias de su* cargo en el orden político, y por 
dias en el mando del ejército, cuando se hallan ambos fuera de 
Roma. 

No siendo necesaria mas que la presencia de uno de los Cón- 
sules en el ejército, el otro permanecía en la ciudad. Los Cón- 
sules se repartían por convenio ó por suerte el mando de 
las provincias que el Senado confiaba á su solicitud. Más ade- 
lante esta distribución se hacia por el Senado. En los últimos 
tiempos de la República estaba prohibido á los Cónsules au- 
sentarse de Roma para fijar su residencia en las provincias, 
bien que terminado el año del Consulado se acostumbrase 
á confiarle el gobierno de las provincias en calidad de pro- 
cónsul. 

Los tribimi mili tim consular i potes tate , magistratura crea- 
da para sustituir á los cónsules, fueron de escasa duración 
(444-366). Parece que su número varió entre tres y ocho, y sus 
atribuciones idénticas á las de los cónsules, si bien les eran 
inferiores en dignidad. Eran admitidos á desempeñar este car- 
go patricios y plebeyos. 

La institución de la pretura (1) tuvo lugar como ya hemos 
dicho en el año 367 ántes de J.-C. y aunque reservada prime- 
ramente á los patricios, no tardaron los plebeyos en ser admi- 
tidos también al desempeño de esta magistratura (337). 

Al principio no hubo más que un solo pretor; su cargo era 
anual, la edad requerida para desempeñarlo, 35 años, y su 
elección se verificaba en los comicios centuriados, como la de 
los Cónsules, de los cuales era considerado como colega, (2) si 
bien era inferior á ellos en dignidad ( collega minor consulum). 

Sus atribuciones eran casi exclusivamente de carácter judi- 
cial, si bien tenia algunas en el órden político, como la de sus- 

(I) Mommsen, Romischcs Slautsrecht, n, l,pág\ 176-216.— Lange,i, § 63, pági* 
na 770-721. — Decker, it, 2, pág-, 181-191. * 

(2j Pratorem colleyam consulibus alque iisdem ampiáis crealum. Tit. Liv., vti, 1. 
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tituir á los Cónsules durante su ausencia en el gobierno de la 
ciudad. 

La jurisdicción del pretor abarcaba todos los negocios ci- 
viles (jodicia privata), cuya decisión era asunto de su exclu- 
siva competencia (1). 

Al tomar posesión de su cargo el pretor daba á conocer por 
medio de un edicto, que se fijaba en el foro sobre una tabla 
blanca, las reglas á que había de atemperarse en el ejercicio 
de su cargo. Estas reglas solian ser tomadas en parte de los 
edictos de sus predecesores, por lo cual recibían la denomina- 
ción de edictum traslaticium. Á las establecidas nuevamente 
por el pretor se les daba el nombre de edicto, nova. 

El edicto general del pretor tenia fuerza obligatoria mién- 
tras estaba en funciones su autor, v se denominaba cdictmi 
perpetmim para diferenciarlo de los edictos dados con ocasión 
de casos particulares {edicto repentino). 

En virtud de su facultad de dar edictos y de dictar senten- 
cias, el pretor no solo velaba por la observancia del derecho 
antiguo sino que podía suplir su insuficiencia (supplere) y aún 
modificarlo {corrigere). 

En el año 242 ántes de Jesucristo se creó otro pretor (pre- 
tor peregrinas ) viniendo de esta suerte á estar dividido el poder 
judicial entre dos magistrados, á uno de los cuales competía 
la jurisdicción sobre los ciudadanos, y al otro sobre los extran- 
jeros. La esfera do atribuciones de cada cual de estos magis- 
trados se denominaba provincia , y su división se verificaba por 
convenio ó por suerte. 

Bien que las atribuciones de ambos magistrados en sus 
respecti vos órdenes fuesen idénticas, el pr nitor urbanos era su- 
perior en categoría al preetor peregrinos. 

En 227 se aumentó hasta cuatro el número de los pretores 
y á seis en 197. De éstos, cuatro eran enviados á las provincias, 
cuyo gobierno les estaba encomendado. 


(]) Jnris (lisceplalor qui prívala judiret juúicnrire jitbeiil Drtvlor culo. /■< jnris cirilis. 
rusias eslo. Huir pot estáte puri t/unlninujuc sena tus rreuverit po/nthisn: jusseril tal santo 
Oic Tc . , J)e leyilius, SJ, H. 
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Postcrirmcnte se nombraron ocho pretores y en tiempo de 
Ccísar creció su número hasta diez y seis. 

Las insignias del pretor eran seis lictores con fasces, si 
bien no solian acompañarles más que dos en el ejercicio de su 
cargo. 

Los Censores (1), en número de dos , fueron instituidos el 
año 443 ántes de Jesucristo, en virtud de haberse desmem- 
brado de la dignidad consular las atribuciones relativas á la 
formación del censo de que ántes gozaban estos magistrados. 

Ya hemos visto cómo la plebe logró ser admitida á esta 
magistratura, exclusivamente patricia en su origen, y como 
obtuvo más tarde, que uno de los censores perteneciese nece- 
sariamente á la plebe. 

El cargo de Censor duraba primeramente cinco años, pero 
este plazo se redujo á año y medio en virtud de la ley Aemilia 
dictada en 434. Su elección, como la de los Cónsules y preto- 
res, se verificaba en los comicios por centurias. 

Una de las singularidades de este cargo era que, vacante 
uno de los puestos por muerte ó renuncia del que lo desempe- 
ñaba, el otro Censor había de renunciar forzosamente , v se 
procedía á nueva elección. 

Las facultades peculiares del Censor (2), independientemen - 
te de las inherentes á la poíesías, comunes á todos los magis- 
trados y óe las que tenían en el orden económico, se compren- 
dían bajo la denominación de potcstas censoria , y no las ad- 
quiría el Censor como las primeras por el solo hecho de la elec- 
ción, sino que para conferírselas era necesaria una ley especial 
votada en los comicios por centurias. 

Estas facultades consistían en la formación del censo , ó 


(1) Momrasen. R imisches Staatsrecht n, 1, pág. 304-442.— Lange, i, § S4, pági- 
nas "791 -821 . — Becker, u, 2, pág. 191-246. 

(2) Cicerón (De legibus, 3,3,) resume en el siguiente pasaje con claridad y precí- 
elo n admirables las atribuciones del Censor: «Censores populi (evítales, suboles, fami- 
lias, pecuniasque cénsenlo; urbis templa, vías, aguas, aerar ium vecligalia lucillo: popa l> que 
panes in tribus dislribuunlo: exin pecunias, (evítales, ordines partiunto: equilum pedilumque 
prolein dcscribuuto: cae libes esse prohibenlo, mores populi repunto: probrum in Semita 
reliuquunto.» 
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sea la distribución de los ciudadanos en tribus, clases y centu- 
rias, de la cual eran correlativas sus facultades en órden á la 
policía de la 3 costumbres (régimen morum ), y á la designación 
de los ciudadanos que tenían derecho á formar parte de las 
centurias de caballeros y á entrar en el Senado (lee tío sena tus). 

El censo se hacia, por lo general, cada cinco años, y á su 
formación precedía la promulgación de un edicto en el cual 
anunciaba el Censor el principio que había de servir de base 
á la evaluación de las fortunas, á excepción de los muebles 
inmuebles. 

Antes de proceder á la formación del censo , los Censores 
observan los auspicios. La operación del censo era presidida 
por ellos, auxiliándoles en esta tarea sus oficiales subalternos 
y los jefes de las tribus. Todos los padres de familia debían 
presentarse en este acto al Censor y declarar su nombre, esta- 
do y condición, así como su fortuna; después de lo cual los Cen- 
sores repasaban la lista de los ciudadanos no incluidos en las 
tribus y pasacan revista á los equites de las diez y ocho cen- 
turias. 

Luego que habían excluido á los caballeros que por cual- 
quier causa no debían continuar formando parte de las céntu- 
rias, completando las vacantes con personas idóneas, proce- 
dían á formar las listas definitivas de los ciudadanos ( tabalee 
censorice ) según su categoría, sirviéndoles de base para esta 
clasificación la fortuna imponible. 

§ 26. 

# 

* 

LOS TRIBUNOS DE LA PLEBE (i). 

El tribunado de la plebe, magistratura exclusivamente ple- 
beya, ocupaba un lugar intermedio en cierto modo, y singula- 
rísimo, entre las magistraturas mayores y las menores (2). 


(1 1 Mommsen, Rómisches Staatsrecht, u, 1, pág. 241-303.— Lange, 1, § ST>, pá. 321- 
8ofi.— Becker, u, pág. 241-291. 

(2) Los tribunos no eran en realidad magistrados de la república, sino magis- 
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Es probable que la elección de los tribunos se verificase al 
principio en los comicios por centurias (1): lo que no cabe 
duda es que desde la promulgación de la ley Publilia fueron 
elegidos en las asambleas de la plebe. 

El numero de los tribunos varió según los tiempos: prime- 
ramente fueron dos, despuós cinco y por último se acrecentó 
su número hasta diez. Su cargo era anual como el de los Cón- 
sules, y su persona sagrada é inviolable. 

El poder de los tribunos fu ó en su origen, como hemos di- 
cho en otro' lugar, puramente negativo. Consistía en el jus 
auxilii , en virtud del cual podían sustraer á los plebeyos y 
posteriormente también á los patricios, al imperium de los 
Cónsules. El medio de hacer efectivo este derecho era oponer 
el veto á la ejecución de los actos de los magistrados. Para de- 
cidir si había ó no lugar á interponerlo solían reunirse todos 
los tribunos, y después de deliberar, acordaban lo que había 
de hacerse por medio de un decreto. Este no era obligatorio 
á no ser que hubiese conformidad entre todos los tribunos. Si 
pues había alguno de ellos que disintiese del parecer de sus 
colegas, podía interponer el veto áun contra el dictámen de 
aquéllos. 

Los tribunos podían prender en caso de necesidad al ma- 
gistrado cuyos actos trataban de impedir. 

Además del jus auxilii poseían los tribunos de la plebe 
otro derecho más importante todavía, cual era el de impedir la 
ejecución de las resoluciones dictadas por los magistrados en 
lo relativo al gobierno de la República, así como las decisiones 
del Senado y de los comicios (jus intercessionis). 

No menos importante en el orden político era la facultad 
de convocar y presidir las asambleas de la plebe (jus ageudi 
cum plebe). 


Irados de una clase. Por esto no les convenía propiamente y en sentido estricto- 
el calificativo de magistrados. De aquí que los enemigos de esta magistratura di- 
jesen: « Tribunum privalum esse sitie imperio, sitie muf/istrutu .» Tit. Liv., 2, 56, 15.— Mom - 
msen, Op. cit., n, 1. pág ‘251-158, n. 1. 

(1) Es verdad que la tradición atribuye esta facultad á los comicios curiados, 
pero semejante opinión es harto inverosímil, y no lo es menos que la presidencia 
d.e los comicios en que se hacía la elección, correspondiese á los Cónsules. 
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Los únicos magistrados contra los cuales era ineficaz el po- 
der de los tribunos eran el Dictador y los Censores, aunque res- 
pecto de estos últimos sólo en lo relativo á la molestas censoria. 

Los tribunos no podían hacer uso de sus derechos sino en 
la ciudad de Roma y en sus alrededores dentro de un circui- 
to de mil pasos. 

En los últimos tiempos de la República el tribunado perdió 
mucha parte de su importancia política por las limitaciones 
'que se impusieron á la potestad tribunicia, singularmente en 
tiempo de Sila, bien que no tardó mucho este cargo en ser 
reintegrado en la plenitud de sus facultades por el Gran 
Pompeyo. 


§ 31. 

LOS MAGISTRADOS MENORES, Y LOS OFICIALES SUBALTERNOS 

DE LOS MAGISTRADOS. 

Entre los magistrados menores ocupaban el primer lugar 
por su importancia los ediles divididos en patricios y ple- 
beyos (1). 

La edilidad plebeya anterior en el órden cronológico á la 
dignidad curul ó patricia fuó instituida, como ya hemos dicho, 
al mismo tiempo y por las mismas causas que el tribunado de 
la plebe, del cuál eran "auxiliares y subordinados los Ediles 
plebeyos. 

Su elección era en un principio atribución exclusiva de los 
tribunos de la plebe, pero á contar desde el año 471 ántes de 
Jesucristo, y en virtud de la ya mencionada lay Publilia se ve- 
rificaba del mismo modo que la de los tribunos en los concilla 
plebis. 

Inviolables en un principio como los tribunos, perdieron 
luégo esta cualidad. En su origen no tuvieron facultades pro- 
pias y exclusivas, sino que obraban por delegación de los tri- 


(!) Mommsen, n, 1, pág\ 443-421 Lan ge, i, § 83,pág\ 8ÓG-881.— Becker, 11 , 1, prt- 
íriua 291-327. 
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baños. Más tarde se emancipan de la tutela de estos magistra- 
dos y adquieren algunas atribuciones propias tales como la or- 
denación de los espectáculos públicos y la custodia de los de- 
cretos del Senado. 

La institución de los Ediles cumies , data del año 366 únte» 
de Jesucristo. Aunque en un principio no podían desempeñar 
este cargo más que los patricios, de allí á poco fueron admiti- 
dos también á di los plebeyos. 

La elección de estos magistrados se hacía en las asambleas- 
del pueblo reunido por tribus. 

Á contar desde la creación de esta magistratura, los Ediles 
patricios y plebeyos constituyen una sola corporación , que 
además de la organización de los espectáculos, cuenta entre 
sus atribuciones la de velar por la policía de la ciudad (cura 
urbis ), no solo en su parte material ó sea en lo relativo á la 
limpieza de las calles y á la conservación y reparación de los 
edificios públicos y privados y otras cosas semejantes, sino 
también y lo que es más importante, en lo concerniente á la 
conservación de las buenas costumbres. 

Agregábase á esto la policía de los mercados, y como con- 
secuencia de ello la intervención en todo lo que se referia al 
abastecimiento de la ciudad, al precio del trigo, á la buena 
calidad de los alimentos, etc. 

De aquí se derivaba la jurisdicción especial de estos Ma- 
gistrados en todo linaje de asuntos comerciales, respecto de 
los cuales eran los ediles la única autoridad competente, y la 
facultad que tenían, del mismo modo que los pretores, de pro- 
mulgar edictos para dar á conocer al público la norma que 
habian de seguir en la resolución de los negocios de su com- 
petencia durante el ejercicio de su cargo. 

Poseían asimismo la facultad de imponer multas á los in- 
fractores de las ordenanzas de policía, cuyo importe se inver- 
tía en obras de ornato público y en subvenir á los gastos de 
los espectáculos. 

Los cuestores (1), institución que heredó la República del 

(1) Mommsen, Udmisches Staatsrecht, ir, 1, pág - . o92-338.~ Langa, i, § 87, pág. 881- 
899,— Becker, n, 2, pág. 327-338. 
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período monárquico (§ 13), tenían á su cargo, además de la 
persecución de ciertos delitos, como en el período anterior, la 
custodia del tesoro público. 

En un principio no eran admitidos más que los patricios al 
desempeño de este cargo; pero en el año 441, ántes de Jesu- 
cristo, se estableció que pudieran ejercerlo también los ple- 
beyos. 

Su elección, que en lo antiguo era una de las atribuciones 
de los Cónsules, fuó, á contar desde el año 447, de la compe- 
tencia exclusiva de las Asambleas del pueblo reunido por tri- 
bus, ó sea de los Comitia tributa. 

El número de I 03 cuestores, que eran dos en su origen , se 
fué aumentando sucesivamente hasta el tiempo de César, en 
que había 40 de estos Magistrados. 

A fines del siglo m, antes de Jesucristo, perdieron los cues- 
tores sus atribuciones judiciales, para cuyo desempeño se creó 
una magistratura especial de que habremos de ocuparnos muy 
en breve, los triumviri nocturni ó capitales. 

La custodia de los fondos del Estado conservados en Ro- 
ma, estaba encomendada á dos cuestores, que se denominaban 
cuestores urbanos, á los cuales pertenecía también el cuidar 
de que ingresasen en el tesoro los recursos del Estado, y lle- 
var la cuenta de su inversión. 

Ellos eran además los encargados de recibir el juramento 
de observar las leyes, que debían prestar todos los Magistra- 
dos, y de conservar los decretos del Senado y las decisiones 
del pueblo. 

Otros cuestores tenían á su cargo la administración de los 
fondos públicos en Italia, en el ejército y en las provincias. 

Seguian á la cuestura en el orden jerárquico, los mginti- 
sexviri (1), ó sean los tresvir i nocturni, los tresvir i aere argento 
aur o fiando feriando , los qualuorviri mis in urbe yur gandís, 
los duoviri viis extra urbem gurgandis , los decemviri stli libas 
judicandis , y los prxfecti ture dicundo. 


(I) Momrnsen, Rdmisclics Sfuatsrecht, n, I, pág. 530-511.— Lange, i, § 88, piíg. s*'í)- 
‘Jló — Becker, u, 2. pág. 358-3(59. 
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Cada uno do estos cargos tenía su particular esfera de ac- 
ción, lo cual no impedia que sus poseedores pudieran ser em- 
pleados en comisiones extraordinarias por acuerdo del Senado. 

Aunque eran independientes unos de otros, se les solia de- 
signar bajo la denominación común de vigintiseviri. La cate- 
goría de todos ellos era idéntica, y tenían de común el que su 
duración era anual, y que en los últimos siglos de la repúbli- 
ca su elección correspondía á los comicios. 

La institución de los tresviri nocturni ó triumviros capita- 
les data del año 4G5 de la fundación de Roma: al principio 
eran elegidos por el pretor urbano, y sólo más tarde fueron 
elegidos por los comicios. 

Auxiliares de los Magistrados mayores en lo relativo al 
ejercicio de la jurisdicción civil y criminal, sus atribuciones 
se derivaban de este carácter especial de su cargo. Las prin- 
cipales eran: inspeccionar las prisiones, presidirá la ejecución 
de las sentencias de muerte, retener en prisión preventiva á los 
acusados de algún crimen, y proceder á las primeras diligen- 
cias para la averiguación de los autores de algún delito. En el 
orden civil era de su competencia la exacción de la fianza ne- 
cesaria en los procesos intentados ante el pretor, y el resolver 
las cuestiones relativas al desempeño del cargo de jurado. 

Los tresviri aere argento aaro fiando feriando estaban en- 
cargados de dirigir la acuñación *de la moneda. Esta magis-^ 
tratura, extraordinaria en su origen, se convirtió en magis- 
tratura ordinaria y anual á fines del siglo vii de la fundación 
de Roma 

Los magistrados que tenían á su cargo el cuidado de la 
limpieza de las calles en el interior de la ciudad eran cuatro, 
y dos solamente los que desempeñaban este oficio fuera de la 
ciudad en el espacio de una milla á la redonda. Se ignora la 
fecha en que fué creada esta institución, y carecemos asimismo 
de noticias circunstanciadas acerca de sus atribuciones; pero 
es indudable que estaban subordinados á.los ediles á quienes 
competía la 'inspección y dirección de este género de servi- 
cios públicos. 

Más importante que todos estos colegios era el de los de - 
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cemviri litibus judicandis, que encontramos constituido ya al 
empezar el siglo vil de Roma. 

Eran como una especie de Jurado que entendía en los pro- 
cesos relativos á la libertad de las personas. Su carácter de 
institución permanente, y el ser elegidos por el pueblo proba- 
blemente en los comicios por tribus, los diferenciaba esencial- 
mente de los jurados nombrados por el pretor, á los cuales 
eran superiores en independencia y en categoría. 

Los prcefecti jure dicundo eran instituidos por el pretor ur- 
bano para administrar justicia por delegación suya en algunas 
ciudades conquistadas por Roma. Su cargo era anual: no te- 
nían en un principio la consideración de Magistrados, sino úni- 
camente la de delegados del pretor; pero adquirieron aquel ca- 
rácter desde el año 630 en que fueron nombrados cuatro pre- 
fectos para administrar justicia en las diez ciudades de la 
Campan i a. 

Es probable que no resolvieran por sí los asuntos graves, 
cuya decisión estaría reservada al pretor urbano. 

Además de estas magistraturas, todas las cuales se hallan 
comprendidas bajo la denominación de magistraturas menores, 
había otra multitud de cargos creados para el desempeño de 
comisiones especiales y extraordinarias, de los cuales, así 
por no ser contados entre las magistraturas, como por su esca- 
sa importancia para la historia del derecho no debemos ocu- 
parnos en este lugar. 

Todos los Magistrados tenían á su servicio cierto número 
de oficiales subalternos, los cuales les servían de auxiliares en 
el ejercicio de su cargo. Estos oficiales tenían la denominación 
genérica de (1) appar ilores (qui adpar ent ó appar ent magistra- 
tibus). 

Les apparilores de los Magistrados romanos (pues de los 
que tenian los Magistrados municipales trataremos más ade- 
lante) debían ser de condición libre, y á diferencia de les Ma- 
gistrados cuyo cargo era gratuito, percibían una retribución 


(1) MoromscD, Romisches Slaatsrccht, i, 2, pág. COG-355.— Lange, i, § 90, pág. Í23- 
031. — Uecker, n, 2, pág. 370-384. 
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no escasa del Estado, variable según su respectiva categoría 
v el género de servicios que les estaban encomendados. 

Gozaban además de ciertos privilegios, tales como el dere- 
cho á ocupar un sitio especial en los espectáculos públicos, y 
lo que es más importante, la exención del servicio militar 
(vacatio militive ). 

El nombramiento de los apparitores correspondía á los Ma- 
gistrados de que eran subalternos, bien que este derecho estu- 
viese limitado en los Magistrados menores por la intervención 
de los Magistrados superiores á ellos en dignidad. 

El cargo de los apparitores terminaba de derecho al mismo 
tiempo que el del Magistrado á cuyo servicio estaban, si bien 
de hecho solía prolongarse hasta el punto de llegar á ser vita- 
licio, por lo ménos respecto de los oficiales subalternos de más 
categoría, á, excepción de los accensi. De aquí que algunos de 
ellos se constituyeran en corporación (i decurias ) que , como 
tales, gozaban de derechos y privilegios especiales. 

El derecho de tener apparitores era común á las Magistra- 
turas patricias y plebeyas. 

Ocupaban el primer lugar entre éllos los escribas, y entre 
los miembros de esta clase los escribas de los cuestores ( seríbee 
queestorü), cuyo principal encargo era llevar los libros de 
cuentas del Erario é intervenir en la administración de los fon- 
dos públicos, á lo cual se agregaba la obligación de trascribir 
los decretos del Senado que se conservaban en el archivo pú- 
blico, así como la de dar copias autorizadas de los documentos 
existentes en dicho archivo. 

Seguían en dignidad á los escribas los lictores que acom- 
pañaban á los Magistrados superiores con las fasces , símbolo 
del imper ium. 

Los accoisi eran como lictores supernumerarios, pues su 
oficio consistía en acompañar sin fasces á los Magistrados para 
sustituir á los lictores en caso de necesidad. Diferenciábanse 
de los demás apparitores en que mientras cada Magistrado 
solia tener á su servicio varios oficiales de las demás catego- 
líos, no le era lícito tener más que un accenso, y que éste on 
vez de tener carácter permanente, cesaba siempre ai mismo 
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tiempo que el Magistrado á quien servia, no tenia encargo es- 
pecial y solia ser empleado para sustituir no solo al lictor sino 
á los demás apparitores. 

Los viatores eran una especie de correos y los proccones 
hacían, como su mismo nombre indica, el oficio de prego- 
neros. 

Había además otras varias clases de servidores de los Ma- 
gistrados, ménos importantes, y cuyas atribuciones y organi- 
zación son ménos conocidas, tales como los victimara, tibici- 
nes, haruspices, y otros semejantes. 




facultad de 


B!Bl 


l! OTE 


DERECHO 

A 


CAPITULO III 

EL SENADO. 

§ 32 . 

COMPOSICION DEL SENADO (1). 

La organización del Senado romano sufrió muchas y nota- 
bles modificaciones durante la República, y esta circunstancia 
unida á la gran importancia que tuvo esta Asamblea en el pe- 
ríodo que nos ocupa, exigen que dediquemos muy particular- 
mente nuestra atención á su estudio. 

Para ser elegido senador se necesitaba ser ciudadano ro- 
mano, de condición ingénua é hijo de padres ingenuos, y no 
haber ejercido ninguna profesión tenida por indecorosa. Se re- 
quería además haber cumplido veintisiete años, y tener por 
lo menos la fortuna necesaria para pertenecer á las centurias- 
de caballeros. 

Los Senadores eran nombrados ordinariamente por los 
Cónsules ó por los tribunos militares con potestad consular, 
que sustituyeron durante algún tiempo á aquellos Magistra- 
dos. Gozaban asimismo de esta facultad los dictadores. 


■ 1) Willern c , Le Sevat de la Republique romaine, tome I. La comjosition du So.ut. 
I.ouvain, 1878.— Mommsen, Rómiuche Forschungen, i, pág. 2C0-n>8.— Lungo, Róiuix- 
dic AUcrlItiimcr, u, to" edición, 1879), § 111, pág. 352*369.— Decker, ai, pág. 385-lnl. 
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Posteriormente, en virtud de la ley Ovinia (1), la elección 
de los Senadores, dejó de ser atribución de los Cónsules v 
pasó á ser privilegio de los Censores. La misma ley estableció 
que fuesen admitidos en el Senado todos los ciudadanos que 
hubieran ejercido alguna magistratura curul. 

Las facultades de los censores en órden á la lee ¿¿o sena tus 
oran tan ámplias, que no sólo se extendían á cubrir las vacan- 
tes que naturalmente hubieran ocurrido en el Senado, sino 
también á excluir de esta Asamblea á los que consideraban in- 
dignos de pertenecer á ella. 

Cada cinco años, en la época en que se verificaba el censo, 
formaban los censores la lista de los miembros de Senado (ál- 
bum Semtorum ), en la cual colocaban á los Senadores por el 
órden de precedencia de los cargos que habían ocupado, em- 
pezando por los dictadores. 

Promulgado el álbum, no había ya lugar á modificarlo has- 
ta el próximo censo. 

Ordinariamente constó el Senado de trescientos miembros; 
pero en los últimos tiempos de la República llegó á tener no- 
vecientos, y fueron admitidas en ól gentes de toda condición, 
inclusos los libertinos. 

Además del derecho de dar su opinión sobre los asuntos 
sometidos á la decisión del Senado (jus sen ten tice ferendee) 
cuando eran consultados por el Presidente, y el de aprobar ó 
desaprobar con su voto dichas proposiciones (jus sentenlice di- 
cendee), gozaban los Senadores de ciertos privilegios, entre los 
que se contaba el derecho á desempeñar el cargo de interreges , 
exclusivo de los senadores patricios. 

Tenían derecho á tomar parte en las deliberaciones del Se- 
nado, aunque carecían del derecho de voto, todos los magis- 
trados mióntras duraba su cargo, y áun después de terminado 


(1) Esta ley, cuya fecha exacta se ignora, dehió darse, según Lange fu, pági- 
na ¡153), poco después del año 354 ántesde J.-C., y tomó este nombre de su autor, 
el tribuno del pueblo Ovinio. Willcms, (Op. pág. 156), cree que la ley Ovinia se 
dicto entre 318 y 312 ánles de J.-C. — Sobre el contenido de la mencionada ley, que 
no conocemos sino por un pasaje de l'esto, debe consultarse el cap. V de la citada 
obra de Willems, en particular las páginas 157-1*73. 
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¿stc en el tiempo que trascurría desde la cesación del cargo 
hasta la formación del álbum en el próximo censo. 

Los miembros del Senado que eran elegidos magistrados, 
estaban privados del derecho de voto hasta tanto que cesaban 
en el desempeño de la magistratura. 

Los principales insignias de los Senadores eran el anillo de 
oro, la túnica latidavia y un calzado especial denominado cal- 
ecéis senatorins. 


8 33. 


LAS DELIBERACIONES DEL SENADO (1). 

El Senado no podia ser convocado y presidido más que por 
los Cónsules ó por los Magistrados que hacían sus veces en caso 
de ausencia ó vacante (el prcefectus urbi y el interrex ), por el 
dictador, y por los pretores y los tribunos de la plebe. Estos 
Magistrados eran asimismo los únicos que podían consultar al 
Senado y someter algún asunto á su decisión. 

Los Senadores tenían obligación de asistir á las sesiones 
y su falta de asistencia podia ser castigada con penas pecu- 
niarias. 

La forma de celebración de las sesiones era como signe: 
Después de cumplir ciertas formalidades religiosas, el Magis- 
trado que habia convocado y que presidia la Asamblea ponía 
en conocimiento del Senado las cuestiones que se habían de 
tratar (relatio) (2). Seguidamente el mismo Magistrado comen- 
taba, si así lo juzgaba conveniente, la relatio por medio de un 
discurso, y proponía á la resolución de los Senadores algún 
acuerdo consultando préviamente á veces á algunos Senado- 
res acerca de la decisión que se habia de tomar. En el caso 
de que el decreto del Senado se hiciese sin consultar ántcs á 
los Senadores, se denominaba senatus consultum factum per 


(1) I.ange, u. § 113-114, pág. 383-413.— Becker, 11 , 2, pág. 402-447. 

(2) Cuando entre los asuntos de que se habia de tratar habia alguno de carác- 
ter religioso debía empezarse por él, conforme al principio, de rebusque dirtniu prins 
quitm Ininitniic (id Se mi tu »i referendum cs.se. Aull Gell., 14, 7. 
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í lisccssioneni j y cuando so les consultaba, sena tus consullum. 
J'cictu'ni fC)' relationem. 

Oides los pareceres de los Senadores consultados, el Ma- 
gistrado presidente hacía el resumen de la discusión y fijaba 
las proposiciones sobre las cuales había de recaer el voto de 
los Senadores. 

Los acuerdos se tomaban por mayoría de votos, y el presi- 
dente debía dar á conocer el resultado de la votación. 

Cuando un acuerdo del Senado reunía todas las condicio- 
nes de validez exigidas por la ley, se denominaba sena tus cón- 
sul tim: cuando le faltaba alguno de ellos, sena tus auctoritas . 
En este último caso las resoluciones del Senado no tenían ca- 
rácter obligatorio. A las cláusulas de los senadoconsultos so 
les daba á veces el nombre de decretos. 

§ 34 . 

ATRIBUCIONES DEL SENADO (1). 

Tarea sobremanera difícil es la de reseñar la multitud de 
asuntos á que se extendía la competencia del Senado durante la 
República, dado que apénas había negocio de alguna impor- 
tancia en que no interviniera de algún modo esta Asamblea 
en el período que nos ocupa. 

En el órden de las relaciones internacionales el Senado go- 
zaba de ámplias atribuciones. Sin su dictámen no se podia aco- 
meter ninguna empresa militar, pues si bien la resolución de- 
finitiva en este linaje de asuntos correspondía á los comicios 
centuriados, no era posible someter á estos ninguna rogación 
sino préviala opinión favorable del Senado. 

Acordada por el pueblo de acuerdo con el Senado la decla- 
ración de guerra, ésta última Asamblea tenia á su cargo la di- 
rección de los preparativos militares; mandaba hacerla reclu- 
ta del ejército, establecía el contingente que debían llevar los 

aliados de Roma, y designaba el general ó generales que ha- 

_ \ 

(1) Large, 11 , § 11(5, pág. 422-428.— Becl.er, ii, 2, pág. 441-455. 
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bian de dirigir la campaña. Caso de ser varios, el Senado de- 
signaba las fuerzas militares que cada uno de ellos debía tener 
á su mando. 

Dependía asimismo del Senado el determinar los recursos 
financieros que debían procurarse á los generales para atender 
á los gastos de la guerra. El Senado era además la única auto- 
ridad competente para conceder el triunfo á los generales vic- 
toriosos. 

Las condiciones para la celebración de la paz eran estable- 
cidas por el Senado, y cuando no, tenían que someterse á su 
aprobación. Durante algún tiempo fud atribución exclusiva- 
mente suya el decidir sobre la terminación de la guerra. 

Eran también de su jurisdicción otros varios asuntos de 
ménos importancia concernientes á las relaciones de Roma 
con los demás Estados. 

Las atribuciones del Senado en lo relativo á la administra- 
ción y gobierno del Estado romano eran muchas y muy im- 
portantes. 

Ejercía la suprema inspección de la religión y del culto, y 
cuidaba de conservar la fé en las antiguas creencias, decidien- 
do además por sí solo sobre el establecimiento de nuevas fies- 
tas y sobre la celebración de espectáculos y solemnidades ex- 
traordinarias. Parte de sus atribuciones en este orden era la 
inspección sobre los libros sibilinos, los cuales no podían ser 
consultados sino en virtud de un decreto del Senado. 

La administración de los fondos del Estado estaba exclusi- 
vamente á cargo de esta Asamblea, que ejercía sus facultades . 
en este^órden con exclusiva independencia de todo otro poder. 

Participaba también del poder legislativo, en cuanto que 
le correspondía la iniciativa de las leyes que habían de ser 
luégo sometidas á la aprobación del pueblo. Si bien sus facul- 
tades en este orden eran inferiores á las de las Asambleas po- 
pulares, el Senado podía ejercer y ejerció de hecho gran in- 
fluencia en la legislación mediante su facultad de decidir en 
punto á la validez y aplicabilidad de las leyes, y áun de exi- 
mir de su cumplimiento á determinados ciudadanos (legibus 
solvere). 


/ 




CAPITULO IV 


LAS ASAMBLEAS DEL PUEBLO (1). 


§ 35. 

LOS COMICIOS C EXT UR I ADOS (2\ 

Expuestas ya en otro lugar las formas de convocación y 
celebración de este linaje de Asambleas, que con leves modifi- 
caciones continuaron siendo las mismas durante la República, 
sólo vamos á ocuparnos de las modificaciones que sufrieron 
en lo relativo á su organización y competencia durante el 
período que nos ocupa. 

Reina gran diversidad de opiniones respecto de la época, 
carácter y objeto de las reformas introducidas en la organiza- 
ción de los comicios centuriados durante la República (3). 


(1) Bajo la denominación de Asambleas del pueblo comprendemos aquí única- 
mente á las reuniones generales y solemnes de todo el pueblo romano ó de alguna 
de sus clases, convocadas y presididas por algún magistrado con el fln de tomar 
algún acuerdo, y á las cuales servían de base las divisiones del pueblo en curias, 
centurias y tribus. De las condones ó sean las Asambleas que no reunían dichos 
caractéres, no nos toca ocuparnos en este lugar. Puede consultarse sobre ellas á 
r.ange, u, § 131, pág. 715-723. 

(2 Mommson, Rdmtsche Forschunf/en, i, pág. 134-140.— Lange, n, § 123-121, pá- 
ginas 494-331 . — Becl.er, u, 3, pág. 101-115. 

(3) lista diversidad de pareceres reconoce por causa principal la insuficiencia 
de los pasajes que hun llegado hasta nosotros respecto de la mencionada reforma. 
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Según l«i opinión más acreditada, la principal reforma se 
verificó en el año 241 ántes de Jesucristo, siendo censores 
Aurelio Cota y Fabio Puteo. Consistió ésta en la sustitución 
de las tribus locales á las clases como base principal de la di- 
visión en centurias. Dividióse todo el territorio del Estado ro- 
mano en 35 tribus: cada una de estas tribus comprendía ciu- 
dadanos de las cinco clases, los cuales formaban diez centurias 
en cada tribu, correspondiendo dos de ellas, una de séniores y 
otra de júniores á cada clase. 

El número total de centurias era por consiguiente 350, ó 
sean 70 de cada clase; y agregando á él las diez y ocho centu- 
rias de caballeros y las centurias de ingenieros y músicos, ten- 
dremos una suma de 373 centurias. Al mismo tiempo se intro- 
dujo una modificación notable en la forma de la votación, cual 
fue que en vez de empezar ésta por las centurias de caballeros 
empezase por una centuria de la primera clase designada por 
la suerte (centuria prerrogativa). Las centurias de caballeros 
votaban después, y juntamente con ellas las demás centurias 
de la primera clase, siguiendo luégo por su órden la3 centu- 
rias de las demas clases. 

En virtud de estas modificaciones, la decisión de los asun- 
tos sometidos á los comicios por centurias, no dependió ya ex- 
clusivamente de las centurias de la primera clase, pues para 
obtener la mayoría de los sufragios, ó sea 187 votos, se nece- 
sitaba que emitiesen su voto las centurias de las tres primeras 
clases. 


Dionisio de Halicarnaso !4,21i y Tito Livio (1, 43), qm son los escritores que mds 
de p'opósito y circunstanciadamente hablan de ella, lo hacen sólo por incidencia 
al referir el establecimiento del censo por Servio Tulio. Sobre la interpretación da 
dichos pasajes, y en general sobre todo lo relativo á la reforma de los comicios 
centuriados, debe consultarse con preferencia á l.ange, u, § 123, pág. 494-51 3, el 
cual expone y juzga las principales opiniones emitidas sobre el particular. 
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. § 36 - 

LAS ASAMBLEAS DE LA PLEBE Y LOS COMICIOS POR TRIBUS (1). 

Las Asambleas especiales de la plebe, que surgieron inme- 
diatamente después de la institución de los tribunos de la ple- 
be ( concilla plebis), se distinguían así en lo relativo á su orga- 
nización, como en la forma de celebración de sus sesiones de 
los comicios centuriados. 

El orden con sujeción al cual se reunían y votaban los ple- 
beyos, únicos que al principio tenían derecho á tomar parte en 
estas Asambleas, era el de las tribus locales (2). El derecho á 
convocarlas y presidirlas era exclusivo de los Magistrados ple- 
beyos {tribunos y ediles de la plebe). 

En su origen los concilla plebis carecían de facultades le- 
gislativas, y no eran otra cosa sino reuniones públicas donde 
los miembros de la plebe trataban en común los asuntos de 
interés general para su clase, y cuyas decisiones no eran obli- 
gatorias más que para los plebeyos. Pero hácia el año 449 an- 
tes de Jesucristo , según se cree en virtud de la ley Valeria 
Horada , las Asambleas de la plebe pierden su carácter ex- 
clusivo y se convierten en comicios, que de la forma de su 
reunión tomaron el nombre de comicios tributos, y en los cua- 
les tomaban parte patricios y plebeyos. Al lado de los comitia 
tributa subsistieron los antiguos concilla plebis . 

Desde este momento los tribunos tuvieron la obligación de 
presentar ántes al Senado los decretos que habían de someter 
luego á la decisión del pueblo, sin cuyo requisito las rogacio- 
nes tribunicias eran ilegales. Además, este género de Asam- 
bleas, en vez de, celebrarse inauspicato , como los primitivos 
concilla ¡ üebis , no se celebraba sin consultar los auspicios. 


(1) Mommsen , Rümische Forschumjen i , pág. lóti-lfifj y 1“7-217.— Lange , u , S 12<> 
n 122, pág. 459-491 — Becker, n, 3, 1, pág. 11(5-144. 

\2) La opinión sostenida por Mommsen, R (minche Forschuu/ien, i, pág. 132 y sigs., 
que las Asambleas primitivas de- la plebe se reunieron por curias, es una mera 
conjetura que carece de sólido fundamento. 
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El lugar de reunión de los comitia tributa no era siempre 
el mismo, siendo potestativo en el Magistrado que los convo- 
caba, el reunirlos dentro ó fuera de la ciudad, si bien en este 
último caso no podía ser á más de 1.000 pasos de Roma. 

La presidencia de los comicios por tribus no fué ya privile- 
gio exclusivo de los Magistrados plebeyos, pues cuando se 
reunían para ciertos actos, podían presidirlos también los cón- 
sules, los pretores y otros Magistrados patricios. 

Las formas de celebración y convocación de los comicios 
por tribus eran muy semejantes á las de los comicios cento- 
nados. 

Anunciada verbalmente la reunión de los comicios, se hacia 
la convocación en el dia señalado para ella por medio de heral- 
dos. Reunido el pueblo, el Magistrado que presidia la Asam- 
blea pronunciaba un discurso que terminaba proponiendo al 
pueblo el proyecto de ley ó el asunto, cualquiera que fuese, 
que sometía á su decisión. Caso de ser una ley, no era el tri- 
buno mismo quien la daba á conocer al pueblo, sino un escri- 
ba 6 pregonero. Después de esto se procedía á deliberar sobre 
el asunto en cuestión, al cual seguía la votación; para ello se 
reunían separadamente los miembros de cada tribu, y se echa- 
ban suertes para saber qué tribu había de emitir primera- 
mente su voto. La tribu favorecida por la suerte se denomina- 
ba priiicipmm. Promulgado el resultado de la votación en esta 
tribu, votaban todas las demás, después de lo cual se daba á 
conocer el resultado de la votación. 

§ 37. 

COMPETENCIA DE LOS COMICIOS CENTURIA DOS Y TRIBUTOS (1). 

Las atribuciones de los comicios centuriados en los prime- 
ros tiempos de la república fueron extensísimas : ía formación 
de las leye3, lá elección de los Magistrados mayores, la decla- 


(l) Moramsen , obra y lugares citados eD los párrafos anteriores.— J.ange , u» 
S 125-141, pág. 541 -'EL— Decker, u, 3, pág. 145-182. 
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ración de guerra, y la jurisdicción en las causas criminales de 
carácter político caiau#bajo la jurisdicción de esta Asamblea. 

Los comicios por tribus, sin tener legalmente en su origen 
ninguna competencia legal en materia legislativa, fueron poco 
á poco usurpando paulatinamente atribuciones en este orden, 
llegando á extender extraordinariamente el círculo de su ju- 
risdicción. 

Tres fueron las principales etapas recorridas por los comi- 
cios tributos en este camino. La primera fué la ley promulga- 
da por los Cónsules L. Valerio y M. Horacio (449), en cuya 
virtud se estableció ut quod tributim plebes jussiset populum 
teneret. La segunda está señalada por la ley del dictador Pu- 
blilio Filón (339), ut plebiscita omnes Quirites tenerent. Pero 
la que consagró el carácter legal y obligatorio para todos los 
ciudadanos de las decisiones tomadas en los comicios por tri- 
bus, fue la ley promulgada por el dictador Hortensio (287), en 
que se estableció ut eo jure , qaod plebs statuisset omnes Quiri- 
tes tener entur . 

A contar desde la promulgación de esta última ley, des- 
apareció toda diferencia en punto á carácter legal y fuerza obli- 
gatoria entre las decisionesde los comicios centuriados (lepes 
en sentido estricto), y las de los comicios tributos (plebiscita) 

No hay duda que el contenido de estas leyes, aunque ide'n- 
tico en apariencia, si hemos de juzgar por los textos de los 
escritores clásicos que nos los dan á conocer, debió ser en rea- 
lidad diferente (1). 

La ley Valeria se limitó probablemente á convertir en 
Asambleas generales del pueblo las que hasta entonces lo ha- 
bían sido exclusivamente de la plebe, como parece indicarlo 
el hecho de haberse establecido también en virtud de dicha 
ley que á su celebración precediera la consulta de los auspi- 
cios. De esta suerte adquirieron carácter legislativo, bien que 


(1) Reina gran di versidad de pareceres en orden al contenido de estas tres le- 
yes y á sus diferencias y relaciones. Puede consultarse sobre el particular, ade* 
más de la mencionada obra de Decker (ti, 3, pág - . 1(51-1(53) y de los autores que en 
ella se citan f púg. 1(52 níim. (5.1(5), ¡í Momtnsen, Rümische Forschunyen , i, pág. Idl-lUi) 
y 200-201 , y I.nnge, , pág. (53, u, p;ig. 3-!.! y 108-113. 

i 


13-2 


HISTORIA DEL DERECHO ROMANO 


á condición de que el Senado aprobase previamente las solu- 
ciones que hubiesen de someterse á la dteision de estas Asam- 
bleas, y de que sus acuerdos no fuesen válidos sino mediante 
su confirmación en los comicios por curias. 

El verdadero contenido de la ley Publilia nos es completa- 
mente desconocido. Supónese con fundamento que por virtud 
de ella se* suprimid la necesidad de que las decisiones de los 
comicios por tribus fuesen aprobadas en los comicios curiados. 

Aceptada esta hipótesis, tendremos que la ley Hortensia no 

hizo sino renovar las prescripciones de la ley Publilia. 

* 

Las atribuciones de los comicios tributos se extendían, co- 
mo las de los centuriados, á la elección de los magistrados, y 
á la decisión de muchos asuntos de la política interior y exte- 
rior, no faltándoles tampoco cierta competencia en materias 
judiciales. 

No se crea, sin embargo, que la competencia de los comi- 
cios por tribus se llegó á formar exclusivamente á expensas de 
las de los comicios centuriados, pues, lójos de eso, se formó y 
amplió mermando las facultades del Senado y de los magis- 
trados mayores. 

En lo relativo á la elección de los magistrados, correspon- 
día á los comicios por tribus la de los magistrados exclusiva- 
mente plebeyos, ó sea la de los tribunos y ediles de la plebe, y 
la de todos los magistrados menores, así como la designación 
de las personas que habían de desempeñar ciertas comisiones 
particulares y extraordinarias en nombre del Estado. Esta úl- 
tima facultad, que correspondió en un principio á los cónsules 
y pretores, pasó más tarde á los comicios por tribus: por eso 
las reuniones de estas Asambleas con dicho objeto eran presi- 
didas por los cónsules y pretores. 

Además, sólo los comicios tributos eran competentes para 
prorogar los cargos á propuesta del Senado. 

Las atribuciones de estas Asambleas en lo relativo á los ne- 
gocios internacionales, cuya resolución fuó en lo antig’uo de la 
competencia exclusiva del Senado, fueron, singularmente á 
contar desde la primera guerra púnica, la confirmación de los 
tratados de paz. 
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Los asuntos de política interior á que se extendía su com- 
petencia eran muy'diyersos, como lo demuestra la multitud de 
leyes votadas en estas Asambleas, que han llegado á nuestra 
noticia. Entre ellas ocupan el primer lugar las relativas á la 
admisión de los plebeyos á las magistraturas patricias, que en 
otro lugar hemos mencionado. 

De ordinario las leyes aprobadas en los comicios* por tribus 
á propuesta de los tribunos, se encaminaron á mejorar la si- 
tuación material de la masa del pueblo, miéntras que las pro- 
puestas por los cónsules á los comicios centuriados tenían por 
principal objeto favorecer los intereses de la nobleza (1). 

La circunstancia de ser mucho más rápido y sencillo el 
procedimiento seguido en los comicios por tribus para la for- 
mación de las leyes, fué parte para que muchos magistrados 
patricios, singularmente en los últimos tiempos de la Repúbli- 
ca, presentasen sus proyectos de ley á los comicios tributos con 
preferencia á los centuriados; lo cual unido al hecho de ser la 
actividad legislativa de los tribunos mucho mayor que la de 
los demás magistrados, hizo que los comicios tributos llegaran 
á ser el órgano más fecundo y principal del poder legislativo. 

Muchas facultades de que habían gozado en los primeros 
tiempos el Senado y las magistraturas, entraron muy luégo en 
la esfera de atribuciones de los comicios por tribus. Tales fue- 
ron la determinación de la ley de la moneda y de las medidas 
de capacidad, así como la concesión de ciertos privilegios á 
determinadas personas. Los comicios tributos intervenían ade- 
más en la concesión del triunfo á los generales victoriosos y 
en el establecimiento y supresión de los impuestos; y era de su 
exclusiva competencia la concesión del derecho de ciudanía* 

En el orden judicial , los comicios tributos estaban llama" 
dos á entender en las acusaciones de los magistrados patricios 
hechas por los tribunos. Pertenecía asimismo á estas Asam- 
bleas el conocimiento de ciertos delitos denunciados por los 
ediles en virtud de sus atribuciones en orden á la policía de 
las costumbres: tales eran las causas sobre usura, artes ma- 


lí) Üccker, II, U, i«íg. 
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giras y otras semejantes. Agregábanse á estos algunos otros 
asuntos, respecto de los cuales, ya por ser casos no previstos 
en la ley, ya porque exigiesen una investigación especial y 
detenida eran sometidos al pueblo, el cual autorizaba al Senado 
para que los resolviese ó facultaba con este objeto á un cónsul 
ó á un pretor (1). 

La competencia de los comicios tributos sufrió grandes li- 
mitaciones en virtud de la ley' Cornelia del año 81 antes de Je- 
sucristo, que no les dejó otras facultades que la elección de los 
magistrados menores; pero esta ley' fue de escasa duración, y 
en virtud de una ley Pompeya del año 70 antes de Jesucristo 
recobraron los comicios tributos la plenitud de sus atribucio- 
nes legislativas. 


§ 38. 

LOS COMICIOS CURIADOS (5). 

Eli el período que nos ocupa los comicios curiados, cuya 
organización liemos expuesto al tratar del período monárqui- 
co, pierden la mayor parte de sus atribuciones, que pasan á 
serlo de los comicios por centurias. 

Las que conservan se derivan principalmente del carácter 
de Asambleas exclusivas del patriciado que tuvieron desde su 
origen los comicios por curias. Así es que estos comicios fue- 
ron siempre los únicos competentes para conceder á los plebe- 
yos y á los extranjeros la admisión en el patriciado y para en- 
tender en las arrogaciones, ó sea en la adopción de un ciuda- 
dano romano por otro. Agregábanse á estas facultades otras 
todavía más importantes, cuales eran la confirmación de las 
leyes votadas en los comicios centuriados y tributos, y la con- 
cesión del imper i tm á los magistrados en virtud de la lex cu- 
ria tu, de imperio. Es también indudable que en los primeros 


0) Becker, n, 3, pdg. 173-179, enumera una multitud de casos en que los comi- 
cios tributos hubieron de decidir sobre este linaje de asuntos. 

(‘ l) Becker, n,3, pdg. 183-193. Mommsen, Riimixche Forsrhunnen , í, pág. 140-130. 
Willcius, pág. l.'4-lñíi. 
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tiempos fué de su competencia la elección de los cónsules de 
los tribunos de la plebe, de los censores y de los cuestores, así 
como el entender en las apelaciones contra las sentencias de 
muerte dictadas por los cónsules. 

La facultad de confirmar las decisiones de los comicios 
centuriados para que fuesen válidas, la perdieron los comicios 
curiados, en lo concerniente á los actos legislativos, el año 339 
antes de Jesucristo, en virtud de la ley dada por el dictador 
Q. Publilio Filón, ntlegnm , quai comitiis centuriatis f err entur ^ 
ante initum snfjragium paires auctores fierent , y respecto de 
la elección de los Magistrados, por la ley Maenia ántes men- 
cionada. 

El derecho de confirmar las resoluciones de los comicios 
por tribus cesaron de tenerlo indudablemente á contar desde 
la lev Hortensia. 

La facultad de conceder solemnemente el impcriim , ó sea 
las atribuciones militares y judiciales, á los magistrados ma- 
yores ordinarios y extraordinarios, por medio de la lex curiata 
de imperio , la conservaron los comicios curiados durante todo 
el período republicano. Créese que estas Asambleas interve- 
nían también en la elección de los Magistrados menores, con- 
firiéndoles la potes tas justa en virtud de una ley. 

Las solemnidades para la celebración de los comicios cu- 
riados fueron las mismas en este período que en el anterior. 
Su presidencia correspondió siempre á los magistrados patri- 
cios, y los plebeyos no tuvieron nunca el derecho de votar en 
ellas (1). En los últimos tiempos de la República, fuese por el 
escaso número de los patricios, ó por la ya escasísima impor- 
tancia política de estas Asambleas, es lo cierto que en las reu- 
niones para la promulgación de la lex curiata , las treinta cu- 
rias estaban representadas únicamente por treinta lictores. 

(1) Mommsen ( Romixchc Forschungcn, i, pág. 141—146) combate con empeño y 
agudeza la tradición y la Opinión neis general en este punto, que es la que deja- 
mos expuesta, sosteniendo no sólo que los plebeyos tomaban parte en las fiestas 
religiosas de las curias, cosa umversalmente aceptada, sino también el derecho de 
los plebeyo-' á votar en los coinicios curiados. «Kn lo relativo á los comicios por 
curias,» dio ■ al terminar su trabajo, «como respecto de los comicios centuriados, 
los patricios y plebeyos no tuvieron derechos exclusivos, tintes lué el mismo en 
su esencia el d ‘rocho de sufragio en ambas Asambleas, aunque fuesen distintas 
la división y organización de los votantes.» 
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CAPITULO V. 

ITALIA DURANTE LA REPÚBLICA. 


ORGANIZACION DE ITALIA ANTES DE LA LEY JULIA (1). 

Una serie de empresas militares, coronada del éxito más 
brillante, y cuya detallada exposición no hemos de hacer en 
este lugar por ser asunto propio de la historia política, ase- 
guró á Roma la supremacía y la dominación sobre todos los 
pueblos de Italia. 

Vencida y destruida Alba (2) en tiempo de Tulo Hostilio, 
según la tradición, heredó Roma su carácter de Metrópoli de 
la confederación latina (3). La oposición de los pueblos de La- 
cio á las pretensiones dominadoras de Roma, dió ocasión á 


(1) Marquardt, Rdmische Slantsverwaltnnff, I, pág. 19- ü7. Fuchta, I, § <52 — 03, pá- 
ginas 185— 146. AValter, I, § 81— 87, pág. 102— 110 — Lange, n, (8* edición), § 101, 
pág. 122-180. — Villattc, De propaga liouc civilglis Romana;.- Bonn, 18*70, pág. 13-88. 

(i) Sobro todo lo concerniente á las relaciones de Roma con los pueblos del 
Lacio desde los tiempos más remotos hasta la conclusión de la guerra con los lati- 
nos y demás pueblos aliados en 388, debe consultarse ia segunda parte (pág. 100- 
10H) de la notable y reciente obra de Max Zooller, Luí ¡mu uud Hom. Fonchunyen «/'(’> 
¡lite yemei u&ame Geschichle nuil geyaiscitiijcii heztehunyen bis zum Jtthr lil.8 ror Christusi 
Leipzig, R-G8. 

Í3) Véase el £ 10, pág. 83-30, donde liemos expuesto el origen y carácter de ia 
coni. dert.cion launa. 
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un.'i sangrienta guerra terminada bajo el reinado del primer 
Turquino, por efecto de la cual quedaron ligados con ciertos 
vínculos de sujeción á Roma, consolidándose la hegemonía ro- 
ímuia sobre los pueblos latinos, que llegó á su más alto grado 
durante la monarquía, reinando Tarquino el Soberbio. Rela- 
jados, ó mejor dicho, disueltos estos vínculos á consecuencia 
de las victorias de Porsena sobre los romanos, y de las guerras 
sostenidas por entonces entre Roma y los latinoS, renováronse 
en el año 493 ántes de Jesucristo, en virtud del tratado de 
alianza entre Roma y los pueblos de la Confederación latina, 
negociado por el cónsul Spurio Casio. Las principales cláusulas 
de este tratado fueron: que de allí en adelante hubiese eterna 
paz entre Roma y los demás pueblos latinos, entre los cuales 
se establecía una alianza ofensiva y defensiva, á condición de 
turnar ambas partes en el mando del ejército, y de tener igual 
participación en el botín en caso de guerra. 

No es dudoso que, por virtud de este tratado, los latinos 
gozaron del derecho de contratación con los romanos, y asi- 
mismo dely?« connubii , ó sea del derecho de contraer matrimo- 
nio entro sí los habitantes del territorio federal (1). Los latinos 
avecindados en Roma gozaban además del jus sufragii ó de- 
recho de votar en los comicios, bien que no sin algunas li- 
mitaciones. 

En el año 486 entraron los Hérnicos en la Confederación 
latina; pero la guerra emprendida en 389 por todos los pue- 
blos de la Confederación contra Roma fuá causa de que se di- 
solviera nuevamente. Restablecióse de nu.evo en 358, mas 
no tardó en disolverse otra vez por la negativa de Roma á 
acceder á la pretensión de los latinos, que pedían que uno de 
los cónsules fuese elegido de su seno. De aquí una encarniza- 
da lucha entre latinos y romanos, que terminó en 338 por la 
completa victoria de Roma sobre sus enemigos. 


0 ) Se lia disputado y se disputa mucho todavía sobre si los latinos tuvieron el 
jus convuhU con los romanos. En nuestra opinión la existencia del jus coimO’ü has- 
ta el Íj:i8 antes de J.-C., lia sido plenamente demostrada, entre otros, por Hou- 
doy, De la coi.diliou el de I adminislratio» des villcs chez les Homains, París, 1S7J, pier- 
nas ‘¿1 y siguientes, * 
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Á consecuencia de esta guerra se modificaron esencialmen- 
te las relaciones que liabian existido hasta entónces entre 
Roma y los pueblos confederados. La confederación latina dejó 
de existir , y juntamente con ella la comunidad de derechos y 
de intereses de que hasta entónces habian gozado los que la 
constituían. 

A contar desde esta época se dividían los pueblos de Italia 
según su distinta condición jurídica en cuatro clases: mu- 
nicipios, colonias romanas,- ciudades confederadas y colonias 
latinas. 

Bajo el nombre de municipios (municipio.) se comprendían 
los pueblos que gozaban del derecho de ciudadanía romana, 
teniendo en cambio la obligación (munus) de pagar á Roma 
cierto tributo y de servir en los ejércitos romanos. Los había 
de dos clases, según que gozaban del derecho de sufragio 
v del acceso á las magistraturas romanas, ó sea del derecho 
de ciudadanía completo, ó según que este no comprendía los 
dos derechos políticos mencionados ches romani sine snffra- 
(jio ct jure honorum. Los primeros gozaban de una autonomía 
completa en su gobierno municipal, miéntras los otros soló la 
tenían, y no en todos los casos, en el órden de su gobierno 
interior, estando la administración de justicia á cargo de un 
prefecto enviado por el pretor romano. 

Las colonias romanas (colonice civium RomariorumJ eran, 
«orno su mismo nombre indica, una agrupación de familias 
romanas, establecida en los lugares conquistados por Roma, y 
cuya principal misión era conservar bajo el señorío de la Me- 
trópoli el territorio que ocupaban (1). 

Frecuentemente fueron las colonias el medio de que se ^a- 
lió Roma para desembarazarse de la clase pobre y necesitada, 
cuya precaria situación era una amenaza constante al orden 
social. 

Más tarde, en los últimos tiempos de la república, el prm- 


(1) Sobre la política de liorna en orden á la fundación de colouia- m 
tintas épocas, puede consultarse la disertación do Sambeth, De 


dis- 
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cipal objeto de las colonias fuó conceder tierras álos soldados. 
Sucedió también que más de una vez se concedió el título y 
la condición jurídica de colonia á pueblos que no habian teni- 
do en su origen este carácter. 

A la fundación de una colonia, debia preceder en los pri- 
meros tiempos un decreto del Senado mandando establecerla,, 
el cual tenía que ser lue'go aprobado por el pueblo (lex co- 
lonica). En los últimos tiempos de la República solian fundar 
colonias los generales por su propia autoridad. 

De ordinario, singularmente en los primeros tiempos, cada 
colonia constaba de 300 ciudadanos, bien que en algunos ca- 
sos llegara á ser su número mucho mayor. Si no había núme* 
ro bastante de ciudadanos que se prestasen voluntariamente á 
fundar la colonia, se sorteaban los demás ciudadanos para 
completar el número establecido por la ley. 

La ley colonial fijaba asimismo las tierras que habian de 
adjudicarse á los colonos, y nombraba una comisión para que 
en nombre del pueblo romanó fundase la colonia. La exten- 
' sion de las tierras adjudicadas á cada colono varió según los 
casos y los tiempos. 

La comisión encargada de la fundación de la colonia, era 
elegida por el pueblo en los comicios por trbus, y los comi- 
cios curiados les otorgaban el imperium. 

Dirigidos por los miembros esta comisión, y prévia la con- 
sulta de los auspicios, los colonos marchaban al sitio destina- 
do para la fundación de la colonia. 

Llegados áella, los agrimensores, que en calidad de oficia- 
les subalternos acompañaban á la comisión, procedían á me- 
dir los terrenos asignados á la colonia v á dividirlos en suer- 
tes, los cuales se sorteaban luego entre los colonos. 

La organización de las colonias estaba calcada sobre la me- 
trópoli. De aquí que se las pudiera llamar con razón quasi 
effgies parva simulacraque populi Romani. Los primitivos ha- 
bitantes de la población donde se establecía la colonia, eran do 
condición jurídica muy inferior ála de los colonos (los cuales 
conservaban el derecho de ciudadanía romana), si bien más 
tarde se fueron borrando paulatinamente estas diferencias. 
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Ciudades confederadas ( civiíaies fieierata) e ran lasque 
en virtud de un tratado hecho con Roma, conservaban su au- 
tonomía en el orden político y administrativo, si bien estaban 
obligadas á contribuir con ciertas prestaciones convenidas en 
los tratados respectivos. La condición jurídica de estas ciuda- 
des era á veces muy distinta, pues mientras unas conservaban 
su completa soberanía, manifestada principalmente en el re- 
conocimiento de su independencia política por parte de Roma, 
la independencia de las otras era limitada, según las cláusu- 
las del tratado, las cuales colocaban á estas ciudades en cier- 
ta relación de dependencia respecto de Roma. 

Las colonias latinas ( colonial latinen ), cuya organización 
era muy semejante a la de las colonias romanas, si bien su 
condición jurídica era muy diversa, constaban, como su mis- 
mo nombre lo indica, no de ciudadanos romanos, sino de la- 
tinos. Su fundación se verificaba en virtud de una decisión del 
pueblo, por una comisión especial, del mismo modo que la de 
las colonias romanas. 

El número de colonos asignado á las colonias'latinas era 
mucho mayor que el de las colonias romanas, habiendo lle- 
gado alguna vez á 6.000. 

Las colonias latinas gozaban de cierta independencia aná- 
loga á la de las ciudades confederadas. No estaban sujetas á la 
jurisdicion de ningún Magistrado romano; se gobernaban por 
sus propias leyes, y tenían como símbolo de su soberanía el 
derecho de acuñar moneda Los habitantes de estas colonias 
no gozaban del derecho de ciudadanía romana, sino que eran 
considerados como una clase media entre los romanos y los 


peregrini. 

Las colonias latinas y las ciudades confederadas se com- 
prendían bajo la denominación de nomen latinum, y sus habi- 
tantes (socii Latini nominis) gozaban, entre otros, del derecho 
de contratación, del de matrimonio y del de avecindarse en 
Roma. 

Posteriormente se limitaron estos derechos, ó mejor dicho, 


no se otorgaron sino en menor escala á las colonias fundadas 
en los últimos tiempos, y aun se privo de los derechos que dis- 
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frutaban á al gamas de las colonias antiguas. Así vemos quo el 
derecho de acuñar moneda no so otorgó más que á siete de 
las doce colonias latinas fundadas últimamente, y que si bien 
se les otorgó el derecho de contratación, no tuvieron el jus 
connubii , y que no fue lícito á sus habitantes adquirir el dere- 
cho de ciudadanía romana sino mediante ciertas condiciones 
difíciles de llenar. 

Los habitantes de las primitivas colonias latinas podían 
avecindarse en Roma y ejercer el derecho de ciudadanía, aun- 
que con ciertas limitaciones, las cuales cesaban, en virtud de 
una ley del año 177 ántes de Jesucristo , respecto de los la- 
tinos que hubiesen dejado un hijo en la colonia de donde pro- 
cedían. 

En cuanto á los habitantes de las últimas colonias latinas, 
ó sea de las menos favorecidas en cuanto á su condición ju- 
rídica, podían asimismo adquirir el derecho de ciudadanía 
romana por el solo hecho de haber desempeñado alguna ma- 
gistratura en su respectiva colonia, ó de entablar alguna 
acusación cón arreglo á lo establecido en la ley Acilia repe- 
timdarum del año 122 ó 123 ántes de Jesucristo. 

§ 40. 


ORGANIZACION DE ITALIA DESPUES DE LA LEY JULIA (l). 

La desigualdad entre los romanos y latinos en punto á la 
distribución de los territorios conquistados, en que correspon- 
día siempre á los romanos una parte mayor, y á veces el do- 
ble que á los latinos, miéntras éstos contribuían á la guerra 
con un contingente mucho más grande que los romanos, jun- 
to con otras desigualdades no ménos irritantes, dieron márgen 
á que aquéllos mostrasen su descontento y reclamasen contra 
semejantes injusticias. Los romanos no tardaron en compren- 
der que la única manera de aquietarlos y de evitar los con- 
victos que necesariamente habían dé surgir continuando aquel 


(!) Marquardt, i, pág 51-67. Walter, i, § 2-12-247, pág. 324-341. 
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estado de cosas, era equiparar á todos los latinos en derechos 
políticos, como ya lo estaban en derechos civiles, con los ciu- 
dadanos romanos. 

La ineficacia de las primeras tentativas encaminadas á este 
objeto, y la adopción de algunas medidas contrarias á las pre- 
tensiones de los latinos, dieron ocasión á la última y encarni- 
zada guerra de Roma con los pueblos confederados. 

El cónsul L. Julio César acabó con las diferencias que se- 
paraban en el órden político á latinos y romanos, por medio 
de una ley votada el año 90 ántes de Jesucristo, en cuya virtud 
se otorgó el derecho de ciudadanía romana á todos los habi- 
tantes de las ciudades confederadas que habían estado al lado 
de Roma en esta última guerra, y á los de todas las colonias 
latinas. 

La ley Plantía Pariría, dictada en el año siguiente, con- 
cedió este mismo derecho á todos los ciudadanos é incolas do- 
miciliados á la sazón en Italia, si sexaginta dzebus apul pre- 
torem essent p'ofessi (1), es decir, con sólo que se presentasen 
al pretor y manifestaran su intención de aprovecharse del be- 
neficio de la ley dentro de sesenta dias. 

A todos los que habían adquirido el derecho de ciudadanía 
en virtud de estas disposiciones, se les concedió por un Sena- 
doconsulto del año 84 ántes de J.-C. el derecho á votar en to- 
todas las tribus. 

Consecuencia de las leyes relativas á la concesión del dere- 
cho de ciudadanía, fue la completa romanización de los pue- 
blos que lo aceptaron, no sólo en cuanto á su derecho privado, 
sino en cuanto á la lengua y á las costumbres. Borráronse las 
diferencias que existían en lo antiguo entre los municipios y 
las ciudades confederadas, y al mismo tiempo que se les dejó 
cierta independencia, consintiéndoles elegir sus Magistrados, 
se les colocó bajo la dependencia de Roma, estableciendo las 
relaciones que habían de existir entre las autoridades locales 
y el gobierno de la metrópoli por medio de leyes especiales. 

De las varias leyes que se dieron con este objeto, no han 

0) Cicerón , pro Archín, 1,1. 
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llegado hasta nosotros sino fragmentos de dos pertenecientes 
a la Apocado César: la ley Riibrki del año 49 ánte 3 de Jesu- 
cristo, relativa al procedimiento judicial que había de obser- 
varse en los municipios de la Galia Cisalpina (que poco des- 
pués fueron agregados á Italia), en la cual se establecieron los 
asuntos que eran de la competencia de los Magistrados mu- 
nicipales, y aquellos otros cuya decisión debía someterse al 
pretor. „ 

Mucho más importante todavía, así por su carácter gene- 
ral como por su asunto, fuá la ley Julia, Mtmicipalis, propues- 
ta por César y votada por el pueblo en el año 45, relativa á 
la organización municipal de los pueblos que gozaban del de- 
recho de ciudadanía. En virtud de esta ley se otorgó á todas 
estas ciudades el tener Magistrados propios y Asambleas po- 
líticas, se concedió á los Magistrados locales la facultad de 
formar el censo, que había sido hasta entonces exclusiva de 
los censores romanos, y se otorgó á sus habitantes, aunque 
con algunas limitaciones, el derecho de ser juzgados por Ma- 
gistrados elegidos por ellos, así en lo civil como en lo criminal. 




C.) LAS PROVINCIAS. 


CAPITULO VI. 

ORGANIZACION DE LAS PROVINCIAS (1). 



EL GOBIERNO Y LA ADMINISTRACION DE LAS PROVINCIAS. 

Designábase con el nombre de provincias a los países suje- 
tos á la dominación romana, cuyo gobierno estaba encomen- 
dado á un Magistrado de Roma (2). 

La organización del gobierno de estos países {forma, 'pro- 
vincia), era determinada por un decreto del Senado, ó la fija- 
ba por delegación de esta Asamblea el general á c,uyo cargo 
estaba en tiempo de guerra el gobierno del país, asistido de 
una comisión de Senadores, diputada al efecto. 

El gobierno de las provincias estuvo encomendado en un 
principio á los pretores, con cuyo objeto se empezó por au- 

(1) Marquardt, i, pág. 338-402.— Villems, pág\ C84-C92.— Walter, i, § 218 232, pá- 
í?i oa 292-31 1,-Puchta, i, § 69-69, pág. 146 152. 

(2) Puede juzgarse déla gran extensión del territor o dominado por Roma al 
final de la República por la sola enumeración (lelas provincias del imperio en tiem- 
po de César. Eran estas: las Españas citerior y ulterior, las Galias Cisalpina, 
Transalpina, I.ionense y Bélgica, la lliria, Macedonia y Grecia, Sicilia, Ordeña y 
Córcega, en Europa; el Asia propia , Bitinia y el l'onto , Cilicia y Chipre, Siria. 
Creta, en Asia; Cyrene y el Africa propia en Afiica. 
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mentar hasta cuatro el número ele estos Magistrados, desti- 
nando dos de ellos á las provincias. Posteriormente estuvo á 
cargo de los procónsules y propretores, nombre que se daba á 
los Magistrados á quienes terminado el año de la duración de 
su cargo, se les prorogaba éste por otro año, enviándolos álas 
provincias. 

A pesar de que los gobernadores de las provincias estaban 
obligados á dar cuenta al Senado romano del desempeño de su 
cargo, y de que sus abusos podían ser denunciados ante los 
Tribunales romanos, es lo cierto que estas medidas eran ge- 
neralmente ineficaces en la práctica, y que los gobernadores, 
atentos únicamente á enriquecerse á toda costa, oprimiendo y 
esquilmando á los países que les estaban confiados, dejaban 
de ordinario tristes recuerdos de su administración. 

Las atribuciones de los gobernadores, así en lo relativo á 
la administración civil y económica, como á la jurisdicción civil 
y criminal, eran extensísimas. Ellos eran la única autoridad 
competente para decidirlos asuntos civiles, así délos habitan- 
tes de las provincias, como de los ciudadanos romanos estable- 
cidos en ellas. A semejanza del pretor romano, los gobernado- 
res de provincia promulgaban, al tomar posesión de su cargo, 
un edicto dando á conocer los principios que habían de servir- 
les de norma en la administración de justicia durante su go- 
bierno. Para instruir y sentenciar las causas criminales, se 
asesoraba el pretor do un cuerpo consultivo formado por los 
ciudadanos romanos más calificados establecidos en la pro- 
vincia, el cual celebraba reuniones periódicas (cono' en tus) en 
determinadas ciudades. 

Los asuntos civiles no eran juzgados de ordinario directa- 
mente por el pretor, sino por jueces nombrados por él, los 
cuales, después de iniciar el proceso ante el gobernador, pro- 
seguian y 'fallaban el asunto. El pretor no se reservaba más 
que el conocimiento y la decisión de los negocios más impor- 
tantes. Si la persona contra quien se intentaba la acción era 
ciudadano romano, los jueces nombrados por el gobernador 
X>ara entender en el asunto habían de ser ciudadanos roma- 
nos. Cuando so trataba de pleitos entre personas que no goza- 
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han del derecho de ciudadanía, no se exigía generalmente este 
requisito á los jueces que habían de fallarlo por delegación del 
pretor, bien que en este punto no había ninguna regla fija y 
absoluta, y todo dependía de la organización especial de cada 
provincia , y de los edictos de los respectivos gobernadores. 

Los gobernadores de provincia delegaban á veces en sus 
legados parte de las atribuciones propias de su cargo. Tenían 
además un séquito numeroso de oficiales subalternos y perso- 
nas de su confianza á que se daba el nombre de cohorte pre- 
toria (cohors ¡ proRtoria ). 

La condición de las diversas ciudades enclavadas dentro 
del territorio de cada provincia era muy distinta. De ordinario 
tenia cada una de ellas su organización municipal propia, y 
distinta de las demás; podían elegir los Magistrados, á cuyo 
cargo estaba la administración municipal, junto con otras 
atribuciones, tales como la de decidir sobre la concesión de 
derecho de ciudadanía á los extranjeros, todo esto bajo la su- 
prema inspección del gobernador de la provincia. 

Del territorio provincial, una parte mayor ó menor, pero 
siempre considerable, se reservaba Roma como propiedad ex- 
clusiva, y lo demás continuaba bajo el dominio de sus primi- 
tivos poseedores. El Estado solia arrendar, mediante un cá- 
non, parte de las tierras de su propiedad; otras las vendía á 
los particulares, y á veces hacia donación de ellas á algún 
pueblo con quien le unían vínculos de alianza. 

El aprovechamiento de los terrenos destinados á pastos, 
era cedido á los particulares mediante el pago de un impues- 
to ó cánon especial. La exacción de las prestaciones debidas al 
Estado por este concepto', así como por el arrendamiento de 
las tierras pertenecientes al Estado, estaba confiada por los cen- 
sores á una clase de especuladores conocida con el nombre de 
publícanos. 

La propiedad de los habitantes de las provincias sobre sus 
tierras era de distinta condición que la que tenían sobre las 
suyas los ciudadanos romanos; de aquí que miéntras la de 
estos últimos estaba libre de todo impuesto, la de los primeros 
estuviese gravada con impuestos onerosísimos. 
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Los impuestos que pesaban sobre las provincias eran ordi- 
narios ó extraordinarios (1). Á la primera categoría pertenecían 
la capitación ó impuesto sobre las personas, común á casi to- 
das las provincias, y un impuesto sobre las tierras, que unas 
veces se pagaba en metálico y otras en especie. 

Entre los impuestos extraordinarios se contaban el desti- 
nado al sostenimiento de la armada en cada provincia, las 
prestaciones que habían de hacerse al pretor en dinero ó en 
especie, según su voluntad, y otros semejantes. 

Al pago de los impuestos estaban obligados no sólo los 
habitantes de las provincias, sino también los ciudadanos ro- 
manos que poseían bienes en el territorio provincial. 

Las aduanas y las minas eran también copiosas fuentes de 
ingresos para el erario romano. En cuanto á las primeras, to- 
das eran propiedad del Estado, el cual solia arrendarlas á los 
publícanos. De las minas, unas eran propiedad del Estado, el 
cual las explotaba por sí mismo ó las arrendaba con este obje- 
to, y otras pertenecían á_las ciudades ó á los particulares, los 
cuales pagaban en todo caso por ellas al Estado un crecido 
impuesto. 


42 . 


LAS CIUDADES PROVINCIALES. 

En general las ciudades provinciales se hallaban someti- 
das al imperium del pretor, y oblig-adas al pag’O de los impues- 
tos ordinarios y extraordinarios que acabamos de mencionar. 
Estas ciudades se designaban con el nombre de civitates sti - 
jpendiark n, dedititioc, y eran las que propiamente y en sentido 
extricto formaban la provincia. 

No todas las ciudades estaban, como hemos indicado, su- 
jetas al pago de estos impuestos, ni tan estrechamente some- 
tidas á la dominación romana. Había algunas que conserva- 


(1) Puede verse la enumeración detallada de los que pagaban en este periodo 
en ia citada obra de Marquadt, it, pág. 173-1CS. 
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ban su independencia y que como meras aliadas de Roma no 
tenían otra obligación que la de auxiliar á los romanos en ca- 
so de guerra y eran las civitates fez&eratee. Las había también 
que gozaban de una completa autonomía, por concesión espe- 
cial del pueblo romano, y no por un tratado como los ante- 
riores, no sólo en lo relativo á la administración municipal 
sino respecto de la jurisdicción civil y criminal, teniéndola 
facultad de gobernarse por sus propias leyes, sin sujeción al 
Gobernador de la provincia en este punto. Estas ciudades se 
denominaban civitates liberen, y estaban obligadas general- 
mente al pago de los impuestos. Cuando se les eximía de esta 
obligación agregaban á la denominación de liberen la de in- 
munes . 

Había también un considerable número de colonias esta- 
blecidas en las provincias. Los colonos destinados á estas co- 
lonias procedían generalmente de otros pueblos de la provin- 
cia en los primeros tiempos. Posteriormente se compusieron 
muchas veces de latinos y de ciudadanos romanos. 

A muchas ciudades provinciales se concedió el derecho de 
las colonias latinas, y en su consecuencia fueron sustraídas al 
imperium del Gobernador, y se gobernaron por Magistrados de 
su elección. Los habitantes de estas ciudades poseían el dere- 
cho de contratación con los romanos, aunque no el connu- 
birni, y podían adquirir el derecho de ciudadanía con sólo 
haber desempeñado alguna magistratura en su ciudad natal. 

A veces se daba el caso de que una ciudad se ligase con los 
vínculos de la clientela ó del hospitium á alguna familia pode- 
rosa de Roma á fin de que e'sta defendiera sus intereses en la 
capital de la República. 



CAPITULO VII. 


LA ADMINISTRACION PUBLICA. 


§ 43. 

F.L EJÉRCITO (1). 

La importancia de esta institución en un pueblo como el 
romano, que debió principalmente su grandeza y poderío á la 
fuerza de las armas, nos explica el exquisito cuidado con que 
el pueblo romano miró siempre todo lo relativo á la organiza- 
ción militar. 

La determinación de las fuerzas militares de que había 
do constar cada año el ejército activo, así como la designación 
de las tropas cuyo mando había ¿le confiarse á cada cónsul ó 
pretor, era atribución del Senado. 

En circunstancias normales el ejército romano constaba de 
cuatro legiones y además del contingente de los socios y confe- 
derados. Cada legión tenía de ordinario 4.200 infantes y 300 
equites , divididos en cuatro clases, triarios, príncipes, astados 
v velites, cuyo armamento era casi idéntico, á excepción del de 
los últimos que lo usaban ménos pesado. 

Las tres primeras clases se subdividian en manípulos, cor- 


<1 j Mar jUanlt, u, púg. Í.24-C.T).— -W altor, i, § l“o, 181 , ptíg. 23G-21U. 
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respondiendo diez á cada clase, y los soldados de la cuarta 
clase se repartían por igual entre los manípulos de cada legión. 
Cada tres manípulos constituían una cohorte. 

El mando de cada leg’ion estaba á cargo de seis tribunos, 
los cuales turnaban de dos en dos, cada dos meses, en el mando 
militar. Al frente de cada manípulo había dos centuriones, el 
primero de los cuales, que era superior en categoría al segun- 
do, se denominaba prirnipihes. Cada centurión tenia como ofi- 
cial subalterno un opilo y dos vexillarü ó portaestandartes. 

La elección délos tribunos militares fué al principio atribu- 
ción de los Cónsules, pero esta facultad pasó luégo al pueblo, 
á quien competía el nombramiento de los tribunos de las cua- 
tro legiones ordinarias, reservándose á los Cónsules la de las 
demás legiones. K1 nombramiento de los centuriones se hacia 
por los tribunos, los cuales á su vez tenían la facultad de nom- 
brar á sus oficiales subalternos. 

Cada ala, nombre que se daba á los 300 soldados de caba- 
llería de que constaba cada legión, estaba mandada por un 
prefecto, y dividida en diez secciones de treinta soldados, al 
frente de cada una de las cuales liabia un centurión. Los cen- 
turiones de la caballería tenían á sus órdenes el mismo nú- 
mero de oficiales subalternos que los de la infantería. 

El inando superior del ejercito era ejercido de ordinario por 
los Cónsules, los cuales cuando estaban reunidos turnaban en 
el mando, y, cuando separados, se dividían en la forma pres- 
crita por el Senado el mando de las fuerzas militares. En las 
provincias el mando del ejército estaba á cargo de los procón- 
sules y de los propretores. En tiempos de dictadura el dicta- 
dor era el jefe supremo del ejército. Los generales en campaña 
tenían como auxiliares y delegados varios lugartenientes (le- 
gati) cuyo número fijaba el Senado, pero cuyo nombramiento 
era atribución de los generales. 

El servicio militar era obligatorio en este período, como en 
el anterior, para todos los ciudadanos que, además de tener la 
edad requerida, ó sea más de diez y siete y menos de cuaren- 
ta y seis años, eran libres desde su nacimiento y poseían una 
fortuna imponible de 4.000 ases por lo ménos, si habían de 
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servir en infantería, y tener el censo ecuestre para ingresar en 
las centurias de equites. 

La recluta se hacia en la forma siguiente: anunciada la 
leva por los Cónsules, y fijado préviamentc por el Senado el 
contingente del año respectivo, todos los ciudadanos obli- 
gados en aquel año al servicio militar debían concurrir al 
lugar destinado al efecto donde eran inscritos como solda- 
dos. La elección de los soldados que habían de formar parte 
de cada legión, y de cada una de las clases en que ésta se di- 
vidía, la hacían en un principio los tribunos, pero posterior- 
mente y para evitar los abusos á que esto daba lugar, se deja- 
ba su designación á la suerte. 

Carla soldado tenía obligación de servir veinte campañas 
si era de infantería, y si de caballería diez. Al principio no tu- 
vieron los soldados remuneración alguna, siendo de su cuenta 
todos los gastos que hacían mientras estaban en el ejército. 
Posteriormente se les señaló un sueldo, que pagaba el listado 
y el cual varió según las épocas. Durante los primeros siglos 
de la República se acostumbraba á variar el ejército anual- 
mente, pero á contar desde la segunda guerra púnica, empezó 
á tomar el carácter de institución permanente con que se le ve 
ya al final de este período. 


§ 44. 

LAS INSTITUCIONES ECONÓMICAS (1). 

Las instituciones económicas del período que nos ocupa nos 
muestran el alto grado de cultura que durante él llegó á al- 
canzar el pueblo romano. Los ingresos y los gastos del pueblo 
romano están ya determinados perfectamente, y la administra- 
ción del Tesoro público se halla admirablemente organizada. 

lil principal recurso del Erario, ó sea su principal fuente de 
ingresos era la contribución directa (tributum ex censu) á la 


1 1 1 Míuquíudt, Hñmixchc SUuUsvermlluny t vol. u. W/iltor, i, $ ll>;MT¿, pájr. 
X).— Will( inK jj á{, r . • ÜÜ-ITO. 
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cual servia ele báse la fortuna imponible de los ciudadanos 
consignada en los registros del censo. La cuota del impuesto 
se renovaba cada cinco años del mismo modo que el censo. 

Generalmente este género de contribución no excedía del 
1 ( iributnm simplex) ó 2 (trib uttem dúplex) por 1.000, siendo 
atribución del Senado el fijar la norma para la exacción del 
impuesto (1). 

Las tierras evaluadas en el censo, sobre las cuales recala 
principalmente el impuesto de que se trata, eran únicamente 
las enclavadas en el territorio del Lacio ó en un país extranjero, 
aliado de Roma, pues sólo sobre ellas recaía el dominio quiri- 
tario, ó sea el propio y exclusivo de los ciudadanos romanos 
con todos sus efectos legales. Las viudas y los huérfanos tenian 
que pagar el impuesto especial feos hordianm) , de cjue ya he- 
mos hablado en otro lugar, para el sostenimiento de los ca- 
caballos de los cquiles equo publico. También pesaba un im- 
puesto especial sobre los célibes desde que llegaban á cierta 
edad. Tampoco estaban exentos de él los ararii , ó sean los 
ciudadanos no incluidos en las tribus, ni sujetos por consi- 
guiente al pago del impuesto ordinario, los cuales pagaban 
una contribución especial superior á la de los demás ciuda- 
danos. 

La exacción del impuesto estuvo en un principio á cargo 
de los magistri vicorum et pago ruin, ó sea de los Jefes de las 
pugi y vid, subdivisiones topográficas y administrativas de 
las tribus. Posteriormente se creó con este objeto un cargo 
especial, los tribuid oorarii , desempeñado por ciudadanos ricos, 
y que unían á esto las cualidades de actividad y honradez ne- 
cesarias para el caso. 

Además de la contribución directa, contaba el Estado con 


(1) Cuando ol botín cogido á los enemigos en la guerra bastaba para sufragar 
los gastos del ejército y los extraordinarios de la guerra A que principalmente se 
destinaba el importe del tribulum ex censu, se solia devolver á los ciudadanos las 
Cantidades que liabian pagado por este concepto.— Desde la conquista de la Mace- 
donia, verificada en el año 081 de Roma, hasta el año 711, cesó por completo la 
exacción del tribulum ex censu, en razón á que las inmensas riquezas que anuyeron 
al Erario ¡i consecuencia de aquel suceso, fueron más que suficientes para atender 
á ios gustos públicos.— l’lut. Aem, 38. 
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otros muchos recursos, entre los cuales ocupaban el primer 
lugar los rendimientos del ayer publicus en Italia, y del ayer 
provincialis, aumentados considerablemente á medida que se 
extendía el territorio romano, y cuyo aprovechamiento cedía el 
listado á los particulares mediante un canon, anual fvectiyalj. 
Á éste se agregaban los impuestos de las provincias, el impues- 
to que se habia de pagar por el aprovechamiento de los pastos 
públicos fscripturaj, por el derecho á explotar las minas y á 
utilizar las pesquerías del Estado, los derechos de introducción 
que se pagaban en las aduanas terrestres y marítimas, ( porto - 
ría), y la cantidad que exigía el Estado por la cesión del mo- 
nopolio de la venta de la sal. 

La exacción de estos impuestos no la hacia el Estado por 
sí mismo, sino que estimando en una cantidad alzada su im- 
porte, cedia, mediante el pago de ella, á los publícanos ó con- 
tratistas los derechos que le pertenecían por este concepto. Los 
censores eran los encargados de fijar la cantidad que debían 
pagar los contratistas por el arrendamiento de cada uno de 
estos servicios, cuya adjudicación se hacia solemnemente en 
presencia del pueblo en los idas de Mayo, custodiándose los 
documentos relativos á ella en el Erario público. 

Habia también ingresos extraordinarios, que ascendían á 
veces á una suma incomparablemente mayor que los ordina- 
rios, cuales eran el producto de las multas y de los bienes con- 
fiscados el botín conquistado á los enemigos en la guerra, los 
tributos de las naciones sometidas á la dominación de Roma. 

También procuraban al Estado crecidas sumas el producto 
de la venta de tierras del ayer publicas , y el importe del 5 por 
100 de las manumisiones ( vicésima manumiss ionum ) . 

Los gastos á que principalmente habia de atender el Esta- 
do, eran: el sostenimiento del ejército, el pago de los oficiales 
subalternos de los Magistrados, la construcción y conserva- 
ción de los caminos y edificios públicos, la compra de los ani- 
males destinados para los sacrificios religiosos, los gastos de 
las oficinas del Estado, y las subvenciones que so daban á los 
Magistrados en algunos casos, tales como la concedida á los 
Gobernadores de provinciapara los gastos de viaje, (rialicum). 
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La administración del Tesoro público (aerarium pubUcum </ 
ncrarium Saturni ) estaba á cargo de dos cuestores, los cuales- 
tenían obligación de llevar en libros especiales cuenta exacta 
de los ingresos y los gastos públicos. Otros cuestores tenían 
á su cargo la custodia y administración de los fondos públicos 
en el ejercito y en las provincias. Estos últimos debían dar 
cuenta á los primeros de la inversión de los fondos que se les- 
habian confiado. 

La suprema dirección en el orden económico pertenecía al 
Senado, sin orden del cual no era lícito á los cuestores dispo- 
ner de ninguna cantidad, á no ser por mandato de los Cónsu- 
les, los cuales gozaban de amplias facultades en lo relativo á 
las provisiones de víveres. 

En este período comienza y llega á alcanzar grandes pro- 
porciones la acuñación de la moneda propiamente dicha, cuyo 
origen se remonta al tiempo de los < lecemviros . La moneda de 
plata se acuñó por primera vez en el año 485 de Roma, y la de 
oro en 547. 

Para presidir á las operaciones de la acuñación se nom- 
braron Magistrados especiales, de que hemos hablado en otro 
lugar. 

No toda la moneda romana se acuñaba en la ciudad de 
Roma, sino que muchas veces se acuño también en Italia y en 
las provincias bajo la inspección de los cuestores. 

§ 45. 

EL CULTO (1). 

Habiendo expuesto ya al tratar del primer período la orga- 
nización general del culto y las atribuciones de los tres gran- 
des colegios sacerdotales (2), que continuaron en lo general 


(1) MarquarJt, Rómischc Sliiatxvcrualluvg , m, Walter, i, § 119-1-15, prtgs. 181) ¿C'-i. 
Bouché-I.eclercq, Les PonHfes de l'ancicnne Ronie pilgs. 820-341. 

2) Y ¿ana el § 18, p;ig¡». 53-57. 
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.siendo Ins mismas en el período que nos ocupa, nos limitare- 
mos ó reseñar las modificaciones introducidas en la forma de 


elección de los cargos sacerdotales, que con la admisión de 
los plebeyos en estos colegios son las únicas novedades de im- 
portancia ocurridas en este orden durante la República. 

Abolida la monarquía, el Colegio de los Pontífices, que 
había estado durante ella bajo la inmediata dependencia del 
Rey, cuyas facultades en el orden religioso se asemejaban 
mucho á las que tuvo después el Pontífice Máximo, reivindicó 
para sí el derecho ejercido hasta entonces por el Jefe del Es- 
tado, de elegir libremente sus miembros, emancipándose con 
esto de la tutela de la potestad civil. El procedimiento adop- 
tado por él para llenar las vacantes que la muerte ó la inha- 
bilitación civil ocasionaba en su seno, fué la cooptación, medio 
de que se valían desde muy antiguo para la renovación de sus 
miembros las corporaciones religiosas de origen familiar. 

En virtud de la cooptación, elogian los miembros del Cole- 
gio libremente á sus compañeros, siendo verosímil también 
que eligiesen su presidente de entre los individuos de la mis- 
ma corporación, para suplir en alguna manera la falta de Jefe 
nato, consiguiente á la abolición del régimen monárquico. 

Así constituido, el Colegio de los Pontífices llegó á ser un 
poderoso instnimoituni ref/ui en manos de los patricios, á 
quienes estaba reservado exclusivamente el ingreso en la cor- 
poración, como descendientes de los fundadores de la ciudad 
romana, de los cuales pretendían haber recibido el derecho á 
servir de intermediarios entre Roma y sus dioses. Durante los 
primeros tiempos de la República, el prestigio de la tradición 
que en su favor invocaba el patriciado, juntamente con la es- 
trecha alianza de los representantes del poder supremo en el 
orden político y religioso, salvo la integridad del Colegio de 
los Pontífices; pero cuando posteriormente perdió la tradición 
algo de su fuerza, y la influencia preponderante del elemento 
plebeyo fué arrancando una concesión tras otra á la tenacidad 


patricia, el Colegio de los Pontífices, último 
casta privilegiada, hubo de abrir sus puertas 
tantos de la clase popular. 


baluarte de la 
á los represen- 
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La ley Canulcya, que autorizó la celebración do matrimo- 
nios entre patricios y plebeyos, abrió el camino á una serie do 
concesiones, ¿cuyo término encontramos la entrada de la ple- 
be en la primera corporación religiosa de Roma. Como se ha 
dicho con razón, «la rogación de Canuleyo fue una inconse- 
cuencia que destruyó por su base la teoría teológica de la 
autoridad. Los plebeyos comprendieron que no se necesitaba 
discutir, sino querer. Cerca de 80 años más tarde, las leyes 
Licinias proclamaban la igualdad política y mostraban que 
hasta los principios teológicos dominantes podían inclinarse 
ante la voluntad del pueblo... El Colegio fundado por Turqui- 
no el Soberbio para la interpretación de los libros sibilinos, 
había sido invadido ya en 367, algunos meses ántes de ser vo- 
tadas las leyes Licinias : los Colegios de Augures y Pontífices 
no estaban defendidos sino por su imponente antigüedad y el 
prestigio la tradición que representaban. Pero la tradición ha- 
bía sufrido desde hacia más de un siglo muchas decepciones. 
Se había hecho el sosten de las causas perdidas, y había teni- 
do su parte en las derrotas de la aristocracia. 

Después de algunas vacilaciones llamaron los plebeyos 
á la puerta de ambos Colegios. Los tribunos Quinto y Cneo 
Ogulnio pidieron que el número de los Augures se aumen- 
tase desde cuatro que eran hasta nueve, y el de los Pon- 
tífices de cuatro á ocho, y que las nuevas plazas fuesen ocu- 
padas por plebeyos: ut quum quatuor Augures, quatuor Poil- 
tifices ea tempes tate es sen l , placeretque augeri sacerdotum nu- 
menm , quatuor Pontífices , quinqué Augures , de plebe omnes 
alleg eren tur » (1). Aceptada esta proposición, y siendo idéntico 
por consecuencia de ella, el número de Pontífices de los dos 
órdenes, era de temer que subsistiendo, como no podía ménos 
de subsistir, el antagonismo de clases en el seno de la corpora- 
ción, se hiciese imposible la elección de Pontífice Máximo, 
por obtener, llegado este caso, los candidatos de cada orden el 
mismo número de votos. Para obviar estos inconvenientes, 


(1) Uoucliú-I.eclercq, Op. cit., págr. :i21-r22. 
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sin duda alguna, y asegurar al mismo tiempo la influencia del 
poder civil en las decisiones del Colegio, se resolvió que el 
Pontífice Máximo fuera elegido de entre los miembros de la 
corporación, en los concilios por tribus. Este rudo golpe, ases- 
tado por la política á la independencia del Colegio de los Pon- 
tífices, fuó seguido al poco tiempo de otro, que acabó por re- 
ducir á aquella corporación á ser una rueda no más del orga- 
nismo político. 

Acentuándose cada vez más las tendencias democráticas, 
y consiguientemente la idea de no reconocer autoridad alguna 
en el orden civil ni en el religioso, que no emanase directa- 
mente del pueblo, propuso al pueblo el tribuno Cayo Lic-inio 
Craso (145 años ántcs de Jesucristo) la sustitución del sistema 
electivo de los Pontífices, usado hasta entonces por la elección 
popular. La elocuencia del pretor Cayo Lelio logró conjurar 
este peligro, haciendo que fuese rechazada semejante proposi- 
ción; pero sólo por entóneos, pues no habían pasado cuarenta 
años, cuando el pueblo, llamado á resolver sobre el proyecto 
de ley presentado con idéntico objeto por el tribuno Cneo Do- 
micio Ahenobarbo, adoptaba la moción de óste, estableciendo 
lU sacerdotes q nos antea collegce sufjiciebant , populas crearet (1). 

En virtud de las disposiciones de esta ley, los individuos de 
cada uno de los grandes colegios sacerdotales proponían al 
pueblo varios candidatos ( nomina tio ), de entre los cuales debia 
elegir el pueblo en los comitia tributa sacerdotum, es decir, en 
los comicios por tribus reunidos exclusivamente para la elec- 
ción de los cargos sacerdotales el que más le agradase , pero 
sin que pudiera recaer en ningún caso la elección sobre per- 
sona distinta de las propuestas por el Colegio respectivo. A la 
elección de los candidatos en los comicios sucedía la coopta- 
ción por el Colegio, y la inaugurado ó toma de posesión. 

La reacción contra la demagogia, representada por Sila , 
restableció la legislación vigente antes de la ley Domieia en 
orden á este linaje de elecciones, suprimiendo la necesidad del 
sufragio popular, no sólo respecto de los miembros de los cole- 


(I ) Vi'lryo Püt tírenlo, n, 12. 



HISTORIA DEL DERECHO ROMANO 


USO 

o-ios sacerdotales, sino también, según pretenden algunos, en 
cuanto al Pontífice Máximo. Otra innovación importante de 
este dictador, relativa á la organización de los Colegios de 
Pontífices y Augures, fué el aumentar su número hasta quince. 
Pero la primera de estas reformas duró muy poco, pues algunos 
años después se declararon vigentes de nuevo las prescripcio- 
nes de la ley Domicia y la que atribuía al pueblo la elección 
del Pontífice Máximo, en virtud de haber sido derogada la ley 
de Sila denominada Lex Conidia de sacerdotiis por la ley A tía, 
propuesta por instigación y bajo la influencia de Julio César, 
por Tito Alio Labieno. De la ley Julia de sacerdotiis , dictada 
por César, apenas si sabemos más que el nombre; pero es de 
creer que no modificó en lo esencial las prescripciones de la 
ley Ada, siendo verosímil que tuviera por objeto darles mayo- 
res garantías de estabilidad y solidez. 

Las vicisitudes del Colegio de los Augures, en lo relativo á 
su organización y sistema electivo, son muy análogas, cuando 
no idénticas, á las que hemos reseñado anteriormente con re- 
lación al Colegio de los Pontífices. Durante el período monár- 
quico fue probablemente atribución exclusiva del Rey el nom- 
bramiento de los individuos que habían de constituir ambas 
corporaciones. Abolida la monarquía, sucedió á esta forma de 
elección la cooptación del Pontífice ó Augur por el Colegio 
respectivo. La ley Ogulnia franqueó á un mismo tiempo á los 
plebeyos la entrada en ambos Colegios sacerdotales, y devana- 
do á nueve el número de los Augures, y estableciendo que cin- 
co de ellos fuesen necesariamente elegidos en las filas de la 
plebe, miéntras se contentaba con igualarlas fuerzas de ambas 
clases en el Colegio de los Pontífices, dió una preponderancia 
exclusiva en el de los Augures al elemento popular. 

La elección de los Augures se verificaba en la misma forma 
que la de los Pontífices: como ella, no podía recaer al mismo 
tiempo sobre dos individuos de la misma gens, y constaba de 
los tres actos arriba mencionados: la nominado, la cooptado y 
la inaugurado. Con la ley Domicia pasó al pueblo la facultad 
de elegir los Augures á propuesta de los individuos del Cole- 
gio. Sila, por su citada ley Cornelia de sacerdotiis , derogó la 
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ley Domicia, poniendo nuevamente en vigor, como ya hemos 
dicho, el sistema de la libre y exclusiva elección de los Augu- 
res y Pontífices por el Colegio respectivo, y aumentó hasta 
quince el número de los Augures; pero la ley Atia , confirma- 
da y completada por la ley Julia de sacerdotiis , devolvió á los 
comitia sacerdoium el derecho de elegir los miembros de los 
Colegios sacerdotales, elevando su número á diez y seis. 

Al lado de estos Colegios, que conservan toda su importan- 
cia durante el período que nos ocupa, subsiste el Colegio de 
Feciales, el cual parece haber perdido en los últimos tiempos 
mucha parte de la influencia que habia tenido anteriormen- 
te, si hemos de juzgar por el hecho de que á contar desde la 
terminación de la segunda guerra púnica, no se habla sino 
muy rara vez de su intervención en los asuntos internaciona- 
les (1). 

Al terminar la República, el general abandono de las prác- 
ticas religiosas, de que se lamentaban amargamente los ape- 
gados á la tradición; el abuso que hacían los políticos de la re- 
ligión, convirtiéndola en instnmentum regni , y el escepticis- 
mo engendrado por la literatura dramática, que mezclaba y 
confundía en sus producciones los mitos griegos con los roma- 
nos, habían minado profundamente las antiguas creencias, 
inaugurando un período de profunda y visible decadencia en 
la religión romana. No dejaron de contribuir también eficaz- 
mente á este resultado la influencia poderosísima ya y siem- 
pre creciente del espíritu helénico, que habia aceptado y 
amalgamado con las suyas muchas concepciones religiosas del 
politeísmo oriental y los terribles golpes que el sistema de in- 
terpretación de Epcarmo y el ateísmo de Evehmero asestaban 
'Contra las antiguas creencias del pueblo romano (2). 


ÍI) Marquardt, tu, pág. 409. 

( 2 ) Marquardt demuestra con gran copia de datos en su citada obra, ni, pági- 
na uO-K) la influencia de todos estos elementos en la decadencia de la religión y 
del culto romanos en los últimos tiempos de la república. 




CAPITULO VIII. 


US RELACIONES INTERNACIONALES 



§ 46 . 

EL DERECHO INTERNACIONAL. 

El derecho internacional, tal como hoy se entiende, no exis- 
tió ni podía existir en Roma ni en ningún otro pueblo de la an- 
tigüedad. La idea de la fraternidad de las naciones les era 
completamente desconocida: los estrechos límites de la nacio- 
nalidad aislaban á unos pueblos de otros, y la educación, y el 
carácter exclusivamente nacional de las religiones gentílicas 
abrían entre ellos un abismo insondable, y contribuían á man- 
tenerlos en estado de perpetua hostilidad. Cada nación consi- 
deraba á los habitantes de los demás países como bárbaros, 
respecto de los cuales se hallaba desligada de todo vínculo y 
de todo deber de humanidad, sobre todo en caso de guerra, en 
el cual, según las ideas dominantes en todos los pueblos anti- 
guos, el derecho de conquista no tenía otros límites que el ca- 
pricho del vencedor. Es cierto que en algunos de ellos, y sin- 
gularmente en Roma, encontramos ciertas instituciones que, 
como la hospitalidad, la costumbre de no emprender una guer- 


1) Ofisonbrüggon, De jure belli el pacis ñomanorum. Leipzig, 18fl(> — Walter, sj «U* 
--M0, p átf. S8-1 tf. y 8 HH-ÍH, pdg. } l() 1 ltJ. — Willems, pííg. WMOT 
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m sin declararla préviamentc al enemigo, y el respeto á los 
embajadores, mitigaban en alguna manera el rigor do aquellos 
principios; pero no es memos cierto, como ha notado acertada- 
mente un ilustre escritor contemporáneo, que fuera de estas 
instituciones, apenas si se encuentran en ellos vestigios de un 
derecho internacional, ni otros vínculos que «la religión local 
del patriotismo ó la aglomeración forzada de la conquista (1).» 

Los romanos, como los demas pueblos antiguos, considera- 
ban á los extranjeros como enemigos, y no se consideraban li- 
gados respecto de ellos con ningún genero de vínculo ni de 
obligación, á no ser que los hubieran contraído voluntaria y 
positivamente por medio de un tratado. 

Las personas de los embajadores, sin embargo, se conside- 
raban como sagradas é inviolables, aun en tiempo de guerra; 
pero esta inviolabilidad cesaba por el hecho de tomar los em- 
bajadores parte en la lucha. Las ofensas hechas á los embaja- 
dores eran castigadas entregando al delincuente á la nación 
que aquéllos representaban. 

Aunque Roma se consideraba autorizada á mover guerra 
sin causa alguna á los países con quienes no launian tratados 
especiales, es lo cierto que en teoría no se consideraba como 
guerra justa más que la guerra defensiva, y la ofensiva sólo 
cuando no se podía obtener reparación por medios pacíficos. 
La autoridad competente para pedir reparación de las injurias 
cometidas contra el pueblo romano y para manifestar al Se- 
nado si era ó no procedente la declaración de guerra, á lo me- 
nos durante los primeros tiempos de la República, fue el Co- 
legio de los Feciales. 

Declarada la guerra, el territorio del país enemig ‘0 y las 
personas y bienes de todos sus habitantes se consideraban á 
merced del pueblo romano : las propiedades muebles é iu- 
muebles del enemig'o se consideraban materia de ocupación, 
a los prisioneros de guerra eran condenados á muerte ó redu- 
cidos á la esclavitud. 

A veces terminaba la guerra entrcg*ándose el pueblo cno- 
(W Caucliy , Le itroH nutrirme iii/enutíionul, Pm w, |*tü. i, p . ¿OH. 
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raigo á merced de Roma. En este caso los romanos podían dis- 
poner á su arbitrio de aquel país, bien que por lo general no 
abusasen de su posición en estas ocasiones. Los pueblos some- 
tidos de esta suerte á la dominación romana se llamaban dedi- 
ticii: sus habitantes conservaban generalmente la libertad y 
la .mayor parte de sus bienes, si bien debían pagar un tributo 
á Roma y auxiliarla en caso de guerra. La condición de los 
pueblos sometidos á Roma distaba, sin embargo, de ser uni- 
forme, según hemos indicado en otro lugar. 

En los primeros tiempos intervenían siempre los Feciales 
en la conclusión de los tratados de paz; pero en los últimos 
tiempos de la República cayó en desuso esta costumbre, y los 
generales pactaban directamente la paz. En este último caso 
no se consideraba el tratado válido y firme sino mediante su 
ratificación por el pueblo. 


§ 47 

LOS TRATADOS DE AMISTAD Y ALIANZA. 

Los tratados en cuya virtud el Estado romano entraba en 
relaciones con los demás Estados, pueden reducirse á dos cla- 
ses: tratados de paz y amistad y tratados de alianza (1). Los 
primeros eran aquellos en que se estipulaba que durante cier- 
to tiempo ó m per¡)eimm habían de existir relaciones de amis- 
tad entre los Estados contratantes. Fijábanse además en estos 
tratados las garantías que liabian de mantener á salvo la per- 
sona de los súbditos de cada una de las naciones en el territo- 
rio de la otra. 

Cuando los tratados no eran valederos sino durante cierto 
tiempo consignado en ellos expresamente, se denominaban i n - 
dutiai. Si el tratado era in 'perpetuum, se designaba con el 
nombre de fotdns . 


(1) Las cuatro clases de tratados que distingue Walter (i, § T>, pdg. 96), A saber: 
tratados en que se establecían simples relaciones de amistad, tratados relativos al 
derecho de hospitalidad, tratados sobre la mutua concesión del derecho do ciuda- 
danía y tratados de alianza propiamente dicha, pueden reducirse, perfectamente 
como los reduce Willems (pág. ¡198) á las dos clases que indicamos en el text". 
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Entre los tratados de paz y de amistad pueden colocarse 
también, aunque no les convenga propiamente la denomina- 
ción de tratados, los privilegios de hospitalidad pública (1), ó 
sean aquellos por los cuales el Estado romano concedía á un 
súbdito extranjero, y á veces á todos los habitantes de una 
ciudad, ciertos derechos que tutelaban su seguridad personal 
y el ejercicio de su actividad durante su permanencia en el 
territorio romano. Los súbditos extranjeros á quienes se otor- 
gaba la hospitalidad pública poseían generalmente, entre otros 
derechos menos importantes, el derecho de contratación y aun 
el de comparecer enjuicio en los asuntos relacionados con el 
ejercicio del jus commercii . 

El derecho de hospitalidad privada, muy generalizado en 
Roma, daba al que lo poseía el derecho á ser protegido y am- 
parado por el patrono siempre que fuera necesario; derivában- 
se de él multitud de derechos especiales que sería prolijo enu- 
merar. Consignemos , sin embargo, que el mencionado dere- 
cho llegaba hasta el punto de hacer obligatoria al patrono la 
defensa de los intereses del hospes ante los tribunales (2). 

Las relaciones emanadas del vínculo de la hospitalidad, cu- 
ya afinidad con la clientela hemos notado ya al tratar de esta 
última institución, estaban bajo la salvaguardia y la sanción de 
la ley religiosa, que penaba severísimamente sus infracciones. 

El derecho de hospitalidad era hereditario: y si bien se pe- 
dia anular, esta anulación tenía que hacerse necesariamente 
por medio de un acto solemne. 

Pueden considerarse comprendidos entre los tratados de 
amistad los que concedían el goce de los derechos de ciudada- 
nía, con exclusión del jus svffvagii y del jus honorum, á los 
habitantes de cada uno de los Estados, con tal que fijasen su 
domicilio en el territorio del otro. 


(1) Mommsen, Das Rdmischc Gusirecht en sus Uümischc Forschungcn, i, pág. 5 
:W.— Willems, pág. 399-200, n. 8, combate algunas de las ideas do Mommsen sobre- 
está institución. 

(tí) «Claris. si >ii i vin misiva’ civilatis, lemporibits oplimis,hoc sibi ampUssimunipulcherri- 
mv ruque (Invehan!, abhospilibus e li ni I ¡busque mis injnrits propulsare eoritmque fortunas <te- 
Jnulere.t Ció ron, Dirin , 20. 
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Tratados de alianza ó confederación eran aquellos en los 
«cuales, no sólo se estipulaba la amistad de ambas partes, sino 
también la obligación de auxiliarse mutuamente en caso de 
guerra ofensiva ó defensiva. * 

Cuando las naciones que se ligaban con este género de tra- 
tados estipulaban los mismos derechos y deberes para ambas 
partes y conservaban su mutua independencia, el tratado se 
denominaba fwdws (Kquum. Cuando el tratado consagraba la 
dependencia de uno de los Estados respecto de otro, se desig- 
naba con el nombre d efaidus iniquum. 

Los tratados celebrados por el pueblo romano con otras na- 
ciones solian grabarse en tablas de bronce, y se custodiaban 
on el Capitolio. 



CAPITULO IX. 


LA DECADENCIA DE LA REPÚBLICA (1). 


§ 48 . 

EL ESTADO SOCIAL Y SU INFLUENCIA EN LA LEGISLACION. 

Las victorias que aseguraron al pueblo romano desde el si- 
glo vi de la fundación de la ciudad la dominación sobre casi 
todo el mundo conocido, si bien aumentaron considerablemen- 
te la grandeza y el poderío de Roma, no es ménos cierto que 
ejercieron perniciosísimo influjo en las costumbres y en la vi- 
da moral del pueblo. Las inmensas riquezas que por entonces 
afluyeron á Roma engendraron desmedida afición al lujo y 
menosprecio hacia la sencillez y severidad de los antiguos 
tiempos, contribuyendo poderosamente á fomentar estas ideas 
y á promover la inmoralidad en todos los órdenes el contacto 
con los pueblos orientales, cuya cultura muelle y sensual logró 
enervar y dominar á los romanos vencedores. 

Las leyes dictadas contra el lujo en los trajes y en los fes- 


(1) l’uchta, i, $ 70-72, píg. l.Yl-Ki'L— Waltcr, i, §233-240, pág. 313-341. El 
tomo III de la obra de Lange, (2." edición 187(5), contiene la exposición detallada 
de la historia política en sus relaciones con el derecho desdo el tribunado de 
T. S( rnpronio Uraco hasta el triunfo do Augusto, período cuyo carácter distintivo 
es, como dice el uutor con razón, «ladisolucion do la formado gobierno existente. * 
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tinos, (legos sumtaarue ), que liabia llegado á tomar proporcio- 
iie? espantosas, fueron de todo punto insuficientes para conte- 
ner el mal (1). 

Consecuencia natural de la disipación de costumbres era la 
inmoralidad en la administración pública, y el afan por con- 
quistar los primeros puestos del Estado, considerados como el 
medio más á propósito para enriquecerse y poder llevar una 
vida muelle y regalada. 

«La Roma de estos tiempos ofrece el espectáculo de múlti- 
plos abusos engarzados unos en otros, engendrados por una 
oligarquía en plena decadencia y por una democracia que co- 
mienza, pero ya roída en su germen por los gusanos. A no 
juzgar sino por los nombres con que se adornaban las dos fac- 
ciones, los «grandes» (optimates) tendían á hacer prevalecería 
voluntad de los mejores; los «populares» ( populares ) la de to- 
da la ciudad; pero en realidad no se hallaría en Roma ni una 
aristocracia completa, ni un pueblo constituido y gobernándo- 
se por sí mismo. Ambos partidos combaten por una sombra; 
en ninguno de ellos liay otra cosa que visionarios ó hipócritas. 
La gangrena política ha hecho en todas partes los mismos es- 
tragos; la nulidad es igual en los dos campos. Condenados en 
realidad á un stata quo obligado, ninguno de los dos partidos 
tiene plan, ni siquiera un solo pensamiento político que pue- 
da ayudarles á salir de su estéril inmovilidad Y entretan- 

to todas las bases políticas y m'orales del edificio de la Repú- 
blica se desmoronaban, y el edificio se inclinaba ya á su 
ruina (2).» 

Estas luchas que apresuraron la ruina de la República, 
ejercieron, como no podia menos de suceder, gran influencia 
en la legislación. Entre la multitud de leyes que de ellas sur- 
gieron debemos mencionar las que modificaron la forma de la 
votación en las Asambleas populares (lepes tabellar ice) , las le- 
yes contra la concusión (lepes de repelwidis), y las lepes de ci~ 
vitate, por cuya virtud se otorgó el derecho de ciudadanía á 

(1) Con razón pudo Macrobio (Satura., 3, 17) decir de estas leyes: «Vetas verbum 
ext: leyes honor, ex ma lis moribus procrean tur .» 

i'¿) Mominsvn ,Ikst. rom., v, píg. 10. 
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muchos pueblos de Italia, las leyes relativas al procedimiento 
( leges judiciar ice , ), y las encaminadas á mejorar la situación de 
las clases pobres {leges frumentarias et agraria i). 

A la primera categoría pertenecen la ley Sabinia (615), que 
estableció la votación secreta en las elecciones de los magis- 
trados, la ley Cassia (617), que extendió la misma forma de 
votación á los comicios'judiciales, y la ley Tapiria (623), q:;,e 
la generalizó á todas las decisiones del pueblo, inclusas las 
legislativas. 

Las leges de pccuniis rege tundís tenían por principal ob- 
jeto castigar á los Magistrados que se valían de la posición 
oficial que ocupaban para acrecentar por medios ilícitos su 
fortuna. Por este tiempo se dictaron también varias leyes en- 
caminadas á impedir y castigar los fraudes electorales ( leges 
de ambitu), como la Calpurnia y la Tullía , que hemos men- 
cionado en otro lugar (1). 

No mónos importantes fueron las leges judiciar ice, ó sean 
las que reformaron el procedimiento criminal en lo relativo á 
las causas de concusión (2). En virtud de la primera de ellas, 
votada en el año 605 de Roma á propuesta de L. Calpurnio 
Pisón, el conocimiento y la decisión de este género de proce- 
sos que hasta entonces había estado á cargo de los comicio*, 
los cuales lo decidían por sí mismos ó confiaban este encargo 
á uno ó varios Magistrados, que dictaban su fallo asociados 
de una comisión de Senadores, pasó á ser de* la competencia 
exclusiva de un tribunal especial y permanente {que estío perpe- 
tua), cuya presidencia era desempeñada por uno de los preto- 
res, y en su defecto por un ciudadano {índex queestionis ) de- 
signado al efecto. Bajo la dirección é inspección de este Ma- 


(1) Véase el § 28, pág. 105. 

(2) Conviene recordar á este propósito que la decisión de todos los procesos so- 
bre crirn* neB públicos (judicia publica), es decir, de los que afectaban directa ó in- 
directamente á la seguridad y de los intereses del Estado, era de la competencia 
de las Asambleas populares, (Véase el § Ti, pág. 131-134) á diferencia de los pro- 
cesos civiles y los delitos privados (judicia primita), cuyo conocimiento y resolución, 
correspondió primeramente á los cónsules, y despucs á los pretores y á los ediles 
enrules según los casos. Estos magistrados instruían el proceso y lo fallaban por 
si misinos ó, lo que era más frecuente, después de incoarlo, delegaban sus facult..- 
d -s en uno ó varios Jueces reservándose solo la ejecución do la sentencia. 
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gistrado entendía en todas las causas de repelundis dicha 
comisión especial, designada por la suerte de entre los Senado- 
res incluidos por el pretor en el álbum judicum seleclorum , el 
cual se renovaba anualmente. Aunque limitado en un princi- 
pio este procedimiento al crimen de concusión, no tardó en ser 
seguido para toda clase de delitos. 

Como sucedía frecuentemente que* los Senadores, únicos 
que tenían derecho á figurar en el álbum judicum, dejándose 
llevar del espíritu de partido, se mostraban demasiado indul- 
gentes con los individuos de su orden , cuyos crímenes que- 
daban muchas veces impunes por esta causa, dirigiéronse los 
esfuerzos de los populares aechar por tierra el monopolio ejer- 
cido en este punto por los del bando contrario. Y no tardaron 
en conseguirlo, como lo demuestran las diversas leyes judíela - 
riae promulgadas en el siglo vii de Roma, entre las cuales 
la primera y acaso la más importante de todas fué la ley Sem- 
pronia, votada el año 632 á propuesta de T. Sempronio Graco, 
y en virtud de la cual se dispuso que los jueces fuesen elegi- 
dos de allí en adelante entre los miembros de las centurias de 
caballeros, excluyendo del desempeño de este cargo á los Se- 
nadores. 

Derogada esta ley en 648 por la ley Servilla Capionis, fué 
de nuevo puesta en vigor por la ley Servilla Glaucice repetun- 
darum en lo relativo á la exclusión de los Senadores. T\ T o se- 
limitó á esto la mencionada ley, sino que fué mucho más allá 
en este camino, declarando inhábiles para ejercer el cargo de 
jueces á los padres, hermanos é hijos de los que fuesen ó hu- 
biesen sido Senadores, así como á los que hubieran ejer- 
cido ciertas magistraturas; sin contar otras exclusiones de 
ménos importancia. Fuera de esto, no exigió otros requisitos 
para poder desempeñar el cargo de Juez que el ser mayor de 30 
años y menor de 60, no haber incurrido en la nota de infamia* 
y vivir en Roma ó en sus alrededores. 

La lex Livia judiciaria dictada en 663 á propuesta del tri- 
buno M. Livio Druso, en que se estableció que los jueces so 
hubieran de elegir entre los Senadores y que se reforzase el 
benado con 300 miembros del orden de los caballeros, fué anu- 


SECCION PRIMERA. — CAPÍTULO IX 173 

lada por el Senado casi inmediatamente después de su pro- 
mulgación, por defecto de forma. 

La ley Plantía del año 665 dispuso que se eligiesen quince 
jueces de cada tribu, los cuales podían pertenecer á cualquie- 
ra de las clases sociales. 

La ley Cornelia de 673, que restableció el privilegio de que 
antiguamente gozaban los Senadores en este punto, fué dero- 
gada en 684 por la ley Aurelia , en cuya virtud los Senadores 
compartieron este derecho con los caballeros y los tribuni 
aerar ii (1). Las leges indiciaría;, dictadas por Pompeyo, relativas 
á la elección de los jueces, no modificaron las disposiciones de 
la ley Aurelia en lo concerniente á la composición del álbum 
judicum; pero César, en virtud de la ley Julia , excluyó ex- 
presamente de él á los tribuni aerar ii. 

Las leyes encaminadas á mejorar la suerte de las clases 
pobres, dictadas por los jefes del pueblo en esta época como 
en las anteriores, para tener de su parte á la multitud en la 
lucha con los optimates, fueron de dos clases; las leges fru- 
mentaria, en que ordenaba que se vendiesen al pueblo por un 
precio insignificante grandes cantidades de trigo, y las leges 
agraria relativas á la asignación de tierras del ager 'publicas 

4 

ii los ciudadanos pobres. 

La situación económica de la clase inferior del pueblo en 
la época á que nos referimos, era peor si cabe que en tiempos 
anteriores. Las leyes Licinias que tan eficazmente habían 
contribuido á mejorarla, concediendo á los plebeyos la parti- 
cipación en el ager publicas, habían caido en desuso hacía ya 
mucho tiempo, y el disfrute del ager publicas había vuelto á 
ser monopolizado exclusivamente por los ricos. A esto se agre- 
gaba que los grandes propietarios no empleaban de ordinario 
para el cultivo de sus tierras sino grandes masas de esclavos. 


(1) So. disputa sobre estos trilmni terarii son los funcionarios encardados do la 
exacción del impuesto do que liemos tratado en otro lugar. Creemos con Lango, 
Un, pág. 11)7) que la cuestión debe resolverse en sentido afirmativo, y por lo tanto 
que estos tribuni terarii serian «ciudadanos pertenecientes A la primera clase del 
censo que habían desempeñado realmente dicho cargo y que por lo tanto debían 
ser considerados como hombres de la confianza de las tribus.» 
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con lo cual las clases trabajadoras del Estado se veían priva- 
das hasta del recurso de atender á su subsistencia con el pro- 
ducto de su trabajo. 

Creyóse, como en otro tiempo, que la única manera de re- 
mediar estos males sería dar participación áun á las clases 
mónos acomodadas en la propiedad inmueble, y á este fin se 
dictaron varias leyes, que del asunto sobre que versaban to- 
maron el nombre de leges agrarios. La primera y principal de 
todas ellas fue la ley Sempronia agraria , votada en 621 á pro- 
puesta de T. Sempronio Graco, en virtud de la cual se pusieron 
en vigor, aunque con algunas modificaciones, las disposiciones 
de la ley Licinia de modo agri respecto de la distribución del 
ager publicas. Establecióse, pues, que ningún ciudadano sin 
hijos pudiese poseer más de 500 j ligera (1) del ager publicas, y 
que, caso de tenerlos, le fuera lícito poseer 250 jugera más so- 
bre dicha cantidad, por cada hijo que tuviera,’ y que lo que 
excediese del número d e jugera consentido por la ley, volviera 
á poder del Estado, y se distribuyese entre los ciudadanos 
pobres, los cuales habían de pagar al Estado un cánon, en la 
forma establecida, por el aprovechamiento de las tierras que 
se les asignasen. Quitóse además á los que poseían tierras del 
ager publicas la facultad de enajenarlas. 

Opúsose el Senado á la ejecución de esta ley, disolviendo 
la comisión encargada de plantearla, y no desplegó mónos ac- 
tividad para impedir su restablecimiento, propuesto de nuevo 
al pueblo en 631 por C. Graco. 

Después de la muerte de los Gracos se dictó una ley que 
facultaba á los poseedores del ager publicas para vender las 
tierras que ocupaban, y de allí á poco otra que derogó por 
completo la ley Sempronia agraria, prohibiendo la distribu- 
ción de las tierras del ager publicas que estaban en poder de 
los particulares, y estableciendo al mismo tiempo que las su- 
mas que los poseedores del ager publicas pagaban al Estado 
se repartiesen entre los pobres. 

La ley Thoria agraria de 643 estableció que las tierras del 


<1; l-as .*00 jugera equivalían á 120 hectáreas. 
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ayer pudlicus poseídas con anterioridad á la fecha de su pro- 
mulgación, pasaran á ser de la propiedad privada de sus po- 
seedores. 

La más importante de las leyes agrarias dictadas, á contar 
<!esde la ley Thoria , fué la promulgada por César en 695 (lex 
Julia agraria ), en virtud de la cual se procedió á la distribu- 
ción de las tierras del ayer publicas que aun conservaba el Es- 
tado en el territorio de Italia. 


49. 


MODIFICACIONES DE LAS INSTITUCIONES POLÍTICAS 
Y DEL ESTADO DE LAS PERSONAS 
EN LOS ÚLTIMOS TIEMPOS DE LA REPÚBLICA (1). 


Las convulsiones políticas que agitaron á la República ro- 
mana en los dos últimos siglos de su existencia, no podían me- 
nos de reflejarse en las instituciones políticas y en el estado 
social. 

Así vemos que la autoridad é influencia del Senado y de 
las Asambleas populares crecen ó disminuyen según que de- 
mina el partido de los optimates ó el de los populares, y que 
estas mismas vicisitudes se reflejan en las magistraturas. 

No contentos los Gracos con haber quitado á los Senadores 
el monopolio de las funciones de juez, ponen especial empeño 
en mermar las atribuciones del Senado, sustrayendo á la es- 
fera de acción de esta Asamblea asuntos que habían sido has- 
ta entonces de su exclusiva competencia. Tal sucedió, por 
ejemplo, en lo relativo á la administración pública, cuya su- 
prema dirección desempeñaba el Senado. «C. (fraco lo priva 
de ella, ya defiriendo á los comicios las cuestiones más graves, 
lo cual equivalía á resolverlas él por sí mismo por medio de su 
autoridad tribunicia, ya disminuyendo las atribuciones sena- 
toriales hasta en el despacho de los negocios corrientes; ya, 
finalmente, avocando á sí el conocimiento de todos los nego- 


0) Walter, i, § 2C3-218, pí!g\ Puolita, 

Yol. III. 


i, § " 70 , pAg. Lun^e, 
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<‘io¡5 Por medio de las distribuciones periódicas de trigo, 

que gravaban al Pistado con una carga pesada y permanente, 
habíase arrogado la facultad de disponer en absoluto de los 
fondos del Tesoro con independencia del Senado; disponía del 
ager publicus , enviando colonias decretadas, no ya por senado- 
consultos, sino por plebiscitos; disponía, por último, de la ad- 
ministración provincial, y logró destruir, también por una ley 
popular, el sistema de impuestos establecido por el Senado en 
Asia, reemplazándolo por el arrendamiento dado á los publí- 
canos de Roma. Sin arrebatar por completo al mismo Cuerpo 
una de sus prerogativas más importantes en el movimiento de 
los negocios ordinarios, la división y determinación de las pro- 
vincias consulares, aniquila la influencia indirecta ejercida por 
este medio, haciendo decidir que la división se verifique ántes 
de la elecion consular (1).» Algunas de estas disposiciones fue- 
ron derogadas después de la muerte de su autor, y las que que- 
daron subsistentes hasta la dictadura de Sila perdieron toda 
su fuerza en tiempo de este célebre dictador, con cuyo triunfo 
no sólo recobró el Senado su antigua preponderancia, sino que 
llegó á ser, como se ha dicho con razón, el órgano del «poder 
absoluto, indiviso y perpetuo en materia de legislación, de ad- 
ministración y de justicia.» 

Sila modificó la forma de elección de los Senadores y las 
condiciones requeridas parala admisión en el Senado, privan- 
do á los censores de la lectio senatns , confiriendo esta facultad 
á los comicios tributos v concediendo á los cuestores, cuvo 
número elevó á veinte, el derecho á ingresar en el Senado. 

Como representante y mantenedor acérrimo de los antiguos 
privilegios del patriciado, Sila se esforzó por atenuar la impor- 
tancia del tribunado del pueblo, privándole de su iniciativa en 
el orden legislativo, y estableciendo que ninguno que hubiese 
desempeñado este cargo pudiera aspirar en lo sucesivo á nin- 
gún otro cargo del Estado (2). 

(1) Mommsen, IH.it. rom., v.pág. G-3-G1. 

(‘¿) No siendo nuestro objeto exponer el cuadro completo de las reformas intro- 
ducidas por Sila, sino únicamente indicar las más conducentes A nuestro proposi- 
to, remitimos al <jue desee conocerlas á la Ilist. rom., Mommsen . v, cap. Pa- 
ginas :H5-r, 03, y á las Rumiadle Altcrlhumer de Lanye, m, páy. Uli-HO. 
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Pompeyo derogó las prescripciones de ¡áila en lo relativo al 
ribunado de la plebe, reintegrándolo en la plenitud de sus 
atribuciones; y desde este punto sobre todo, los tribunos em- 
piezan á invadir el círculo de atribuciones del Senado en órden 
á la administración pública, sometiendo muchos asuntos de 
este género á la decisión de los comicios tributos, que recobra- 
ron su antigua importancia. 

Á contar desde la dictadura de César, tanto el Senado como 
los comicios, pierden su importancia y su autonomía, convir- 
tiéndose en instrumentos del dictador y de los triunviros here- 
deros de su poder. 

La modificación más notable ocurrida desde el tribunado 
de los Gracos hasta la conclusión de la República en el estado 
de las personas, fué la elevación de los caballeros, que ya go- 
zaban por sus grandes riquezas de mucha influencia, á la ca- 
tegoría de clase media social entre el Senado y el pueblo. Per- 
tenecían á esta clase todos los ciudadanos romanos, así los 
avecindados en Roma, como los que tenían su domicilio en 
otras poblaciones, que, según el censo, poseían la fortuna nece- 
saria para poder ser incluidos en las centurias de caballeros. 
El núcleo de la clase lo constituían los publícanos ó contra- 
tistas de los servicios públicos. Aunque todos los ciudadanos 
que poseían el censo ecuestre se designaban con el nombre de 
caballeros, sin embargo, esta denominación no convenia en 
sentido estricto sino á ios miembros de las diez y ocho centu- 
rias de caballeros, ó sea á los caballeros cum equo -publico . El 
Estado reconocía la existencia legal de los caballeros como ór- 
den especial, asignándoles un lugar especial en los espectácu- 
los públicos. 

Los tribuni aerar ¿i encargados de la recaudación de los im- 
puestos y de pagar á los soldados, vinieron también á consti- 
tuir en virtud de la ley Aurelia,, una clase especial, que se re- 
clutaba entre los ciudadanos más ricos de la primera clase 
del censo, y que se consideraba como clase media entre los 
caballeros y los simples ciudadanos. 
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CAPITULO X. 

LAS FUENTES DEL DERECHO BAJO LA REPUBLICA. 

§ 50. 


LAS FUENTES DE DERECHO EN GEN Eli AL (i). 

La principal fuente del derecho durante el período que nos 
ocupa es la ley de las doce tablas, ó sea la compilación del 
primitivo derecho consuetudinario de Roma formada para sa- 
tisfacer á la necesidad de una legislación escrita. La cos- 
tumbre subsiste sin embargo como fuente del derecho y ori- 
gen de nuevas reglas jurídicas bajo la forma de interpretación 
del Código de las doce tablas. De esta suerte, como dice 
Puchta (2), «la letra del mencionado Código no impido el des- 
arrollo del derecho, ántes lo favoreció y le dió más sólido fun- 
damento.» 

La equidad, como principio informante del derecho, era 
considerada tambicirljomo una de las fuentes de ese mismo 


(I • l'uclitu, i, § l:\ páy. 1(>;M0(5.— Kuntze, § ILí, p.ly. y £ 1 Hi 5, páy. Hl. 
i,páy. KM. 
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derecho, ó más bien como uno de los elementos constitutivos. 
La autoridad de la cosa juzgada, (rex judicata) , era conta- 
da asimismo entre las fuentes del derecho, en cuanto solia 
servir de precedente, y aun á veces se tomaba como norma 
para la decisión de casos idénticos ó análogos. La importancia 
de esta fuente del derecho era muy grande en Roma, en ra- 
zón á que el cargo de juez era ejercido de ordinario por 
personas competentes las cuales solian asesorarse además para 
dictar su fallo, de otras personas versadas en el conocimiento 
del derecho. 

Al lado de estas fuentes del derecho, debemos mencionar 
otras cuatro, á saber, las leyes {leyes en sentido extricto, y 
l üebiscita ), los senadoconsultos, los edictos de los magistra- 
dos, y la autoridad de los jurisconsultos, de las cuales así como 
de las leyes de las doce tablas, habremos de tratar separada- 
mente y con alguna extensión por exigirlo así su importancia. 

El conjunto de principios y reglas jurídicas emanadas de 
las diversas fuentes que hemos mencionado, constituía el de- 
recho especial del pueblo romano, jns civile , bajo cuya deno- 
minación se comprendía así el derecho público como el priva- 
do, mientras que la dejas guiritium, ó derecho quiritario se 
aplicaba únicamente á este último. El nombre d ejus civile de- 
signaba además el derecho privativo del pueblo romano en 
oposición al de los otros pueblos, y más tarde se empleó en 
este mismo sentido en oposición al de jas gentium con que se 
designaba á los principios de derecho natural estrados al pri- 
mitivo derecho romano, que entraron como elementos en la le- 
gislación de Roma durante el período que nos ocupa (1). 


(i ) Solia designarse también con el nombre de juft civile al derecho antiguo, en 
contraposición á las leyes de fecha más reciente que atenuaban el rigor de sus 
principios, ó los modificaban por razones políticas. Servia también á veces para 
designar las leyes civiles en oposición al derecho criminal. 
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LA LEY DE LAS DOCE TABLAS (i). 

Al reseñar las luchas entre el patriciado y la plebe hemos 
indicado las causas que dieron origen á la formación de este 
Código (2). Reconocida por los patricios la necesidad de acce- 
der á las reiteradas exigencias de los plebeyos para que se fij li- 
ra el derecho, se nombró, según la tradición, una comisión de 
tres miembros, encargada de estudiar en Grecia las leyes de 
Solon,á fin de poder utilizarlas en el Código que se trataba de 
formar. Luego que la comisión desempeñó su encargo, volvió 
á Roma, y dió á conocer las leyes griegas, las cuales fueron co- 
mentadas y explicadas por un griego emigrado natural de Efe- 
so, llamado Hermodoro, que vivía en Roma desterrado de su 
patria. Después de esto se crearon diez Magistrados ( decemviri ) 
con el especial encargo de redactar en el espacio de un año el 
tan deseado Código. Resolvióse además que durante el año 
que habían de ejercer su cargo los clecemviros, gobernaran 
estos con poder ilimitado la República, cesando entre tanto 
todas las demás magistraturas. 

Las leyes formadas por los decenviros fueron grabadas so- 
bre diez tablas y expuestas al público para que los ciudadanos 
indicasen las reformas que en ellas se habían de hacer. Some- 
tidas luego á la aprobación de los comicios centuriados, fueron 
sancionadas solemnemente por el pueblo en esta asamblea. 

Habiendo terminado el plazo señalado á los clecemviros para 
el desempeño de su encargo, sin que estos hubiesen conclui- 
do definitivamente su obra, se nombraron otros diez magistra- 
dos con los mismos poderes que los primeros, para que lleva- 
sen á término el trabajo de codificación en el término de un año. 


(I) Véanse las págs. 80-87. 

C¿) R. Sehoell, Lefíis duodcám tabularían reliquia-, Leipzig, 1800 - Puebla, i, L i- 
55. pég. 109-115.— Rudorif, i, $ 94, pág. 258-202.— Kuntze, gs? 1 KM 10, p¡1g. (tt-titi- 
— Esniarcli, < 18, pég. 45-00.— Dirige, i, $ 7.1, piig. «¿K-Wl.-Walter, n, jí lo:', pági- 
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Los nuevos dccenviros añadieron dos tablas á las ya existen- 
tes, que como éstas fueron aprobadas en los comicios por cen- 
turias. Como los últimos dccenviros, en vez de imitar la mo- 
deración de los primeros, abusasen de la autoridad que se les 
había concedido, y se empeñaran en seg-uir ejerciéndola con- 
tra la voluntad del pueblo, trascurrido el año de su cargo, el 
pueblo amotinado abolió el deeenvirato y restableció la digni- 
dad consular. 

Tal es en resúmen la historia de la formación del Código 
de las doce tablas, según los escritores antiguos. Mucho se ha 
disputado sobre la credulibidad de esta narración en lo relativo 
á la embajada á Grecia, y á la colaboración del griego Hermo- 
doro en los trabajos preparatorios de la legislación decenviral, 
inclinándose los más á considerar estos dos hechos como pura 
invención. Sea de ello lo que se quiera es lo cierto que «el 
núcleo de las leyes de los decenviros lo constituyó el pri- 
mitivo derecho consuetudinario de liorna y que en la legisla- 
ción decenviral no tuvieron cabida más que disposiciones ais- 
ladas de legislaciones extranjeras, que no estaban en oposición 
con el espíritu del derecho romano» (1). 

Entre las leyes de las Doce Tablas que han llegado hasta 
nosotros ó de cuyo contenido nos dan noticia los escritores 
clásicos, unas se refieren al derecho religioso, otras al derecho 
público, muchas al derecho privado y algunas al derecho 
penal y al procedimiento. Entre las concernientes al derecho 
privado son de notar las relativas á la pátria potestad y al de- 
recho de bienes, las que tutelaban los derechos de agnación, de 


(1) I.ange, i, pág. 6-rí. Kn el mismo sentido se expresan Puchta, i, pág. 110, 
Kuntze pág. 61, y Esmarch, pág. 4~ y 48 — Rudorff, i, pág. 259, aunque convinien- 
do en lo sustancial con los mencionados autores, parece algo inclinado á dar 
más parte que ellos á la influencia helénica en la formación de las Doce Tablas, 
aduciendo á este propósito (n. 3) varios pasajes de escritores clásicos relativos á 
dicha influencia. — El asunto en cuestión, ha sido tratado muy de propósito por Hot- 
fmann en sus Beilriige zur Geschichte des griechischen nuil rinitis chen Hechts, Viene, 18T) 
pág, 1-45. Hoffmann ha demostrado el origen hclinico de algunas de las disposi- 
ciones contenidas en las Doce Tablas, además de las que, según el testimonio de 
los escritores antiguos tienen esa procedencia. Tales son la ley de la Tabla Vil 
relativa á la fijación de los limites de las heredades, y la de la Tabla VIII concer- 
niente ála autonomía de las corporaciones, tomadas ambas, según Gayo, (L. 13. 
D. fin.retjuud. 101 y L. 4 1). de colteg. 4~,22) de las leyes de Solou. 
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gentilidad y patronato, las que consignaban la prohibición dé 
los matrimonios entre patricios y plebeyos, ya existente, la que 
establecía como máximum de interés exigible ante los Tribu- 
nales el diez por ciento, y la que autorizaba al acreedor para 
privar de la libertad al deudor insolvente y áun para quitarle 
la vida. 

Entre las relativas al derecho público, merecen especial 
mención la que concedía el derecho de apelar al pueblo de las 
sentencias dictadas por los magistrados, la que declaraba de 
la exclusiva competencia de los comicios centuriados el dere- 
cho de imponer á los ciudadanos la pena de muerte, la que 
consignaba la competencia legislativa de los comicios cen- 
turiados y la concerniente á la prohibición de privilegios. 

Es probable que muchas de las disposiciones contenidas en 
las Doce Tablas no llegasen nunca á ser aplicadas; de otras se 
sabe que habían caído en desuso en la época en que vivían los 
escritores á quienes debemos su conocimiento, pero no hay 
duda que las relativas al derecho privado estuvieron vigentes 
durante mucho tiempo, y que las principales instituciones de 
época posterior están basadas sobre ellas. 

El estudio detenido del Código de las Doce Tablas confirma 
la exactitud del siguiente juicio emitido sobre él por un ilus- 
tre romanista: «El lugar que compete á la legislación de las 
Doce Tablas en la historia del derecho romano puede fijarse en 

los términos siguientes En el primer período el derecho 

público absorbía al derecho privado, y este último alcanzó 
existencia propia é independiente de aquél al amparo del;¿/í 
scicrum ; más tarde el derecho privado empieza con los plebeyos 
á emanciparse del predominio del público y adquiere finalmen- 
te valor de derecho independiente en cuyo círculo entraron 
hasta los patricios. Este progreso del derecho privado hacíala 
independenci i y su separación del derecho y del derecho sa- 
grado llegó á su término definitivo por la ley de las XII ta- 
blas. El carácter de esta ley no consiste tanto en que el pasa- 
do tuvo en ella su fin, como haber sido su principio y punto 
de partida del porvenir; con ella comienza la elaboración del 
derecho privado, áque se debela influencia ejercida por el de- 
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rocho romano sobre las generaciones, y el haber sido la base 
permanente ó idónea del edificio del derecho romano hasta 
los últimos tiempos.» (1) 

El prestigio de que gozó constantemente la legislación dc- 
ecmviral en el pueblo romano, de que nos dan idea algunos 
pasajes de los escritores clásicos relativos á este Código es una 
prueba más de su importancia y autoridad. Cicerón nos dice 
que. siendo el niño se obligaba á aprenderlas en las escuelas, 
vi carmen, necessarivrn , si bien añade que posteriormente cayó 
en desuso esta costumbre (2). Y ponderando en otro lugar la 
excelencia del código deccn viral se expresa en estos términos: 
«Fremant omnes licct dicam quod senbio: biblia thecas , mehercule , 
omnium pkilosophorum %nus mihi v ¿de tur duodecim tabularum 
¡¿bellas, si quis legum fon les el capita viderib , et auctoritatis 
pondere et utilitatis ubertate superare (3).» Tito Livio decía re- 
firiéndose á la ley de las Doce Tablas: «Nunc qnoq-ue, in hoc in- 
menso aliarían mper alias acorralarían legum cumulo, fons omnis 
publici priva tique estjuris.» (4). 

Créese que las Tablas en que se grabaron las leyes decem- 
virales fueron destruidas cuando la invasión de Roma por los 
Galos. Grabadas después sobre nuevas tablas, se sabe que 
existían aún expuestas al público en el Foro en el siglo m de 
nuestra era. Las últimas noticias sobre la existencia del texto 
primitivo del código decemvíral, datan de fines del siglo v (5). 

Las leyes de las XII Tablas fueron asunto de diversos comen- 


(1) Puchta, pág. m-112. 

(2) De legilnts, n, 23. 

(3) De Orat., i, 43-44. 

(4) m, 34. 

( a ) El último testimonio digno de crédito relativo á la existencia del menciona- 
do Código lo debemos al célebre presbítero marsellés Salviano, el cual en un pa- 
saje de su obra De gubernalione Del (8, 5) escrita en la segunda mitad del siglo v, «la 
á entender claramente que en su tiempo estaban expuestas las Doce Tablas en 
el foto de Cartago.— Entre otras noticias vagas é inciertas relativas á la existen- 
cia de las leyes de las Doce Tablas en época posterior, citaremos la siguiente queda 
Nicdás Antonio en su Biblioteca Hispana retus, (Madrid 1188) i, pág. 518, relativa á 
un monge del monasterio de Nan Millan llamado Pedro de Grañon que vivió antes 

del año 1(MM) Reliquisse huno Pctrum in eo monasterio nunliutum nolis fui! volumiuo 

iluu, •> Leges Gothorum el Regañí •> inscriptas In principio posuil auctor legum xtt tíbu- 

i.aiu m, uuaj aúnes i.vuno gaimink ciimi’uehendit Code.i' pro nimia retustute (tliquol ja ni 

J'oliis non legilur Habanas id latían ex rclulionibns ad nos missis ab eodetn monasterio »•- 
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tarios por parte de los jurisconsultos y otros escritores de la an- 
tigua Roma, siendo de notar entre los primeros los de Antis- 
tio Labeon y Gayo de que han llegado hasta nosotros algu- 
nos fragmentos (1). A esta circunstancia, y á la costumbre que 
tenian los escritores romanos de citar el texto de las leyes de 
las Doce Tablas, debemos el que nos hayan conservado á ve- 
ces el texto literal, y otras la noticia del contenido de muchas 
de sus disposiciones. 

Las leyes que de esta suerte conocemos son 110. Los en- 
sayos de restitución del texto primitivo de las Doce Tablas que 
se han intentado hacer con los pasajes de escritores clásicos, 
relativos á ellas, son numerosísimos, y casi todos infelices. El 
más esmerado y célebre de los ensayos anteriores al siglo xix 
es el del jurisconsulto francés Jacques Godefroi ( Jacobus Go- 
thofredus) publicado por primera vez á principios del si- 
glo xvii (2). El mérito de Gothofredus consiste principalmente 
en haber desechado muchos de los fragmentos que sin razón 
alguna habían sido considerados como pertenecientes al có- 
digo de las Doce Tablas, depurando en muchos puntos la obra 
de sus predecesores. Gothofredus no se limitó á esto, sino que 
quiso también determinar el orden que tuvieron en las primi- 
tivas Tablas las leyes que han llegado á nuestra noticia. 

Entre los ensayos de restitución posteriores al del sabio 
francés, merece citarse el publicado por Dirksen en 1824 (3), el 
cual, prosiguiendo con más espíritu crítico y mejor éxito la 
obra de depuración emprendida por Gothofredus , ha contri- 
buido eficazmente á purgar de adiciones y restituciones arbi- 
trarias los fragmentos que se nos han trasmitido del Código 
decem viral. 

Sin embargo, el trabajo más importante que se ha publi- 


(1) Acerca de los comentaristas de las Doce Tablas, punto que habremos de 
tratar por incidencia al hablar de la literatura jurídica, se debe consultar la diser- 
tación .•»<; veta-iban xu lulmiarnm iatcrprctibus» publicada por Schoell en la intro- 
ducción de su mencionada obra, págf. 22-US). 

(2) Fragmenta xu I abalar am sais n un c primal» labulis restilulu . Ileidelbeig, lelo. 
Posterioimei.te publicó una edición corregida de este trabajo en las Qualor joule* 

jurin (h'i/ís. Ginebra ItSKI. ,, 

(U) Uebersichl tler bisherujea Versa che :ur Krilik uatl llentellunn iler xu Tu /el r mu- 
mente, Leipzig, IH2-I. 
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cado hasta ahora sobre el texto de las XII Tablas, se debe á 
Ricardo Schocll, profesor actualmente en la Universidad de 
Estrasburgo, el cual ha mejorado notablemente la obra de sus 
predecesores con auxilio de los progresos do la crítica filo- 
lógica. 


§ 52. 

LAS LEYES (1). 

Bajo la denominación de leyes se comprendían, desde que 
se reconoció carácter legal á las resoluciones de los comicios 
tributos, tanto las decisiones del pueblo en los comicios por 
centurias, ó sean las legas en sentido extricto, como las ema- 
nadas de los comicios por tribus, á que se daba con preferen- 
cia el nombre de plebiscita, cuando se quería indicar la Asam- 
blea de donde procedían. 

El procedimiento seguido para la formación de las leyes, 
sobre el cual liemos hecho va algunas indicaciones al tratar 
de las Asambleas populares, era el siguiente: Después de dado 
á conocer al pueblo el proyecto de ley que iba á someterse á 
su aprobación, celebrando á veces reuniones preparatorias 
con este objeto ( legem ferre ), eran convocados los comicios, 
ante los cuales el Magistrado que los presidia, por medio de 
la fórmula solemne velitis jubeatis hoc, quirites, rogo. La ro- 
gación ó proyecto de ley sometido á la aprobación del pueblo 
liabia de versar sobre un solo punto, á contar desde la ley Ce- 
cilia Didia del año f>56 de Roma, la cual estableció asimismo 
que las rogaciones se dieran á conocer al pueblo en un trimtn- 
din.um antes de su presentación á los comicios, ó sea con 17 
dias de anticipación. Luego que se había disentido en los co. 
micios el proyecto de ley, el presidente invitaba al pueblo á 
reunirse por tribus con la palabra discedite , y hecho esto, se 
procedía á votar la rogación profiriendo las palabras uti rogas 


(1) Puchta, 1 , § 74, pdg. 16»-169.-Rudorff, i, § 7 8, pág. 14-19.-Auntze, § 117, 
pág. Gj-<)7. 
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los que la aprobaban, y antiquo los que le negaban su voto, 
A esto seguía la promulgación ( gublicatio ) de la ley por el 
Magistrado que presidia la Asamblea. 

La ley sometida á la aprobación de los comicios era redac- 
tada en su forma definitiva por el Magistrado que la proponía. 
Constaba de tres partes: 1. a El preámbulo (prcescriptio ) , en 
que figuraban los nombres gentilicios de los Cónsules ó el del 
Magistrado, cualquiera que fuese, que la sometía á la aproba- 
ción del pueblo, la indicación del lugar en que se reunian los 
comicios, y de la tribu que liabia inaugurado la votación: 
2. a La rogatio ó sea el texto dispositivo de la ley en forma im- 
perativa: 3. a La sandio , ó sea la pena en que habian de in- 
currir los infractores de la ley, ó la manera de hacer valer 
ante los tribunales el derecho consignado en la ley {adío 
legis). 

Cuando se establecía en esta última parte que los actos 
contrarios á la ley se tuvieran por jurídicamente nulos, la ley 
se llamaba perfeda. Si no se consignaba esto expresamente, 
sino que se dejaba el decidir sobre ello al Magistrado encar- 
gado de aplicar la ley, se daba á esta el nombre de imperfec- 
ta. Caso de no declararse la nulidad de los actos contrarios á la 
ley, sino únicamente la imposición de una pena á los que con- 
traviniesen áella, lale}'' se denominaba minus quam perfeda. 

Aunque la mayor parte de las leyes dictadas en éste perío- 
do se refieren al derecho público , hay también muchas con- 
cernientes al derecho privado, si bien se dieron casi siempre 
con un fin político. De muchas de estas leyes tenemos noti- 
cia por el testimonio de los escritores antiguos, los cuales nos 
trasmiten algunas veces su texto literal, limitándose las más 
á darnos una idea más ó mónos circunstanciada de su conte- 
nido. De algunas otras conocemos en todo ó en parte el texto 
primitivo, por haber llegado hasta nosotros los monumentos 
epigráficos en que habian sido grabadas. 
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§ 53 . 


LEVES QUE CONOCEMOS POR LOS MONUMENTOS EPIGRÁFICOS 'lj. 

Las leyes dictadas en este período , cuyo texto conocemos 
por los monumentos epigráficos, son las siguientes: 

La ley agraria , llamada vulgarmente, aunque con impro- 
piedad, ley Tkoria , del año 643 de la fundación de Roma, en 
virtud de la cual se convirtieron en propiedad privada de sus 
poseedores las tierras del ager publicas asignadas desde la 
promulgación de la ley Sempronia, y se establecieron ciertas 
limitaciones para la posesión del ager publicas , y la distribu- 
ción del vcctigal que pagaban sus poseedores entre los ciuda- 
danos pobres. Los fragmentos que conocemos de esta ley se 
hallan grabados sobre uno de los lados de la tabla de bronce 
que contiene la ley Servilla repetwndarurn , y de la cual se con- 
servan dos fragmentos en Yiena y cuatro en Ñapóles. Esta 
ley, atribuida por Rudorff al cónsul Sp. Thorio, y designada 
por esto comunmente con el nombre de Tkoria , ha sido co- 
mentada por Mommsen en el T. I. del Corpus inscriplionum 
latinarían. 

La ley Acilia repetundarum dada en el año 631 y 632 de la 
fundación de Roma, en cuya virtud se modificaron las pres- 
cripciones de la ley Calpurnia sobre el procedimiento que ha- 
bía de seguirse en las causas de concusión. Los fragmentos 
que de ella se conservan están grabados sobre la misma tabla 
que la ley anterior. 

La Lex parieti faciendo Puteolana del año 649 de Roma, 
relativa á la construcción de una pared ante el templo de Se- 
rapis en Puteoli. El texto de este documento de carácter lo- 
cal, pues no es otra cosa que un decreto de los duumviros de 
Puteoli, concerniente á las condiciones de adjudicación de di- 
cha obra pública, se conserva íntegro en una tabla de már- 
mol custodiada actualmente en el Museo de Nápoles. 

(1) Itruns , Fon tes jaría román i anliqtü, ¡/edición, Tubinga, I81t5.— Giraud Juna 
rornaui miii (¡ni vea ligia mommeiita. . París, 1812 . 
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La Lex Cornelia de xx qumstoribus , dada por Sila en 673. 
de la cual conocemos solamente algunas disposiciones, relali- 
lativas casi todas á los viatores y prvecones , grabadas sobre 
una tabla de bronce descubierta en Roma en el siglo xvi y 
conservada actualmente en Nápoles. 

La lex Julia municipal is 6 tabula JLeracleensis , que toma su 
nombre del lugar de su invención, próximo á las ruinas de la 
antigua Heráclea. De esta importantísima ley que arroja viví- 
sima luz sobre la organización municipal del Imperio romano 
por César entre los años 664 á 680 de Roma, lian llegado hasta 
nosotros treinta capítulos grabados en dos tablas de bronce, 
de las cuales una se conserva en Nápoles y la otra en el Museo 
Británico, de donde han tomado respectivamente las denomi- 
naciones de Aes Neapolitanum y Aes Britamcum. 

La lex Fúndanla seu Plebiscitum de Termessibus Pisidis 
maioribus del año 683 de Roma, en virtud del cual se conce- 
dieron á la ciudad de Termeso en Pisidia todos los privilegios 
de que gozaban ordinariamente las civi tales liberen y entre 
ellos el derecho de gobernarse con arreglo á sus leyes y por 
magistrados de su elección, áun en lo relativo á la adminis- 
tración de justicia, y la propiedad inviolable de su territorio. 
Kl plebiscito en cuestión contiene además otras varias dispo- 
siciones de mucho interés. Se conserva en Nápoles en una tabla 
de bronce descubierta en Roma en el siglo xvi. 

Dos fragmentos de leyes de fecha incierta, que, según con- 
jetura Mommsen, fundado en el carácter de letra, deben ser del 
tiempo de los Gracos. Ambas se hallan grabadas sobre una 
misma tabla y versan sobre la organización de las queestiones 
perpetúen. Consérvanse actualmente en Florencia. 

Lex Rubria de Gallia Cisalpina, dada entre los anos 706 y 
711 de Roma relativa á la organización judicial de la Galia Ci- 
salpina. Sólo conservamos cinco de sus capítulos (xix-xxm), 
de los cuales el primero y el último incompletos, grabados so- 
bre un fragmento de tabla de bronce conservado actualmente 


en el Museo de Parma. 

Lex Colonias J ulive gene tivae. del año 710 de la fundación de 
Roma. Versa sobre la organización de la colonia Julia Gonoti- 
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va deducida en el territorio de la antigua Urso por órden de 
Tesar durante su dictadura, en virtud de una ley dada por el 
triunviro Marco Antonio. Los fragmentos de esta ley que han 
¡legado á nuestra noticia están grabados sobre varias tablas 
de bronce, de las cuales unas se conservan en Málaga y son 
propiedad del Marqués de Loring, y las otras se conservan en 
el Museo Arqueológico de Madrid. 


54 . 


SENADOCONSULTOS (1). 


Se ha disputado mucho sobre si los Senadoconsultos de- 
ben ser contados entre las fuentes del derecho durante la Re- 
‘ pública, cuestión que se halla íntimamente ligada con la sos- 
tenida en los últimos tiempos de la Roma republicana entre 
op (¿mates y populares en órden á la competencia del Senado, 
defendida con empeño por los primeros y no ménos rudamen- 
te combatida por los segundos. 

El exámen de las razones aducidas en pró y en contra en- 
gendra la convicción de que si bien el Senado no tuvo duran- 
te este período la facultad de legislar sobre asuntos de derecho 
privado, en la práctica y, aunque bajo una forma indirecta, 
ejerció este derecho y tuvo una influencia considerable en la 
marcha de la legislación . Asegurábanle esta influencia la 
iniciativa que tuvo en lo relativo á las decisiones de los 
comicios eenturiados, y la costumbre de poner préviamen- 
te en conocimiento del Senado para que los recomendase con 
su auc toritos los proyectos que habían de someterse á la apro- 
bación de los comicios. Poseyendo -además la facultad de dar 
decretos sobre asuntos administrativos, podía invadir é in- 
vadió de hecho en algunos casos las atribuciones del poder 
legislativo. No contribuyó poco á aumentar la influencia del 
Senado en este órden la facultad de eximir á los particulares 


U) Puchta, i, S T>, p;íg. 109-V73.— Rudorff , j, § 45 , pág. 10G-110.-kuntze , g 1® 
y ihü, pág. nw-m. 
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del cumplimiento de las leyes, do la cual abusó en tales tér- 
minos que fué preciso ponerle ciertas limitaciones, cuales fue” 
ron que no pudieran concederse sino en sesiones á que asis- 
tieran 200 Senadores por lo ménos y que el pueblo pudiera, si 
así lo juzgaba oportuno, dejarlas sin efecto. 

Pero la base principal de la influencia del Senado en mate- 
rias legislativas era el derecho á anular en todo ó en parto, 
fundándose en que se habían cometido defectos de forma, las 

leves votadas en los comicios. 

%/ 

No es, pues, de extrañar que Cicerón contara á los senado- 
consultos entre las fuentes del jus civile , y que se dictaran en 
realidad algunos senadoconsultos relativos al derecho priva- 
do. Tales son el dictado en 517 para que los magistrados to- 
masen juramento á los dueños de esclavos de que no admitían 
á éstos civitatis mu tandee causa , el que negaba la reintegración 
en la libertad al hombre libre que se vendía para participar 
del precio, y el que estableció la institución del cuasi usu- 
fructo. 

Los senadoconsultos se distinguían de las leyes, en que no 
estaban concebidos como éstas en términos imperativos, y en 
que durante el período que nos ocupa no eran designados co- 
mo las leves con el nombre de sus autores. No hay duda, sin 
embargo, que tenían ya fuerza de ley en este período. 

De los senadoconsultos cuyo texto ó la simple noticia de su 
contenido ha llegado á nuestros dias, los más se refieren al de- 
recho público, muy pocos al derecho privado. 

§ 55. 

SENADOCONSULTOS QUE NOS IIAN TRASMITIDO 
LOS MONUMENTOS EPIGRÁFICOS. 

Los documentos legislativos de este género, de que tenc- 
ro, de que tenemos noticia por m.'dio délas inscripciones, son 
los siguientes: 

Senatusconsultum de Bacchanalibus del ano *>ó8 de la fun 
dación de Roma, prohibiendo en Roma y en Italia la celebra- 
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cion de las fiestas bacanales. — Tabla de bronce que contiene 
la carta en que los Cónsules Q. Marcio y Sp. Postumio daban 
á conocer este documento á la ciudad confederada de Terina. 
Fuó hallada en 1(140 en la aldea de Tiriolo en Calabria, y se 
conserva actualmente en Viena. 

Q. et M. Minuciorum sententia Ínter Genmtes el Vi tur ios 
dicta , fallo dictado por una comisión de senadores sobre la 
cuestión pendiente entre Genua y los pueblos de sus inmedia- 
ciones. Tabla de bronce hallada en 1506 cerca de Genua. 

Senatasconsultam de Tiburtibns del año 664 ó 665 de Roma. 

/ 

relativo á la actitud de los Tiburtinos en la guerra social — 
Tabla de bronce conservada en Roma (1). 

Senatusconsultum de A.sclepiade C lazóme nio, sociisqve , del 
año 676 de la fundación de la ciudad. Se halla grabado el tex- 
to latino juntamente con la traducción griega sobre una tabla 
de bronce conservada en Ñapóles. Coneódense en él ciertos pri- 
vilegios á tres griegos que habían servido en la armada roma- 
na y á sus hijos y descendientes. 

§ 56. 

EDICTOS DE LOS MAGISTRADOS (2). 

La influencia ejercida por los magistrados romanos en lá 
legislación fuó muy escasa en los primeros tiempos de la Re- 
pública, pues su intervención en el procedimiento se limitaba 
de ordinario á fijar la cuestión, estando á la instrucción del 
proceso y su fallo á cargo de jueces especiales. Mientras duró 
el procedimiento de las acciones de la ley, cuya redacción y 
aplicación eran obra de los jurisconsultos, y cuya proceden- 
cia era fijada de antemano por el derecho positivo, el magis- 


(1) Hay además otros varios senadoconsultos del período de la República, es- 
critos en griego y publicados casi todos en el Corpus inscriptionum grcecarum, cuya 
enumeración puede verse eD Rudorff, Rdmischc Rechtsgeschisckte, i, § 83, p. 221-223. 

(2) Puchta, i, § 89-92, pág. 181-201.— Rudorff, i, § 60-61 , pág. 143-150.-Kuntze, 
§ 190-192, pág. 113 116. 
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trado había de limitarse a admitir las acciones en la forma en 
que se le presentaban y á conformarse á lo ya prescrito. La 
influencia escasa é indirecta que en tales circunstancias les 
era dado ejercer, reducíase á la determinación de los dias há- 
biles para las actuaciones judiciales, independientemente de 
los dias fastos, que lo eran ya según la ley; á resolver si las 
personas que habían de comparecer ante los Tribunales ha- 
bían de hacerlo por sí mismas ó por medio de procurador, y, en 
los casos en que los litigantes podían pedir la designación de 
un juez distinto del ordinario, á elegir la persona que había de 
como desempeñar este cargo, y á excluir á las que conside- 
raban indignas, así como á admitir ó rechazar los fiadores que 
habían de presentarse en determinados casos. 

Además de la facultad de dar decretos y de castigar con 
multas pecuniarias á los que no les daban cumplimiento, po- 
dían los magistrados decidir por sí mismos sobre los asuntos 
llevados ante el Tribunal, y respecto de los cuales no existia 
ninguna acción de la ley. 

Sin embargo, hasta la publicación déla ley JE hutía, que in- 
trodujo al lado de las acciones de la ley otro género de proce- 
dimiento, el procedimiento formular, en cuya virtud el fallo 
que había de dictarse era consignado en una fórmula es- 
crita, no fué directa ni eficaz la influencia de los magistrados 
sobre el derecho. De esta suerte el magistrado tuvo verdadera 
intervención en la formación de los procesos, pues la determi- 
nación de la acción ó derecho que so ejercitaba en cada caso 
dependía exclusivamente de él. Sus facultades alcanzaban á 
conceder acciones no establecidas por el derecho civil, redac- 
tando una fórmula que tenía la misma eficacia que las accio- 
nes de la ley, y que, en oposición á aquéllas y por razón de su 
origen, se designaba por el nombre de adío honoraria . T'ln 
la fórmula mandaba el pretor al juez condenar al acusado si 
los hechos aducidos por el acusador y consignados en la fór- 
mula resultaban ciertos. 

Otro de los medios de que se valia el pretor para modificar 
la legislación, era relacionar los casos que se le presentaban, 
con otros previstos ya y regulados de antiguo por el derecho 
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civil, :í fin de que sojuzgasen aplicándoles los mismos princi- 
pios. Esto es lo que los romanos llamaban ficción jurídica. 

No se limitó el pretor á suplir y modificar el derecho en 
esta forma, ó sea estableciendo acciones no fijadas por el de- 
recho civil, en virtud de las facultades que le concedió la ley 
JSbutia, sino que influyó también modificando el derecho ci- 
vil, introduciendo nuevas formas de defensa en favor de los 
acusados. Solía hacer esto el pretor añadiendo á la fórmula la 
cláusula de que se absolviera al acusado, no sólo en el caso de 
ser infundados los hechos alegados por el acusador, sino tam- 
bién caso de resultar ciertos los que el acusado aducía en su 
descargo. Á estos recursos se le daba el nombre de exceptiones . 

La forma de que se servían los magistrados para introdu- 
cir nuevas reglas jurídicas, era la promulgación de edictos, 
facultad de que gozaban todos los magistrados y en particular 
los que tenían jurisdicción. El pretor era por razón de su car- 
go quien había de usar más de esta facultad. De aquí que no 
sólo diera edictos durante su magistratura sobre casos particu- 
lares, sino que también se creyera obligado á dar á conocer 
al público, al tomar posesión de la pretura, las reglas á que 
habían de ajustarse en el ejercicio de su cargo. En virtud de 
este último edicto el pretor se obligaba á atenerse á una nor- 
ma fija, de la cual no le era lícito separarse. Dábasele el nom- 
bre de edictmi perpetimm, para diferenciarlo de los dados con 
ocasión de casos particulares, que se llamaban edicto, repentina. 

El edicto perpótuo de cada pretor era generalmente acep- 
tado con leves modificaciones por el que le sucedía en el car- 
go, pues á más de ser esto natural, dado que las leyes contení* 
das en el edicto venían á satisfacer una necesidad universal- 
mente sentida, esto contribuía eficazmente á dar al edicto del 
pretor autoridad y solidez. Las partes del edicto del pretor que 
pasaban al del magistrado que le sucedía se denominaban 
edictum tralaticium. 

Sucedía á veces que los pretores se separaban de las reglas 
establecidas en el edicto, decretando con arrogdo á principios 
distintos de los consignados por ellos. Otras veces modificaban 
por medio de edictos supletorios ó adicionales, las reglas con- 
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tenidas en el edictmm 'pcrfetuuvi. Para remediar este último 
abuso, que en los últimos tiempos de la República llegó á to- 
mar grandes proporciones, se dictó en 687 la ley Cornelia , 
que impuso á los pretores la obligación de atenerse en un todo 
al edicto perpétuo promulgado por ellos, y les prohibió modifi- 
carlo en alguna manera por edictos posteriores. 

Los edictos de los magistrados sobre los asuntos de su com- 
petencia especial, tomaron cada vez más importancia, y llega- 
ron á constituir un cuerpo de doctrina á que se dió el nombre 
genérico de derecho de los magistrados, /íw honorarium , nombre 
que se empleaba en contraposición al de jus civile , bien que 
en realidad deba considerarse como una de las fuentes del de- 
recho civil romano, ya se comprenda bajo esta denominación 
el derecho exclusivo y peculiar de aquel pueblo, ya sólo el 
derecho privado. 

Por su carácter especial, el edicto del pretor no tiene la 
importancia de las otras fuentes del derecho. De aquí las pa- 
labras yr vítor jus faceré non yo test. «El derecho pretorio tiene 
por esto un carácter singularísimo,- no es un derecho que des- 
canse como el derecho propiamente dicho , el jus civile sobre 
su fuerza propia e inmanente, sino que existe sólo en la apli- 
cación que puede darle el pretor. Los derechos emanadps del 
jus civile , descansan sobre este derecho, y la protección del 
pretor no es más que su consecuencia necesaria, esta protec- 
ción no les da el ser, se reduce á impedir su violación. Por 
el contrario, los derechos que cualquiera derivaba del edicto 
pretorio, los tenía sólo por la protección del pretor, descan- 
saban sobre la tuitio yretoris. 

Por el carácter especial del derecho pretorio , se conserva- 
ba el jus civile libre de toda mezcla que pudiera limitar su pu- 
reza y estabilidad, se mantenia el poder de los magistrados 
dentro de sus límites, y no se reconocía á los pretores ningu- 
na atribución que los convirtiese en legisladores. Y sin em- 


bargo, por otra parte se abría un camino por el cual el pretor 
podía servir de mediador en el conflicto de nuevas ideas v ne- 


cesidades jurídicas con el derecho existente, creándoles 
ció y puliendo satisfacer á las exigencias de la justicia. 
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de ser una desventaja que tales modificaciones del jus rAvile 
no se hiciesen inmediatamente por una nueva legislación, era 
incalculablemente preferible que se hiciesen por una fuente 
del derecho que ofrecía todas las ventajas de la legislación, sin 
modificar las circunstancias jurídicas* y por su dependencia 
de la potestad del Magistrado que daba el edicto , por vía de 
ensayo, en cuanto que si eran buenas, por medio su tras- 
lación de un edicto á otro, y por la aprobación de muchos 
magistrados sucesivos, adquirían en la conciencia del pueblo 
el mismo prestigio que las disposiciones legales, de suerte 
que el magistrado que las rechazaba al formar su edicto, ar- 
bitrariamente inquiría el mismo reproche que el que menos- 
preciaba una le}* - escrita» (1). 

Otro de los caracteres diferenciales entre el derecho preto- 
rio y el jus r.ivile, consiste en que el primero introdujo en el 
derecho romano un elemento nuevo é importantísimo, que 
gracias á él tomó carta de naturaleza y penetró íntimamente 
la legislación de Roma, á saber, el jus geutíum, ó sea el dere- 
cho natural. Aplicado por el prcvtor peregríuus el decidir sobre 
las cuestiones que se suscitaban entre los demás ciudadanos, 
á los cuales no podía aplicarse el derecho especial y privativo 
del pueblo romano, y por el pretor urbano, al modificar con 
arreglo á sus principios, en muchos puntos el rigorismo del 
derecho primitivo, no tardó en incorporarse como elemento en 
la vida del pueblo romano. No quiere decir esto que el dere- 
cho de gentes fuese el único elemento ni el predominante en 
el derecho pretorio, ántes se hallan en él muchos principios é 
instituciones que no -son sinó el desarrollo y la aplicación bajo 
distinta forma de los principios del derecho primitivo. El de- 
recho de gentes penetró por medio del pretor en la legislación 
romana, pero no todo el derecho pretorio está informado por 
el derecho de gentes, si bien este constituye su parte más im- 
portante y característica, y la que principalmente le diferencia 
del jus civile; pudiendo decirse que el edicto emana de un 
principio jurídico distinto del que informaba el jus cirile, cual 
es la equidad natural fundamento del jus gentium. 


(1) Purlita, i, ptíg, 199. 
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El origen del derecho pretorio , punto muy controvertido 
entre los eruditos, debe colocarse, según la opinión más auto- 
rizada, en la primera mitad del siglo vi, cuando la introduc- 
ción del procedimiento formular y el poder de los principios 
del jus gentiim hicieron que éstos pudiesen penetrar bajo el 
amparo del pretor en la legislación romana. 

§ 57. 

AUTORIDAD DE LOS JURISCONSULTOS (1\ 

El medio por el cual los jurisconsultes empezaron á ejer- 
cer en el período que nos ocupa una influencia considerable, 
que creció y llegó á su colmo en el período siguiente, en la 
legislación romana, fue la interpretación del derecho escrito. 
No se limitaba esta á inquirir y fijar el pensamiento del legis- 
lador, manifestado con más ó ménos claridad en las reglas 
jurídicas, sino que se extendía á suplirlas y completarlas, 
acomodándolas á las nuevas necesidades, ateniéndose para 
ello no á la letra, sino al espíritu de la ley. 

La ley de las Doce Tablas, como base del antiguo derecho, 
era el campo en que ejercitaban su actividad los jurisconsul- 
tos de este período. Su tarea consistía principalmente en es- 
cogitar la forma de aplicación de los principios sentados en 
las Doce Tablas, á casos y circunstancias no previstos ni regu- 
lados expresamente por este Código. 

El procedimiento de las acciones de la ley, que exigía que 
al reclamar un derecho ante los Tribunales, se emplearan las 
mismas palabras (2) con que ese derecho estaba consagrado y 

(1) Puchta i, § 76-7?, pág. 173-183 — Rudorff, i, § 62, pág. 150-155.— Kuntze, 
§ 193-194, p4g. 116-118. 

(2) « Actiones qnas in usu releves habuerum, legis actiones appellabantur, vcl ¡tico quod 
leu i bus prodi toe eran t, quippc tune eilicla prwloris, quibus complures actiones introducta 1 2 sunt, 
notidum in usu habebantur , vel ideo quia ipsarum legum verbis accomodatw erant el ideo in- 
mutabilcs proinde dique leges observaban tur: un di ; cum qui de rílibus succisis ¡tu rgisse!, 
ul in aclione vites no mi na re t, respousum est rem perdidisse, cum debuisse arbores nominare 
co quoil lex XII labularum, ex quade vi tibus succisis adió compelere!, genrraliter de «f- 
boribus succisis loquerelitr.» Gayo, iv, 11, ed. do Krugor y Studcmund, Rorlin 1877, 
pág. 1 15.) 
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garantido on la ley, hacían que en uu principio la única ma- 
nera posible de que los juristas influyeran en la legislación 
fuese la que acabamos de indicar. Cuando el derecho pretorio 
llegó atener verdadera importancia, empezaron, sin embargo, 
á dedicarse á su interpretación, en vez de atenerse como án- . 
tes exclusivamente á la de las Doce Tablas. 

La actividad de los jurisconsultos se manifestaba, según 
Cicerón, bajo cuatro formas, á saber: contestando á las pre- 
guntas que se les hacían sobre puntos de derecho (responderé), 
ad virtiendo á los litigantes para impedir el mal éxito de sus 
negocios (< cavere ), representándolos en los tribunales (< ngere ), y 
dando dictámenes por escrito (, ser ib ere ). De todas estas ocupa- 
ciones la principal y esencial de los jurisconsultos, y de la cual 
por lo mismo tomaban su nombre, era la primera. El juriscon- 
sulto á quien se pedia dictámen sobre un negocio que había de 
llevarse á los Tribunales, soba acompañar al litigante á pre- 
sencia del magistrado, y manifestar de palabra su opinión so- 
bre el asunto, objeto del litigio. El magistrado no estaba obli- 
gado en manera alguna á conformarse con el parecer del ju- 
risconsulto y á tomarlo como norma de su fallo; pero no hay 
duda que, como era natural, cuando el dictámen procedía de 
un jurisconsulto acreditado, ejercía gran presión en el ánimo 
del juez. 

En un principio el oficio del jurisconsulto se reducía casi 
exclusivamente á indicar á los litigantes la forma en que de- 
bían hacer valer su derecho, y los medios de precaverse de los 
perjuicios que podía causarles el proceso. 

Los jurisconsultos, no sólo eran consultados por los par- 
ticulares, sino también por los magistrados y jueces, que care- 
ciendo frecuentemente de los conocimientos jurídicos necesa- 
rios para el buen desempeño de su cargo, solian asesorarse de 
personas competentes. Esto aumentaba, como era natural, la 
autoridad é influencia de los jurisconsultos. 

La profesión de jurisconsulto era completamente libre, de 
suerte que podían dedicarse á ella todo género de personas. 
Hin embargo de esto, y de que á todos era accesible el conoci- 
miento del derecho (pues el secreto, en que se dice que los 
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Pontífices primero y luégo los patricios tuvieron el derecho, 
os, como dice Puchta (1), «una antigua fábula y un absurdo 
tal, que no merece seria refutación»), no solian dedicarse á esta 
profesión sino las personas que por su nacimiento ó por los 
cargos públicos que habían desempeñado, ó por otras razones, 
gozaban ya de cierto prestigio y autoridad. 

Para dedicarse á esta profesión se requería, además de un 
conocimiento, más perfecto que el de la generalidad, del dere- 
cho escrito, y de una aptitud especial para su interpretación y 
explicación, ciertos conocimientos especiales, en particular el 
del jus sacrum , sobre todo hasta que se emancipó de él el de- 
recho privado, así como el de las fórmulas solemnes que debían 
emplearse ante los Tribunales. Desde que se publicaron los 
fastos, ó sea los dias hábiles ó inhábiles para las actuacio- 
nes judiciales, y las fórmulas solemnes que habían de em- 
plearse ante los magistrados, en un í obra debida á un libertino 
de origen, el edil curul Cn. Flavio, se facilitó considerable- 
mente la tarea de los jurisconsultos. 

Para adquirir los conocimientos necesarios al que se dedi- 
caba á esta profesión, y adiestrarse en su ejercicio, solian los 
que aspiraban á ella asistir á los actos públicos de los juris- 
consultos, ó ejercitarse bajo su dirección inmediata en la prác- 
tica de los negocios. No habia, pues, enseñanza jurídica pro- 
piamente dicha, bien que por los medios que acabamos de in- 
dicar, y con el estudio de las obras jurídicas, no fuera difícil á 
Jos auditores , nombre con que se designaba á los aspirantes al 
cargo de jurisconsultos, adquirir todos los conocimientos ne- 

i 

cesarios. 


§ 58. 

JURISCONSULTOS DE ESTE PERIODO (2). 

Numerosas son las obras jurídicas escritas en este perío- 
do cuya mención encontramos en los escritores clásicos, si 

(1) i, pág.m. 

(2) Rudorff, i, §fíM>rj, prig. irC IfiG — Tuchto, i, § VI, pág. 247-251 Kuntzt?, 
§ 11)5-107, pág. 118-120. 
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bien no han llegado á nosotros sino insignificantes fragmentos 
de algunas de ellas, conservados en su mayor parte en las 
obras de los escritores no jurídicos (1). La primera y á no du- 
darlo una de las más importantes, es el jns civile Flavianum , 
así llamada del nombre de su autor el citado Cn. Flavio, con- 
siderada por algunos como una mera colección de fórmulas, y 
que según otros comprendía también la enumeración de los 
dias en que se podía interponer alguna acción entre los Tri- 
bunales. 

Á ósta siguió en el orden cronológico el jus jElianum, obra 
del jurisconsulto Sex. JElio Peto, publicada en la última mitad 
del siglo vi. Desígnase también á esta obra con el nombre de 
Tripertita, por estar dividida en tres partes , de las cuales la. 
primera comprendía el texto de las XII Tablas, la segunda un 
comentario á este Código y la tercera las acciones de la ley (2). 

Entre los jurisconsultos de este período se cueutan, además 
de los decemviros autores del Código de las Doce Tablas, á 
quienes en cierto modo conviene esta calificación , singu- 
larmente á Apio Claudio tenido por el principal autor de di- 
cho Código, los siguientes: 

Apio Claudio el Ciego, censor en el año 442, cuya obra 
sobre las acciones de la ley y los dias judiciales, fué publica- 
da, como ya hemos dicho , por su scriba ó secretario Cn. Fla- 


(1) Iluschke ha reunido en su excelente repertorio intitulado Jurisprudenlia; 
anlejustinianae qux supersunt, (4.“ edición, 1879, pág. 1-109) todos los fragmentos de 
escritos de los jurisconsultos de este periodo, y las noticias concernientes á sus 
opiniones en materias de derecho , que se encuentran en los escritores clásicos. 
Concretándonos á las relativas á los principales jurisconsultos, únicos de que 
damos noticia en este párrafo, encontramos en la obra de Huschke pasajes sobre 
escritos y opiniones de Ti. Coruncanio, Sex. Elio Peto ( Tripertita ), M. Porcio Catón 
Censorio (Comentara juris civilis), M. Manilio (Actionum) M. Junio Bruto (De jure ci- 
vili) P. Mudo Scevola, P. Ilutilio Rufo, Q. Mucio Scevola (De jure civili etc.), Ser- 
vio Sulpicio Rufo (De dotibus , De sacris detestandis, etc.), C. Elio Galo (De verborum , 
quae adjus civile pertinent, significa lione) P. Alieno Varo (Diyestorum) Q. Elio Tuberon,. 
C Trebacio Testa (De reliyionibus, De jure civili, etc.), y A. Cascelio. 

(2) Según algunos autores, entre ellos Husch'.e y Walter, eijus Aelianumy al 
Tripertita deben considerarse como dos obras diferentes, de las cuales la última, 
comprendia las acciones de la ley establecidas por las leyes posteriores al Código 
de las Doce tablas, y no incluidas eneljus Flavianum ■ Sin embargo la opinión ex- 
puesta en el texto tiene en su abono mejores argumentos (como ha demostrado- 
perfectamente R. Schoell en sus Leyes duodecim tabularum reliquia ; , pág. 22-24), y 
mayor número de autoridades. 
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vio. Atribuyesele además una obra sobre las acciones relativas 
á la civilis usur patío. 

Tiberio Coruncanio, primer plebeyo que llegó á la digni- 
dad de Pontífice máximo (año 500 de Roma), y el primer ju- 
risconsulto que dio dictámenes sobre puntos de derecho. 

M. Porcio Catón Censorio, que murió en 605, después de 
haber desempeñado los primeros puestos de la República, au- 
tor de unos Comentar ii juris civilis , y de otras varias obras ju- 
rídicas. 

P. Cornelio Scipion Nasica, jurisconsulto eminente, cónsul 
en 563 y Pontífice máximo, que mereció del Estado la honrosa 
distinción de que se le concediera una casa donde recibir á los 
que le consultasen. 

M. Porcio Catón Liciniano (600), hijo del jurisconsulto del 
mismo nombre ántes citado, que escribió varios libros de juris 
disciplina muy celebrados de Aulo Gelio, y que dió nombre á 
la famosa regla catoniana. 

P. Mucio Scievola, cónsul en 621, repúblico y jurisconsulto 
notable, autor de diversas obras jurídicas. 

M. Manilio, cónsul en 605, que escribió las actiones Mani - 
lii, obra sobre cuyo contenido tenemos escasas noticias, pero 
que, según la opinión más acreditada, debió ser un formulario 
para los contratos de compra, como indica el título de Maní- 
liancc venaliim vendendorum leges , con que también se desig- 
na á este escrito. 

M. Junio Bruto, autor de una obra áejtire civili , colección 
de dictámenes sobre cuestiones de derecho. 

P. Licinio Craso Muciano, cónsul y Pontífice máximo, cuya 
elocuencia y ciencia jurídica fueron muy celebradas. 

Q. Mucio Scajvola el Augur, el cual aunque no escribió nin- 
guna obra de derecho, es contado entre los más célebres ju- 
risconsultos. 

P. Rutilio Rufo, que floreció en la primera mitad del si- 
glo vii, autor de varias obras. 

Q. Mucio Scievola, hijo del jurisconsulto de este nombre 
ántes mencionado, ponderado no solo por la sabiduría de sus 
dictámenes, sino también como orador y como profesor de de- 
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rocho. Sn obra sobre el jus civile , en 18 libros, es considerada 
como la primera exposición sistemática y completa del derecho 
positivo de Roma. 

Servio Sulpicio Rufo, ingenio privilegiado, pretor y cónsul 
muerto en 711, el cual señala como una nueva ópoca en la 
cultura científica del derecho. Escribió multitud de obras y 
fundó una escuela de donde salieron muchos y notables juris- 
consultos, entre los cuales ocupa el primer lugar. 

Aulo Otilio, llamado con razón el Triboniano de Cósar, por 
haber sido el hombre de confianza y el consejero del célebre 
dictador. Son numerosas las obras que de él se citan, yPom- 
ponio lo considera como el verdadero fundador del derecho 
civil. 

Alfeno Varo Catón, discípulo del anterior, autor de una co- 
lección de dictámenes ó respuestas, intitulada Digestorum li~ 
bri quadraginta , extractada más tarde por el célebre juriscon- 
sulto Paulo, y de la cual se conservan numerosos fragmentos 
en el Digesto. 

C. Trebacio Testa, que escribió varios libros, de los cuales 
no conocemos más que el título, de jure civili y de religio- 
nibus. 

Aulo Cascelio, de cuyas obras no se conservaba en tiempo 
de Pomponio más que un Líber bene dictorum. 

Q. Elio Tuberon, autor de varias obras relativas al derecho 
píiblico y privado, entre ellas una de officio judiéis. 

C. Elio Galo, del cual se menciona un diccionario de tér- 
minos jurídicos intitulado De verborum, quee ad jus civile ger- 
tinent , signijicatione. 
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SECCION PRIMERA. 


ORGANIZACION POLITICA Y ADMINISTRATIVA 
DEL ESTADO ROMANO 

%.) ROIU. 


CAPITULO PRIMERO. 

LA REFORMA DE LA CONSTITUCION. 

§ 59 . 

CARACTER DE ESTE CAMBIO POLÍTICO (1). 

Los sucesos que dieron por resultado la concentración de 
las principales magistraturas de la República en una sola per- 
sona, ó sea la trasformacion de la República en Imperio, son 
harto conocidas para que necesitemos señalarlos en este lu- 
gar. Lo que principalmente nos importa es determinar la na- 
turaleza y carácter de esa trasformacion no bien conocidas y 
apreciadas hasta estos últimos tiempos. Generalmente se ha 


(l) Mommsen, Rfimischcu Stnntsreeht, u, 2, pág, 707-110,— Beeker li, S, píjf. 21*2- 
m-Puchta, i, § 80, pág. 212-21 l.-Walter i, g 2Ó1. pág. 2r»3-£>-l. 
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considerado como una usurpación y como un cambio radical 
•ni el orden político la reforma de la constitución republicana 
levada á cabo por Augusto. Sin embargo, como se ha demos- 
trado recientemente, la dominación imperial personificada en 
Augusto, según demostrará el examen de las instituciones de 
este período, «no surgió como término de órden cohstitucional 
de la república y en oposición á él, sino más bien como su 
cumplimiento, y en oposición á la dictadura cesariana y al 
íriumvirato reipuM¿c(B constilumdcz, que sucesivamente y por 
espacio de 22 años habían prescindido ó suspendido por lo 
menos los poderes de la Constitución» (1). Lo característico 
de la nueva organización es la división de los poderes entre el 
Senado y el Príncipe, razón por la cual se ha considerado que 
el nombre de Dyarkia (2) es el más apropósito para calificar 
esta forma de gobierno. 

Todas las instituciones del período republicano subsistie- 
ron, aunque modificándose paulatinamente, bajo el nuevo ré- 
gimen. Puede decirse que el gobierno republicano no cesó con 
Augusto, sino que se perpetuó, con la sola diferencia de que 
la República estuvo gobernada por un magistrado supremo y 
vitalicio investido de poderes extraordinarios. 

Veamos ahora cuáles fueron las reformas verificadas en 
las antiguas instituciones durante el período que nos ocupa, 
empezando por exponer las modificaciones que sufrió la con- 
dición jurídica de las personas. 

§ 60. 

ESTADO DE LAS PERSONAS (3). 

Los habitantes del Imperio romano se dividían en este pe- 
ríodo, por razón de su condición jurídica, en tres clases: ciu- 
dadanos, latinos y peregrinos. Pertenecían á la primera todos 
los habitantes de Italia, los de los municipios y colonias do las 

H) Mommsen, Kóm'ntchct Slnulsrecht 11, 2, pág. 179. 

U¿) Mommsen, loe. cit. 

i ; ¡) W alter, i, § pág. 451-459.— Munte § U-ki-ífe’fi, pág. 20."-201. 
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provincias, así como los provinciales á quienes individualmen- 
te se había concedido la ciudadanía (1). Latinos eran los que 
gozaban del/wí latii, ó sea los habitantes de aquellos pue- 
blos á quienes se había concedido, por vía de privilegio, los 
derechos de que gozaban en lo antiguo las ciudades de Italia. 
Bajo la denominación de peregrinos se comprendía el resto de 
los habitantes de las provincias que no poseían ninguno de 
los dos derechos mencionados. 

Estas diferencias subsistieron, aunque atenuándose pau- 
latinamente, hasta que el Emperador Caracalla concedió el 
derecho de ciudadanía, á principios del siglo m de nuestra 
era, á todos los súbditos del imperio. 

La condición de los libertinos variaba según la forma en 
que habían sido manumitidos. Los que debían este beneficio á 
un ciudadano ó á un municipio, adquirían el derecho de ciu- 
dadanía si en su manumisión se habían cumplido todos los 
requisitos establecidos por la ley. Pero su derecho de ciuda- 
danía era limitado, puesto que no podían desempeñar ningu- 
na magistratura, ni formar parte de las legiones, y les estaba 
prohibido además el contraer matrimonio con personas del 
órden senatorial. Sucedía á veces que el Emperador otorgaba 
á un libertino la facultad de usar el anillo de oro , elevándolo 
de esta suerte al rango de caballero, con lo cual cesaban 
aquellas limitaciones. 

Los libertinos que debían su manumisión, no á un ciuda- 
dano romano, sino á un latino, y aquellos en cuya manumi- 
sión, aunque hecha por un ciudadano , no se habían observa- 
do las formas solemnes establecidas por la ley, sino otras me- 
nos solemnes, adquirían la condición de latinos, en virtud de 
la ley Jimia, Norbana. Gozaban, pues, del jus commercii , pero 
estaban excluidos del connubium con los ciudadanos romanes. 

Había una tercera clase de libertinos, que eran los manu- 
mitidos por peregrinos, cuya condición jurídica era idéntica á 
la de sus antiguos dueños. En virtud de la ley El ¿a Sentía, 
dada en el año 757 de Roma, fueron asimilados á ellos los es- 


<1 ) Walt(M', 1, í¿, pá¿. 451. 
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clavos manumitidos por los ciudadanos romanos que por su 
mala conducta eran tenidos por indignos del derecho de ciu- 
dadanía, al cual no les era lícito aspirar, si bien podían ad- 
quirirlo sus hijos. 

La clientela subsiste también en este período, á lo ménos 
nominalmente, pero sin inhabilitar para el desempeño de los 
cargos del Estado, y considerándose como uno de los medios 
de salir de ella el ejercicio de una magistratura curul. 

Además de estas divisiones, fundadas en la diversidad de 
condición jurídica, subsistió la división en clases sociales exis- 
tente ya en el período anterior. El antiguo patriciado, repre- 
sentado en un reducidísimo número de familias, perdió, sin 
embargo, su primitivo carácter de nobleza de nacimiento, pues 
siendo insuficiente para proveer de miembros, á los colegios sa- 
cerdotales reservados exclusivamente á los patricios, los Em- 
peradores solian elevar al patriciado á cierto número de fa- 
milias. 

Con la importancia del Senado en este período creció en 
prestigio y consideración el orden senatorio, que se trasformó 
en nobleza hereditaria, dado que las mujeres y los descen- 
dientes varones de los Senadores gozaban de muchos de los 
honores y privilegios inherentes á esta dignidad, entre los 
que es digno de especial mención el de no poder ser juzgados 
más que por el Senado. 

El orden ecuestre fué favorecido con nuevas distinciones 
como la de usar el anillo de oro, que le concedió el Empera- 
dor Tiberio. Pertenecían á él todos los ciudadanos romanos, así 
los avecindados en Roma como los habitantes de Italia y de las 
provincias, cuya fortuna imponible ascendía á 400.000 sester- 
cios. Los caballeros que tenían derecho á que el Estado les 
costeara el caballo, ó sean los equites cquo 'publico, consti- 
tuían una corporación especial distinta del orden ecuestre, y 
cuyos miembros eran elegidos por el Emperador. 
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§ 61 . 

« 

EL EMPERADOR (1). 

La potestad, imperial estaba constituida por la suma do 
atribuciones de las distintas magistraturas que llegó á acu- 
mular en su persona el Emperador, el cual no llevó en los 
primeros tiempos sino el sencillo título de 'princeps señalas. 

El Emperador contaba entre sus principales atribuciones 
el mando supremo del ejército como imper alor , título que usa- 
ban los Emperadores por concesión expresa del Senado. Por 
su cualidad de jefe del ejército el Emperador podía reclutar 
las milicias, imponer contribuciones y decidir sobre todo lo 
relativo á la paz y á la guerra. 

Como investido del imperium proconsulare , le correspondía 
el gobierno de todas las provincias del imperio, y por lo tanto 
la suprema administración de las provincias, y el decidir so- 
bre la admisión de las apelaciones de los habitantes de las 
provincias. La potestad tribunicia del Emperador, no circuns- 


(1) Mommsen, Komis ches Slualsrcclil u, 2.— lk'cker, u, págf. SSL'-TOtí.— l’uclitu, i, 
$ 87, páff. 215-218. 
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orita ya como en tiempo do la república al territorio de la ciu- 
dad de Roma y de sus inmediaciones, conferia al Emperador 
la inviolabilidad personal, el derecho á convocar al Senado y 
al pueblo, el jus inbercessionis, y en suma, todos los privile- 
gios y facultades de los tribunos de la plebe en los mejores 
tiempos de esta institución. La más importante de todas era 
el jus auxilii , por cuya virtud el Emperador admitia y re- 
solvía las apelaciones de las sentencias dictadas por ios demás 
magistrados. 

Como investido de la potestas censoria , presidia á la forma- 
ción del censo, que no se limitaba ya ala ciudad de Roma, 
sino que abarcaba todo el teritorio del imperio. 

Las atribuciones del Emperador en el orden religioso, no 
eran ménos extensas que las que tenía en el orden político, 
derivándose principalmente del cargo de Pontífice Máximo 
que desempeñaron constantemente los Emperadores desde el 
año 742, así como de la circunstancia de pertenecer casi siem- 
pre los Emperadores á todos los colegios sacerdotales. 

De la facultad de legislar por medio de edictos y rescrip- 
tos, que dio á los Emperadores una influencia preponderante 
en la legislación, habremos de ocuparnos más de propósito al 
tratar de las fuentes del derecho. 

§ 62. 


LAS ANTIGUAS MAGISTRATURAS BAJO EL IMPERIO (1). 

La táctica de los Emperadores respecto de las magistratu- 
ras del período republicano consistió en dejarlas subsistir, bien 
que mermando poco á poco sus atribuciones y su prestigio, 
que asumieron ellos directamente ó confiaron á magistrados 
de nueva creación. 

Generalmente los Emperadores se hacían elegir Cónsules, y 
á medida que ampliaban para sí la duración del consulado 


(1) Mommsen, ttdmischcs Staatsreeht, n, pág. R’9-87?.— Bocker, u, 2, pág. 2yT-2".'». 
Walter, i, § '200-2 5«, pñg. mO-rGS. 
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hasta el punto de declararse alguna vez Cónsules perpetuos, 
la acortaban para las demás personas que obtenian esta digni- 
dad, que por lo regular no duraba más de dos meses. De esta 
suerte la dignidad consular perdió casi por completo su anti- 
guo prestigio é importancia, y llegó á convertirse en un mero 
título, que se daba á veces áun á personas que no habían des- 
empeñado el cargo de Cónsules, viniendo á ser la denomina- 
ción de una jerarquía ó clase social. 

Aunque el consulado subsistió durante todo este período y 
mucho tiempo despue's, pero fué perdiendo su primitiva im- 
portancia. Durante los dos primeros siglos de nuestra era con- 
servaron los Cónsules el derecho de presidir al Senado, y cier- 
tas atribuciones, especialmente en lo relativo á las causas so- 
bre tutela. Posteriormente quedó reducido á la condición de 
mero cargo honorífico con que el Emperador distinguía á sus 
favoritos, sin conservar otra cosa que el aparato exterior de los 
antiguos tiempos. 

Las demás magistraturas, cuando eran desempeñadas por 
otras personas que la investida con la dignidad imperial, ape- 
nas si servían para otra cosa que para indicar las diferencias 
jerárquicas de los Senadores que las desempeñaban. De aquí 
que se diera la denominación de prc&torius, qumstorius , como 
la de consularis , áun á personas que no habían desempeñado 
la qufEslura ni la prcetura. A veces no se concedía la jerarquía 
inherente á estas magistraturas, y con ella el derecho á en- 
trar en el Senado, sino solamente la facultad de usar las in- 
signias ó distintivos correspondientes á ellas. 

Aunque se carece de noticias exactas y circunstanciadas 
sobre las trasformaciones de las magistraturas republicanas 
bajo el imperio, pueden, sin embargo, encontrarse algunas no- 
ticias sobre este particular. 

En lo relativo á los pretores, sabemos que con la supresión 
de las quazstio/ies perpetuce por Augusto cesaron los pretores 
encargados de presidir estos Tribunales. El cargo de prottor 
peregrinus debió ser suprimido desde que en virtud de la Cons- 
titución de Caracalla, que concedió el derecho de ciudadanía á 
todos los súbditos del imperio, dejaron de ser los peregrinos 
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una c.laso especial y numerosa dentro del imperio. El pretor 
urbano subsistió conservando parte do sus atribuciones, como 
el derecho de convocar al Senado, y cierta jurisdicción, aun- 
que muy limitada, sobre los negocios civiles. 

El número de los pretores varió mucho según los tiempos, 
llegando á diez y ocho en tiempo de Nerva. Se les empleaba 
generalmente en comisiones especiales de carácter puramente 
administrativo ó judicial, tales como la administración del 
Erario y la resolución de ciertas causas. De aquí la denomina- 
ción de prcetor de fideicommissis , praetor tiUelaris , etc. 

El tribunado del pueblo conservó en los primeros tiempos 
del imperio casi todas sus antiguas atribuciones, si bien no po- 
dían los tribunos hacer uso de ellas sino para favorecer los in- 
tereses de los Emperadores. Su elección correspondía al Sena- 
do, y no podían aspirar á este cargo más que los Senadores 
pertenecientes al orden queestorio. Los tribunos de la plebe es- 
taban encargados juntamente con los pretores y cuestores de 
!a administración de las catorce regiones en que Augusto di- 
vidió la ciudad de Roma. 

Los ediles perdieron muchas de sus atribuciones, pues Au- 
gusto traspasó su jurisdicción á los pretores, y distribuyó las 
demás atribuciones de los ediles entre varios magistrados de 
nueva creación que después hemos de mencionar. De las pocas 
facultades que conservaron los ediles en tiempo de Augusto fué 
la policía de los incendios. Después de la división de la ciudad 
en catorce regiones se dividió su administración entre los pre- 
tores, tribunos y ediles, perdiendo entonces estos últimos sus 
atribuciones en orden á la policía de los incendios, que se en- 
comendó al prazfectus vigilmn. Los ediles conservaron, sin em- 
bargo, sus antiguas facultades respecto de la policía de las ca- 
lles y mercados, sobre la censura de libros, y el encargo de 
hacer cumplir las leyes contra el lujo. 

La falta de aspirantes á la edilidad, motivada por la escasa 
importancia de este cargo en la época á que nos referimos, y 
por los grandes gastos que ocasionaba, hizo que Augusto los 
reclutase por suerte entro los que habían desempeñado ya el 
cargo de cuestor ó de tribuno, y que los eximiese de la curtí In- 
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c lorum , que pasó á ser atribución de los cuestores. Créese que 
la edilidad fue suprimida en tiempo de Alejandro Severo. 

La cuestura vio mermadas notablemente sus atribuciones 
por Augusto, el cual privó á los cuestores de la administración 
del Erario, confiando este importante encargo á los pretores. 
En tiempo de Claudio recobraron los cuestores esta atribuciou, 
y su cargo se convirtió en trienal, en vez de anual como habia 
sido hasta entonces. Bajo el imperio de Vespasiano se volvió á 
encomendar á los pretores la administración del Erario, que 
pasó en tiempo de Trajano á ser desempeñada por magistra- 
dos especiales. Al lado de los cuestores urbanos subsistieron, 
mientras estuvo vigente la división de provincias establecida 
por Augusto, los cuestores encargados de la administración 
económica de las provincias senatoriales, y se administró por 
separado el Erario de cada provincia. Instituyóse además un 
cuestor especial al servicio del Emperador, y elegido por él, 
que llevó el nombre de qucestor Principis. Su principal atri- 
bución consistía en redactar por encargo del Emperador y pre- 
sentar al Senado los rescriptos imperiales, lo cual daba á este 
cargo gran influencia y consideración. Este cargo era anual y 
servia de escalón para la pretura. Los demás cuestores esta- 
ban bajo la autoridad del Proefectus Urdís. 

Las magistraturas menores continúan también en el perío- 
do que nos ocupa. De los triunviros capitales, y de los encar- 
gados de dirigir la acuñación de la moneda, sabemos que exis- 
tían aún en el siglo m. Los cuatuorviros encargados de la po- 
licía de las calles de Roma, y los decemvirí stlitíbus judícandís 
se mencionan todavía en época muy posterior. Los duumvírí 
viis extra urbem pur gandís, y los prcvfecti jure dícundo fueron 
suprimidos, viniendo de esta suerte á suceder el Vigíntív ¿ra- 
to, constituido por los cuatro primeros cargos, al Vigíntíseví- 
rato del período republicano. 

Los apparítores, ú oficiales subalternos de los Magistrados, 
subsistieron en este período con los mismos caractéres que en 
el anterior. 
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§ 

LOS FUNCIONARIOS DEL IMPERIO (1). 

Una de las instituciones más importantes que surgieron de 
la nueva organización, fué el consejo áulico del Emperador, 
consilium Principis (2), cuerpo meramente consultivo creado 
por Augusto, en el cual estaban representadas todas las ma- 
gistraturas por uno de sus titulares, y del cual formaban parte 
además, primero quince, y después veinte Senadores desig- 
nados por la suerte (3). Hasta el reinado de Adriano el consi - 
Ihini Principis estuvo constituido en esta forma, pero desde el 
tiempo de éste Emperador dependió su formación exclusiva- 
mente del arbitrio de los Emperadores, los cuales solian elevar 
al cargo de consejeros á personas de su confianza, pertenecie- 
sen ó no al orden senatorio, y honraban frecuentemente á los 
jurisconsultos con esta distinción (4). 

En un principio el consilium Principis carecía de verdade- 
ras atribuciones, no siendo otra su misión sino dar su dictá- 
men al Emperador sobre los asuntos políticos y judiciales que 
éste le consultaba. De allí á poco se estableció que las decisio- 
nes del Consejo tuvieran la misma fuerza legal que las del Se- 
nado, siempre que sus acuerdos se tomaran en las sesiones que 
el Emperador autorizaba con su presencia. Desde la reforma 
de la composición del Consejo por Adriano, la autoridad y la 
influencia de este cuerpo se aumentaron considerablemente, 
pues los Emperadores solian presentar á su aprobación las 
constituciones que habían de dictar, y se asesoraban de él para 
la resolución de los asuntos de su competencia. 

'!) Momeasen Romisches Staatsrerhl, u, 2.— Decker, u, 3, pág. 2*6-291.— M alter, 
i , 8 269-273, pág. 338-382. 

Í2) Mommsen Romisches Stuatsrecht , n, 2, pág . 823-829 . — Ilirschfeld, Unler- 
suchungen auf detn Gebiete der rómischen Verwaltunggeschichte i, Berlín, 1'36, páginas 
'£■ ”<¿] 8 . 

( i,) Mommsen Op. vil. pág. 123, cree que el consilium Principis no tuvo organi- 
zación permanente y definitiva hagta el tiempo de Trujano. 

(L Kn la vida de Adriano (18) se lee: cum judicuret, in consi lio luí bu i I non um icos 
suos aut corniles solum, sed jurisconsultos. ...» ’ 
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Los funcionarios del imperio se distinguían de los magistra- 
dos de la república, no sólo por el origen de su poder, el cual 
recibían del Emperador (1) que los nombraba, de quien eran 
■como meros delegados, y no del pueblo como los magistrados 
republicanos, sino también porque en vez de gozar de la in- 
dependencia y libertad de estos últimos en el círculo de sus 
atribuciones, las ejercían con entera subordinación al Empe- 
rador, bien que á pesar de esto tuvieron algunos de dichos 
cargos el carácter de verdaderas magistraturas (2). 

Los más importantes de todos los funcionarios del imperio 
eran el Jefe ó los Jefes de la guardia personal del Emperador 
(pues su número varió según los tiempos entre uno y tres) (3). 
Eran elegidos por el Emperador generalmente de la clase de 
caballeros y tomaban su nombre, Proefecti pretorio, del mando 
que ejercían sobre las cohortes prcetorice que constituían la 
guardia del Emperador. La creación de estos funcionarios es 
debida á Augusto y se verificó en el año segundo de nuestra 
era. Aunque su primitiva y casi única atribución era custodiar 
á los Emperadores no tardaron en ampliar el círculo de sus atri- 
buciones llegando á ejercer, sobre todo á contar desde fines 
del siglo ii de nuestra era, una autoridad casi sin límites. 
Entre sus principales atribuciones se contaba el instruir y 
fallar los procesos criminales contra los militares residentes 
en la capital del imperio y en toda Italia. Por delegación del 
Emperador solían presidir el Consejo Imperial, y fallaban en 
última instancia los negocios civiles y criminales que él les 
confiaba. Como Jefes superiores de la Administración pública 
intervenían en el Gobierno central y en el de las provincias, 
en el ejército y en la hacienda. Apenas había por lo tanto 
asunto alguno de importancia en el órden político, á que no , 
se extendiera la influencia de estos funcionarios que llegó en 
ocasiones á superar á la del mismo Emperador. Desde el rei- 


1,1) Según Mommsen, pág. 81:3, la elección se hizo en un principio por suerte, 
si bien ya en tiempo de Augusto se estableen como regla que los nombrase el 
Kmpcrador. 

<’¿) Mommsen, Op. cit . piig. K7:l. 

1‘i) Mommsen Op. y rol. cit. pág. 80.1-81 1) y 102T>-10:C1. 
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nado tic Alejandro Se vero los prefectos del pretorio gozaron de 
la facultad de dar edictos, que tenían fuerza obligatoria. 

El prefecto de la ciudad. Pmfectus urdís, (1) creado por Au- 
gusto el año 25 antes de J.-C., solía ser elegido de entre los 
miembros del órden consular y era el Jefe de las cuatro cohortes 
urbanas, especie de cuerpo de seguridad pública. Su principal 
encargo era velar por el sostenimiento del órden público, de 
donde se derivaban sus atribuciones especiales encaminadas á 
impedir y reprimir todo lo que podía alterar la tranquilidad pú- 
blica. Así por ejemplo, era de su competencia el procurar que 
se mantuviesen las debidas relaciones entre dueños y esclavos, 
padres é hijos, libertos y patronos; el impedir que la usura 
tomase desmesuradas proporciones y otras cosas análogas, así 
como el entender y decidir en todos los procesos judiciales re- 
lativos á este linage de asuntos. Desde principios del siglo ni 
de nuestra era, fueron de la competencia del prccfectus urbis to- 
das las causas criminales sobre delitos cometidos en el interior 
de la ciudad yen un circuito de cien millas al rededor de ella, 
si bien se admitía apelación de sus sentencias ante el Empe- 
rador. El prccfectus urbis era además quien dirigíala Admi- 
nistración de la capital. 

El Prccfectus Vigilum (2) era el comandante délas siete co- 
hortes encargadas de mantener el órden en el interior de Ro- 
ma. Su institución data del siglo ii de nuestra era: pertenecía 
en un principio al órden ecuestre y más tarde al senatorio. 
Sus atribuciones en el órden judicial eran conocer y decidir en 
las causas sobre incendio, robo y otras semejantes. 

El Prccfectus annonce (3) tenía á su cargo la distribución del 
trigo que el Estado repartía mensualmente entre los ciudada- 
nos pobres, y debía cuidar además de que el trigo no se ven- 
diese á un precio exorbitante. La jurisdicción de este magis- 
trado se extendía á todos los procesos sobre asuntos relaciona- 
dos con sus atribuciones. El prccfectus annoncc tenía á sus ór- 
denes un considerable número de auxiliares y subalternos. 

(1) Mormnsen, Op. y vol. cit. pág. 9H0-989. 

C¿) Mommsen, Op. y vol. cit. pág. ín8-980.-IIirschfeld, Op. cit. pág. 142-1 1 ">. 

Oi) Mommsen, Op. cit., pág. 004-9<3T. — 1 1 i rs ch feld , Op. cit., pág. UE-1ÍÍ9. 
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La administración de las catorce regiones en que Augusto 
# 

dividió la ciudad de Roma, estaba como ya hemos dicho, en 
los primeros tiempos del imperio á cargo de los pretores, tri- 
bunos y ediles. Los vid, subdivisiones topográficas y admi- 
nistrativas de la región, tenían á su frente á los magistri vico- 
rain . Posteriormente los magistrados que tenían á su cargo la 
administración de las regiones, fueron sustituidos por catorce 
cur atores (1), institución creada por Alejandro Severo, los cua- 
les constituían una especie de Consejo municipal. 

Había además varios funcionarios de orden inferior, subor- 
dinados á los que acabamos de mencionar, tales como el cura- 
tor opermn ¡mMicorum, el cnrator aquarum y otros semejantes. 


.1 .Momrnsen, 0¡r cil., pág. ÍHn-9K5. 




CAPITULO III 


LAS ASAMBLEAS POLÍTICAS BAJO EL IMPERIO. 


§ 64 . 

LOS COMICIOS (I). 

Las Asambleas populares, que en los últimos tiempos de la 
República, bajo el régimen de las dictaduras y de los triun- 
viratos, habían decaído visiblemente, acaban por perder toda 
su importancia en el período que nos ocupa. César privó á los 
comicios de la facultad de decidir sobre la paz y la guerra; 
Augusto les quitó las atribuciones judiciales , y si bien con- 
servaron hasta principios del siglo id de nuestra era sus atri- 
buciones legislativas y la facultad de elegirlos magistrados, no 
podían ejercer esta última más que á propuesta del Senado ó 
del Emperador, cuya influencia sobre todas las decisiones de 
los comicios era casi siempre omnímoda y decisiva. 

El emperador Tiberio concedió al Senado la facultad de 
proponer al pueblo los magistrados que había de nombrar (2), 
excepto los cónsules cuya designación quedó reservada al Em- 
ir» Mommsen, Rdmisekes Si unís redil , u, 2, pág. 819-810.— Becker , n, a, pág. 199 
¡í ¿10.— Walter, § 2 51, pág. 300-362. 

(2) Sin embargo, desde el siglo ni la designación para todas las principales ma- 
gistraturas la hacia el tlmperudor. Véanse d este propósito los pasajes aducidos 
por Moimnsen en su citada obra, pág. 809, nmn. 1. 
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jtorador (1). Los candidatos rccornondados por ol Emperador so 
denominaban candidati Principis ó simplemente candida ti, eit 
oposición á los que aspiraban por su propia cuenta á las ma- 
gistraturas que recibían el nombre de petitores . El Senado de- 
signaba por medio de una votación los candidatos que había 
de proponer á los comicios, y como los sufragios del pueblo no 
podían recaer sino sobre las personas designadas por el Sena- 
do, resultaba que esta última Asamblea era la que en realidad 
hacia la elección. Desde los primeros años del siglo iii no se 
encuentra ya mención alguna de elecciones hechas en los co- 
micios, y á fines del siglo ív se habla de ellos como de cosa que 
mucho tiempo ántes había caído en desuso. En todo caso los 
comicios por centurias dejaron de existir ántes que los comi- 
cios por tribus, pues la división en clases había desaparecido, 
hacia ya mucho tiempo. 

Las facultades legislativas la conservaron los comicios, 
aunque sólo en la apariencia, durante el primer siglo del im- 
perio. Hubo algunos casos, raros en verdad, en que los comi- 
cios intentaron dar muestras de independencia, oponiéndose á 
las rogaciones sometidas á su aprobación, pero casi siempre 
su papel se limitaba á ratificar los proyectos de ley que se le 
presentaban, y las mas veces se concedía fuerza de ley á las 
rogaciones autorizadas por el Senado, sin necesidad de presen- 
tarlas al pueblo. Como las rogaciones procedían casi siempre 
del Emperador, el cual las proponía al Senado por medio de 
una comunicación oral ó escrita ( Orabio ó Epístola Principis), 
y el Senado les daba siempre su aprobación , resultaba que el 
Emperador era en realidad el único órgano del poder legis- 
lativo. 


(1) Mommsen, Op. cit., pág. 863, cree que los Emperadores no gozaron de este 
derecho hasta el tiempo de Vespasiano. 
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§ 65. 


EL SENADO (1). 

El Senado sufrió notables modificaciones así en lo relativo 
A su composición como á su competencia bajo el régimen im- 
perial. Las reformas de Augusto y de algunos otros Emperado- 
res en la organización del Senado, se encaminaron á dar á esta 
Asamblea, que querían convertir en el más firme apoyo de su 
poder, el prestigio y la importancia que había perdido en los 
últimos tiempos de la República. Una de las primeras medidas 
tomadas por Augusto fué reducir á seiscientos, en virtud de su 
potestas censoria , el número de los senadores, que en el período 
de los triunviratos había pasado de novecientos. La elección de 
los senadores dependió exclusivamente en lo sucesivo de la 
voluntad de los Emperadores, los cuales solian honrar con esta 
•dignidad álos ciudadanos más distinguidos de las ciudades pro- 
vinciales. Alejandro Severo otorgó al Senado la facultad de 
aprobar ó desaprobar la elección de los senadores. 

A contar desde Augusto, la edad exigida para pertenecer 
al Senado fué 25 años, en vez de 30 como en tiempo de la Re- 
pública. Se necesitaba además poseer una fortuna imponible, 
primero de cuatrocientos mil, y después de un millón de ses- 
tercios. El Emperador podía excluir del Senado álos que con- 
sideraba como indignos de pertenecer á él, y ocupaba el pri- 
mer lugar {Princeps Senatus) en el álbum senatorio. 

Una de las modificaciones introducidas por Augusto en la 
forma de celebración de las sesiones del Senado fué, que se 
reuniese éste periódicamente y no, como ántes, cuando quería 
convocarlo algún Magistrado de los que tenia esta facultad. 
El Senado se reunía ordinariamente dos veces al mes en los 
dias de las Calendas y de los Idus, si bien podía celebrar también 
sesiones extraordinarias. Los Senadores tenían obligación de 


(1 ) Momr.iscn, fío mise lies Sluiilsrcclil , n, 2, pág 1 . 831-813, y 87.”>-S8 >.— r.eckor, u, a, 
p ág. 210-234. 
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asistir á todas las sesiones, y si faltaban, sin alegar excusa ra- 
zonable, tenían que pagar una crecidísima multa. Al principio 
se requería para que el Senado pudiese tomar algún acuerdo, 
que asistieran á la sesión por lo ménos cuatrocientos Senado- 
res; pero esto se modificó después, variando el número de Se- 
nadores necesario para la validez de las decisiones del Senado 
según la importancia de los asuntos sobre que había de recaer. 
El derecho de convocar y presidir el Senado correspondía 
como en lo antiguo á los cónsules, pretores y tribunos de la 
plebe. Los Emperadores ejercían este derecho como investidos 
de alguna ó de todas las magistraturas que acabamos de men- 
cionar, y en virtud de la potes tas tribunitia podían proponer 
al Senado en cada sesión uno, y más tarde varios asuntos. Ge- 
neralmente no lo hacían por sí mismos sino que se contenta- 
ban con proponer el asunto por escrito en una epístola que 
uno de los cuestores que tenían á sus órdenes leia en el 
Senado. 

Las reuniones del Senado se celebraban generalmente en 
el mismo local destinado á este objeto; y á las sesiones, que 
antes eran siempre secretas, podían asistir á veces hasta los 
libertos del Emperador, y asistían generalmente los hijos de 
los Senadores. En tiempo de Trajano se introdujo la costum- 
bre de votar por medio de tablillas. Las actas del Senado eran 
redactadas generalmente por escribas bajo la inspección de 
un funcionario elegido anualmente por los Senadores, el cual 
debía haber desempeñado antes el cargo de edil ó de cuestor. 
Las actas de las reuniones secretas eran redactadas por miem- 
bros del Senado. La custodia de los documentos en que sé 
consignaban los senadoconsultos estaba á cargo de los cues- 
tores. 

La competencia del Senado imperial se extendía no sólo á 
los asuntos que habían pertenecido antes á la esfera de sus 
atribuciones, sino también á casi todos los que dependían de 
la decisión de los comicios en el período republicano. Así es que 
además de la dirección de la administración central del Esta- 
do y de las relaciones internacionales, le correspondía la su- 
prema inspección del culto y de la hacienda , y el gobierno de 
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las provincias senatoriales, á lo cual vinieron á agregarse las 
atribuciones que en los órdenes legislativo y judicial habían 
tenido las Asambleas populares. Aun el derecho de elegir los 
Magistrados, que, como hemos visto, conservaban en la aparien- 
cia los comicios en los primeros tiempos del imperio, era ejer- 
cido realmente por el Senado. Pertenecióle también de derecho 
la facultad de elegir al imperador y aun de deponerlo, así 
como al final de este período el concederle las facultades pro- 
pias de la dignidad imperial en virtud de la lex de imperio. 

K11 lo relativo á la jurisdicción, si bien 110 heredó el Sena- 
do todas las facultades que en este orden habían tenido los co- 
micios, es lo cierto que los imperadores acostumbraban á so- 
meter á la decisión del Senado los procesos más importantes, 
sustrayéndolos á la competencia de los funcionarios respecti- 
vos. Además el Senado entendía ordinariamente, como en 
asuntos de su exclusiva competencia, en las causas criminales 
contra las personas del orden senatorio, en los crímenes de 
lesa majestad, ó sea en los atentados contra la persona del 
imperador y la seguridad del Estado, y en las acusaciones 
contra los gobernadores de las provincias. 

Aunque el Senado, por la acumulación de todas estas atri- 
buciones , era legalmente el principal poder del Estado , no 
fue en realidad sino instrumento dócil de los Emperadores, á 
quien correspondía, como hemos dicho, la elección de los Se- 
nadores y la iniciativa en las deliberaciones y acuerdos de 
esta Asamblea. 
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CAPITULO IV. 

EL GOBIERNO DE ITALIA Y DE LAS PROVINCIAS. 


§ 66. 

B.) ITALIA (1\ 

Augusto modificó la organización administrativa de Italia 
dividiendo el territorio de la Península en once regiones, (ó 
mejor dicho, en doce incluyendo entre ellas la ciudad de Roma 
que constituía por sí sola una región) cuyo gobierno encomen- 
dó á otros tantos cuestores. Los principales cambios que sufrió 
la división administrativa de Italia se debieron á Adriano y 
Marco Aurelio, de los cuales el primero la dividió en cuatro 
grandes jurisdicciones, poniendo al frente de cada una de ellas 
un funcionario del orden consular, miéntras el segundo tomó 
como base de su división las antiguas divisiones de nacionali- 
dad, encomendando el gobierno á funcionarios especiales, per- 
tenecientes en un principio al orden pretorio, con la denomi- 
nación de jurídicos (2). Por último, se estableció que la ciudad 

(1) Mommsen, Rümisches Staatsrecht u, 2, pág. 993-999.— Marquardt, Rómisclie 
Staalsverwalluny , i, pág. 67-80, VValter, i,§ 210-292. pág. 391-400.— Puchta, § 89-92, 
pág. 223-234; 

(2) Aunque carecemos de noticias exactas sobre la extensión del limitorio so- 
metido á la jurisdicción de estos últimos funcionarios y sobro su número, créese 
que las primitivas regiones se redujeron á cinco, y por lo mismo que Ects juriilici 
fueron cinco por lo general, si bien se hicieron en ésto algun as modificaciones. 
Véase á Marquardt, i, pág. 73-9(3. 

n 


226 


HISTORIA DEL DERECHO ROMANO 

(le liorna y el territorio comprendido dentro de 100 millas alre- 
dedor de ella fuese gobernado por el pr afee tus urdís, y que el 
resto de Italia estuviese sometido á 'cierto número de funciona- 
rios llamados correctores. Exceptuábanse de esta regíalos pue- 
blos de los Alpes que en su casi totalidad estaban sometidos á 
un prefecto encargado de mantenerlos en la obediencia de 
Roma. 

La antigua organización municipal subsistió sin modificar- 
se, si bien todas las ciudades estaban sometidas á la jurisdic- 
ción de los magistrados enviados por Roma. La administra- 
ción de los municipios y colonias era dirigida por magistrados 
anuales, de elección popular, cuyo número y denominación 
variaba según las localidades. A veces se elegía un magistra- 
do especial para el desempeño de comisiones extraordinarias, 
ó para presidir á la administración de justicia, el cual reci- 
bía el nombre de prcvfectus. En las prefecturas desempeñaba 
un solo magistrado las atribuciones administrativas y judi- 
ciales. Habia además en cada ciudad un curador nombrado 
por el Emperador , ó cierto número de censores elegidos cada 
cinco años. La policía estaba á cargo de los ediles, cuyas atri- 
buciones eran casi las mismas que tenían anteriormente en 
Roma estos magistrados. 

El Consejo municipal constaba de un número considerable 
de individuos, algunas veces de 100, llamados decuriones. El 
derecho de presidirlo y convocarlo correspondía á los magis- 
trados municipales. Sus atribuciones consistían en tratar y 
resolver todos los asuntos de interés general del municipio. 
El cargo de decurión era vitalicio; y su elección, así como 
la de magistrados, se hacia por el Consejo municipal, si bien 
en la de estos últimos tenia el pueblo alg’una intervención. 
Posteriormente cada magistrado solia designar al que habia de 
sucederle en el cargo , que generalmente era aceptado por la 
curia. Para ser elegido magistrado se necesitaba pertenecer al 
órden de los decuriones , y tener bienes de fortuna, pues 
los magistrados habían de dar espectáculos al pueblo y hacer 
otros gustos de consideración. 

La dirección del culto estaba á cargo de los Colegios sacer- 
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dótales, y los gastos del culto se cubrían con el producto del 
arrendamiento de los bienes inmuebles destinados al efecto. 
La elección de los sacerdotes municipales correspondía al Con- 
sejo municipal. Además de los ediles, á quienes incumbía la 
policía de los mercados y el cuidado de las calles y edificios 
públicos, había también funcionarios especiales llamados cu- 
ratores, encargados, ya de dirigir las obras públicas , ya de 
cuidar de la conservación y limpieza de los acueductos ó de 
otras cosas semejantes. La custodia y distribución de los fondos 
municipales estaba encomendada á los cuestores, bajo la ins- 
pección del curador de la ciudad. Los ingresos del municipio 
consistían en el importe del arrendamiento de los bienes in- 
muebles propios del municipio, en las cantidades que se paga- 
ban por el aprovechamiento de los pastos públicos y por el uso 
de los acueductos y baños y en los derechos de introducción 
délas mercancías, así como en los rendimientos del capital en 
dinero que poseía el municipio. Con ellos se atendía á la poli- 
cía de la ciudad, á la conservación de ios edificios públi- 
cos, y á la construcción de otros nuevos , (para lo cual se ne- 
cesitaba el permiso del Emperador,) y á los demás gastos mu- 
nicipales. 

Los habitantes de cada ciudad estaban divididos por razón 
de su diversa condición jurídica en dos clases: los ciudadanos 
{ches), que eran los que estando sujetos á todas las cargas, 
podían ejercer todos los derechos, y aspirar á todos los hono- 
res municipales, y los incolce ó domiciliados. Pertenecían á 
esta última clase los que sin haber adquirido el derecho de 
ciudadanía en una población, tenían en ella su domicilio ó re- 
sidencia habitual. Los incolas estaban sujetos al pago de los 
impuestos y á las demás cargas municipales, pero no podían 
en general aspirar á I03 cargos públicos. 
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§ 67. 

C.) LAS PROVINCIAS (1). 

En el año 27 después de Jesucristo dividió Augusto las pro» 
vincias del imperio entre el Senado y el Emperador en esta 
forma: diez de ellas, Africa, Asia, Bitinia, Acaya, la lliria, 
Macedonia, Creta y Cyrene, Sicilia, Cerdeña y Bética, corres- 
pondieron a.1 Senado, y las doce restantes, Egipto, Chipre, 
Cilicia, Siria, las dos Germán ias, la Bólgica, 1a. Narbonense, 
la Lugdunense, la Aquitania, la Tarraconense y la Lusita- 
nia, al Emperador (2). Esta división subsistió, aunque con 
algunas modificaciones, hasta fines del siglo m, en que Dio- 
cleciano dividió el territorio del imperio en cuatro prefectu- 
ras, Oriente, Iliria, Italia y las Galias, subdividiendo cada 
una de ellas en cierto número de diócesis y las diócesis en pro- 
vincias. Las prefecturas eran gobernadas por prefectos del 
pretorio, las diócesis por vicarii y las provincias por rectores , 
presides ó correctores. 

El gobierno de las provincias, en el período anterior á 
Diocleciano, era muy diferente según que estas eran senato- 
riales ó imperiales. 

Los gobernadores de las provincias senatoriales se denomi- 
naban procónsules (3'); su elección se haría, como en lo antiguo, 
por suerte entre los miembros del orden consular ó pretorio, 
su cargo siguió siendo anual y tenían como auxiliares en el 
ejercicio de sus funciones á uno ó varios legados cuyo nom- 
bramiento era atribución del Senado. La administración finan- 
ciera continuó á cargo de los cuestores, como en el período 

(1) Marquavdt, Kómische Staatsverwallung, i, pá g. 402-425. — Mommsen, Rómi sebes 
Slaatsrecht, u, 1, pág. 217-243 y n, 2, pág. 1007-1009.— Puchta, j, § 93, píg. 284-243.- 
YValter, i, § 291-301, pág. 400-417. 

(2) « Provincias validiores el quas annuis mugís Ir utmun impertís regí ncc fucile tice 
tutumerat, ipse suscepil: celeras proconsulilms sorlilo permití l: el lamen iionnullas con- 
matar it ínter dum.'» Sueton. Octav. 47. 

Í3) Asia y Africa fueron gobernadas por consulares hasta el tiempo de Constan- 
tino: las demás provincias senatoriales por miembros del orden pretorio. Mar- 
quardt, i, pág. 405. 


I 
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nuterior, si bien en todas las provincias senatoriales había pro- 
cura (ores encargados de representar y administrar los intere- 
ses del Emperador. 

Las provincias imperiales estaban gobernadas por legados 
del Emperador, legati Angustí pertenecientes por lo general 
al orden consular ó al pretorio. La duración de su cargo de- 
pendía exclusivamente de la voluntad del Emperador por el 
cual eran elegidos. Auxiliábanles también en el desempeño de 
su cargo uno ó varios legados nombrados también por el Em- 
perador. La administración financiera de las provincias impe- 
riales estaba encomendada á un funcionario especial que lle- 
vaba el nombre de procurator 6 rationalis. El gobierno de las 
provincias menos importantes era ejercido á veces por un pro- 
curador investido de las atribuciones necesarias. El Egipto 
tenia una organización especial y era gobernado por un pre- 
fecto perteneciente al orden ecuestre, y á veces liberto del Em- 
perador, el cual tenia bajo sus órdenes un juridicus y un ra- 
tionalis, encargados respectivamente de dirigir la administra- 
ción de justicia y la administración financiera. Posteriormente 
se solia designar á todos los gobernadores de las provincias, 
bien fuesen éstas imperiales ó senatoriales, con el nombre de 
)} nvsicles. 

Las atribuciones de los gobernadores de las provincias, ya 
fuesen estas imperiales ó senatoriales, eran casi idénticas. Eran 
muy contados los asuntos que los gobernadores podían resol- 
ver por sí solos, debiendo conformarse en todo á las instruc" 
ciones especiales que cada uno de ellos recibía del Emperador. 
Para el despacho de los asuntos de su competencia, solian ase- 
sorarse de funcionarios especiales llamados assessores. Estaba 
prohibido á los gobernadores reclutar tropas y gravar por su 
sola iniciativa con nuevos impuestos á las provincias que go- 
bernaban. Podían ser acusados ante el Senado por los abusos 
cometidos en el desempeño de su cargo y era lícito apelar de 
sus sentencias al Emperador. 

Los gobernadores de las provincias eran equipados á ex- 
pensas del Estado, del cual recibían además un sueldo ra- 
zonable. 
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La legislación vigente en las provincias la constituían dis- 
posiciones especiales relativas á ellas y muchas otras que dic- ■ 
tadas en un principio sólo para los ciudadanos, eran aplicadas 
después á todos los habitantes de las provincias. IHasta la con- 
cesión del derecho de ciudadanía á todos los súbditos del im- 
perio en tiempo de Caracalla, estuvo también en vigor y fue 
aplicada la legislación especial de cada país, en cuanto no 
contradecía á las leyes emanadas de Roma. La jurisdicción 
civil y la penal, aunque esta última con algunas limitaciones, 
eran ejercidas por el presidente de la provincia, y por sus re- 
presentantes, como en el período anterior. Cada provincia es- 
taba dividida en cierto número de distritos judiciales (conventi 
juridici en cuyas respectivas capitales estaba constituido el 
tribunal encargado de la administración de justicia en cada 
distrito, bajo la presidencia del Gobernador, quien con este 
objeto giraba visitas periódicas á las capitales de los conven- 
tos jurídicos, y á veces encomendaba á un juez especial la 
resolución de los asuntos. 

Las ciudades provinciales (1) conservaron generalmente ba- 
jo el Imperio las formas de su antigua organización, si bien per- 
dieron en su mayor parte la autonomía de que ántes gozaban 
en orden á su gobierno interior, dado que no había asunto 
de alguna importancia que no estuviese sujeto á la inspección 
de los gobernadores de las provincias. Á contar desde Adriano 
los Emperadores se esforzaron por uniformar la organización 
municipal en todo el Imperio. Esto no obstante, subsistieron 
bajo el régimen imperial muchas de las diferencias que exis- 
tían en el período anterior entre las ciudades provinciales. Así 
vemos que la división en ciudades confederadas, libres é in- 
munes, es aplicable también al período que nos ocupa. 

Las colonias se diferenciaban de estas varias clases de ciu- 


(1) No consintiéndonos los limites de nuestro trabajo exponer la organización 
interior de las ciudades provinciales casi idéntica en este periodo á la de las ciuda- 
des italianas, de que hemos tratado brevemente, remitimos al que desee conocerla 
á las obras de Kuhn, J)ie slddlische nuil büryerliche Verfassnny den romisehea fíeichs, 
Leipzig 1S04-1H6), i Theil,y á la de Iloudoy, I)e la condilitm el de l'adminish alian des 
pilles cltcz les Uomuiiis, París, is;fi. 
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dades en que sus habitantes gozaban del derecho de ciudada- 
nía. Su organización municipal era idéntica á la de las colo- 
nias itálicas. Por lo demás, sus habitantes debían pagar los 
mismos impuestos que los de las otras ciudades provinciales, 
v el territorio colonial no podía ser objeto del dominio quiri- 
tario. 

Había también muchas ciudades á quienes se había conce- 
dido como privilegio la asimilación en cuanto á su condición 
jurídica con Jas antiguas ciudades latinas (jus Latii). En vir- 
tud de él, además de cierta independencia en el órden admi- 
nistrativo, gozaban del derecho de contratación, y podían sus 
habitantes alcanzar el derecho de ciudadanía mediante cier- 
tas condiciones. La diversidad do las condiciones exigidas 
para adquirir el derecho de ciudadanía á los habitantes de las 
ciudades que poseían el jus Latii, dio origen á que se distin- 
guieran en este privilegio dos grados, designados respectiva- 
mente con los nombres de majns y minus Latium. Se decía 
que gozaban del majus Latium las ciudades cuyos habitantes 
adquirían el derecho de ciudadanía por el solo hecho de per- 
tenecer en su pátria al orden de los decuriones, miéntras que 
los habitantes de las ciudades que solo poseían el minus La - 
tium, no podían obtener aquel derecho, sino habiendo desem- 
peñado en su ciudad natal alguna magistratura. El jus Latii 
no eximia del pago de los impuestos. A veces se concedía este 
privilegio á toda una provincia: sirva de ejemplo España, que 
recibió esta merced del emperador Vespasiano. 

Algunas ciudades gozaban del jus italicum , y estas eran 
aún de mejor condición que las que acabamos de mencionar. 
Los habitantes de los municipios, que eran también bastante 
numerosos en nuestra España, gozaban de todos los derechos 
inherentes al de ciudadanía romana, y su organización muni- 
cipal era muy semejante á la de las colonias, si bien estas 
eran gobernadas de ordinario por duoviri y los. municipios por 
quatnorviri (1). 


(1; Esta regla no era, sin embargo, inflexible. Marquardt cita varias excepcio- 
nes (1 e ella en su citada obra, i, pág. 47.», n. 0. 
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Del jus italicum gozaban únicamente algunas colonias y 
municipios, á quienes se concedió en tiempo del imperio. Las 
ciudades favorecidas con él eran de la misma condición jurí- 
dica que las situadas en Italia. Estaban, por lo tanto, exentas 
del pago de los impuestos ordinarios, sus habitantes gozaban 
de todos los derechos y exenciones que los ciudadanos roma- 
nos tenían en Italia, y su territorio era susceptible del domi- 
nio quiritario. 

A veces las colonias adquirían también cierta independen- 
cia en la administración de los intereses municipales emanci- 
pándose en este punto de la inspección del gobernador de la 
provincia, y entonces se denominaban coionio : liberal. Había 
asimismo colonias inmunes , á cuya categoría pertenecían entre 
otras varias colonias de España, Tucci , Ituci, Ucubi y Urso (1), 
las cuales, además de gozar del privilegio que acabamos de 
mencionar, estaban exentas del tributum soli y del tribvAum 
capitis. 


(I) Phn. Historia natura lis, 0, 12. 
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LA ADMINISTRACION PÚBLICA. 


§68. 

EL EJÉRCITO (i;. 

La organización del ejército se modificó notablemente des- 
de los primeros tiempos del Imperio. Durante la República la 
dirección suprema de los asuntos militares había estado á car- 
go del Senado; pero en tiempo de Augusto pasó á manos del 
Emperador, al cual servían de auxiliares en esta tarea los pre- 
fectos del Pretorio. No hubo ya asunto de alguna importancia 
relacionado con la milicia que no dependiese en absoluto de la 
potestad imperial: la recluta del ejército, la paga de los solda- 
dos, la distribución de las fuerzas militares, la adquisición del 
material de guerra, y la jurisdicción sobre los delitos militares, 
fueron asuntos de la exclusiva competencia del Emperador y 
de sus delegados. 

Una de las novedades más importantes introducidas en es- 
te orden por el régimen imperial fué convertir al ejército en 
institución de carácter permanente. Del ejército así constitui- 
do formaban parte, no sólo los ciudadanos romanos, sino tam- 
bién los habitantes de las provincias y los pueblos aliados de 
Roma. 

El Prefecto del Pretorio era el jefe, no sólo de la guardia 


(1) Maiquardt, Rfi mis cite Stnusveriniltuny, 11 . — Waltev, i, § H19-Ó5M, luíg. Wi. 
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personal del Emperador, compuesta, como hemos dicho, de 
diez cohortes, sino también de las cuatro cohortes urbanas que 
en circunstancias normales constituían la guarnición de Italia. 

El ejército permanente estaba constituido en su mayor par- 
te por las legiones, las cuales no constaban en este período, 
como durante casi todo el período anterior, sólo de ciudadanos 
romanos, antes bien formaban su núcleo los habitantes de las 
provincias. Formaban además parte de él las tropas auxilia- 
res con que las provincias y las ciudades confederadas contri- 
buían á reforzar el ejército de Roma. Estas tropas estaban di- 
vididas, no en legiones , sino en cohortes , cada una de las cua- 
les se componía de soldados de una misma región ó provincia. 
Las tropas de los aliados extranjeros no solian utilizarse sino 
en tiempo de guerra. Las legiones y las milicias auxiliares 
estaban distribuidas en las varias provincias del Imperio. El 
mando en jefe de las tropas de cada provincia correspondía 
al gobernador de ella, el cual no solia ejercerlo por sí mismo 
sino por medio de sus legados. Los cargos de tribunos de las 
legiones y cohortes y de prefectos de la caballería eran desem- 
peñados siempre por ciudadanos romanos. En caso de guerra 
el Emperador designaba el general que habia de dirigirla y 
distribuía los demás mandos militares. La defensa de las fron- 
teras estaba encomendada á soldados aguerridos que contraían 
en nombre suyo y en el de sus descendientes la obligación 
de prestar aquel' servicio, recibiendo, en compensación, del 
Estado la propiedad de las tierras por ellos conquistadas. 

La organización de la armada romana fué obra del imperio, 
ó, mejor dicho, de Augusto y de su amigo y consejero Agripa, 
pues antes de ellos no tuvo esta institución en Roma carácter 
permanente ni verdadera organización (1). 

El ejército se componía en su mayor parte de voluntarios y 
sólo en el caso de que éstos no bastasen á cubrir el.contingen- 
te prefijado se recurría á la leva. El sistema empleado para lle- 
var á cabo esta operación era diverso en Italia y en las pro- 


(1) S >bre este punto, que no nos incumbe tratar por ser apeno de nuestro pro 
pósito debe consultarse la citada obra de Marquardt, n, pag. T78-198. 
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vincias; pues en Italia siguió rigiendo el sistema antiguo de 
hacer la recluta por tribus, miéntras en las provincias, sin 
atenerse á esta formalidad, se escogía para soldados á los que 
parecían más idóneos para el servicio militar de entre los que 
tenían esta obligación. La caballería se reclutaba de ordinario 
entre los provinciales y aliados. Los esclavos y los reos de de- 
litos graves estaban excluidos por indignos de servir en el 
ejército. 

Además de su haber ó paga ordinaria que bajo el Imperio 
era mucho mayor que en tiempo de la República, solian reci- 
bir los soldados recompensas extraordinarias en dinero. De la 
paga ordinaria se deducía á cada soldado lo necesario para la 
comida y para pagar el traje, las armas y demás objetos de 
equipo, que le proporcionaba el Estado. La mitad de las re- 
compensas extraordinarias tenían que depositarla, y con ellas 
se constituía á cada soldado un fondo ó peculio, que se le en- 
tregaba terminado el tiempo de su servicio. Los veteranos que 
se habían distinguido por su buen comportamiento recibían 
frecuentemente, además de una recompensa en dinero ó en 
tierras v de los honores del decurionato , otras distinciones v 
privilegios, tales como la concesión del de ciudadanía, la exen- 
ción de impuestos, y que se otorgaran los efectos civiles del 
matrimonio romano al que habían contraido con mujeres ex- 
tranjeras. 

La duración del servicio militar varió según los tiempos 
hasta que se estableció de una manera normal que fuese diez 
y seis años para los que servían en la guardia pretoriana, 
veinte para los demás soldados del ejército de tierra, y veinti- 
séis para los que prestaban el servicio en la marina militar. 

«Por lo demás este sistema militar se modificó g'radual- 
mente por la entrada de nuevos elementos. En tiempo de 
Marco Aurelio, Roma tomó á su servicio hordas de bárbaros 
vencidos; Probo llegó hasta á incorporarlos en las legiones; 
y de esta suerte comenzó aquel estado de cosas, por el cual la 
fuerza y los destinos del Imperio vinieron á estar completa- 
mente en manos de pueblos bárbaros y mercenarios.» (1) 

(]) Wultcr, I, 8 :»l,pá£. 44:*. 
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§ 69 . 

LAS INSTITUCIONES ECONÓMICAS (1). 

La actividad reformadora de Augusto no se limitó á las 
instituciones políticas y militares, sino que se extendió tam- 
bién muy particularmente á las instituciones económicas, en 
las cuales introdujo acertadas modificaciones, cuyo resultado 
fud imprimir una marcha más ordenada y regular á todos los 
servicios públicos. 

Una de sus primeras medidas en este orden fué la forma- 
ción del catastro de todo el Imperio, y la medición y fijación 
de los límites de las colonias y de otras muchas ciudades, ope- 
ración que se renovaba, primero cada diez, y luógo cada quin- 
ce años, y cuyo resultado servia de base á la repartición de la 
contribución territorial. Al mismo tiempo mandó formar la es- 
tadística de los súbditos de todo el Imperio , cuyos datos eran 
otra norma para la distribución de los impuestos. Con este ob- 
jeto creó funcionarios especiales llamados censitores , encarga- 
dos ordinariamente de dirigir la formación de la estadística en 
cada provincia. Servia de base á esta operación la declaración 
solemne y detallada que estaban obligados á hacer todos los 
jefes de familia, de sus circunstancias personales y de fortu- 
na, así como de las de las personas que tenían bajo su depen- 
dencia, declaración que era confirmada ó rectificada en cada 
población por un comisionado especial que designaba al efecto 
el consejo municipal. Los censitores resolvían en última ins- 
tancia acerca de las reclamaciones de los contribuyentes sobre 
este particular. 

En Roma se siguió haciendo el censo como en lo antiguo, 
hasta fines del siglo m de nuestra era, y á contar desde este 
tiempo se empleó el mismo sistema seguido en las provincias 


O) Marquardt, ROtntsche Staatsvarwaltung , n, en particular las ptí g - . 198-239, 
247-258 y 292-306.— Walter, i, § 602-318, pág. 417-436. 
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para la repartición de los impuestos. La base para la forma- 
ción del censo, mientras este se acostumbró á hacer en la for- 
ma antigua, fue, como en el período anterior, la división en 
tribus. El número de las tribus no se alteró bajo el régimen 
imperial: las ciudades provinciales que gozaban del derecho 
de ciudadanía, así las colonias como los municipios, eran ins- 
critas en una de las 35 tribus en que se dividía el territorio ro- 
mano. Á aquella tribu pertenecían todos los ciudadanos naci- 
dos en el municipio ó colonia, sin que el cambio de domicilio 
ni otra modificación alguna en la condición civil ó política de 
los ciudadanos (fuera de las que privaban del derecho de ciu- 
dadanía), hiciesen que dejaran de pertenecer á la tribu del 
pueblo de su nacimiento. Cuando el censo cayó en desuso, la 
división en tribus perdió toda su importancia, y los registros 
de las tribus, en las cuales se consignaba el estado civil de las 
personas, fueron sustituidos por los registros de nacimiento, 
llevados en Roma por el prefecto del Erario, y en el resto del 
imperio por funcionarios especiales que había en todas las ciu- 
dades, denominados tabnlarii. 

El pago del impuesto se hizo durante cierto tiempo en 
Italia, no en dinero, sino en especie, destinándose su produc- 
to al abastecimiento de Roma y al sostenimiento del ejérci- 
to acampado en la Península. Posteriormente, y sin suprimir 
este impuesto, se estableció un impuesto en dinero, basado 
sobre la fortuna de los ciudadanos. 

Las provincias continuaron pagando en los primeros tiem- 
pos las contribuciones personal y territorial como en el perío- 
do anterior. El pago se hacia en especie ó en dinero, sirvien- 
do de base al impuesto territorial la calidad de las tierras, las 
cuales eran clasificadas con este objeto. 

Más tarde se regularizó la exacción del impuesto en todas 
las provincias, estableciéndose, que, además del impuesto per- 
sonal, se pagara un tanto por mil de la riqueza imponible. 

Los ingresos extraordinarios eran casi los mismos en este 
período que durante la república, si bien los procedentes del 
ayer publicas disminuyeron considerablemente, por haber pa- 
sado éste, á ser, en su mayor parte de propiedad particular. 
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Las reformas introducidas por Augusto y sus sucesores en 
la administración de los fondos del Estado, fueron de suma im- 
portancia (1). Merece especial mención entre ellas la creación 
de un Erario especial para atender á los gastos del ejército, cu- 
yos fondos procedían del 5 por 100 de los bienes adquiridos por 
título de herencia ó legado ( vicésima hereditatim et lega to- 
ruru) por los ciudadanos romanos. La recaudación de este im- 
puesto estuvo ¡i cargo de procuratores especiales en un princi- 
pio, y después se arrendaba por una cantidad alzada á los pu- 
blícanos. Ingresaban además en el Erario militar el 1 por 100, 
y después el medio por 100 del importe de las ventas hechas 
en pública subasta ( vectigal rermn venalium), y el 2 primero, y 
después el 4 por 100 de las ventas de esclavos, así como los 
productos del botín de guerra. Al frente del Erario militar ha- 
bía varios prefectos elegidos por el Emperador. 

Otra institución económica que surgió del nuevo orden de 
cosas fuó el Erario imperial, designado más propia y especial- 
mente con el nombre de Jiscas , constituido por los bienes de 
la propiedad privada del Emperador, por los donativos y he- 
rencias que este recibía frecuentemente de los particulares, 
por las crecidas cantidades en metálico que las ciudades en- 
viaban á veces al Emperador, por los bienes vacantes de las 
provincias imperiales, y por el importe de las multas sobre el 
contrabando. 

Había funcionarios especiales encargados de recaudar los 
ingresos del fisco, tales eran los 'procuratores hereditatium. 
La custodia y administración del fisco ' imperial estaba enco- 
mendada á cierto número de empleados, que se designaban con 
los nombres de procuratores ó actores . En las provincias des- 
empeñaban este cargo los procuradores imperiales. 

Los ingresos del Erario público ó del Estado eran, además 
del importe de las contribuciones ordinarias, del cinco por 
ciento de las manumisiones y de los impuestos extraordina- 


. ( 1 ) \ éase sobro todo lo relativo d la organización del Erario romano en tiempo 
«lisios Emperadores la excelente obra de Hirschfeld, Unlevsnchumjen aiifdein Gebiele 
der rOmischcn VerwaUuui/sgesihichle, i, pdg. 1 - 52 . 
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ríos existentes en el período anterior, otros varios introducidos 
por los Emperadores, que dieron muestra en este punto de fe- 
cunda inventiva, tales como los derechos de introducción esta- 
blecidos por Calígula sobre los comestibles que se habían de 
vender en Roma, el de Yespasiano sobre el estie'rcol de los ca- 
ballos, y otros, entre los cuales no eran de los menos impor- 
tantes los que pesaban sobre los pleiteantes, mercaderes y ar- 
tesanos. 

El Senado conservó en apariencia hasta el sigdo m el dere- 
cho á dirigir ó inspeccionarla administración de los fondos del 
Erario; pero áun este derecho, puramente nominal é ilusorio, 
dada la influencia é intervención del Emperador en esta clase 
de asuntos, lo perdió en el mencionado siglo, desde cuya épo- 
ca las facultades ejercidas por el Senado en este punto durante 
la República fueron ejercidas por un procurador, el cual tenía 
como auxiliares dos prefectos y cierto número de cuestores. El 

conocimiento y resolución de los asuntos relacionados con el 

«/ 

Erario continuó siendo, sin embargo, de la competencia del 
Senado. En las provincias representaban los intereses del fisco 
los cuestores ó procuradores según que las provincias eran se- 
natoriales ó imperiales, bien que en las provincias senatoria- 
les hubiese también u n procura tor ó ratlomlis, encargado de 
representar los intereses del Emperador; pero desde que se 
introdujo la reforma que acabamos de mencionar en la orga- 
nización del Erario, los funcionarios imperiales sustituyeron á 
los cuestores en las provincias del Senado. En tiempo de Re- 
hogábalo el Erario especial del ejército se fundió en el Erario 
del Estado. El Erario y el fisco subsistieron, sin embargo, du- 
rante todo este período como instituciones diversas , si bien 
la influencia del Emperador era idéntica y omnímoda sobre 
ambas. 

El derecho de acuñar moneda se dividió en los primeros 
tiempos entre el Emperador y el Senado, reservándose el pri- 
mero, á contar desde Augusto, la facultad do acuñar el oro y 
la plata, que compartía con su colega en la potestad tribuni- 
cia, y no quedando al Sonado sino la acuñación de la moneda 
de cobre, que perdió al terminar este período. Muchas chula- 
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dos provinciales conservaron ó hicieron uso del derecho de acu- 
ñar moneda, y no fue tampoco rara la acuñación de moneda 
romana en las provincias por cuenta del Estado. La acuñación 
do moneda distinta de la romana fuó cayendo poco á poco en 
desuso, y generalizándose el uso de las monedas romanas. 

Entre las instituciones económicas del período que nos ocu- 
pa. son dignas de especial mención las destinadas á la conser- 
vación de las vías ó caminos que unían á Roma con los demás 
p ii utos del imperio (1), así como la organización del correo, 
las cuales llegaron á constituir uno de los ramos más impor- 
tantes de la administración pública. Su dirección estaba á car- 
go del mismo Emperador, el cual, además de crear, como he- 
mos dicho, dos cioratores que sustituyeron á los antiguos duo- 
riri en el cuidado de las calles de Roma, nombró un curator 
para cada una de las grandes vias militares del imperio. Los 
gobernadores de las provincias estaban encargados de la di- 
rección de este servicio en el territorio de su cargo. La cons- 
trucción y conservación de las vias militares era de cuenta 
del Estado, el cual las consideraba como asunto preferente 
de su atención. 


§ 70 

EL CULTO ( 2 ). 

Los emperadores se esforzaron por restaurar el antiguo 
culto, cuya decadencia en los últimos tiempos de la república 
liemos señalado en otro lugar. Muchos colegios sacerdotales 
que habían desaparecido en el período anterior, ó que no exis- 
tían ya sino nominalmente, fueron reorganizados, y los empe- 
radores dedicaron atención preferente á la restauración de los 


( 1 1 Dsbe consultarse sobre este punto la excelente obra de Hirschfeld, antes ci- 
tada, pág. 98-11-1. 

(- > Marquardt, ROmische Staatsverwaltung, m, pág. 71-112. Mommsen, ROmischex 
Staatxrecht, h, 2, pág. 1015-1025. Boissier, La Religión romaine d' Aligaste nux Anlo- 
trins, Taris, 18 <4. Friedlander, Studi intorno ngli usicd ai costumi dti Romani nei dne 
primi sccoli dell'Era volyare, (trad. del aleman) Milán, 1874, III, pág. 109-195. 
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templos abandonados ó destruidos (1). Pero si lograron devol- 
ver al culto su organización y su aparato exterior, fueron im- 
potentes para restablecer la fé en las antiguas creencias, heri- 
das de muerte por el excepticismo dominante en las clases 
ilustradas, y por la popularidad que habían llegado á alcanzar 
los cultos extranjeros entre las masas de la población. 

Ya desde los primeros tiempos del imperio las religiones 
orientales encontraron también acogida entre las clases aco- 
modadas y áun bajo el solio imperial. «Sabazio y Adonis son 
adorados en el gran mundo de Roma desde la época de Au- 
gusto. Nerón no tuvo devoción durante algún tiempo sino á 
la diosa Syria; Trajano consulta al dios de Heliópolis (Júpiter 
Ileliopolitaims) sobre el éxito de su expedición contra los Par- 
tos; el de Doliche (Júpiter Dolic/iemts) obtiene un templo so- 
bre el Aventino en la época de Commodo; Plutarco nos enseña 
que el nombre de Mithra fué conocido por vez primera de los 
romanos al fin de la república durante la guerra de los Pira- 
tas. Su culto continuó existiendo únicamente bajo los Césa- 
res entre las clases populares, y empieza á tomar más impor- 
tancia hácia los últimos años de los Antoninos, hasta que en 
los siglos iii y iv triunfa sobre todos los demás. Agí, á excep- 
ción de este último desarrollo del culto mitriaco, que no se ve- 
rificó sino un poco más tarde, todas las demás religiones ex- 
tranjeras son profesadas libremente en Roma en la época de 
•que nos ocupamos (2),» ó sea durante los dos primeros siglos 
del imperio. 

En las provincias los cultos indígenás, tolerados con muy 
raras excepciones por Roma, subsisten al lado de la religión 
oficial del pueblo romano, aunque perdiendo terreno ante el 
torrente invasor de las supersticiones orientales (3). 


(1) Augusto consideraba como uno de sus títulos de gloria haber hecho reedi- 
ficar ochenta y dos templos: «Dúo el octoyinlu templa demn in urbe cónsul sexlnm ex 
decreto señalas rcfeci , millo pmtermisso quod eo tempore reftei oporteret. » Monum- 
Ancyr., 4, 17. 

(2) Boissicr, i, pág. 394-395. 

(3) En España, por ejemplo, encontramos muy extendidos estos cultos en los 
primeros siglos del imperio- Concretándonos á los datos que nos proporcionan las 
inscripciones, vemos que del culto de Isis hacen memoria además de la colebérri- 



« 24*2 


HISTORIA. DEL DERECHO ROMANO 


K1 Cristianismo , difundido ya en muchas provincias del 
Imperio, hace en Roma grandes progresos aun entre las cla- 
ses superiores de la sociedad, y empieza á ejercer su saluda- 
ble influencia ¿obre el mundo romano, singularmente desde 
el tiempo de los Antoninos (1). 

La dirección suprema de la religión y del culto oficial de 
Roma en este período, está en manos del Emperador, quien, 
así por el carácter absorbente de su autoridad, como por la 
circunstancia de pertenecer á todos los colegios sacerdotales 
más importantes, y de ejercer, como por juro de heredad, el 
cargo de Pontífice Máximo, interviene en todo lo concernien- 
te á este ramo de la administración, y tiene sobre el omnímo- 
da influencia. «Las atribuciones inherentes al Pontificado Má" 
ximo, así el nombramiento de los sacerdotes, como en parti- 
cular la inspección sobre todo lo concerniente á la religión? 
fueron uno de los elementos más importantes de la extensa 
potestad imperial; pero más importante todavía fue sin duda 
alguna la consagración religiosa que la monarquía augustea 
buscó y halló en su unión con el sacerdocio supremo de la Re- 
pública (2).» 


roa inscripción de Acci (C- I. L., n, 3383), otras varias de Acci, Mirobrigra, Bracara 
Augusta, I’arraco, Aqure Calida? y Valentía, en la última de cuyas ciudades existia 
un colegio de adoradores de Isis, sodalí mn renutrum colantes Isulem (n. S780). A Sera- 
pis que no era, como es sabido, sino una forma de Osiris, lo vemos mencionado en 
una inscripción de Pax .luliay en otra de Valentía. En otras inscripciones de Caz- 
lona, Dertosa y Ampurias se menciona una divinidad panthea ■ En Valencia se ha 
encontrado asimismo una inscripción dedicada á Júpiter Ammon. 

El culto frigio do la Magna Matcr está representado por dos inscripciones de 
Olisippo, una de Capera y otra del I'ortus Magonis. La última de ellas conmemo- 
ra la dedicación de un templo levantado en honor de esta diosa por I, ucio Cornelio- 
Silvano (n. 3~0(5). 

Finalmente, del culto y de los misterios de Mitras encontramos vestigios en- 
inscripciones de Emérita Augusta, Ugultaniacum, Malaca y Tarraco, y muy par- 
ticularmente en una notabilísima atribuida por Hübner (n. 2-05) á los Astures Tras- 
montan ¡, en la cual se mencionan algunos de los grados jerárquicos del sacerdocio 
de este culto. 

(,1) Que el cristianismo contó ya desde el siglo primero numerosos adherentes 
entre las clases superiores de la sociedad romana es un hecho demostrado con in- 
contrastable evidencia por las investigaciones del felicísimo cultivador de las anti- 
güedades cristianas, Juan Bautista de Uossi. De la iníluenciadel cristianismo so- 
oi c el derecho, negada ó atenuada por algunos escritores modernos, trataremos 
muy de propósito al hacer la historia del cuarto período. 

(1) Mommsen, Riimisches Staatsrecht , n, 2, pág. 1022. 


SECCION PRIMERA — CAPÍTULO V 


243 

La organización de los colegios sacerdotales no sufrió modi- 
ficaciones importantes durante este período, sino en lo relativo 
ala elección de sus miembros. La forma de elección usada en 
el período republicano siguió vigente bajo el régimen impe- 
rial; pero al lado de ésta se estableció otra manera de elección, 
pues el Emperador tuvo el derecho de proponer, así para cu- 
brir las vacantes, como para las plazas supernumerarias ó que 
excedían del número legal, á los candidatos de su agrado, de- 
signación que equivalía á un nombramiento, pues el cuerpo 
electoral estaba obligado á aceptarla. Las atribuciones de los 
Emperadores en este punto eran de derecho y de hecho ilimi- 
tadas, llegando á ser esta la forma de elección más general- 
mente usada. La elección del Emperador y de los individuos 
de la familia imperial como miembros de los cuatro colegios, 
se hacia siempre por el Senado. 

En los' colegios sacerdotales donde subsistió la antigua 
forma de elección, ó sea la cooptación por el colegio, el Em- 
perador no tenía legalmente otro derecho que el de emitir su 
voto como los demás individuos de la corporación; pero en 
realidad este decidía del éxito de la elección, de suerte que, 
una vez emitido, el colegio se limitaba probablemente á pro- 
clamar el candidato del Emperador (1). 


(1) Momeasen, Rómisches Slaalsrecht, n, 2, pág. 125. 


00^00' 
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CAPITULO VI. 

LAS FUENTES DEL DERECHO BA.JO LOS EMPERADORES PAGANOS. 

§ 71 . 


FUENTES DEL DERECHO EN GENERAL (1). 

Las formas externas bajo las cuales se nos presenta el de- 
recho en este período, son: la costumbre, fuente del derecho 
no escrito, y las leyes, los senadoconsultos, las constituciones 
de los príncipes, los edictos de los magistrados, y las respues- 
tas y sentencias de los jurisconsultos, fuentes del derecho es- 
crito. 

Al lado de las fuentes del derecho va existentes, vemos 
aparecer en el que nos ocupa otra nueva que ha de acabar por 
absorberlas á todas las Constituciones imperiales. El Senado’ 
cuyas facultades legislativas habían estado en tela de juicio 
en el período anterior, hereda en este casi todas las atribucio- 
nes de que antes habían gozado las Asambleas populares, y 


O) l’uchta, i, £ 105, pág. 292-293. Kuntzc, § ¡¿‘JO, pág. 18T)-18<J. 
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los senadoconsultos pasan á ser una de las fuentes más impor- 
tantes, no sólo del derecho público, sino también del derecho 
privado. Las respuestas de los jurisconsultos que durante la 
república habían ejercido, como hemos dicho, mucha influen- 
cia en la marcha de la legislación, pero sin poder ser conside- 
radas como fuentes del derecho en sentido estricto, adquieren 
plenamente este carácter bajo el Imperio. 

Xo todas estas fuentes del derecho gozaban sin embargo de 
la misma fuerza y eficacia. Sólo las leyes, los senadoconsultos 
y las constituciones imperiales, á las cuales se puede agregar 
la costumbre, tenían el carácter y producíanlos efectos de la 
ley. Los edictos de los Magistrados, comoque derivaban su au- 
toridad de la del magistrado que los promulgaba, carecían de 
la eficacia y del carácter generalmente obligatorio de las leyes. 
Kn cuanto á las respuestas y decisiones de los jurisconsultos, 
si bien no producían los efectos negativos de la ley, dado que 
no podían derogar ningún precepto jurídico ya existente, pro- 
ducían á veces sus efectos positivos adquiriendo fuerza de ley 
(leáis vicem). 

La cultura del derecho que á fines del período anterior 
empieza á tomar carácter científico, se desarrolla y llega á su 
plenitud en el período que nos ocupa, considerado con razón 
como la época clásica de la jurisprudencia romana. 

§ 72 . 

LEYES Y SENADOCONSULTOS (1). 

Como hemos dicho ya al tratar de las Asambleas populares 
en este período, los comicios no sólo conservaron en teoría bajo 
el régimen imperial algunas de las atribuciones legislativas 
de que habían gozado en épocas anteriores , sino que en los 
primeros tiempos dieron muestra de actividad en este órden 
votando muchas rogaciones sometidas á su aprobación' por el 
hmperador en persona, ó propuestas en su nombre por los Ma- 


(1) Puchta, 1, $ 108-108, pág'. 293-301. Kuutze, § 299-302, pág\ 187-190. 
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Estrados que tenían derecho á convocar y presidir I03 comi- 
cios ( 1 ). Sin embargo, es indudable que á contar desde Claudio 
no se convocó á los comicios sino en casos muy excepcionales 
para la formación de las leyes, y que desde esta época cesaron 
de legislar los comicios sobre el derecho privado ( 2 ). 

La intervención del Senado en el poder legislativo en los 
primeros tiempos del régimen imperial, se limitó, como en lo 
antiguo, á autorizar las rogaciones que habían de ser sometidas 
á la aprobación del pueblo reunido en los comicios, pero ya en 
tiempo de Augusto se reconoció fuerza y carácter legal á las 
rogaciones aprobadas en el Senado, sin necesidad de que fue- 
ran ratificadas por los comicios, costumbre que se llegó á ge- 
neralizar hasta tal punto, que no se tardó mucho en prescin- 
cirde la aprobación de los comicios, quedando asimilados de 
esta suerte en un todo los senadoconsultos á las leyes, cuyo 
nombre tomaron á veces, y á las cuales sustituyeron por 
completo. 

Desde este momento los senadoconsultos se designaron fre- 
cuentemente con el nombre de su autor, del mismo modo que 
las leyes, si bien á veces se indicaba sólo la fecha como anti- 
guamente, y ordinariamente se daba á ésto tan poca importan- 
cia, que se dió el caso de que un senadoconsulto tomase su 
nombre del criminal cuyos delitos liabian dado ocasión á que 
se promulgara, como sucedió con el "senadoconsulto Macedo- 
niano. 

Á contar desde Caracalla los senadoconsultos cesan de ser 
fuentes del derecho civil. 


(1) Kuntze enumera (pág 188; las principales leyes pertenecientes á cada una 
de estas clases prmnulgadas en el período que nos ocupa. 

(2) Según Rudorff (en su adición á la nota b. del § IOS de la obra de Puclita, pá- 
gina 294), las únicas leyes votadas en los comicios desde el reinado de Claudio 
fueron: la ¡ex de imperio, por la cual se conferian al Emperador las atribuciones 
inherentes á su cargo, que habia de ser votada en los comicios por curias, y las le- 
yesen que se autorizaba d un general (imperator) para conceder el derecho de ciu- 
dadanía 6 para dictar reglamentos municipales ó provinciales. La denominación 
de leyes data: servia para designar las disposiciones de este género dictadas por los 
magistrados autorizados al electo, para diferenciarlas de las emanadas directa- 
mente del pueblo que se llamaban leyes royala’. También se dictaron por los co- 
micios después de Claudio algunas leyes relativas d la concesión do] jii\ í.aüi ó de 
la ciudadanía d algunas poblaciones. 
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La mayor parte de las leyes y senadoconsultos dictados bajo 
el régimen imperial se encaminaron á remediarlos males con- 
siguientes á la espantosa corrupción de las costumbres en 
esta época. De las principales leyes dictadas con este objeto 
fueron las leyes Julia y Papia Po-ppea , dadas en tiempo de 
Augusto con el fin de poner coto á la inmoralidad, y de acre- 
centar al mismo tiempo los recursos del Erario, otorgando re- 
compensas á los que contrajesen malrimonio y tuviesen hijos- 
y castigando con penas pecuniarias á los célibes. La primera 
ley presentada por Augusto al pueblo en 736 fué desechada, 
pero mitigado algún tanto el rigor de sus disposiciones logró 
el Emperador que fuese aprobada veintiún años después. Las 
dificultades que suscitó su planteamiento obligaron a Augusto 
á modificarla en algunos puntos por medio de la ley Papia Pop- 
pea, votada en el consulado de M. Papio Mutilo y Q. Poppeo 
Secundo. Estas dos leyes, aunque distintas, se citan á veces 
como si fueran una sola, por ser idéntico el asunto sobre que 
versan. Las disposiciones contenidas en ellas eran de dos cla- 
ses: Pertenecían a la primera (pars nuptialis) las que estable- 
cían los privilegios de que habían de gozar los casados que tu- 
viesen hijos y las desventajas inherentes al celibato y á la ca- 
rencia de prole. Entraban también en esta categoría las dis- 
posiciones encaminadas á facilitar los matrimonios. A la se- 
gunda clase (pars caducaría) correspondían las que modifi- 
caban el derecho de herencia en perjuicio de los célibes y de 
los casados sin hijos, estableciendo que quedaran sin efecto 
las herencias y legados que se les dejasen, las cuales habían 
de pasar á los herederos ó legatarios casados y con hijos, y 
cuando no los hubiese, al Erario público, como lona caduca. 
Pueden considerarse como disposiciones complementarias las 
que asignaban al Erario las sucesiones sin dueño y los bienes 
confiscados. 

Las leyes en cuestión fueron asunto preferente de los co- 
mentarios de los jurisconsultos romanos, á lo cuaj[ debemos 
que hayan llegado á nosotros muchos fragmentos de ellas con- 
servados en las Pandectas y en algunas otras obras jurídicas. 
Con ayuda de estos fragmentos se ha intentado, aunque con es- 
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caso éxito, restituir á su forma primitiva las mencionadas le- 
yes, tarea por extremo difícil, en razón á no conservarse casi 
ningún fragmento en su forma original, y á la insuficiencia y 
vaguedad de las noticias sobre el orden de sus disposiciones. 
Entre estos ensayos de restitución merece mencionarse ade- 
más de los de Gothofredus (1) y Heineccio, (2) el emprendido 
por nuestro insigne jurisconsulto del siglo xvii Ramos del 
Manzano (3). 

Después de la publicación de las leyes Julia y Papia Pop- 
pea se dieron varias disposiciones que modificaron en algunos 
•puntos y precisaron en otros su contenido. Créese con razón 
que estas leyes fueron insuficientes para remediar los males 
á cuya curación iban encaminadas y que no fueron eficaces 
sino para aumentar considerablemente los recursos del Erario. 
La ley Julio, de adulteréis, dictada también en tiempo de 
Augusto, se dirigió contra otro género de corrupción muy fre- 
cuente también en esta época, á saber, el adulterio, y contra 
otros atentados contra la moral. Augusto promulgó también 
otras varias leyes de este mismo carácter, é introdujo acerta- 
das reformas en el procedimiento por medio de las leges Julia ? 
jv.diciorum gublicorum et priva torum. 

Los sucesores de Augusto dieron varias leyes .con el fin de 
poner coto á la crueldad de los amos con sus esclavos, y otras 
encaminadas á dificultarlas manumisiones, y á dificultar ó im- 
pedir que los libertinos, cuyo número crecía desmesuradamen- 
te, adquiriesen el derecho de ciudadanía. Entre las leyes rela- 
tivas á las manumisiones merece especial mención la ley Fufia 
Caninia que limitó las facultades de los testadores en orden á 
las manumisiones de esclavos; y entre las que regularon la con- 
dición de los libertinos, la ley JElia Sentía, dictada como la 
anterior á mediados del siglo vin de la fundación de Roma, y 
la cual, entre otras varias disposiciones, negaba el derecho de 
ciudadanía á los libertinos que hubieran observado mala con- 
ducta miéntras estaban en la esclavitud. 


( 1 ) Fragmenta legis Julice el Pupiic aúne primum collecta, restituía... KUT. 
C¿) Ad legan Juliamet Papirnu Poppa’am. Amsterdam, 1?A>, 

CU A d leges Jul'ntm el Papium, M adi id, KwH. 
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§ 73 . 

LEVES V SEN'ADOCONSUJLTOS TRASMITIDOS POR LOS MONUMENTOS 

EPIGRAFICOS (I,. 

La mayor parte de las leyes y senadoconsultos que conoce- 
mos de este período, lian llegado á nuestra noticia por medio 
de los escritores clásicos así jurídicos como no jurídicos, los 
cuales insertan algunas veces fragmentos de ellas en su forma 
original, limitándose las más á dar noticia de su contenido. 

Algunos monumentos de este género han llegado, sin em- 
bargo, hasta nosotros, bien que en su mayor parte mutilados, 
en su forma original. Son los siguientes: 

Leges: 

La Lex de imperio Vespasiani (2) del año 70 después de Jesu- 
cristo, en virtud de la cual, como indica su título, se confirió 
el imperium al emperador Yespasiano. Este monumento es una 
ley verdaderamente tal y no, como algunos han sostenido, un 
senadoconsulto. Se halla grabado sobre una tabla de bronce 
descubierta en Roma el siglo xiv, y se guarda actualmente 
en el Museo Capitolino. 

Las Lepes Flaviae Salpensana et Malacitana (3), de los años 


(1) Itruns y Giraucl, Op. cit — Rudorff, i, § 81, pág. 217-218 — Rivier, § 156, pá- 
gina 3:16-337. 

(2) Bruns, (3." ed.) pág. 118-120. 

(3) Bruns, pág. 120-131.— La gloria de haber dado á conocer al mundo sábio 
estos notables documentos, y de haber sido el primero en ilustrarlos, corresponde 
de derecho al Dr. 1>. Manuel Rodríguez de Berlanga, tan benemérito de la epigra- 
fía jurídica romana. El trabajo del Dr. Berlanga, intitulado Estudios sobre los dos 
bronces encontrados en Málaga á fines de Octubre de 1851, se publicó en Málaga en 
1853. Posteriormente, en 1833, dio á luz Mommsen en las Memorias de la Real Aca- 
demia de Ciencias de Sajonia un extenso comentario á estas leyes, (impreso luégo 
aparte, y ya agotado) con este titulo: Dic Stadtrechle der lateinischem Gemeindem von 
Salpensa uml Malaca in der Provine- Btelica. Los fútiles argumentos empleados para 
combatirla autenticidad de estos monumentos por Laboulaye (Les Tables de bronce 
de Málaga ct de Salpensa , París, 1856) y por Asher ,‘Notiee sur l' époque el la methode de 
la fabrication des tables de Malaga, París 1868), fueron refutados victoriosamente 
por Giraud ( Les Tables de Salpensa et de Malaga París 1856, y La Lex Malacitana, 
París 1888) y por Arndts (Zeitschnft fur Hechtsgeschichte , vi, pág. 393-417). líl señor 
Berlanga publicó nuevamente el texto de ambas leyes, ilustrándolo en muchos 
puntos, en sus Monumentos del municipio Flavio Malacitano, Málaga 1861. Entre los 
demás trabajos especiales publicados sobre estos monumentos es digno de espe- 
cial mención el de Van Xwinderen Disquisitio de aere Malacitano et Salpensano. 1866. 
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$2 á 84 después de Jesucristo, dadas en el reinado de Domi- 
ciauo. Versan sobre la organización política, administrativa v 
judicial de las ciudades de Málaga y Salpensa. De la primera 
se conservan los caps. 51 á 69, y de la segunda los caps. 21 á 
29. El texto de estos importantísimos documentos está graba- 
do sobre dos tablas de bronce encontradas el año 1851 en las 
inmediaciones de Málaga, y conservadas actualmente en dicha 
población en el Museo particular del Marqués de Loring. 

Senadoconsultos: 

El Senatnsconsultum Hosidianum (1) dado entre los años 
41-56 de nuestra Era para impedir la demolición de edificios. 
En él se establecía que si alguno compraba un edificio para 
lucrarse con él, demoliéndole, tum duplam pecuniavi qua mer- 
catus eam rem esset in aerar i um inferri , y en cuanto á los ven- 
dedores tales venditiones irritas Jieri. Se halla grabado sobre 

una tabla de bronce encontrada en las ruinas de Herculano v 

«/ 

conservada actualmente en el Museo de Nápoles. 

El Senatusconsultum Volitsiamm (2) del año 56 de nuestra 
era, en que se concede á Alatoria Celsila autorización para 
demoler varios edificios heredados de sus padres, en razón á 
haberse demostrado la conveniencia de esta medida. Fué des- 
cubierto al mismo tiempo que el anterior, en las ruinas de 
Herculano y se conserva también en el Museo de Nápoles. 

101 Senatasconsultavi Cassianum de nundinis (3), del año 
138, en el cual accediendo á la petición de los amigos de Luci- 
lio Africano se autorizó á este para celebrar todos los meses 
una feria in territorio Masulamirum , situado en la región 
Begucnse de la provincia de Africa. Se conocen dos ejempla- 
res de este monumento , grabados ambos sobre lápidas descu- 
biertas en las ruinas de Begua en el reino de Túnez. 


(1) Bruus, pág. 141-142. 

(2) Bruns, pág. 142-143. 

(3) Rruns, pág. 145-146.— Este documento lia sido comentado por Wilmans y 
Mommsen en el vol. 11 í 1 871) de la Ephcmerix epifiraphicrt ,pAg. 272 y sig. 
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CONSTITUCIONES DE LOS PRÍNCIPES (1). 

Las formas bajo las cuales hicieron uso los Emperadores 
de las atribuciones legislativas que les otorgaba la ley de im- 
perto, fueron muy diversas. El origen de estas atribuciones no 
fue otro que el de las que poseían los magistrados mayores del 
tiempo de la república: su extensión, sin embargo, era mucho 
mayor, en razón á que los Emperadores habían acumulado en 
su persona casi todas las atribuciones de aquellas magistratu- 
ras, y muy distinto su carácter y autoridad, pues en cuanto á 
sus efectos las disposiciones emanadas del Emperador eran 
asimiladas á las leyes. 

Las Constituciones imperiales se dividían por razón de su 
forma, en cuatro clases. Constituían' la primera los edictos 
(edicto,) promulgados por el Emperador en uso de las faculta- 
des que le correspondían como investido dely'wí edicendi, y en 
los cuales establecía algún precepto jurídico. Los Emperadores 
no promulgaban edictos sino muy de tarde en tarde, prefirien- 
do cualquiera de los otros medios que tenían á su arbitrio para 
introducir en la legislación nuevas prescripciones. 

La segunda clase de las Constituciones imperiales la for- 
maban los mandato,, ó sea las instrucciones dadas por el Empe- 
rador á los funcionarios en quienes delegaba su jurisdicción, y 
en las cuales consignaba los preceptos jurídicos que habían 
de servirles de norma, en lo concerniente al gobierno como á 
la administración de justicia, así criminal como civil. Las dis- 
posiciones de este último género tenían, sin embarg'o, escasa 
parte en los mandatos del Emperador, á lo cual se debe, según 
algunos, el que Gayo no enumerase los mandola entre las 
Constituciones imperiales. 


(1) Mommsen, fíómisches Staatsrechl, u, 2, p ág. 843-859.— Pucbta, l, § 109-113,. 
301-314.— Rudorff, i, g 54-59, pág. 130-143.-Kuntze, § 203-308, p úg. 191-1W- 
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Los decretos y los rescriptos {decreta et rescripta) que son 
las dos ultimas clases de Constituciones imperiales, ema- 
naban de las atribuciones especiales del Emperador en orden 
a la administi ación de justicia. Bajo el nombre de decreloc se 
comprendían todas las decisiones del Príncipe, cuando admi- 
nistraba justicia en virtud de la jurisdicción que poseía en 
común con los demás magistrados. Sucedía á veces que el 
Emperador, usando de la potestad tribunicia que le autoriza- 
ba para oponerse á la ejecución de las decisiones de los ma- 
gistrados, resolvía también en última instancia asuntos sobre 
los cuales había ya recaído sentencia, aprobándola ó modi- 
ficándola por medio de un decreto. De aquí pasaron á decidir 
también por sí mismos los asuntos jurídicos que se sometían 
sin ningún otro trámite á su conocimiento. El procedimiento 
que empleaban consistía en instruir y resolver por sí mismos 
el proceso, ó en someter su conocimiento á algún funcionario 
ó tribunal, los cuales habían de decidir el asunto con arreglo á 
lo establecido por el Príncipe, después de inquirir si eran ó no 
ciertos los hechos alegados por la parte que recurría al Empe- 
rador. A veces también resolvían los Emperadores por medio 
de rescriptos las consultas que les hacían algunos funcionarios, 
en particular los gobernadores de las provincias, sobre casos 
dudosos ó no previstos por la ley. Los rescriptos eran de dos 
clases, según la forma empleada por el Emperador al dictarlos; 
cuando consignaba su respuesta en forma de carta dirigida al 
que lo consultaba, los rescriptos se denominaban epístolas ; 
cuando ponía la respuesta al pié de la misma solicitud que se 
le había dirigido, tomaban el nombre de subscr iptiones. 

Se ha disputado mucho sobre el lugar que corresponde á 
los decretos y rescriptos entre las fuentes del derecho, ó lo que 
es lo mismo, sobre el carácter y extensión de su fuerza obli- 
gatoria, sosteniendo unos que no tenían aplicación sino al 
caso concreto que les daba origen, y considerando otros que 
los principios en ellos consignados tenían fuerza obligatoria 
para todos los casos idénticos. 

Sin embargo de que la primera opinión lia sido defendida 
con brio y con gran copia de argumentos por el célebre fun- 
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fiador (lo la escuela histórica (1), las razones que militan en pr<> 
do la segunda opinión son, en nuestro sentir, mucho más só- 
lidas y eficaces. Xo sólo tiene en su abono el testimonio esplí- 
cito de Gayo, el príncipe de los jurisconsultos de este período, 
que enumera á las epistolce entre las fuentes del derecho que 
tienen carácter de ley ilegis vicem obtinent ), y el de Ulpiano, 
que dice terminantemente que la voluntad del príncipe legis 
íiabet vigor em , sino la autoridad del emperador Justiniano, 
quien, hablando de los decretos de los Emperadores, les reco- 
noce fuerza obligatoria, no sólo para el caso concreto con oca- 
sión del cual fueron dictados , sino también para los casos 
idénticos, aduciendo como argumento en pró de esta opinión, 
el parecer de los jurisconsultos del período clásico sobre este 
particular. 

Si respecto de los decretos es cosa fuera de duda su carác- 
ter legal y universalmente obligatorio, otro tanto puede decir- 
se, y con más razón si cabe, de los rescriptos. Refiere Julio 
Capitolino que, indignado Macrino de que los rescriptos de al- 
gunos de sus predecesores tan malvados y tan ignorantes 
corno Conmodo y Caracalla tuvieran que observarse como le- 
yes , mientras Emperadores tan ilustres como Trajano. no 
habían dictado ninguna disposición de este género á rueg*o de 
particulares, intentó derogarlos, lo cual no se le hubiera ocur- 
rido ciertamente si dichos documentos careciesen de fuerza le- 
gal, y no hubiesen tenido otra eficacia que la autoridad moral 
que Ies daba su elevado origen. 

«Debe, pues, considerarse como fuera de toda duda que 
los decretos y los rescriptos tenían más fuerza que las decisio- 
nes de cualquiera de los demás Magistrados según la constitu- 
ción antigua, para el caso especial á que se referían en pri- 
mer término, y que los dictámenes de cualquier otra persona, 
por ejemplo, de un jurisconsulto dotado del jus respondendi. 


(1) Véase su Traite de droit romain, (trad. Guenoux), i, píg. 131-138. Savigny for- 
mula su opinión en estos términos: «I o , los rescriptos solo tenían fuerza de ley 
para el caso particular sobre que se habian dado; 2 o , no tenían fuerza de ley para 
ningún otro caso; 3.°, sin embargo, su autoridad era de gran peso para los casos 
análogos,» pág. 131-132. 
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Es asimismo cierto que se podían invocar los preceptos ju- 
rídicos en ellos contenidos en casos idénticos, y este es el úni- 
co punto de vista desde el cual los consideramos ahora. Dis- 
pútase sobre la naturaleza de esta autoridad, pero pesando los 
argumentos que hemos aducido no se podrá menos de conve- 
nir en que esta autoridad era idéntica á la de las leyes. Lo 
cual resulta evidente si agregamos á las razones expuestas 
esta otra. La decisión del príncipe tenia autoridad para casos 
idénticos cuando él manifestaba su voluntad de que conside- 
raba el principio jurídico como aplicable en lo sucesivo: ahora 
bien, dadas las atribuciones que otorgaba al príncipe la lex de 
imperio no es posible imaginar que esta autoridad pudiese ser 
otra sino que la voluntad del príncipe tuviese fuerza de ley. 
Para que este principio no hubiese tenido aplicación á los de- 
cretos y rescriptos habría sido necesario que la constitución es- 
tableciese una forma determinada y exclusiva para el ejercicio 
del poder legislativo conferido al Emperador, y que se hubie- 
ra exceptuado la forma usada en los decretos y rescriptos, lo 
cual no sucedió ciertamente (1).» 

Sin embargo sucedía que á veces el Emperador manifesta- 
ba al dar un decreto ó un rescripto, su voluntad de que el 
principio jurídico en el establecido no se aplicara sino al caso 
concreto que le daba origen, ó que sin expresar terminante- 
mente este deseo pudiera inferirse su existencia de la forma 
en que estaba redactado el decreto ó rescripto. A este género 
de constituciones se les daba el nombre de constituciones 
personales. De aquí la denominación de rescripta personalia 
con que se designaba á los rescriptos de este género^, en opo- 
sición á los que contenían una regla jurídica que había de 
aplicarse á todos los casos idénticos, rescripta (jeneralia. La 
determinación del verdadero carácter y consiguiente fuerza 
obligatoria de los decretos y rescriptos en los casos dudosos, 
pertenecía á los intérpretes del derecho, ó sea á los juriscon- 
sultos, los cuales, por lo tanto, habían de decidir si el decreto 
ó rescripto en cuestión era de carácter general ó personal. En 


(]) puchia, i, pág. :#n-m 
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virtud de esta facultad y de la de decidir si procedía ó no apli- 
car la doctrina contenida en un decreto ó rescripto de carácter 
general á tal ó cual caso análogo que se ofrecia en la prác- 
tica,, podían los jurisconsultos modificará su arbitrio el sen- 
tido de las disposiciones en cuestión, y venía á depender en 
último término su valor y eficacia de la interpretación de los 
jurisconsultos. 

I)e las constituciones imperiales dictadas en este período 
singularmente desde el tiempo de Adriano, han llegado mu- 
chas á nuestra noticia, ya por medio de los escritores jurídicos, 
los cuales, si bien á veces se limitan á exponer el contenido 
de estos documentos, reproducen también en muchas ocasio- 
nes su texto literal, 301 por las colecciones legislativas hechas 
en el período siguiente, ya, finalmente, por medio de los es- 
critores no jurídicos, ó por los monumentos epigráficos (1). 


CONSTITUCIONES IMPERIALES CONSERVADAS POR LOS 
MONUMENTOS EPIGRAFICOS ( 2 ). 

El Edictum Angustí ( 3 ) sobre la conducción y distribución 
de aguas en la colonia de Yenafro, fundada por este empera- 
dor. Está grabado dicho documento sobre una lápida existente 
en Yenafro. 

La Oratio imperatoris Clalidi sobre la concesión del dere- 
cho de ciudadanía á los Galos, grabada sobre dos tablas de 
bronce conservadas en Lyon, donde se descubrieron á princi- 
pios del siglo xvi. 


(1) Ilaenel ha reunido todas las Constituciones imperiales anterioresá Justinia- 
no que han llegado hasta nosotros, fuera de las insertas en las Compilaciones le- 
gislativas, en la siguiente obra: Corpus leguin ab imperatoribus romanis ante Justinia- 
unmlalarum, qu<e extra Constitutionum códices supersunt. Accedunl res ab imperatoribus 
Hesite, quibus Rounni juris historia el impertí status illustrantur. Leipzig, 1837-18(50.— 
Las páginas 1-182, comprenden las Constituciones anterioresá Constantino. 

(2) Bruns y Giraud, Op. cit.— Rudorff, i, § 81-83, pág- 224-229.— Rivier, § 15(5, 
pág. mi-m. 

(2) Bruns, pág. 170-172. 
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Mictuni imper atoris Claudii (1) del año 46 de nuestra Era; 
sobre la concesión del derecho de ciudadanía á los habitan- 
tes de Anauni, conservado en una tabla de bronce descu- 
bierta en 1869 en Clós, á corta distancia de Trento. 

Epis tula Vespasiani cid Vanacinos (2) del año 71 sobre una 
cuestión de límites entre los Vanacinos y los Marianos, pue- 
blos de la isla de Córcega, y en la cual se confirma también á 
los primeros ciertos privilegios de que áutes gozaban. Tabla de 
bronce descubierta en una aldea de Córcega. 

Epislula Vespasiani ad Saboreases (3), del año 78 de nues- 
tra Era, conservada en una tabla de bronce hallada en las in- 
mediaciones de Cañete en el siglo xvi. 

Epis t da Domitiani del año 82 (4), sobre una cuestión re- 
lativa á la propiedad de ciertos terrenos, pendiente entre los 
Falerienses y los Firmanos. Tabla de bronce descubierta en 
el Piceno en 1590. 

Epis íala Trajani vel Iladriani (5), sobre los jueces que de- 
bían entender en las denuncias hechas por el fisco. Tabla de 
bronce descubiertaen las ruinas de Itálica. Pertenece en la ac- 
tualidad al sabio profesor de la Universidad de Sevilla señor 
Mateos Gago. 

O 

Decretam M. Anrclii el Commodi (6) del año 176 al 180. 
Inscripción lapidaria descubierta en Roma. 

Decretam Severi et Car acaller a f l Tyranos (7) del año 201, 
reconociendo á los habitautes de Tiro el derecho de ciudada- 


(1) Bruns, pá". 172-17:}.— Ha sirio comentado por Mommsen en la Revista inti- 
tulada fíennes, vol. iv, pág. 99-120, y en la Zeilschrift filr Rechlgeschichte vol. ix pá- 
gina 179-181; por Schupfor en el Archivio Giuridico, vol. m, pág. 559-581; por Dubois 
en la Remede Lcí/islalion ancienne el modenie, vol. n, pág. 7-52, y por Kenn«r en su 
opúsculo intitulado Edid des Kaiser Claudias, Berlín 18G9. 

(2) Bruns, pág. 173-174. 

(3) Bruns, pág 174. 

(4) Bruns, pág. 171-175. 

(5) Bruns, pág. 175-Kué publicado primeramente este documento por el doctor 
1>. Manuel Rodríguez do Berlanga en su comentario á los primeros Hionc^dr 
osuna (Málaga 1873), pág. 117-129. Posteriormente fue publicada por Momm.cn 
«n el vol. ii. de la E/themeris aplica, pág. 149-153, con un ensayo de rnt.tu- 
«ion distinto del propuesto por el Sr. Berlanga, y aceptado luégo poi é.U 
Suplemento á su citada obra, pág. 310-312. 

(4* Bruns, pág. 17(5. 

'7) Bruns, pág. 17(¡-177. 
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nía y la inmunidad, y decretando que los que fuesen admitidos 
después como ciudadanos en dicha población no gozasen de 
esta inmunidad á no declararlos dignos de ella el legado del 
Emperador. Sigue á este documento el extracto de su conte- 
nido, en griego, hecho por el Gobernador de la provincia para 
darlo á conocer á los habitantes de Tiro. Inscripción lapidaria 
descubierta en la Besarabia en 1847. 

El FdirAum Diocle tiani de pretiis rerum venalium (1), del 
año 301 de nuestra Era, en que se estableció el máximum del 
precio de los artículos de primera necesidad en la parte del im- 
perio gobernada por Diocleciano. De este monumento han lle- 
gado hasta nosotros dos ejemplares incompletos grabados so- 
bre piedra, de los cuales el uno fue hallado en Estratonice, y 
el otro, procedente de Egipto, se conserva actualmente en Aix. 

Las constituciones imperiales en que se concedía el dere- 
cho <le ciudadanía a los veteranos que no gozaban de él ante- 
riormente, ó los efectos civiles del matrimonio romano al con- 
traído por los soldados que poseían aquel derecho con mujeres 
no romanas. El número de documentos de este género que ha 
llegado hasta nosotros es muy considerable (2). 

§ 75. 


EDICTOS DE LOS MAGISTRADOS (3). 

Los edictos de los Magistrados continuaron siendo fuentes 
del derecho durante el período que nos ocupa. No hay duda 
que durante los primeros siglos del imperio siguieron hacien- 
do uso de la facultad do promulgar edictos los Magistrados 
que gozaban del jus edicendi bajo el régimen republicano, á 


(1) Este documento inserto en el vol. m del Corpus inscripliomim lalinarum, de 
ílerlin, ha sido comentado por Mommsen en las Memorias de la Real Academia 
de Ciencias de Sajonia de 1851 y por NVadington en su opúsculo L’ Édil de D¡o- 
cletien, etc , París, 1880. 

(2) Bruns inserta dos en las págs. 177-179 de su citado Repertorio.- El célebre 
epigrafista francés M. León Renier ha empezado á publicar la colección más com- 
pleta y acabada de este linaje de documentos. 

(9) Puchta, i, § 114-155, pág. 314-322.-Kuntze, § 300-301, pág. 1S8-190. 
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saber, los pretores urbano y peregrino, los ediles curules, 
y los gobernadores de las provincias. Pero desde el punto en 
que empezaron los Emperadores á invadir la esfera de la ju- 
risdicción de estos Magistrados, resolviendo por medio de sus 
constituciones la mayor parte de los casos que ántes se deci- 
dían por los edictos de los Magistrados, éstos perdieron su 
importancia como fuente de nuevas reglas jurídicas. Por otra 
parte, no se compadecía bien con la potestad absoluta que 
ejercían los Emperadores en materias legislativas, el que un 
Magistrado cualquiera pudiese introducir por su propia auto- 
ridad, y sin intervención de aquél, modificaciones importan- 
tes en la legislación por medio de sus edictos. De aquí que ca- 
ducase, si no de derecho al ménos de hecho, el jus eclicendi de 
los Magistrados, especialmente desde el tiempo del empera- 
dor Adriano. 

Como las reglas jurídicas contenidas en 1a. multitud de edic- 
tos promulgados por los pretores y ediles desde la época de su 
institución hasta el reinado de Adriano, hubieran llegado á ser 
casi innumerables, y ofreciese por esto graves dificultades el 
determinar si muchas de estas reglas estaban vigentes todavía 
ó habían sido derogadas por otras posteriores, el emperador 
Adriano, queriendo hacer luz en el caos de la legislación pre- 
toria, confió á Salvio Juliano, jurisconsulto eminente, el en- 
cargo de dar forma definitiva á estos edictos incluyendo en su 
obra únicamente los preceptos jurídicos que habían de tener 
aplicación en lo sucesivo. El Senado aprobó la obra de Salvio 
Juliano, y á contar desde esta época no fué lícito á los ma- 
gistrados introducir innovación alguna en el edicto. 

Los edictos de los Pretores peregrinos, de los Ediles y de 
los gobernadores de las provincias, si bien se ha negado por 
algunos (1) que fueran incluidos en el trabajo llevado á cabo 
por Salvio Juliano, es indudable que llegaron también á to- 
mar en él forma definitiva, y que desde entonces hubo un cdic- 


il,i Tal ns por ej. la opinión de Waltcr, admirablemente; refutada por Uudorff 
í.n las jiág. 1 •1*251 su excelente estudio Vber ilir Juliantxche EiUrlxrnlmiioti publicado 
<-u la Zeitsckríft fúr Rcclilnijexchirbte, vol. ni, pág. 1-H1I. 
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to fijo é invariable aceptado sin modificación alguna por los 
respectivos Magistrados. 

En cuanto á los edictos promulgados por los gobernadores 
de las provincias, habiendo llegado á ser casi idénticas las 
reglas contenidas en ellos, todos estos edictos vinieron á cons- 
tituir como un cuerpo de doctrina aplicable á todas las provin- 
cias del imperio, y al cual se dio el nombre de Edicto provin- 
cial. Xo hay duda que el edicto provincial fue refundido tam- 
bién en la obra de Salvio Juliano. 

§ 76 . 


EDICTOS DE LOS MAGISTRADOS .QUE CONOCEMOS POR LOS 
MONUMENTOS EPIGRAFICOS. 

El edicto del prefecto Cn. Virgilio Capitón (1), del año 49 
después de Jesucristo, relativo á las rapiñas dé los soldados. 
Inscripción griega descubierta en el gran Oasis en 1818. 

El edicto de Tiberio Julio Alejandro (2), prefecto de Egipto 
en tiempo del Emperador Galba, dictado en el año 68 después 
de Jesucristo para impedir los abusos de ciertos funcionarios 
civiles. Inscripción griega hallada en el mismo sitio y al mis- 
mo tiempo que la anterior. 


§ 77. 


RESPUESTAS DE LOS JURISCONSULTOS (3). 

La influencia de los jurisconsultos en la legislación, que 
en el período anterior fué sólo indirecta, crece considerable- 
mente en el período que nos ocupa, en el cual las respuestas 
de los jurisconsultos reciben en determinadas circunstancias 
fuerza de ley, y dan origen á nuevas regdas jurídicas. 

(1) Este documento ha sido publicado y comentado por Rudorff en su opúsculo 
intitulado Cn. Vergilii Capilonis Prxfecli /Egipti Edictum ed. et. ill. A. R. Berlín 1834. 

(2) Bruns, pág. 168-110. Ha sido comentado también por Rudorff en el tfheinis- 
<'hex Museum für Philologie , n, pág. 64-84 y 133-190. 

(3) Puchta, i, § 116-118, pág. 322-332. -Rudorff, i, § 62, pág. 150-155.— Kuntze, 
8 312-313, pág. 196-198. 
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Esta trasformacion se debió principalmente á Augusto (1), 
el cual otorgó á ciertos jurisconsultos el jus 'publica respon- 
dendi , ó sea la facultad de que sus dictámenes sobre puntos 
de derecho gozasen en los tribunales de una autoridad supe- 
rior á la de los emitidos por los jurisconsultos que no gozaban 
de este privilegio. Para garantizar la autenticidad de los dic- 
támenes dados por los jurisconsultos á quienes se había conce- 
dido el mencionado derecho, se exigía que se consignasen por 
escrito y estuvieran autorizados con el sello de su autor. 

Se ha disputado mucho sobre el grado de autoridad de las 
respuestas de los jurisconsultos que poseían el jus respondendi, 
sosteniendo algunos que los jueces estaban obligados á con- 
formarse á ellas en sus decisiones, y defendiendo otros que la 
autoridad de tales dictámenes era puramente moral, de suerte 
que los jueces podían decidirse en sentido contrario si lo 
creían conveniente. La primera opinión es, en nuestro sentir, 
la más acertada. 

Sucedía asimismo, según se cree desde el tiempo de Adria- 
no, que á los jurisconsultos eminentes, que gozaban de gran 
autoridad, se les honraba concediendo carácter y eficacia legal 
a las opiniones emitidas en alguno ó algunos de sus escritos. 
A estos jurisconsultos es aplicable también la fras ejuracondere, 
que se encuentra en la definición dada por Gayo de las res- 
puestas de los jurisconsultos. Pero como muchas veces las opi- 
niones emitidas por los jurisconsultos á quienes se había con- 
cedido este honor, eran contradictorias, y los jueces se veian 
frecuentemente perplejos, sin saber por cuál de ellas habían de 
decidirse, el emperador Adriano (2) estableció, que cuando hu-' 
hiera unanimidad sobre un punto entre los jurisconsultos cuyos 
escritos gozaban de este privilegio, el juez debía atenerse á su 
dictámen, y que cuando hubiese divergencia entre ellos pudie” 
ra seguir el juez la opinión que juzgase más acertada. 

(1) Ante témpora Augusli publiee respondendi jus non a privcipibus daba tur, sed qui 
¡iduciam studiorum suorum luibebant, consulenlibus respondebant; ñeque repon sa ntique si (/mita 
daban t, sed plcrumque judioibus ipst scribebant, aut testabantur qui Utos consulebaut. Pri- 
m us D. Augustas ut major juris auctorilas haberetur consiiluitut ut ti «uctoritate tjus res - 
ponderen t; el ex tilo temporc peti hoc pro beneficio cwpil», Pomp. 1-2, £ 4Í>, Deorit/.jur. I 

(2) (¡uj. i. 7. 
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Por lo demás, á la influencia directa é inmediata que ejer- 
cieron en la legislación los jurisconsultos investidos del jus 
¡mblice respondendi hay que agregar la influencia, aunque in- 
directa, no ménos extensa y eficaz de la ciencia jurídica en 
general. Su extraordinaria importancia en este período exige 
que tratemos de ella con la debida extensión, no sin enumerar 
antes los principales documentos jurídicos relativos ala apli- 
cación del derecho que nos han trasmitido los monumentos 
epigráficos, y que como emanados generalmente de los juris- 
consultos, á quienes solia encargarse su redacción, deben ser 
mencionados en este lugar. 


§ 78 . 

DOCUMENTOS PUBLICOS RELATIVOS A LA APLICACION DEL 

DERECHO ( 11 . 

Bajo la denominación de documentos públicos relativos á 
la aplicación del derecho, comprendemos, así los estatutos 
(leges ó pac ¿iones) por que se regían los colegios 6 sociedades 
reconocidos por el Estado, como los referentes á sentencias 
dictadas por los magistrados romanos en el ejercicio de su ju 
risdiccion. 

Entre los documentos de la primera clase que han llegado 
hasta nosotros por medio de los monumentos epigráficos, son 
dignos de especial mención los siguientes: 

Lex collcgli aquee (2), perteneciente, según se cree, á la épo- 
ca de Augusto, conservada en una inscripción que ha desapa- 
recido, pero de la cual hay copia en la Biblioteca Barberina. 

Lex colleg ¿i funeraticii Lanuvini (3), reglamento de una so- 
ciedad fundada para procurar sepultura á sus afiliados, formado 
en el año 133 de nuestra Era. Inscripción grabada á dos co- 

(1) íiiraud y Bruns Op. di.— lludorff, l, § 83-81, págs. 229-284.— Rivier, Introduc- 
tion historique au droit romain, § 132-159, págs. 389-342. 

(2) liruns, pág- 225-225. A continuación del te\to hay un E.vcursus de Mormnsen 
en que este sabio defiende contra Iluschke su ensayo de restitución de dicho roo - 
numento. 

(3) Bruns, pág. 220-223. 
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iumnas sobre una tabla de mármol descubierta en la ciudad 
de Civita Lavigna en 1816. 

Lex collegü LE sculapii et Hygiee (1) del año 153, inscripción 
grabada sobre una lápida de mármol, conservada actualmente 
en Roma en el palacio Barberini. 

Testatio magislri et quoestorum collegü Jovis Cerneni (2), 
decreto de una sociedad funeraria romana que quebró á conse- 
cuencia de la peste en el año 167. Está grabado sobre dos tríp- 
ticos de tablas de cera descubiertas en 1790 en Transilvania en 
•una antigua mina de oro explotada por los romanos. Consér- 
vanse actualmente en Munich. 

Lex collegü militum (3) del año 203, grabada sobre los mu- 
ros de un templo de Esculapio existente en Lámbese. 

Á la segunda categoría pertenecen: 

Pronuntiatio Agrippx proconsulis, (4) del año 68 de nuestra 
Era. Tabla de bronce descubierta en Cerdeña en 1866. 

Pronuntiatio Domitiani imper atoris , del año 82, graba- 
da sobre una tabla de bronce descubierta en Piceno en 1599. 

Sententia arbitri ex compromisso , (5) dictada en el siglo i de 
nuestra Era por C. Helvidio Prisco sobro una cuestión de lími- 
tes {controversia finium ) entre Tilio Sassio y el municipio His- 
toniense. Inscripción descubierta en las ruinas de Histonium. 

Lis fullonum de pensione solvenda , (6) documento del año 
244, grabado sobre dos lápidas de mármol descubiertas en Ro- 
ma en 1701. 

DOCUMENTOS PRIVADOS RELATIVOS A LA APLICACION DEL 

DERECHO (7). 

Los documentos de este género que nos han trasmitido los 
monumentos epigráficos son muy numerosos. Nos limitaremos, 

(1) Bruns, pág. 223-224. 

(2) Bruns, pág. 224. 

(3) Bruns, pág. 228. 

(4) Bruns, pág. 231-232. 

(ó) Bruns, pág. 282-233. 

(f») Bruns, pág. 233-234.— Bremer, Der Process der Fullonen, Berlín 188(5. 

(7) Bruns y Oiraud, Op. cit.— Rudorff, í, § 87, pág. 231-234.— Rivier, § ir>8, pa- 
gina 840-842. 
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por tanto, á enumerar alg'unos de los mas importantes refe- 
rentes al derecho civil (1). 

Entre los relativos á la propiedad debe ocupar el primer 
lugar el famoso Pactara Fiducial (2) del siglo i ó n de nuestra 
Era, descubierto en 1867, y conservado actualmente en Sevilla. 

La Donatio Flavü Syntrophi (3) del siglo n ó m, inscripción 
de que sólo existen algunos fragmentos conservados en Roma 
y cuyo texto íntegro, conocemos por dos copias hechas. en el si- 
glo xvir. 

Donatio Flavi Arthemidori del año 174, grabada sobre una 
tabla de mármol encontrada en las inmediaciones de Roma y 
llevada luógo á Inglaterra. 

Donatio S ¿atice Trenes del año 252, lápida de mármol descu- 
bierta en 1554 en Roma, donde se conserva en la actualidad. 

Donatio Julicz Monirnes , del siglo ii <5 iii de nuestra Era, ins- 
cripción descubierta en Roma en 1773. 

Merece también especial mención la Batió mutui grabada 
sobre un tríptico de tablas de cera, y descubierta con otros mu- 
chos documentos en las minas de oro de Transilvania explota- 
das por los romanos. 

Entre los documentos de compra son de notar la Emptio 
puellce ser vez del año 139, la Emp tío pueri serví del 142 y la 
Emptio domus del 159, grabadas las tres sobre tablas de cera 
descubiertas en las minas de Transilvania. 

Entre los de sociedad, el contrato de sociedad mercantil 
hecho en el año 167 entre Cassio Frontino y Julio Alejandro, 
grabado sobre una de las tablas de cera de Transilvania. 

Entre los de superficie, el documento del siglo ii de nuestra 
Era relativo á un cediricium Pioteolamim, grabado sobre una 


(1) Casi todos los documentos que citamos á continuación y algunos otros de 
la misma índole se hayan en Incitada obra de Bruns, pág. 180-210. 

(2) Este importantísimo documentado ha sido publicado y comentado por De- 
genkolb en la Zeitschrift fur fíechlsgeschichte, ix, pág. 111-119 y 407-409, por Rudorff 
en la misma Revista, xi, pág. ü 2-106, por Iírüger en sus Kritischc Yersuche auf dettt 
Gebiete des rómischen Re hts , Berlín 1870, pág. 41-58, y por Paul Gide en !a Revne de 
Legislation ancienne et moderne, t, pág. 74-92. 

(0) lluchke, T. Flavü Sijntrophi donationis instrumentum ined, Broslau, 18118. 
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lápida descubierta en Pouzzoles en 1861 y conservado actual- 
mente en Ñapóles (1). 

De los concernientes á hipotecas ( obligationes prcediorum ), 
debemos mencionar el que la establecía sobre las fincas de 
varias personas que habian recibido en calidad de préstamo 
las cantidades con cuyos réditos había de atenderse á la ali- 
mentacioq de los hijos de padres pobres de la ciudad de Vele- 
ya, documento del tiempo de Trajano (a. 103), conservado en 
una lápida colosal descubierta en 1747 en las ruinas de la an- 
tigua Veleja y custodiado en el Museo de Parina. Hay que 
agregar á ella la Tabula Bcebianorum del año 101 descu- 
bierta en 1838 en Campolattari y relativa también al mismo 
asunto (2). 

A estos documentos hay que añadir la colección de recibos 
dados á mediados del siglo i de nuestra Era (año 53-62) por 
diversas personas al comisario de subastas de Pompeya L. Ce- 
cilio Secundo. Estos documentos, grabados sobre tablas de 
cera semejantes á las descubiertas en Transilvania, fueron 
descubiertos en los dias 3 y 5 de J ulio de 1875 en las excava- 
ciones de Pompeya (3). 

Entre los testamentos ocupa el primer lugar el célebre 
Tes lame ¿ilum Dasumii del año 109, grabado sobre una gran 
lápida marmórea de que se descubrieron varios fragmentos 
cerca de Roma en 1820 y 1830. 

Deben mencionarse también en este lugar por el interés 
que ofrecen para la historia del derecho civil romano los elo- 
gios fúnebres ( Lauda tiones fúnebres) de Turia (4), (a. 746-752) 


(1) Este documento ha sido ilustrado por Degenkolb en el vol iv de la Zeitschrift 
/'¡ir Rechtsgeschiclite, pág\ 474-478. 

(2) Ambas inscripciones han sido publicadas y comentadas por Desjardins en 
su obra De tabulis alimentaras, París 1854. 

(¡J) lían sido publicados primeramente por el director del Museo de Nápoles 
Giulio di Petra en su obra intitulada Le tavolette cerote di Pompéi, Ñapóles 1875. Pos- 
teriormente han sido comentados por Mommsen en el Ilcrmcs xu, pág. 88 141, por 
Bruns en la Zeitschrift für Rechtsgeschichle , xui, pág. 300 872 y por Caillemer en la 
Nouvclle Revue historique <lu droil f raneáis el étranger, i, pág. 397-410. 

(4) Mommsen, Zwei Sepulcral reden, Berlín, 1804.— lluschke, Zeitschrift fúr Rcchts- 
¡jcscli. v. p. 108-192. 
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y de Murdia (1) (siglo i de nuestra Era), grabadas ambas so- 
bre lápidas sepulcrales, de la primera de las cuales se conser- 
va un fragmento en Roma, mientras la última lia desapareci- 
do por completo. 


(Ti Kudorff, Memorias de la Academia de Berlin, 1838, y Zeitschrift fur Rechlsges- 
rhichle , ix, pág. ‘¿87-21)8. 


CAPITULO VII. 


LA CIENCIA DEL DERECHO. 


§ 79 (1). 

Durante el período que nos ocupa, la ciencia del derecho, 
-que ya en el período anterior, y singularmente á contar desde 
Q. Mucio Scévola, habia tomado carácter verdaderamente 
científico, llega á su más alto grado de esplendor. Entre las 
-causas que más contribuyeron á este resultado debemos men- 
cionar la admisión de los jurisconsultos en el Consilium prin- 
cipis y su consiguiente intervención en los actos legislativos 
de los Emperadores; la institución del ju-s respondendi, que dio 
mayor autoridad, y áun en ciertos casos fuerza de ley, á las 
opiniones de los jurisconsultos; la organización de la enseñan- 
za del derecho, y la fundación de dos escuelas jurídicas, que 
dedicándose con igual afan, aunque partiendo de diverso pun- 
to de vista, á la cultura científica del derecho, fueron fecundo 
plantel de jurisconsultos eminentes, cuya pasmosa actividad 
literaria acreditan las noticias que tenemos de sus escritos, así 
-corno nos dan idea de su excelencia las obras jurídicas de esta 
cpoca que en todo ó en parte han llegado hasta nosotros. 

No dejó también de contribuir eficazmente á los progresos 
fie la ciencia jurídica la separación que se verifica en este pr- 

<' i l’ucUta, i, § 9íi, pág. ¿11-217.— kuutze, § páff. ÍÍM-IUG. 
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ríodo cutre los jurisconsultos dedicados, por decirlo así, á lu 
parte mecánica de la profesión y los que se consagraban al es- 
tudio y á la solución de los problemas jurídicos. El primer ofi- 
cio era desempeñado generalmente por los principiantes, bajo 
la inspección de los jurisconsultos ya formados, «de modo que 
todos los jurisconsultos recorrian este camino, aunque con ¡a 
perspectiva de poder abandonarlo algún dia: de este mo- 
do no había peligro de trocar estas cosas por lo esencial de la 
profesión, ó de creer que consistía en ellas la verdadera prác- 
tica del derecho. Concentrada de esta suerte la actividad de 
los jurisconsultos en la esencia de las cosas, no perturbados 
por deberes materiales y de menos importancia, su profesión 
se fundaba exclusivamente en su ciencia, y su ciencia en su 
profesión: así es que no podía surgir entre éllos ni una teoría 
impracticable ni una práctica anticientífica, y que entre la teo- 
ría y la práctica sabían guardar la debida relación (1).» 

De la organización de la enseñanza jurídica en este perío- 
do, que fue, como dejamos dicho, uno de los factores que más 
influyeron en los progresos de la jurisprudencia, debemos tra- 
tar con alguna extensión; después de lo cual pasaremos á ocu- 
parnos de los jurisconsultos de este período y de los restos de 
la literatura jurídica que han llegado hasta nosotros. 

§ 80. 

LA ENSEÑANZA DEL DERECHO ( 2 ). 

La enseñanza del derecho, cuyos modestos principios he- 
mos reseñado en otro lugar, empieza á organizarse y á tomar 
carácter científico en tiempo del imperio. Aun los jurisconsul- 
tos más eminentes consideraban como uno de sus deberes, al 
mismo tiempo que como un honor, el dedicarse á la enseñanza 
de la juventud que deseaba consagrarse á tan noble carrera. 


(I) Puchta, i, p. 247. 

t2) Bremer, Die Rechtslehrer uud fíechtsschulen in rOmischen Kaisetreick, Berlín 1808. 
—l’uclita, i, § lOfr, pág. 274-288— Kuntze.g 810-311, pág. 195-190. 
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La enseñanza jurídica estaba dividida en tres grados, de- 
signados respectivamente con las palabras institntio , auditio 6 
instructio. La instituí tio era. la enseñanza preparatoria, ó sea la 
iniciación en los principios de la jurisprudencia, y se conside- 
raba como la base y antecedente necesario de lo que podríamos 
llamar enseñanza media y superior. A este género de enseñan- 
za no se dedicaban de ordinario los principales jurisconsultos, 
á quienes el cúmulo de los negocios les impedia consagrarse á 
esta tarea, sino solamente los ménos acreditados, ó los estu- 
diantes aventajados de los grados superiores. La enseñanza 
era privada y en un principio gratuita; pero bajo el régimen 
imperial empezó la costumbre de retribuir á los profesores de 
derecho. 

El segundo grado de la enseñanza jurídica, ó sea la audi * 
lio , lo constituía la enseñanza práctica. En ella el oficio 
del profesor consistía en adiestrar á sus alumnos, que lleva- 
ban el nombre de auditores , en el despacho de los nego- 
cios, enseñándoles á redactar dictámenes y resolver consultas 
indicándoles los fundamentos de su opinión, y satisfaciendo 
sus dudas. Este género de enseñanza á que no acuden todos, 
era dado por los jurisconsultos de nota , y fué el principal- 
mente usado en este período. La importancia y extensión de 
la literatura jurídica bajo el imperio, simplificaba la tarea del 
maestro, en cuyas obras encontraba el alumno preciosos auxi- 
liares para el estudio. No tardó en generalizarse la costumbre de 
que los auditores permaneciesen más tiempo del ordinario bajo 
la dirección del jurisconsulto á cuyas lecciones habían asistido, 
no ya para proseguir sus estudios, sino para adiestrarse á su 
lado y con su ayuda y consejo oral y escrito, en el ejercicio de 
su profesión, y para adquirir á su sombra la clientela y el cré- 
dito que abandonados á sí propios tarde ó nunca hubiesen po- 
dido alcanzar. A estos tales solia designárseles con la denomi- 
nación de studiosi juris , para diferenciarlos, así de los audito- 
res propiamente dichos, como de los jurisconsultos bajo cuya 
tutela y dirección estaban, que como siempre eran de los que 
gozaban del jus respondendi , se llamaban juris auctores. 

Los alumnos que habían recibido esta enseñanza (instruc- 
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lió) de un jurisconsulto, 'acostumbraban á designar á su maes- 
tro con el nombre de preceptor, el cual solían aplicar también 
los jurisconsultos de las dos escuelas jurídicas , rivales de este 
período, ¿los jefes de su escuela, aunque no hubieran recibi- 
do de ellos aquel género de enseñanza. 

La enseñanza que en el período anterior había estado á 
cargo de los mismos jurisconsultos que se dedicaban al despa- 
cho de los negocios, pasa en los primeros siglos del Imperio á 
la categoría de profesión independiente. Llamábase á los que se 
consagraban á ella juris civilis professores , y á los lugares en 
que tenían su cátedra s tallones docentium. Estos profesores de 
derecho gozaban como tales de las exenciones y privilegios 
concedidos por el Estado á los que ejercían algún arte liberal, 
para lo cual se necesitaba que hubiesen manifestado la profe- 
sión á que se consagraban ante un magistrado, el cual reco- 
nociese su derecho á aquellas exenciones. 

Los jurisconsultos más eminentes no tenían á ménos eí 
dedicarse á esta profesión, lo cual lejos de disminuir aumenta- 
ba su influencia y prestigio, pues que el cargo xle la enseñan- 
za era tenido en gran honor (1). Entre otros muchos basta para 
dar una idea de la atención preferente con que miraban todo 
lo relativo á la enseñanza, el hecho de que muchas de sus 
obras, en particular las que llevan el título de Institutiones 
tenían por principal, cuando no por exclusivo objeto, el servir 
de guía é iniciar á los principiantes en el estudio del derecho. 

Entre los jurisconsultos que escribieron obras de este géne- 
ro se cuentan además de Gayo, cuyas Institutiones gozan de 
fama universal, Ulpiano, Paulo, Calistrato, Florentino y Mar- 
ciano. 

Los jurisconsultos de quienes se sabe seguramente ó se 
tiene por muy probable que fueron profesores de derecho son, 


0) opinión (le Puchta. según el cual los principales juristas no se dedica- 
ban á la enseñanza, dejando esta tarea á oscuros juiisconsultos, ha sido refutada 
magistralmente y con gran copia de argumentos por Bremer en su notable obra 
ántcs citada, singularmente en las págs. 3-8. Entre lofe muchos pasajes de escri- 
tores clásicos aducidos por Bremer para refutar la opinión de Puchta citaremos el 
siguiente de C.icoron (Oral. 41); «Jus civile (lacere semper pulchrum fuit hominumque cla~ 
risHimorum disdpulis (loruerunt domus .» 
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al decir del erudito que más ha estudiado esta materia (l) r 
Antistio Labeon, Masurio Sabino, Cassio, Nerva el hijo, Ja- 
voleno Prisco, Juliano, Vindio, Gayo, Marciano, Q. Cervidio 
Scévola, Claudio Tryfonino, Ulpiano, Paulo, Calistrato, Ve- 
nuleyo Saturnino, Florentino y Marciano. 

La enseñanza y la práctica del derecho se hallaba difundi- 
da también en las provincias, según testimonios dignos de 
crédito. Concretándonos á la enseñanza, sabemos que había 
stationes jus p utilice docentium , por lo ménos desde principios 
del siglo iii, en la colonia de Berito, en Fenicia, y en una ciu- 
dad de Capadocia, donde asegura San Gregorio Taumaturgo 
haber estudiado el Derecho Romano, y que se tiene por indu- 
dable fuese Cesárea. Muchos de los jurisconsultos del período 
clásico eran oriundos de las provincias, donde durante algún 
tiempo se dedicaron á la enseñanza del Derecho. Entre otros 
varios jurisconsultos de quienes so conjetura con más ó ménos 
fundamento que enseñaron el Derecho’ en las provincias, se 
cuentan Gayo, Ulpiano, Papiniano y Modestino. 

§ 80 . 

• JURISCONSULTOS DE ESTE PERÍODO ( 2 ). 

Otra de las causas que más principalmente influyeron en 
los progresos de la ciencia jurídica, fué, según hemos indica- 
do, la fundación do dos escuelas jurídicas rivales , debida á 
dos jurisconsultos eminentes, pertenecientes ambos á la época 
de Augusto. 

«El origen y la importancia de estas escuelas no nos son 
bien conocidos, principalmente porque en su origen tuvieron 
un carácter algo distinto del que muestran en su ulterior des- 
arrollo. Su principio consistió en una oposición puramente in- 
dividual entre dos jurisconsultos importantes. Antistio La- 
beon y Ateyo Capitón eran reconocidos como los primeros 

(1 ) nremer, pág. 33. 

(2) Rudorff, I, § (¡íi-77, págs. 10(5-200. — I’uchta, I, § 98-100, págs. 251-270. — R¡- 
iver, g 133-135, págs. 27(5-292— Kuntze, $ 311-322, págs. 198-201. 
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jurisconsultos del tiempo de Augusto, decora pacis, como los 
llama Tácito. Su manera de ser, su carácter, y sus tendencias 
religiosas y políticas eran diametralmente opuestos. Colocados 
en la línea divisoria entre la República y la Monarquía, eran 
en cierto modo, los representantes teóricos de cada una de 
estas formas de gobierno. Labeon, descendiente de una anti- 
gua familia plebeya, era, lo mismo que sus antecesores que se 
habían distinguido como fogosos tribunos del pueblo, y como 
su padre, que había luchado en Filipos al lado de Bruto, sui- 
cidándose luego, un republicano acérrimo « incorrupta libér- 
tate,» al decir de Tácito. Así lo confirman diversas anécdotas 
relativas á su persona. Su mismo adversario Capitón, decia de 
él: «juris civili s adprime doctas fuit , sed agitabat hominem li- 
bertas qnadam nimia atqae vecors.» Por el contrario, Capitón, 
procedente de una familia que debía su elevación á las pres- 
cripciones de Sila, mostró tal obsequium dominan libas, como 
dice Tácito, que tuvo 'gran predicamento con Augusto y con 
Tiberio; pero su servil adulación, que llegó á desagradar al 
mismo Tiberio, le acarreó el menosprecio general: insigáis in- 
famia, qui juris scienciam dehonestavit, dice Tácito. Ambos 
eran escritores y profesores; pero Labeon aventajaba con mu- 
cho á su rival en talento, erudición y cultura general. Pom- 
pen io caracteriza su respectivo mérito con estas palabras: 
L ibeo ingenii qualitate et fiducia doctrinad plurima innovare ins- 
tituit , Capito in iis quas ei tradita fuerant , perseverabat. Evi- 
dentemente toda su oposición era muy individual, y se funda- 
ba principalmente en el extraordinario y singular talento y 
carácter de Labeon. Esta oposición dió lugar á una série de 
controversias particulares sobre puntos prácticos de derecho, 
que después de la muerte de los maestros fueron continuadas 
por sus discípulos. Es indudable que esta división formal en 
dos sectas ó scbolas especiales, estaba enlazada con el desarrollo 
de la enseñanza jurídica, que se inicia con los primeros Empe- 
radores, y con las varias stationes jus publice docentium de ca- 
rácter permanente. Las s cholee no eran sólo direcciones ideales 
de la ciencia, sino que descansaban sobre diversas institucio- 
nes 3 establecimientos docentes, stationes , en que se incrusta- 



SECCION SEGUNDA — CAPITULO VIT 


273 


ban tradicionalmenttí ciertas opiniones, y eran representadas 
por determinados profesores. Las diferencias de carácter indi- 
vidual que habían existido entre Labeon y Capitón, desapare- 
cieron completamente, no sólo en el orden político sino en el 
científico, ó sea la diferencia entre la tendencia especulativa 
y la positiva. La diferencia entre las escuelas se manifestó, so- 
lamente en una série de controversias particulares, á veces 
sobre cosas insignificantes, sin carácter sistemático Pero la 
disputa ejerció gran influencia en los progresos de la ciencia, 
principalmente por haber acrecentado y generalizado la afición 
al estudio de las cuestiones jurídicas, y también por haber 
contribuido al perfeccionamiento de la dialéctica y de la polé- 
mica» (1). 

De Capitón, padre y fundador de la escuela de los Sabinia- 
nos ó Casianos, sabemos que en el año 759 fué elevado á la 
dignidad de cónsul suffectus , y que murió catorce años des- 
pués. Careciendo de la inventiva y del talento de Labeon, no 
inició como éí una nueva tendencia, sino que se limitó á se- 
guir los pasos de Aulo Ofilio ( OfUium secutas est, dice Pompo- 
nio), de quien es considerado como el continuador en el orden 
científico. Las obras de Capitón que han llegado á nuestra no- 
ticia, son las Conjectanea , los libri de jure pontificio, otro de 
jure sacrijiciorum , que acaso formaría parte del anterior, el lí- 
ber de officio senatorio, y varios dictámenes por escrito (epis- 
tolar) (2). 

El sucesor de Capitón, y quien dió su nombre á la escuela, 
fué Masurio Sabino, el cual, defendiendo opiniones nuevas y 
originales sobre muchos puntos, contrarias á las sostenidas 
por los adeptos de Labeon, acrecentó las materias de contro- 


0 ) ]&r\ins, Geschichte wnd Quellen des rómixehen Rechls, en la Encyclopatlie des fír- 
.• hlsw'tfisciischaft de Iloltzendorff (tercera edición, Leipzig 1 , 1877), pdg. 109-110. 

(•>) Huschke ha coleccionado en su Jurisprudentice. anlejustininiuc etc., pág. 115- 
1 -2:1, todos los fragmentos de estas obras, asi como las noticias sobre ellas y sobre 
otras opiniones de Capitón, que se encuentran en los escritores clásicos. Sobre 
la cronología de las obras de los jurisconsultos de este periodo debe consultarse 
la obra de Fitting Ueberdtut Altcr der Schriflen der rómischcn Jurixlai ron lludrian 
bis A liwti líder. Halle, 1839. 


(8 



.^74 HISTORIA DKL D 13 RUCHO ROMANO 

vorsin entre ambas escuelas (1). Las obras que de él se men- 
cionan, además de sus Llbri III juris civilis , tenida con razón 
p;»r la más importante de todas, son: los Commentarii de indi- 
r/enis, los Lihri memorialiim , los Libri r esponsor um, los Fas ¿i, 
su Comentario ad E dicta ai Prx toris urbani, los Libri ad Jitel- 
lium, el Líber de furtis y el Líber Assessoriorum. Los Libri 
III juris civilis , que sirvieron de asunto á los comcíitarios de 
Pomponio, de Ulpiano y de Paulo, eran un tratado sistemático 
de derecho civil. Aunque son escasas las noticias que tenemos 
de esta obra, se sabe quo el libro segundo trataba de los lega- 
dos, de la compra y del hurto, y el tercero de la tutela (2). 

Sucedió á Masurio Sabino en la jefatura de la escuela C. 
Casio Longino, el cual, después de haber desempeñado car- 
gos políticos de importancia, entre- ellos el de cónsul (año 30 
después de Jesucristo), bajo los reinados de Tiberio y Claudio, 
fué desterrado por Nerón. Su obra acerca del juscivile, extrac- 
tada luégopor sus discípulos Javoleno Prisco y Aristón, esta- 
ba calcada sobre los escritos anteriores de la misma índole, si 
bien Casiano modificó en algunos puntos el orden sistemático 
seguido por Masurio Sabino (3). 

Siguieron á éste Celio Sabino, cónsul en el año 69, autor 
de varias obras cuyos títulos ignoramos, á excepción del de la 
intitulada Liberde Edicto .Edilium curulium (4), y Prisco Ja- 
voleno, consejero de Ántonino Pió, de cuyos escritos se conser- 
van varios extractos en las Pandectas. Las obras atribuidas 
á esto último son: los Libri XV ex Cassio , Epistolar mu li- 
bri XIV, TAbri V ad Plautium ó ex Plantío, y los Libri Poste- 
riornni Labeouis a Javoleno Epitoma torum. 

Aburnio Valente, consejero de Antonino Pió como Javoleno, 
y como el contado entre los jefes de esta escuela, escribió va- 


(I) «Hl i tu Atejo Capito ni Massurtus Sablnus nuecera, Lubeoni iY erva, ijui adhuc cas 
'linucnxiOHes uuxcruiU » Pomponio loe. cit. 

('¿) Imi la citarla obra da lluschke, pág. 12H-128 so hallan algunos fragmentos y 
extractos de los Libri tres juris civilis , del líber de farlis , de los Fusti, de la obra de 
iuditjcnis, de los libri mcmoriulum y do otros. 

í d lluschke, pág. 128-129 inserta dos pasajes relativos á opiniones de Casio 
sobre materias de derecho. 


(1) Pu (den verse algunos fragmentos de esta obra en la colección de Huschko- 
Púg. 111-1 55. 
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ríos libros acerca de las Ac friones, y los Libri fideicommissorum , 
mencionados ambos en diversos lugares de las Pandectas. 

Salvio Juliano, jurisconsulto eminente, cuyo nombre va 
unido á la redacción definitiva del Edictum perpetuvm, fué el 
jefe de la escuela bajo los reinados de Adriano, Antonino Pió 
y Marco Aurelio. No sólo desempeñó los más elevados cargos 
políticos como los de pretor, cónsul y prrvfectus urbi, sino que 
tomó asiento en los consejos de los tres Emperadores, antes 
citados llegando á superar en prestigio y autoridad á todos sus 
predecesores en la pscuela sabiniana. Además del trabajo sobre 
el Edicto perpétuo, de que ya hemos hablado, se tiene noticia 
de las siguientes obras escritas por Salvio Juliano: Dig es tomín 
libri XC, en la cual siguió en gran parte el mismo orden de 
materias que en su obra sobre el Edicto. Consérvanse 376 pa- 
sajes de esta obra en el Digesto justiniáneo, sobre cuyo nom- 
bre y plan se le atribuye alguna influencia. Cítanse también 
de él los Libri VI ad Minucium Natalem , Libri IV ad Ursejum 
F erocem y el Líber singular is de ambiguitatibus . 

De Sex. Pomponio, que floreció al mismo tiempo que Salvio 
Juliano, se citan las siguientes obras: Ad Q. Mucium lectionum 
libri XXXIX, Ad Sabinmi libri XXXV, Epistolar um libri XX, 
Variar um lectionum libri XV (1), Ex Plautio libri VII, Fidei- 
commissorum libri V, Sena tusconsultorum libri V, Enchiridii 
libri II, Enchiridii líber singular is , y el líber singularis Regu- 
larum . Los pasajes de estos diversos escritos conservados en 
las Pandectas ascienden á585 (2). Sex. Pomponio escribió ade- 
más otras varias obras de que no hay extractos en las Pandec- 
tas, cuales son los Libri ad Edictum, los De s típula tionibus, Di- 
gestor um ab Aristone libri , y otras cuyo título no ha llegado 
hasta nosotros. 

Pero el jurisconsulto más eminente de esta escuela, y el 
último que, siguiendo fielmente sus tradiciones, combatió con 


(lj Según Rudorff (i, pág. 172), los dos escritos últimamente mencionados se- 
ria» quizá partí! de una misma obra do la cual so. citan los libros lo y 11. 

Do' Líber singularis rcgularum ha llegado además luista nosotros un fragmen- 
to insignificante inserto en el Repertorio de ITuschte, pág. 1 1¡¡. 
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denuedo á los Proculevanos, fué Gayo (1), el celebérrimo autor 
do las LastUutioaes que sirvieron de base á la obra del mismo 
título formada por Justiniano. Las noticias que tenemos acerca 
de su vida son muy escasas: sólo sabemos que floreció como 
Salvio Juliano y Pomponio bajo los reinados de Adriano, An- 
ión ¡no Pió y Marco Aurelio, y que gozó de gran reputación 
como jurisconsulto y como profesor de derecho. 

Además de su obra magistral antes citada, de que tratare- 
* )nos con alguna extensión al ocuparnos de los restos de la li- 
teratura jurídica en este período, se tiene noticia de otras mu- 
chas obras escritas por él, y de las cuales se conservan en las 
Pandectas 535 fragmentos. Tales son su Comentario á la ley 
do las Doce Tablas (Ad Legem Xll Tabula rum libri VI.) sus 
Comentarios ad lcgcm Juliam ct Papiam libri XV, ad legem 
Falcidiam, ad se natas cónsul tum Orfitianum, y ad senatuscon- 
snltiim Tertullianum, los Libri XXXII ad edictum provindale , 
el Comentario ad X dictara Proctoris urbani , los Libri ex Q. Mu- 
do. el Líber singular is y los Libri III Regular nm, los Libri JII 
de rerbornm obligationibus , los Libri III de manumissionibus , 
los Ljibri II Fideicommissorum, y los libri singulares dotalition, 
de tacitis jldcicommissis, de formula hypothecaria y de cas ibas. 

Créese que pertenecieron también á la escuela Sabiniana, 
(Mitre otros menos importantes, los jurisconsultos siguientes 
(pie se nos presentan «como más ó ménos adeptos y discípulos 
de Juliano» (2): Sexto Cecilio Africano,. de cuya obra intitula- 
da Ljibri IX Q.uccstionnm se insertaron en las Pandectas 131 
pasajes y que escribió además varios Libri E ' pistolarum; Te- 
rencio Clemente autor de un Comentario ad legem Juliam et 
Papiam Poppeam en 20 libros, del cual conocemos 35 frag- 
mentos conservados en las Pandectas; Junio Mauriciano que 
escribió bajo el reinado de Antonino Pió otro Comentario á 

U ) Entre los trabajos especiales de que ha sido objeto este insigne jurisconsul- 
to, sobre cuya pátria y carácter reina gran diversidad de opiniones, merecen es- 
pecial mención los siguientes: Bluhme, Z eilxchrift ffir Rechtsyeschichtc , m, pág. 442- 
IHO, Aslier (ibitl), v, p4g. 85-103.— Huschke, Jurisprudentia anlejuslivianie, pág. 148-150. 
— Bremer, ttechlstehrer uud Rerhtschulen, pág. 57-89. — Dernburg. Dic Institutiours des 

Gajuv.ein CoUer/ienkcfl aus dem Jahre 161 Halle, 1862.— l'adelleti, Archivio Giuri- 

diro, iv, págs. 5 y siguientes. 

12) Rudorff, i, piíg. 156. 
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dichas leyes en 6 libros y otras dos obras intituladas respectiva- 
mente De ¡muís y Xotrn ad Julianum ; Claudio Saturnino, con- 
temporáneo del anterior, autor de un Liber singularis de pee 
nis paganorum y L. Volu sio Medaño, consejero y profesor de 
derecho del Emperador Marco Aurelio, para cuya enseñanza 
se dice escribió su Assi distributio , obra que ha llegado 
hasta nosotros y de que trataremos más adelante. De este es- 
critor, que después de haber desempeñado otros cargos políti- 
cos importantes, perdió la vida en un motin en el año 175 de 
nuestra Era ejerciendo el de prefecto de Egipto, se mencio- 
nan otras tres obras, á saber: Qucestionum de Jideicommissis 
libri X VI , Ex lege Rodia y De publiás judiáis libri XI V. 

Viniendo ahora á la escuela procuieyana enumeraremos 
también sus principales jurisconsultos á contar desde su fun- 
dador M. Antistio Labeon. 

Conocidos ya el carácter de Labeon y sus tendencias en el 
orden político y en el jurídico, habremos de limitarnos á dar 
idea de su fecunda actividad en el orden científico, manifes- 
tada así en el ejercicio de la jurisprudencia y en la enseñanza 
del derecho, tareas á que solia dedicar la mitad del año, como 
en el orden literario, al cual consagraba los seis meses restan- 
tes. Elocuente testimonio de su fecundidad son los 400 volú- 
menes que escribió sobre materias de derecho según testimo- 
nios dignos de crédito. 

Las obras de Labeon cuyo título conocemos son: los Libri 
Posteriorum , tratado de derecho civil no publicado hasta des- 
pués de la muerte de su autor, y que extractó más tarde Ja- 
voleno; los Probabilium libri VIII ; sus Comentarios al Códi- 
go de las Doce Tablas y á los Edictos de los pretores urbano 
y peregrino, los Libri epis tolarum y responsorum y los Comen- 
tara de jure pontijiáo (1). 

De Fabio Mela, contado entre los primeros adeptos de La- 
beon, se cita una obra intitulada Digesta. Pero el principal 
discípulo y el sucesor de Labeon en la jefatura de la escuela 


(1) Conocernos varios fragmentos de esta última obra, y algunos otros del Co- 
mentario á las XII tablas y al Edicto pretorio, así como algunos de origen incierto* 
los cuales han sido recopilados por Huschke en las págs. llO-lló de su Repertorio. 
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proculcyana fu é M. Cocceyo Nerva, abuelo del Emperador del 
mismo nombre, á quien como á Sabino su rival se atribuye el 
haber aumentado por la originalidad de sus ideas los puntos 
controvertidos entre ámbas escuelas. No se tiene noticia de 
que escribiese ninguna obra, si bien se citan algunas veces 
sus opiniones en materias de derecho. Su hijo M. Cocceyo 
Nerva, de cuya precocidad da idea el hecho de haber evacua- 
do consultas jurídicas desde los diez y siete años, escribió un 
Líber de usucapionibus , citado por Papiniano. 

Sempronio Proculo, de quien tomó su nombre la escuela ju- 
rídica fundada por Labeon, escribióademás de varioslibros de 
consultas ( Epistolarum ), tres libros ex posterior ¿bits Labeonis , 
de que se conservan 37 extractos en el Digesto. De Pegaso y 
.Tuvencio Celso, sucesores de Proculo en la jefatura de la es- 
cuela, no sabemos que escribiesen ninguna obra, si bien se ci- 
tan frecuentemente sus opiniones. 

P. Ju venció Celso, hijo del anterior, fuó el jefe de la escue- 
la bajo los reinados de Nerva, Trajano y Adriano. Perteneció 
al Consejo de este último Emperador, después de haber des- 
empeñado en tiempo de Nerva y Adriano los elevados cargos 
de pretor y cónsul. La erudición, la profundidad y la precisión 
de Celso fueron muy celebradas. De sus obras han llegado á 
nuestra noticia las siguientes: Digestorum libri XXXIX , de la 
cual hay 142 pasajes en las Pandectas; los Libri commentario- 
rum, los Libri epistolar um y los Libri Qucestio?ium. 

Neracio Prisco, contemporáneo del anterior, escribió varias 
obras, á saber: Membranarum libri Vil \ Responsorum libri J1J, 
Regularum libri X V, los Libri ex Plautio y Epistolarum y el 
líber de nuptiis. 

A contar desde Neracio Prisco cesó la oposición entre ám- 
bas escuelas, en razón á haber desistido los Proculeyanos en 
la controversia con los jurisconsultos de la otra, escuela; así es 
que «á excepción de Gayo que profesa los principios del dere- 
cho antiguo no se dice después de Adriano una palabra de 
Proculeyanos ni de Sabinianos.» (1.) 


0) Rudorff, i, ])í{j. 182. 
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Entre los jurisconsultos pertenecientes al período en que 
va había desaparecido la oposición entre ambas escuelas, ó de 
quienes no se sabe que estuviesen afiliados á ninguna de ellas, 
hay muy pocos verdaderamente dignos de especial mención. 
Citaremos, sin embargo, á Urseyo Ferox, de cuyos escritos no 
tenemos noticia, si bien consta que alguno de ellos fué comen- 
tado por Juliano; á Plaucio, autor de un tratado de derecho co- 
mentado por Javoleno, Pomponio y Paulo; á Aristón (1), miem- 
bro del Consilium Principis en tiempo de Trajano, comentador 
de otros jurisconsultos, entre ellos de Labeon, Casio y Sabino, 
y autor de una compilación intitulada Decreta Frontiana ; á Le- 
lio Félix, contemporáneo de Adriano, autor de un Comentario 
ad Q. Mucium (2), á Minicio Natal, comentador de Juliano; á 
Sexto Pedio, de quien se cita un Comentario ad Edictum en 25 
libros y varios libros de stipulationibus , y á Papirio Justo, á 
quien se atribuye una colección de Constituciones imperiales 
en 20 libros, utilizada en las Pandectas. 

El más importante de todos ellos es sin duda alguna L. Ul- 
pio Marcelo, de cuyas obras nos han conservado las Pandectas 
159 pasajes, y cuyas opiniones son citadas á cada paso. Mar- 
celo floreció durante los reinados de Antonino Pió, Marco 
Aurelio y Conmodo, y además de haber pertenecido en tiem- 
po del primero al Consilium Principis, desempeñó importantes 
cargos políticos y militares. Escribió las obras siguientes: Di- 
gestorum libri XXX, Ad legem Juliam etPapiam libri VI, Nota ' 
ad Juliani digesta, Ad Pomponii Regularum librum singularem, 
Responsorum líber singularis , Libri II pub licor um scilicetjudi- 
ciorum, De officio Prcesidis y De officio Consulis. 

Contemporáneo de Marcelo é inferior á él en importancia, 
aunque la tiene mucho mayor que los demás jurisconsultos 
que hemos enumerado últimamente, fué Q. Cervidio Scsevola, 
miembro del Consilium Principis en tiempo de Marco Aurelio 
y maestro de Papiniano. De sus obras han llegado á nuestra 
noticia, los Digestorum libri LX, Responsorum libri VI, Qua’s- 


<]) Jluschke, pág. 145. 

<2) liuschkc, pág. 145-145. 
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tioiium libri XX, Líber siagularis qucestiomm publico tractala- 
rum y Libri IV Regularum, de las cuales se hallan 307 pasa- 
jes en el Digesto. Se mencionan también otras tres obras de 
esto jurisconsulto, las Notte a& Juliani Digesta, las No toe a<l 
MarccHÍ Digesta y un Líber singiilaris de q acc-sUonc familia*. 

Á contar desde Papiniano, el primer jurisconsulto notable 
de que se tiene noticia después de Q. Cervidio Scievola, la 
ciencia del derecho toma decididamente un nuevo g’iro, inicia- 
do ya por algunos de los jurisconsultos de que hemos tratado 
singularmente por Pomponio Gayo, Terencio Clemente, Me- 
daño y Q. Cervidio Scievola, el cual consistió en no limitarse 
como se había hecho generalmente hasta entonces, al estudio 
ó interpretación de las antiguas fuentes del derecho, ántes bien 
á dar mucha parte en las disquisiciones al derecho novísimo. 

MI primer jurisconsulto en quien se observa ya marcada- 
mente esta tendencia fue Emilio Papiniano, quien después de 
haber desempeñado muchos cargos importantes en tiempo de 
M arco Aurelio y de Septimio Severo, entre ellos el de Prefecto 
del pretorio bajo el reinado de este último Emperador, fué ase- 
sinado de orden de Caracalla el año 212, por haberse negado 
á justificar la muerte de Geta (1). Los escritos de Papiniano,. 
tenido en la antigüedad y en los tiempos modernos por uno de 
los más eminentes jurisconsultos, se distinguen por la sencillez 
y elegancia del estilo no menos que por la profundidad de los 
conceptos que revela bien a las claras el privilegiado talento 
de su autor. Las obras de Papiniano que han llegado á nues- 
tra noticia son : Qucestiomm libri XXX Vil, Responsonim li- 
bri XIX, Dejinitionum libri II, Líber singular is y Libri II de 
adnlteriis y De officio JEdilium líber singularis. Papiniano ini- 
ció además una nueva época en la enseñanza del derecho. 

A Papiniano siguió otro jurisconsulto insigne, Domicio Ul- 
piano, que puede ser considerado como adepto de Papiniano á 
quien sirvió de asesor, y cuya amistad le valió el ser desterra- 
do P or Caracalla. En tiempo de Alejandro Severo que le alzó 

0) Papinianum, jurts asylum et doctrina legalis thesaurum, quod paricidium excusare 
volitissel, orridit, el prafeclum quidem suiim, ve homini per se el per scientiam su a ni mali- 
no dees sel et diy vitas. Kpart. Serer. ‘¿I . 
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el destierro, volvió Ulpiano á Roma donde ejerció cargos muy 
importantes tales como el de jefe de la Cancillería imperial y 
el de Prefecto del pretorio. Desempeñando este último cargo 
fue asesinado por los pretorianos en el año 228 de nues- 
tra Era. 

De las obras de Ulpiano, notables así por la erudición y 
la agudeza, como por la claridad del estilo, unas han llegado 
hasta nosotros aunque en parte, directamente ó por medio 
de las Pandectas, de otras tenemos solamente extractos en esta 
última Compilación, y de algunas sólo la noticia de su título. 
Pertenecen á la primera categoría: el Regularum líber singn- 
laris, y los Institutionum libri II. Las obras de Ulpiano ex- 
tractadas en las Pandectas son las siguientes, de las cuales se 
hallan nada mónos que 2462 pasajes en dicha Compilación: 
Ad Sabíuum libri LI , un extenso comentario al Edicto, Ad 
Edictum libri LXXX1II. Ad legem Juliam et Papiam libri XX,. 
Ad legem Juliam de adultcriis libri II, Ad legem JEliam Seu- 
tiam libri IV, Pro tribu nal ¿um ó De ómnibus tribuualibus libri X, 
De appellationibus libri IV, De censibus libri VI, Eideicomm i- 
ssorum libri VI, De adulteriis libri V , De sponsalibus , De 
ofjício Proconsulis libri X, De officio Consulis libri III, De offi- 
cio Qucustoris libri II, y los Libri singulares: De officio Consu- 
larium, De officio Curatoris Reipnblicae, De officio P rafee ti vigi- 
lurn , De officio Prafecti urbi, De officio Proctoris tutelaris j 
De excusationibus. A. las cuales hay que agregar las Dispula- 
tionum libri X, Opinionum libri VI y Regularum libri Vil V 
utilizadas también en el Digesto. Los escritos de que no co- 
nocemos más que el nombre so a: los Pandectarum libri X, y 
las Notce á Aristón, Marcelo y Papiniano. 

Julio Paulo, miembro del Consilium Principis en tiempo 
de Septimio y Prefecto del pretorio en el de Alejandro Severo, 
fue asimismo jurisconsulto eminente, y no inferior á Ulpiano 
en fecundidad literaria, si bien su estilo carece de la elegan- 
cia que caracteriza los escritos de los dos jurisconsultos an- 
teriores. 

De sus escritos, lo mismo que de los de Ulpiano, tres han 
llegado hasta nosotros directamente, y los más no nos son eo- 
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nocidos sino por los fragmentos de ellos conservados en las 
Pandectas. Los tres primeros son: los Sententiarum libri V, 
los Regular um libri VII y los Institutionum libri II. Las ex- 
tractadas en las Pandectas, además de 59 Libri singulares, 
cuyos títulos seria prolijo enumerar (1), son las siguientes, cla- 
sificadas por Rudorff en obras de Derecho civil, Comentarios 
sobre el Edicto, Comentarios, Extractos y Notas á los juris- 
consultos antiguos, Comentarios á las leyes nuevas y explica- 
ciones prácticas. 

Pertenecen á la primera clase los Libri al Sabinum y los 
Libri IVacl Vitelliim . Las obras sobre el Edicto son: AdEdic- 
Imn libri LXXX, Ad Edictmi JEdilixm curulium libri , Ad 
Edictum de brevibus. Escritos sobre los antiguos jurisconsul- 
tos: E pitomanm Alfeni ( Digestorum ) libri VIII , Labeonis 
TTi'.oavwv libri VIII , ad Plautium libri XVIII, ad Neralüm li- 
bri IV, No toe, ad Sccevolam, Notoe ad Julianum, Notce ad Papi- 
nianum. Comentarios sobre las leyes nuevas: Ad legem Juliam 
et Papiam libri X, Ad legem JEliam Sentiam libri III, Ad le- 
gem Juliam libri II. Explicaciones de puntos especiales del de- 
recho nuevo: De officio Consulis libri II, De ofiicio Proconsulis 
libri II, De censibus libri II, De jurejisci libri II, De adulte- 
riis libri 111, Fide'icommissorum libri III. — Disquisiciones ge- 
nerales; Quces tionnm libri XXXVI, y Manualinm libri III. 
Explicaciones prácticas: Responsorum libri XX III, Deere torum 
libri III, Decretorum seu imperialium sententiarnm in cognitio- 
nibus prolatarum ó Factorum libri VI. 

Herennio Modestólo, discípulo de Ulpiano, cierra la serie 
de los jurisconsultos clásicos. Sábese de él que gozó del jus 
respondendi, y que después de haber sido preceptor de Máximo 
el menor desempeñó en el año 244 el cargo de Proefectus Vi- 
gil um. Las obras que de él se mencionan son las siguientes: 
Differentiarum libri IX, Excusationum libri VI, en griego, 
Regular um libri X, Pandee tarum libri XII, Responsorum li- 
bri XIX, Ad Q. Mucium, De peen, is libri VI, y nueve Libri sin- 
gulares, todos ellos sobre puntos de derecho civil. De casi to- 


(1) Pueden verse en la citada obra de Rulorff, i, p¿íg. 193. 
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das estas obras se conocen varios fragmentos que ascienden en 
junto á 246, conservados todos en las compilaciones de Justi- 
niano, á excepción de dos, uno de los Libri Differcntiarmt. 
que nos ha conservado San Isidoro, y otro de los Libri Regu- 
lar mu, que ha llegado directamente hasta nosotros. 

Después de Modestino, la ciencia del Derecho decae visi- 
blemente, acaso por que, como dice un reputado escritor «el 
extraordinario esfuerzo intelectual y la fecunda actividad que 
admiramos en las obras maestras de los grandes jurisconsul- 
tos, apénas dejaron á sus contemporáneos otra tarea que la de 
completarlos, y á los jurisconsultos futuros el papel de meros 
compiladores.» 

Entre los jurisconsultos de estas dos categorías, cuyos 
nombres han llegado hasta nosotros, son dignos de especial 
mención los siguientes: Tertuliano, de quien se citan estas 
dos obras: Quoestionum libri VIH y De peculio cas tremí líber 
singularis ; Claudio Tryfonino, autor de unas Noten ad Se enro- 
lara y de veintiún libros dispnlationnm ; Arrio Menander, miem- 
bro del Consilium Principis en tiempo de Caracalla, que escri- 
bió cuatro libros De re militar i; Calistrato, autor de unas Ins- 
té lutiones en tres libros y de otras varias obras; Venuleyo Sa- 
turnino, del cual se citan diez libros de aclionibus , de ínter dic- 
tis libri VI, Stípulationum libri XIX, De pnblicis judiciis li- 
bri III, De officio Proconsulis libri IV; Elio Marciano, autor 
de varias obras, de que se hallan 275 pasajes en las Pandec- 
tas, entre ellas unas Institutiones en diez y seis libros, calca- 
das en general sobre las de Gayo, si bien comprendían algu- 
nas materias no incluidas en las Institutiones de este último 
jurisconsulto. Emilio Macer, que escribió también varias obras 
relativas al derecho público y al procedimiento, y Florentino, 
autor de unas Institutiones en doce libros, según el método do 
Gayo. 

Las obras de los jurisconsultos romanos pueden dividirse, 
por razón de su asunto y del método en ellas empleado, en va- 
rias categorías (1). Las principales son las siguientes: a) Tra- 


/I ¡ Rivier, § UH, púy. ‘¿"¡{-‘¿TI».— Rudorff, i, § (>:), páy. iruí-ir>l>. 




284 HISTORIA DEL DERECHO ROMANO 

fados generales de Derecho ( Digesta ); b) Comentarios particu- 
lares sobre alguna de las fuentes del derecho, como los relati- 
vos á las Doce Tablas, al Edicto, á las leyes Julia y Papia, 
etc.; c) Glosas (Xotce) comentarios ( Lectiones ), y extractos 
(epitoma) de los escritos de otros jurisconsultos; d) Monografías 
sobre puntos especiales de derecho como por ejemplo de ma~ 
numissionibusyde fideicommissis, ó colecciones de ellas; e) Reso- 
luciones de consultas y dictámenes sobre cuestiones de carác- 
ter práctico (. Epistuia , Responso B ene dicta, Assesoria , Casus 
Cuestiones; f) Manuales propiamente dichos, que cuando con- 
tenían una exposición didáctica y elemental, se llamaban 
Institutiones , y cuando estaban redactados en forma de aforis- 
mos, se designaban con el nombre de Libri regularían, defi- 
nitionum 6 sententiarum , y y) obras de carácter mixto que so- 
lían designarse con -el nombre de Enchiridia, Pandee toe, Ma- 
nualia , Varice lectiones y otros semejantes. 

§ 81 . 

RESTOS DE LA LITERATURA JURÍDICA (l). 

Muy pocas, y desgraciadamente incompletas en su mayor 
parte, son las obras de los jurisconsultos de este período que 
han llegado hasta nosotros directamente. Así y todo, ellas son 
la fuente más preciosa que poseemos para el conocimiento del 
Derecho romano; razón por la cual habrémos de exponer cuan- 
tas noticias se tienen sobre estos escritos, cuidando muy par- 
ticularmente de fijar el conducto por donde nos han sido tras- 
mitidas, «punto de la mayor importancia, como que es el cri- 
terio para decidir sobre la autenticidad de los escritos conside- 
rados como fuente de conocimiento de la legislación en cada 
época (2).» 

Los escritos jurídicos del período clásico, que han llegado 


(1) Iluschke, JurixprudeiiUa aulcjvslinüitHK quot superamil.— Puehta, j, § 104, pá- 
ginas 2“8-íc92.— Rudorff, i, § 89, pág. 2S7-343.-Kivier, § 102, pág. 345-348. 

(2) Puehta, i, pág. 279. 
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hasta nosotros directamente en todo ó en parte, y en los cuales 
la corrupción de algunos pasajes debe achacarse exclusiva- 
mente á descuido del copista del manuscrito, son los siguientes: 

1) Gají Insütutionum Commentar ii IV. Esta obra, la más 
importante sin duda alguna de los escritos jurídicos de este 
período que conocemos directamente, se consideraba perdida, 
cuando Niebuhr tuvo la buena suerte de descubrirla en 1816 
en un palimpsesto de la Biblioteca capitular de Verona. El 
manuscrito en cuestión contiene las cartas de San Jerónimo, 
pero sobre el mismo pergamino habían sido copiadas antes las 
instituciones de Gayo. Como el copista de las cartas se esforzó 
para que desapareciesen las huellas de la antigua escritura 
lavando y raspando el pergamino, resulta que, aunque por 
medio de reactivos se consiguió hacer visible el texto de las 
Instituciones, su lectura es extraordinariamente difícil, é im- 
posible en algunas hojas que fueron 'escritas y borradas, no 
una, sino dos veces. El manuscrito, que á juzgar por el carác- 
ter de letra debió ser' escrito en el siglo v ó vi, consta de 126 
hojas, y contiene el texto completo de las Instituciones, á ex- 
cepción de tres hojas que le faltan en el medio. Aunque en 
ninguna parte de él se halla citado el título de la obra, está 
fuera de toda duda que son las Instituciones de Gayo, según 
lo evidencian la concordancia de algunos de sus pasajes con 
■otros que ya se conocían como pertenecientes á dicha obra. 

La primera edición de las Instituciones de Gayo fue publi- 
cada en Berlín en 1820 por Goschen, que en unión de Beth- 
mann-Hollweg había descifrado el manuscrito en 1817 por en- 
cargo de la Academia de Berlín. En 1824 publicó Goschen una 
nueva edición utilizando la revisión del manuscrito llevada á ca- 
bo por Bluhme; Lachmann dió á luz la tercera edición en 1842. 
Aunque era muy general la opinión emitida por un erudito es- 
critor (1) de que después de los trabajos de Goschen, Betli- 
mami-Hollweg y Bluhme, «apenas podría esperarse ningún re- 
sultado positivo cotejando nuevamente el manuscrito», un dis- 
tinguido filólogo aloman, Guillermo Studernuiul, no vaciló en 

/ 1 ) l’uchta, páfj. SíHO. 
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consüU'rar.sc á tan ánlua y penosa tarca, que lia sido coronada 
del éxito rnás brillante. Studemund dio á conocer al mundo sa- 
ino el resultado de su trabajo, publicando en 1874 su apógrafo 
del manuscrito de Vcrona con el siguiente título: Gaji Jnstitu- 
tionum Cornmen lar ii quatmr. Codicis Veronensis clenuo collati 
npographum confecit et jassu academice regia Berolinensis edi- 
ilil G. Studemund (1). Posteriormente, cu 1876, ha publicado 
,d mismo sabio en unión del erudito profesor de Ivónigsberg 
Paul Ivrügcr una edición de las Instituciones in nsum acade- 
niicum <2 i. 

2) El Fragmenturn de jure Jisci, parte de una obra cuyo tí- 
tulo exacto y cuyo autor nos son desconocidos, aunque se tie- 
ne por indudable que fue escrita en este período. Suele desig- 
nársela con dicho título por versar sobre los derechos del fisco. 
Creen algunos que su autor fue el célebre jurisconsulto Paulo, 
de quien se sabe que escribió dos libros de jure fisci, por ser 
casi idéntico uno de sus pasajes á uno de los fragmentos de 
Paulo incluidos en el Digesto. El mencionado fragmento fue 
descubierto por Niebuhr en dos hojas de pergamino bastante 
deterioradas en la Biblioteca de Vcrona (3). 

3) Un fragmenturn Ulpiani descubierto por Endlicher en 

cinco trozos de un pergamino que debió contener las Institu- 
ciones de Ulpiano, empleados con otros varios para encuader- 
nar un manuscrito de las obras de S. Hilario existente en la 
Biblioteca Imperial de Viena. Cuatro de dichos trozos están 
escritos por ambos lados y el otro por uno solo. Los fragmen- 
tos que de esta suerte han llegado á nuestra noticia tratan de 
los interdictos v de los contratos. Endlicher los dió á luz 
en Viena en 1835 con el sigmicnte título: De Ulpiani Institu- 
tionnm fragmento Epístola ad F. C. Savigny . Posterior- 

(1) Leipzig, Ilirzcl, 187-1. 

I‘¿) Berlín, Weidman, 187(5.— Sobre el mérito y la importancia de la revisi in de 
Studemund parala historia del Derec o Romano, puede consultarse el excelente 
opúsculo del holandés Goudsmih, titulado Sludemund'x Vergkichiiug der Veroitexer 
Ilandschrift, (trad. alemana de Sutro), Utrecht, 187(5. 

(d) Uusclike que inserta también este fragmento en su citado Repertorio, pági- 
na <>1 .)-(>2), haciéndolo preceder de una erudita introducción (pág. ( 51 ñ-( 5 l 8 ), supone 
que debió pertenecer al Líber regularum del L'piano. Las mejores ediciones son la 
de 1 lunch Ue y la d j Kruger, Fragmenturn de jure fisci , Leipzig, 18¡!8. 
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mente se lian hecho otras varias ediciones, entre las cualus 
las mas importantes son la de Bocking, Huschke y Bremer (1). 

4) Varios fragmentos del Líber de officio proconsulis , con- 
servados en un antiguo Glosario bilingüe existente en París. 
De esta obra se sabe que era una de las qué más se usaban 
para la enseñanza del derecho en las provincias, singular- 
mente en Bervto. Dichos fragmentos han sido publicados por 
Rudorff (2). 

5) La Dis tribu lio Assis de Volusio Meciano, uno de los úl- 
, timos escritos jurídicos de este período, conservada en dos 

manuscritos uno do París y otro de la Biblioteca Vaticana. 
Este escrito fue publicado primeramente por Sichard (Basilea 
1528). Las mejores ediciones se deben á Eduardo Bocking y 
Huschke (3). 

6) Los Tituli (XXIX) ex Cor por e Ulpiani , obra de la cual no 
se conoce más que un sólo manuscrito, existente en la Biblio- 
teca Vaticana. Créese fundadamente que los mencionados tí- 
tulos formaban parte del Líber svigularU regular um , pues al- 
gunos de sus pasajes concuerdan con los pasajes de dicha obra 
que por otros conductos lian llegado hasta nosotros. El texto, 
en cuestión, fué publicado por Dutillet en 1549. Las mejores 
ediciones de los Tituli son las de Bocking y* Huschke (4). 

1) El fragmento de gradabas cognatioimm , cuyo autor se * 
ignora, si bien algunos lo atribuyen á Ulpiano (5), inserto en 
varios Códices de la No tilia dignitatum , y publicado primera- 
mente por Bocking. 

8) Otros breves fragmentos de escritos jurídicos de este pe- 
ríodo lian llegado hasta nosotros directamente: tales son un 
pasaje de Pomponio sobre la indivisibilidad de las servido m~ 
bres, descubierto en el siglo xvi en un trozo de pergamino: 

(1) Bocking, Ulpiani Fragmenta, Leipzig 180").— Bremer, De Domitii Ulpiani 
tulionibus, Bonn, 186!.— Huschke, Jurisprudentiw antejust ■ pág. l¡i!4-(>U7. 

(2) Uebcr den Líber de officio proconsulis. Berlín, 1866. 

<8) Bocking lo publicó en el Corpus juris. antejust. de Bonn, y Iluschkc en su citado 
Repertorio, pág. 409-421. 

M) La última edición do las cuatro publicadas por Bocking de este escrito es de 
1 «"ib. -Huschke, pág. M7-600. 

(;"•) Huschke, que lo incluye en su Repertorio pág. lil (>-(»! -1 conjetura que pudo 
pertenecer á este jurisconsulto. 
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otro de Modestino perteneciente al título de bonis líber torum 
d de tes tantea tis de los Librí III Retfularum, descubierto en el 
mismo siglo, y algún otro de ménos importancia. 

Además de los fragmentos de escritos jurídicos de este pe- 
ríodo que nos son’ conocidos por las Pandectas y por las obras 
de otros escritores latinos, singularmente por las de los gra- 
máticos y retóricos y de los cuales liemos hecho mérito en el 
párrafo anterior, hay algunos otros fragmentos que de esta 
suerte han llegado á nuestra noticia. Son dignos de especial 
mención entre ellos, un pasaje del título de dotibus de los li- 
brí II lits ti tutor urn de Paulo, conservado por Boecio, y dos bre- 
ves pasajes de Ulpiano, uno in libro ad Edictum sexto , trasmi- 
tido por Pacato en su Líber I adversas Povphyrium y otro de 
la obra ad Sabinum que nos ha conservado Prisciano. Otros 
varios nos han sido trasmitidos por Lydo en su obra sobre los 
magistrados romanos. 

En varias obras jurídicas de que habremos de tratar más. 
de propósito en el período siguiente, se hayan también nume- 
rosos fragmentos de escritos jurídicos del período que nos 
ocupa. 

En la Collatio legum mosaicarum et romanar um, obra escri- 
ta según se cree á* fines del siglo iv ó principios del v, se halla 
una colección de pasajes tomados á la letra de muchos escri- 
tos jurídicos de este período, y en particular de las obras de 
Ulpiano, Paulo y Modestino. Esta obra encaminada á demos- 
trar la identidad ó semejanza de muchos preceptos del derecho 
romano con otros de la legislación de Moisés, fué escrita, se- 
gún la opinión más verosímil, por San Ambrosio de Milán de 
orden del Emperador Valentiniano I. La Collatio , fué publica- 
da primeramente por Pithou en 1573. La mejor edición es de 
la Blume hecha en 1833. 

En la Consultatio veteris jurisconsulti, nombre con que se 
suele designar una colección de dictámenes sobre puntos de 
derecho, formada por un jurisconsulto del tiempo de Teodosio 
el joven, se citan á la letra algunos pasajes de la Sententice de 
Paulo, 

En los Fragmenta Vaticana , manuscrito existente en la 
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celebro Biblioteca del \ aticano, se hallan también muchos ex- 
tractos de escritos jurídicos de este período, en particular de 
Papiniano, Paulo, Ulpiano, y citas de otras varios de Pompo- 
nio, Juliano, etc. 

Los escritos jurídicos de este período cuyo texto no ha lle- 
gado hasta nosotros en su forma original, sino refundidos por 
otros jurisconsultos son: 

Un fragmento contenido en los £p[rrjV£U|xaia ó IutevpvctcLmcii- 
ta Dositliá magislri , especie de libro de texto compuesto á 
principios del siglo m por un profesor de gramática llamado 
Dositeo. Esta obra se halla dividida en 3 libros, el primero de 
ios cuales contiene una gramática y glosarios, y el tercero una 
série de temas tomados en su mayor parte de otros autores, 
para traducir del latín al griego y viceversa. Entre estos temas 
se halla el texto griego y un texto latino defectuoso de un 
fragmento de escrito jurídico, según la opinión más corriente 
de los Libri Vil Regularum de Paulo, que trata de la división 
general del derecho, de la división de las personas en inge- 
nuos y libertinos y de las manumisiones. 

El texto griego es, según la opinión más autorizada, la 
traducción fiel del primitivo texto latino, el cual corrompién- 
dose como el tiempo ha llegado hasta nosotros en dicha for- 
ma. El texto latino fué publicado primeramente por Pithou 
y después, acompañado del griego por Rover y Schilling. 
Las mejores ediciones del texto latino con ensayo de restitu- 
ción son las de Lachmann y Bocking (1). 

Los J uli i Piinli seutenttanm (receptarmi) lilri F, obra 
dedicada á su hijo por el jurisconsulto Paulo y en la cual ex- 
pone en forma breve y sencilla los principios jurídicos conte- 
nidos en los Comentarios al Edicto; se halla inserto en la ley 
romana de los Visigodos, por cuyo conducto ha llegado hasta 
nosotros. Aunque su texto no se nos ha trasmitido fielmente ó 
mejor dicho, en toda su pureza, como se deduce del cotejo de 
algunos de sus pasajes con los que nos son conocidos por otro 

(!) Musclikttlo inserta también en su obra, páff. 42MÍ12, precedido de una in- 
troducción en la cual sostiene que más bien que á Paulo debe atribuirse este frag- 
mento á Gcrvidio Sea-vola. 
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medio, y aun puede asegurarse que el autor del Breviario hizo 
en él alteraciones sustanciales, dicho escrito es uno de los res- 
tos más preciosos que conservamos de la jurisprudencia clási- 
ca. Esta obra fué publicada por primera vez en 1525. La me- 
jor edición es la de Arudts, inserta en el Corpus juris antejus- 
tinianei de Bonn. 

En la Lex Romana Burgviidionum, denominada vulgarmen- 
te Papiano, se encuentran citados frecuentemente algunos es- 
critos jurídicos de este período, en particular las Iustitutioues 
de Gayo y las Senteiitioi de Paulo, si bien no se inserta ningún 
pasaje según el texto original. 

Aunque escasos en número los escritos jurídicos de este 
período, que bajo una ú otra forma ha llegado hasta nosotros, 
son la fuente más preciosa que poseemos para el conocimiento 
del derecho romano de la época clásica. Su estudio, en el cual 
debieran formarse cuantos' aspiran al honroso título de juris- 
consultos, confirma elocuentemente los elogios de que han 
sido objeto en todas las épocas. Séanos lícito terminar esta re- 
seña con el siguiente juicio emitido por un sabio moderno so- 
bre la jurisprudencia romana: 

«Para comprender la importancia de la ciencia del derecho 
romano debemos partir de la oposición esencial que existe 
entre ella y la ciencia del derecho actual. La ciencia actual 
tiene ante sí en el derecho romano un organismo jurídico de- 
tallado, con un tecnicismo perfecto. Su misión es referir los 
detalles á sus principios y formar de esta suerte un sistema 
que pueda conducir á creaciones jurídicas posteriores. La cien- 
cia del derecho romano procedía de otra suerte : no veia ante 
sí sino ideas jurídicas, instituciones y preceptos aislados sin 
aplicaciones inmediatas, y debía inferir de ellas las teorías 
jurídicas propiamente dichas y sus aplicaciones. Tenia, por 
ejemplo, la idea de posesión y sabia que era el fundamento 
de los interdictos y de la usucapión, la idea de compra que 
era el fundamento de las obligaciones y acciones, etc.; pero ni 
en las leyes ni en los edictos se decía lo que era propiamente 
posesión, compra, contrato, condición, obligación, acción, de- 
recho, equidad, etc., dejando esto á la conciencia jurídica ge- 
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neral y al sentimiento de los jueces. La misión de la ciencia 
era, por consiguiente, fijar jurídicamente todas estas ideas, 
precisar sus antecedentes, elementos y efectos, regular sus 
relaciones con otras, y fijar lo que tenían de común y obliga- 
torio, así como establecer lo diferencial y separativo, para po- 
ner en claro de esta suerte el terreno común en que germinan 
y están unidas todas las particularidades, y fijar asimismo nor- 
mas consecuentes y fecundas aplicables á la variedad infinita 
de las cuestiones y casos prácticos. 

»La ciencia de los jurisconsultos romanos no consistía en 
disquisiciones sobre principios abstractos y desarrollos teóricos, 
sino que era puramente práctica, como emanada directamente 
de la vida y de las necesidades prácticas, y dirigida inmedia- 
tamente á su satisfacción. En este punto desarrollaron tan ad- 
mirable talento de producción inconsciente, que hasta ahora no 
han sido superados. Imitaban en cierta manera el arte creador 
del derecho, al cual sigue siempre la teoría aclaratoria. Cada 
caso, cada relación se les presentaba desde luégo á la luz de los 
principios jurídicos que la rigen, y resolvían las cuestiones 
jurídicas con seguridad casi infalible. Ofrecíase á su vista el 
principio con sus consecuencias, pero sólo en intuición inme- 
diata,- y no juzgaban necesario ni eran capaces de expresar- 
la por medio de conceptos abstractos ni de exponer fielmente 
sus fundamentos. Por esto emplean á veces argumentos falsos, 
y cuando quieren precisar y desarrollar principios é ideas, son 
retóricos y áun triviales, y descienden muy luégo á los casos 
concretos. La sistematización no tenía por lo tanto para ellos 
valor alguno. El mérito principal de los jurisconsultos roma- 
nos consiste en la manera de concebir, determinar y aplicar 
los conceptos y relaciones jurídicas. Bajo este punto de vista 
todos los jurisconsultos romanos son semejantes en su esencia, 
y no obstante sus diferencias individuales, son en cierto modo, 
corno dice Savigny, personalidades fungibles; y en esto con- 
siste que en medio de los detalles infinitos de su casuística en- 
contremos siempre en sus escritos un sistema admirablemente 
lógico.» 

FIN DEL TOMO l'IllMKliO. 




ADICION ES Y RECTIFICACIONES. (I) 


Pág\ 9, línea 34. En vez ele C. Julio (?) debe leerse Higino, 
y en lugar de «escritor de fines del siglo ix,» «escritor de fines 
del siglo iv.» 

Pág. 18. Acaba de publicarse el primer fascículo de la 
cuarta edición, notablemente mejorada y aumentada, de la 
obra de Willems Le Droil public romain. El segundo y ultimo 
fascículo se publicará muy en breve. 

Pág. 19. Se ha publicado recientemente el segundo fas- 
cículo de la liomische llech tsgeschich te de Esmarch. 

Pág. 29. Ha salido á luz una segunda edición mejorada de 
la obra de Pictet sobre los orígenes indo-europeos. 

Pag. 32. Hay que añadir á las indicaciones bibliográficas 
del § 10 la siguiente obra: Flelbig, Die Itciliher i% cler Poebene. 
Leipzig, 1879. 

Pág. 37. Adición á la bibliografía del § 11: Peter, Zar Kri- 
lik der Quellcn cler alteren romischen Geschichte. Halle, 1879. 

Pág. 118. El Sr. D. Manuel Torres Campos ha tratado ma- 
gistralmente de los apparitores, y muy particularmente de los 
escribas romanos en las págs. 117-139 de sus notables Bs in- 
dios de Bibliografía española y estravjera del Derecho y del No- 
tariado, Madrid, 1878. 

Pág. 184, n. 5. Habiéndose deslizado varias erratas en el 


(1) N'o habiendo consentido al autor el mal estado de su vista corregir varios 
pliegos do la obra con el debido esmero, se hun deslizado en ellos algunas erratas 
que podrá salva 1 .' fácilmente el buen juicio de los lectores. Nos limitaremos, pues, 
á indicar Iuh más importantes. 
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pasaje (le Nicolás Antonio, citado en esta nota, creemos opor 

t u ,,o reproducirlo íntegro. Es como sigue: « Reliquisse 

hunc Pelrum in eo monasterio nuntiatum nobis fuit volumina 
dúo , Leges Gothorim et Regirn inscripta [n principio elo- 

giara posnit auctor Legum XII Tabularum, quas omnes lati- 
no carmine comprehendit Oodex pros nimia vetustate ali- 

quot jara foliis non legitur Ilabemns id totum ex relationi- 

bus ad nos missis ab eodem monasterio.'» 

Pág. 188-190. A las leyes que han llegado á nuestra noti- 
cia por medio de los monumentos epigráficos, enumeradas en 
el § 53, hay que añadir las siguientes: 

Legos tabulas Bantinas , grabadas sobre un gran fragmento 
de tablado bronce descubierto juntamente con algunos peque- 
ños fragmentos de la misma tabla en Lucania, cerca de la an- 
tigua Bantia, el año 1790, y conservada actualmente en el Mu- 
seo de Nápoles. Uno de los lados de la tabla contiene fragmen- 
tos de una ley escrita en el dialecto oseo y relativa á la orga- 
nización municipal de Bantia. La otra cara de la tabla contie- 
ne fragmentos de una ley escrita en latín y dictada por el pue- 
blo romano. Ignórase el asunto sobre que versaba esta última 
ley, pues los fragmentos que de ella se conservan se refieren 
únicamente á la sanción penal establecida contra los infracto- 
res. El trabajo más fundamental y que ha servido de base pa- 
ra las investigaciones posteriores sobre la interpretación de la 
ley osea, es el de Kirchhoff intitulado Stadtrecht von Bantia , 
Berlín, 1853. La edición más correcta de su texto, es la publi- 
cada por Bruns y Bücheler en las Fontes juris romani antiqui 
del primero, pág. 13-48, acompañada de una versión latina in- 
terlinear. La lex Latina se halla también en la citada obra 
de Bruns, págs. 48-50. 

Ljex Lucerina de luco sacro del siglo vi de Roma, sobre el 
procedimiento de la manus injectio. Está g'rabada sobre una 
lápida encontrada en la ciudad de Lucera en la Apulia. Ha si- 
do comentada por Mommsen en la Fphemeris epigrapkica, n, 

pág. 198-201, y por Bruns en la Zeitschrift für Rechtsges- 
chichte, xii, pág. 127-143. 

LjOx vicuña Far fensis del ano 696 de Roma, sobre la dedi- 
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cacion de un templo consagrado á Júpiter. Inscripción lapida- 
ria descubierta en las ruinas de la antigua Furfo. 

El texto de todas las leyes citadas en el § 53 se halla en la 
citada obra de Bruns. Entre los comentarios de que estos mo- 
numentos han sido objeto son dignos de especial mención el 
de Rudorff á la ley Acilia (Ad legem Aciliam de pecuniis repe - 
tunáis, Berlín 1861), el de Savigny ( Vcrmischte Schriften, vo- 
lum. n) á la Lea : Julia Municipalis, y el de Huschke, Gajus, 
Beitrage zur Kritik und zum Verstaadniss seiner Institutio - 
nen, Leipzig, 1853, pág. 203-242. 

Los primeros fragmentos de laZ<?# colonice Julia Genetiva, 
6 sean los capítulos 91 á 106 y 123 á 134, fueron dados á cono- 
cer primeramente al público erudito, por el doctor D. Manuel 
Rodríguez de Berlangaen su notable obra Los Bronces de Osu- 
na, Málaga 1873. Posteriormente Mommsen y Hübner publi- 
caron el texto de dichos fragmentos acompañado de un comen- 
tario debido al primero de ellos en el vol. ii de la Ephemeris 
epigraplúca, pág. 105-151. — Giraud (, Journal des Savants de 
1873, y Les Bronces d' Osuna. Remarques nonvelles, París 1875) 
Bruns {Zeitschrift für Reclitsgeschiclite xii, pág. 82-127), y Ca- 
milo Re ( Le Taróle di Osuna, Roma 1873) ilustraron también 
en muchos puníoslos mencionados capítulos. 

En 1876 adquirió el Gobierno para el Museo Arqueológico 
Nacional (donde actualmente se custodian) dos nuevas tablas 
■que contienen los capítulos 61-82 de la misma ley. El texto de 
estos capítulos fuó publicado primeramente por M. Charles Gi- 
raud en el Journal des Savants de Noviembre de 1876, hacién- 
dolo seguir en los cuadernos posteriores de la misma Revista 
de un extenso comentario. En Diciembre del mismo ano dió á 
luz el Sr. Berlanga el texto y la traducción de los nuevos frag- 
mentos, ilustrándolos después en su obra intitulada Los Nue- 
vos Bronces de Osuna, publicada en Junio del año siguiente. 
Hübner y Mommsen publicaron en Diciembre de 1876 el texto 
de los nuevos Bronces acompañado de un comentario en el vo- 
lumen ni de la Ephemeris epigraphica, pág.91-112, y casi al 
mismo tiempo se publicó el trabajo del Sr. Rada y Delgado y 
el autor de estas líneas sobre dicho texto legal en el vol. viu 
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del Museo Español de Antigüedades, Hízose luego una corta ti- 
rada aparte de este comentario con el título Los Nuevos Bron- 
ces de Osuna (Madrid 1876) El capítulo 61 de la ley que nos 
ocupa, relativo á la manas injectio , fué comentado por el pro- 
fesor Kxner, de Viena, en la Zeitschrift für Rechtsgeschichte > 
vol. xm, pág. 392-398. 

Pag. 1p 2. La sentencia de Q. y M. Minucio sobre la cues- 
tión suscitada entre los Genuates y Viturios ha sido comenta- 
da por Rudorff en una disertación académica publicada por 
primera vez en 1842, y reproducida luego con algunas adicio- 
nes en la Zeitschrift für Rechtsgeschichte, i, pág. 168-193. 

Pág. 197, núm. 2. El texto de Gayo (iv, 11), citado en di- 
cha nota, purgado de las erratas que en él se han deslizado, 
es como sigue: Actiones , quas in usu veteres habuerunt , legis 
actiones amellaban tur , vel ideo quod legibus prodi lee, erante 
(quippe tune edicta pratoris, quibus conplures actiones introduc- 
ta sunt, nondum in usu habebantur) vel ideo quia ipsarurn legum 
ver bis accommodatce erant et ideo inmutabiles proinde atque le- 
ges observabantur: unde eum qui de vitibus succisis ita egisset, 
ut in actione vites nominaret, responsum est rem perdidisse , cuntí 
debuisset arbores nominare eo quod lex XII Tabular mi , ex qua de 
vitibus succisis actio conpeteret, generaliter de arboribus succi- 
sis loqueretur.» 

Pág. 250. A las leyes del tiempo del imperio conservadas 
por los monumentos epigráficos, de que se hace mérito en la 
página citada, debe agregarse la Lex metalli Vipascensis con- 
cerniente á la explotación de una mina romana y á su admi- 
nistración y la del distrito en que estaba enclavada. Los frag- 
mentos que de ella se conservan, están grabados sobre una 
tabla de bronce descubierta el año 1876 en una mina de cobre 
cerca de la aldea de Aljustrel en Portugal. El texto de este do- 
cumento fué publicado primeramente por el malogrado profe- 
sor de Lisboa, Augusto Soromenho. Posteriormente lo publi- 
caron Hübner y Mommsen después de una concienzuda revi- 
sión, acompañado de un comentario, en la Ephemeris epigra - 
phica , vol. iii, pág. 165-189. Bruns lo comentó también en la 
Zeitschrift fur Rechtsgeschichte , vol. xm, pág. 372-383; pero 
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el trabajo más notable que se ha publicado sobre este monu- 
mento se debe al docto profesor de la Escuela de ciencias po- 
líticas de París Jacques Flach. Este último comentario inserto 
en la Nouvelle Revue historique de droit francais etétranger se 
ha publicado luégo separadamente con el título La Talle de 
bronce á V Aljustrel. Elude sur V administra tion des mines au 
1 er siécle de notre Ere. París 1879. 



APÉNDICE 




BOSQUEJO CRONOLÓGICO 

DE LA HISTORIA DEL DERECHO ROMANO (I). 


PRIMER PERÍODO. 


Los Reyes: Años 1 — 244 de Roma, 753 — 510 ántes de J. G. 


Año 

Historia política. 

Fuentes del 

Jurisprudencia. 

de liorna. 

ántes de -T. C. 

derecho. 

1 

753 

Fundación de. 
Roma. 



f — '17 

753—717 

Rómulo. 



39—82 

715—672 

Numa Pompilio. 



T 

fM 

00 

672—640 

Tulo Ilosti lio. 



114—138 

640—616 

Anco Marcio. 



138—176 

616—578 

Tarquino Prisco. 



(76—220 

578—534 

Servio Tulio. Or- 
ganización del 
ejército. 



220—244 

534—510 

Tarquino el So- 
berbio. 



244 

310 

Expulsión de Tar 
quino. 

Leges regia. 

Jas 

Papirianum . 


SEGUNDO PERÍODO. 

EIGobierno consular: 245 — 724 de Roma, 509 — 30 ántes de J. C. 


Año 

Historia política. 

Fuentes del 

Jurisprudencia. 

de Roma 

antes de .1. C. 

derecho . 

245 

509 

Bruto y Colatino, 
primeros Cón - 
sules. 

Lex Junio, tri- 
bunicia y Le- 
ges Valeria. 


246 

508 

Ludia de la nueva 
República con 
Tarquino. 




(1) Este cuadro cronológico, debido al sabio profesor de Berlín Augusto Fede- 
rico Rudorff, está tomado del volümen l de la excelente obra del mismo autor in- 
titulada Rómische Rechtsgeschischte. Leipzig 1857. Lo reproducimos integramente 
sin hacer en él otras variaciones que modificar y adicionar el nombre de algunas 
leves con arreglo á descubrimientos posteriores á la publicación de la obra citada. 
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Año 

Historia política. 

Fuentes del 

Jurisprudencia. 

de Roma 

|ántes de J. C. 

derecho. 

2.0 

263 

494 

491 

Secessio prima 
plebis in montem 
sacrum : institu- 
ción del tribunado 
del pueblo y de los 
A Ediles plebis. 

Primeros comicios 
por tribus. 

Leges sacratee. 


263 

486 


Lex Cassia 
agraria . 


282 

472 


Lex Pinaria. 


283 

471 


Lex Publilia 
Voleronis. 


292 

462 


Lex Terentilia 


300 

454 


Lex A temía 
Tarpeja. 


302 

*452 


Lex Menenia. 
Sextia. 


02—304 

452 — 450 

Los Decemviros. 

Leges XII ta- 
bular um. 

Apio Claudio. 

305 

449 

Secessio secunda 
plebis ( in Aventi- 
num). Renuévase 
la lucha entre el 
patriciado y la 
plebe. 

Leges Val erice 
Hora ti ce. Lex 
Duilia. 


306 

307 

448 

447 

El pueblo elige los 
Cuestores. 

Lex 2'rebonia. 


309 

311 

445 

443 

Institución de los 
Censores. 

Leges Canu- 
lejce. 


320 

434 


Lex ¿Emilia. 


324 

430 


Lex Julia et 
Papiria. 


337 

417 


Lex Mcecilia 
et Metilia. 


364 

390 


Lex Áppuleja. 
Lex Publilia de 
spcnsu 
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Año 

Historia política. 

Fuentes del 

de Roma 

antes de J. C- 

derecho. 

3*7 

367 

Los Plebeyos ob- 
tienen el Consula 
do. Institución del 
Prxtor urbanus y 
de dos ¿Ediles 
cumies. 

Leges Licinia 
Sextia. Lex 
P lectoría 1 ? 

397 

357 


Lex Duilia el 



Manía de un - 
ciano feenore. 
Lex Manlia. 

402 

407 

352 

347 

Institución de los 
Quinqueviri men- 
sarii. 

Lex Marcial 

Rogalio tribu- 
nicia de foeno re 


409 

345 

Los Plebeyos lle- 
gan á la censura. 

Lex Furiade 
sponsu. 

412 

342 


Lex Genucia. 


Lex Vallia. 
Leges Publilia 
Lex Pcetelia. 

415 

441 

447—450 
434 — 300 

339 

313 


307—304 


Lex Valeria. 


467 

287 

Secessio tertiaple- 
bis [ in Janiculum) 

Lex Hortensia 
Lex Aquí lia ? 

488 

266 

Sumisión de toda 
Italia. (Guerra de 
los Samnitas, 
Guerra contra 
Tarento.) 


500 

507 

254 



247 

Institución del 
Prcetor pere - 
grinus ? 

Lex Silia 
sobre pesos y 
medidas. Lex 
Silia y Cal- 
purnia sobre la 
Condictio ? 


Jurisprudencia. 


c r . I. 

C. '• • 

9' 


T 

O 

tr- 

tí- 


/* fuLsg. 


•V, 


* 


Apio Claudio 
el Ciego, nieto 
del decenviro, 
447(307) Cón- 
sul, autor de 
las Adiones 
que 

en 450 (304) 
publicó su 
escriba Cn. 
Flavio como 
vJus civil e 
Ftavianum .» 

Tiberio 
Coruncanio, 
primer plebe- 
yo Pontífice 
máximo. 
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Año 

Historia política. 

Fuentes del 
derecho. 

•Jurisprudencia. 

<U‘ Ronui i 

tintos de -l. 0. 


243 

241 


Lex Papiria ? 


0 I 1 

813 

Sicilia, primera 
provincia romana. 
Guerras púnicas. 


alo 

510 

239 

234 


Lex Mamiliai 



Lex JEbutial 



(550? 605?). 
Lex Flaminia 


o 2 2 

232 


agraria (526?). 


526 

228 


Lex Ti ti al Lex 
Scanlinia ? 


o 27 

536 

537 

227 

218 

217 

Se eleva á cuatro 
el número de los 
Pretores. 

Lex Claudia. 

Lex Flaminia 
minus salven di 






538 

216 

Institución de los 
Triumviri men- 



539 

215 

sarii. 

Lex Oppia 




544 

630 

210 

204 

La Trientabula. 

Lex Cincia de 



donis et 
muneribus . 

Sexto El io Pe- 
to llamado Ca- 
to. Jus LFlia - 

556 

198 







num. 

537 

197 

Se eleva á seis el 
número de los 
Pretores. 

Tres Leges 
Porcia. Lex 
Alinia'l 

■ 

559 

195 


Derogación de 
la Lex Oppia. 

Lex Sempra - 
ni a defoenore. 

M. Porcio 
Catón llamado 
Censorio. 

561 

193 





563 

191 



P. Cornelio 
Esoipion 
Nasica. 




565 

189 


Ij'.x Atilia. 


567 

187 


Lex Petillia de 




pecunia Hegis 
Anliochi. 


568 

186 


Lex Pía (oria 
(56 í?) 
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Año 


do Roma 

571 


Antes de J. G 
<83 


Historia política. 


Fuentes del 
derecho. 


Jurisprudencia. 


Lex Furia testa 
mentaría ? Lex 
Fabia de plagia 


riisl 


373 


<81 


574 

377 

382 

585 


<80 

<77 

<72 

<69 


387 

389 


<67 

<65 


593 <61 

595 < 59 


Lex Orcfiia. Lex 
Cornelia y Lex 
Babia de ambitu. 

Lex Vil lia. 

Lex Claudia. 

Lex Hostilia. 

Lex Voconia 
testamentaria. 

Lex JEmilia. 

Lex Mamilia 
( 515 ? 643 ?;. 

Lex Fannia. 

Lex Cornelia 
Fulvia de ambitu 


598 


601 

605 


608 

611 

615 

617 

620-633 

621 

622 

623 


<56 

153 

<49 


<46 

<43 

<39 

<37 

134—121 

<33 


<32 

<31 


Lex MUa. Lex 
Fujia. 


Institución de Lex Calpurnia 
la primera ( de repetundis). 
Quastio per- 
petua. 


Ruina de Car- 
ago- 


Lex Mummia. 
Lex Didia. 


Lex Gabinia. 


Muerte de M. 
Porcio Catón 
Liciniano. (Re- 
gula Catoniana) 
M. Manilius. 
Manilii Actio- 
nes , Manüianoe 
venalium ven- 
dendorum 
Leges. 


Sedición de los¡ 
Gracos. 


Lex Cas si a. 


Leges Sempro - 
rice. 


P. Mucio Scae- 
vola. M Junio 
Br uto. 


Lex Papiria ta- 
bellaría. Lex Ru- 
pilia. Lex Pina 
ria tribunicia ? 


P. Licinio Craso 
Muciano Dives. 


20 
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:306 


Año 


de Roma 


628 

629 

631 


632 

634 

635 
637 


639 
64 f 

643 
6 47 

648 

649 


650 


65 1 

653 

654 

655 

656 

659 

663 


ántes de J. C 


126 

125 

123 


122 

120 
H9 
4 17 


1 15 
1 13 

4 1 1 
4 07 
406 

405 


104 


4 03 
101 

4 00 
99 
98 

95 

94 


Historia política 


Fuentes del 
derecho. 

• Lex Jutii'Z 
Lex Fulvia. 

Leges Sempro- 
ni(B. Lex Rubria 
y Babia. (632?). 
Leges Livia, Sem- 
pronia, Octavia. 
Lex Octavia. 
Lex Thoria. 


Jurisprudencia. 


Lex ¿Emilia (M. 

Scauri). 

Lex Peducaa de 
incesta. 

Lex agraria. 
Lex Calía. 
Lex Servilia de 
Q. Capion. 


Las plazas del 
Album judi- 
cum se dividen 
entresenadores 
y caballeros. 
Guerra de 
los aliados. 


LexDomilia. Lex 
Marcial Lex Ser- 
vilia Glnucia 
(654?). 

Lex Licinia. 
Lex Appuleja de 
maj estáte minuta 

Leges Appuleja. 

Lex Tilia. 
Lex Cacilia Di - 
dia. 

Lex Licinia 
Muda. 

Leges Livia. Lex 
Varia majestalis 


Q. Mucio Scge- 
vola, Augur, 
Cónsul. 


P. Rutilio Ru- 
fo, como Tribu* 
no autor de la 
ley Rutilia, co- 
no Pretor au tor- 
de ia Conshtu- 
tio y fórmula 
Rutiliana , etc- 


Q. Mucio Scae- 
vola, hijo de 
Publio, Cónsul. 
( Cautio y Pra- 
sumtio Mu- 
ciana). 
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Año 

Historia política. 

Fuentes del 


do Roma 

fíntes do . t . C. 

derecho. 

Jurisprudencia. 

664 

90 

Los Latinos, 
Etruscos y de- 
más pueblos 
confederados 
de Italia, á ex- 
cepción de los 
Sa mnítas y Lu- 
canienses, ob- 
tienen el dere- 
cho de ciuda- 
danía. 

Le® Julia. Le x 
Plautia Papiria. 

j 


665 

89 

! 

Le x Pompeja. 
Lex Sulpicia. 
Lex Plotia. Lex 
Cornelia et Pora ■ 


666—668 

88—86 

Primera guer 
ra civil. Mario 
y Sita. 

peja unciaria. 


666 

88 


Leges Sulpicia. 
Lex Pompeja y 
Lex Cornelia (de 
sponsu). 


668 

86 


Lex Valeria. 


671-674 

83—80 

j 

Lex Cornelia de 
repetundis , de si- 
cariis el venefi- 
ciis, testamenta- 
ria, numaria , de 
falsis. 


672 

82 

Sila, dicta tor 
perpetuas. 

Lex Valeria. 

• 

673 

674—694 

81 

80—60 

Dominación de 
Pompeyo. 

Lepes Cornelia 
(de civitate, agra- 
ria. majes tatis, 
judiciaria , dein- 
| juriisl etc.). 

1 


676 

78 


S. C. Lutatia- 
num. Rogaciones 
de M. Lepido. 


678 

76 


Lex Cornelia. 


679 

7o 


Lex Aurelia. 


681 

73 

. 

Lex Terentia 
Cassia. 


68Í 

72 


Lex Gellia Cor- 
nelia. Lex Anto- 
nia ó Fúndanla. 


684 

70 


Lex Pompeja tri- 
bunicia. Lex Au- 
relia judiciaria 








HISTORIA 


DHL DERKCHO ROMANO 


de Rom a 

687 

688 


689 

690 

691 

693 

694 

89o 

696 

699 

70? 


Año 


¡Ant es de .1. C 

67 


Historia política 


66 


65 

64 

63 


61 

60 


M. Tulio Cice- 
rón, cónsul. 


Primer trium- 
virato César, 
Pompeyo, 
Craso. 


Fuentes del 
derecho 


Leges Cornelia. 

\ Lex Manilla. Lex 
Roscia. Lex Cal-, 
furnia de ambitu j 
Lex Gabinia. 1 


Jurisprudencia. 


C. AquilioGalo, 
discípulo de Q. 
Mucio Scsevola, 
pretor. [Formu- 
la de dolo. S tí- 
pula lio A quilia- 
na , Pus tumi 
Aquiliani). 


Lex Papia. 

Lex Servilla 
agraria. 

Lex Licinia Ju- 
nta. Lex Alia. 
Lex Pompeja. 
Lex Tullía de 
ambitu. Lex 
Plantía ó Plotial 
de vi. 

Lex Aufidia de 
Lurco. ' 

Lex Flavia. 


59 


58 


55 


52 


Leges Julia. Lex 
Vatvüa. Lex Ju- 
lia [Campana). 
Lex Julia de re- 
pelundis. Lex 
Fufia Caleni. 

Leges Clodia. 

Lex Pompeja ju 
diciaria. Lex 
Pompeja de pa- 
ricidiis’? Lex Li- 
cinia de sodali 
ciis. Lex Pompe- 
ja ( ambilus ). 

Lex Cacilia. Lex 
Pompeja de vi, 
de ambitu, de ju- 
re magislratuum. 
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Año 

Historia política. 

Fuentes del 

Jurisprudencia. 

de Roma 

ántesde J C. 

derecho. 

asara 

51 



Servio Sulpicio 
Rufo, cónsul, 


50 


Lex Scribonia 
[alimentaria). 

705 


discípulo de 
Balbo Lucilio y 

49 

Se concede la 

Leges Julia. Lex 

Aquilio Galo. 



ciudadanía á !a 

Rubria ? Lex Ju ■ 

Sus discípulos, 



Galia cisalpina 

lia de pecuniis 
mutuis [de modo 
credendi possi- 

Aulo Ofiiio, y 
Alfeno Varo lia- 




mado Catón. 




dendique inira 





¡taliam). 


707 

47 



Q. Elio T.u- 
beron. 




• 

708 

46 


Leges Julia de 
collegiis , de ma - 

• 







jeslale, de vi. 


709 

45 

Julio César dic- 

Lex Julia muni- 




tator per pe - 
tuus. Se au- 
menta el nú- 

cipalis. 




mero de los 





Pretores. 



710 

44 

¡Muerte de Gé- 

Lex Antonia. 




sar. — Bruto y 

Lex colonia Ju - 




Casio. 

lia Geneliva. 


7H 

43 

Segundo 

Derogación de la 




triumvirato. 
Antonio, Octa- 
vio, Lapido. 

ley Antonia. 




Muerte de Ci- 





cerón. 



712 

42 

Batalla de Fi- 





lipos. 



714 

40 

Lex Falcidia. 



720 

34 

Lex Scribonial 



723 

31 

Batalla de Ae- 
tium. Octavio 


C. Trebacio 


Testa, discípu- 



triunfa de An- 


lo de Q. Come- 



Ionio. Octavia- 


lio Máximo. 



no único señor 


Aulo Cascelio, 



de Roma. 


discípulo de Q. 
Mucio y de Vo- 





lucio ó Volca- 
do. Judicium 
Cascellianunú 

724 

30 

Egipto provin- 





cia romana. 










3 lo 


HISTORIA DFL DERECHO ROMANO 


TERCER PERÍODO. 


Emperadores paganos: 725 — 1077 de Roma, 29 antes de J. C. 

hasta 324 después de J. C. 


Año 


de Roma 


ántes ó des- 
pués de J. C 


725—767 

726 

727 
729 

731—741 


731 

736 

737 

745 

746 


747 

748 


753 

i 

757 


29a— 143 
de J. G. 

28 

.27 

25 

23—13 


23 

18 

17 

9 

8 


7 

6 


4 d. de J. C 


Institución del 
Prafectus urbi 

Augusto reci- 
be la potestas 
perpetua tri- 
bunicia y pro- 
consularis y 
gradualmente 
las demás 
magistraturas. 


Historia politica. 


C. Julio César 
Octaviano Au- 
gusto. 


Lex Sania. 

Leí v regia ó Lex 
imperii. 
Leges Julia Au 
| gusii judiciaria 
publicorum et 
privatorumjudi 
ciorum ? Lex Ju- 
lia de cessione 
bonorum. 


Institución del 
Prafectus pre- 
torio. 

Nacimiento 
<le N. S 
Jesucristo. 


Fuentes del 
derecho. 


Jurisprudencia. 


Institución del 
| jus responden- 
di por Augusto. 


Lex Pompeja (no 
aceptada) 741? 
Lex Julia Augus- 
ti de adulteriis et 
de pudicitia, am- 
bitus. 

Leges Julia Au 
gusii. S. C. delu- 
dís secularibus. 
Lex Quinctia. 

Lex Julia peen 
latus , de sacrile 
giis, de residuis 
de annona. 


Lex JE lia Sentía. 
Lex Julia de ma- 
riiandis ordini 
bus. 


C. Elio Galo? 
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Año 


de Roma c 

lespues de 
Jesucristo. 

759 

6 

761 

8 

762 

9 

763 

10 

76 i 

1 1 

767—790 

14—37 

767 

14 

769 

16 

772 

. 19 

773 

20 

775 

22 

776 

23 

77 7 

24 

780 

27 

782 

29 

783 

30 

787 

34 


Historia política 


Creación de los 
Prcefecti anno- 
nce et vigilum 
nstitucion del 
ejército perma- 
nente. Crea- 
ción del Erario 
militar. 


Fuentes del 
derecho. 


\Leges Julia An- 
gustí. Lex Julia 
vicesimaria. 


Tiberio Clau - 
dio Nerón, im- 
perator. 

El Senadodige 
los magistra 
dos. 




Lex Fujia Cani 
nia. 

Lex Papia Pop- 
pax. 

Lex Junia Velle 
ja ? (799). S C. 
Silanianum. 
S. C. ¿Emilia - 
num 


S. C. Libonia- 
num. 

Lex Junia ( Ñor 
baña). S. C. so- 
bre el matrimo- 
nio. 

S. C. Messalia - 
num. 

3.' C. sobre el de- 
recho de asilo. 
Lex Tiberii. 
Lex Visellia. 
S. C. Licinia- 
num. 

S. C Geminia- 
num. 


S C. Per sida- 
uum. 


Jurisprudencia. 


C. Ateyo Capi- 
tón, fundador 
de la seda Sa- 
bimanorum , 
discípulo de 
Ofilio. M. An- 
tistio Labtíon, 
fundador de la 
secta Proculia- 
norum , discí - 
pulo de Treba- 
cioy de muchos 
otros. Fabio 
Mela, discípulo 
y con lem pora - 
ney quiza de 
Labeon. 


.Víasurio Sabino 


M. Coceeyo 
Nerva, proeule- 
yano, cónsul, 
muere en 776. 


C. Casio Lmigi- 
no, cónsul, «lis - 
'•ípulo de Sali- 
no y su sucesor 
en la jefatura 
de la escuela. 









HISTORIA df.l derecho romano 


Año 


806 


do Roma 

despuesde 

Jesucristo 

190 — 791 

37—41 

194 — 807 

41—54 

794 

41 

795 

42 

707 

44 

799 

46 

800 

47 

801 

48 

802 

49 

805 

52 


Historia política 


53 


807—821 

58—68 

Nerón Claudio 
César, impera 
tor. 

808 

55 


809 

56 


810 

57 


814 

61 


815 

62 



|c. César Calí 
gula, impe- 
rator. 

Tiberio Clau- 
dio César im- 
perator. 

Creación de los 
dos Prelores 
Jideicommis- 
sarii. 


Diez y ocho 
pretores en 
Roma. 


Fuentes 
del derecho. 


Lex Claudia de 
Cútela mulierum 
Edictoscontralas 
intercesiones etc 


S. C. Largianun 


S. C. Vellejanum 

S. C. Claudia - 
num. S. C. Mace- 
donianum. 

S. C. Hosidianum 

S. C. Claudianum 
sobre el matri- 
monio. 

S. C. Claudianum 
sobre el matri- 
monio de los es 
clavos 

S. C. sobre la 
autoridad de los 
fallos de los Pro- 
cura tor es Cresa - 
ris. 

S. C. sobre las 
falsificaciones de 
testamentos. 

S. C. del tiempo 
de Nerón sobre el 
Palmarium. 

S. C. Volusianum 

S. C. Neronia- 
num ó Pisonia- 
num. 


num. 


Jurisprudencia. 


Sempronio 
Próculo, jefe de 
la escuela fun- 
dada por La- 
beon. 


num. 
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Año 


A 


de Roma 

después de 
Jesucristo. 

Historia política. 

816 

63 


818 

65 


821—822 

68—69 

ServioSulpicio 

822 

69 

Galba , impera- 
tor. 

M.SalvioOton, 

U'ii 

69 

imperator. 

A. Vitelio, im- 

822—832 

69—79 

perator. 
Tito Flavio 

823 

70 

Yespasiano, 
imperator . 

828 

7o 


829 

76 


832 — 83 i 

79-81 

Tito Flavio 

834—349 

81—96 

Yespasiano, 

jmperator. 

Tito Flavio 


82—84 

96 

Domiciano, 

imperator. 

OOu O O # 

849 

Creación del 

849-851 

96—98 

Prcetor fis calis. 
M. Cocceyo 

851 

98 

Nerva, impe- 
rator. 

831—870 

98—IU 

M. Ulpiano 

854 

101 

Trajano, impe- 
rator. 


Fuentes 
del derecho. 


S. C. Memmia- 
num. S. G. Ñero- 
nianuvn. 


Lex de imperio 
Vespasiani. 
S. C. Pegasia- 
num. 

S. C. Plancia- 
nuwtí 


Leges[Flavice)de 
Salpensanis y de 
Malacitanis. 


S. C. sobre los 
procesos contra 
esclavos manu- 
mitidos. 


1 S. C. Rubria- 
num, Dasumia- 
num, Articnleja- 
mm. 


Jurisprudencia. 


M. Cocceyo 
Nerva, hijo del 
anterior, procu- 
leyano , padre 
del emperador 
del mismonom- 
bre. 


Celio Sabino, 
cónsul, sabi- 
niano. 


Pegaso, cónsul, 
proculeyano. 


Juvencio Cel- 
so, el padre, 
proculeyano, 
jefe de esta es- 
cuela. 


P. Juvencio 
Celso, el me- 
nor, procule- 
yano. 


HISTORIA DEL DERECHO ROMANO 


314 


Año 


fio Roma 

867 

868 

87—891 

876 


deepuce de 
Jesucristo. 

1 f 4 


115 

117—138 

123 


882 


129 


Historia política. 


P. Elio Adriano, 
imperaíor. 


Fuentes 
del derecho. 


Lcx Veclibu- 
lici. 

S. C. Vitrasia- 
num. 

S. C. Apronta - 
num (870?). 


S. C.Juventia- 


Jurisprudoncia 


Prisco Neracio, 
el último procu- 
leyano. Prisco 
Javoleno ( desde 
Vespasiano hasta 
Pió) sabiniano. 


Aburnio Valen - 
te, jefe de losSa- 
binianos 
en unión de Tus- 
ciano, sucesor 
de Javoleno. 


884 


887 

891—914 

911 

914—922 


921 

922—930 
D30— 933 


131 


134 

138—161 

158 

161 — 169 


168 

169—177 

177—180 


Cesa la persecu- 
ción del Cristia- 
nismo en tiempo 
de Adriano. 
Tito Elio Anto- 
nino Pió, impe 
rator. 


Marco Aurelio 
Antonino el Fi- 
lósofo, empera- 
dor, en unión de 
su hermano Lu- 
cio Aurelio An- 
tonino Vero, Di- 
vi fr atres. 

Oratio de M. 
Aurelio (en 
campaña). 

M. Aurelio, im- 
perator , solo y 
en unión de su 
hijo Lucio Au- 
relio Commodo. 


Salvio Juliano 
sabiniano. Discí- 
pulos suyos: 
Sexto Cecilio 
Africano; Vini- 
dio Vero, Teren- 
cio Clemente, 
Junio Mauricia- 
no, Claudio Sa- 
turnino, L. Vo- 
lusio Mee i ano 
(profesor y con- 
sejero de M. Au- 
relio). 

Sexto Pomponio, 
sabiniano. 


Gayo, último 
partidario deci- 
dido de Sabino y 
Casio. Institutio- 
num commenta- 
rii. L. ülpio 
Marcelo y Q. 
Cervidio Seas - 
vola. 


tium. 

Edictum Divi 
Iiadriani. 


S. C. Tertul- 
lianum ? 


TERCER PERÍODO. — EMPERADORES PAGANOS 


315 


Año 

Historia política. 

Fuentes del derecho.' . 

: 

de Roma- 

después de 1 
Jesucristo. 

Jurisprudencia. 

931 

178 

í 

i 

5. C. Orfilianum 
su virtud de una 
Oralio de M. Au- 
relio y Commodo. 


933—045 

9*5—946 

180—192 

192—193 

L. Aurelio 
Commodo, úni- 
co emperador. 

P. HelvioPer- 
linax, impera - 
tor. Su reinado 
no llega á tres 
meses. 

S. C. Juncianum. 


946 

946 — 964 

193 

» 

193—211 

M. Didio Julia- 
no, imperator. 
(28 de Marzo 
hasta 1° de Ju- 
nio). 

Lucio Septimio 
Severo Perti- 
n ax, imper ator 

Oratio Perlinacis 
sobre testamentos. 
LittercB Rationa- 
lium. 


948 

195 


S. C. ad Oraíionem 


951—964 

198—211 

Septimio Seve- 
ro asocia al im- 
perio á su hijo 
M. Aurelio An- 
tonino Caraca- 
Ha Basiano. 

D. Severi sobre la 
tutela. 


959 

960 

964 

206 

207 

21 i 


Orationes Severi 
et Antonini. 

Emilio Papi- 
niano. 

Tertuliano, 
probablemen- 
te el padre dt 
la Iglesia. 
Claudio Trifo- 

968 

215 


Desaparecen las 
Qucestiones perpe- 
tuad. La jurisdic- 

nino y Calis 
trato, Arrio 
Menander, Ru 
tilio Máximo 

•963—970 

212—219 

Caracal la, im- 
perator. Reina 
solo después de 
haber asesina- 
do á su herma- 
no y co-regen- 
te P. Septirnic 
Geta. Conce- 
sión de la ciu- 
dadanía á todc 
el imperio. 

cion criminal pasa 
á los Praefecti 
urbi. 

i 

> 

Venuleyo Sa 
turnino, Lici 
nio Rufo, Fu- 
rio Antiano. 


:rn 


HISTORIA DEL DERECHO ROMANO. 


Año 


de Roma. 


965 


970—971 


971—975 


975—988 


988—991 


235—238 


991 


991—997 

992 

995 

997—1002 


1000 

1002—1004 


después de 
Jesucristo. 


212 


217—218 


218—222 


222—235 


238 


238—244 


239 


224 
244—249 


247 
249—231 


Historia política. 


Fuentes 
del derecho. 


M. Opilío Macrino, 
imperator. Com- 
parle el imperio 
con su hijo Antoni 
no Diadumediano. 
M. Aurelio Anto- 
nino Elagábalo, 
imperator. 

M. Aurelio Severo 
Alejandro, impe- 
rator. Creación de 
un Concilium 
Prafectorumurbi. 

C. Julio Yero Ma- 
ximino, impera- 
tor. 


Colaboración 
del Consitium 
Principis en la 
redacción de 
las leyes. Auto- 
ridad concedi- 
da con ciertas 
limitaciones á 
los decretos, 
formes del Pros- 
fectus pretorio, 


M. Antonio Gor- 
diano I y II. (padre 
é hijo), imp. Sucé- 
denlesMáximoPu- 
pier.oy Clodio Bal- 
bino, imp. 

M. Antonio Gor- 
diano III, impe- 
rator. 


• • • • 


M. Julio Filipo (el 
Arabe) imperator, 
desde 247 con su 
hijo del mismo 
nombre. 

Fiesta secular de 
Boma. 

C. Mesio Quinto 
Trajano Decio, 
imperator. 


Jurisprudencia. 


Fapifiiano es 
asesinado por 
órden de Ca * 
racalla. 


S. C. sobre el 
duelo de las 
viudas. 

Decretum^ Pel- 
luinorvm. 


Domicio Ul- 
piano (asesina- 
do el año 228 
después de 
J. C.) Julio 
Paulo, Elio 
Marciano, 
Emilio Macer, 
Florentino? 
Julio Aquilia? 
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Año 

después de 
Jesucristo. 

. Historia política. 

Fuentes 
del derecho. 

Jurisprudencia. 

250 

Persecuciones á los cristianos. 



251—253 

C VibioTrcbonianoGalo, im- 
peraior con su hijo C. Vobio 
Voluriano y con Hostiliano 
Perperna. 



253 

C. Julio Emiliano Pió, impe- 
rator. Reina pocos meses. 



253—260 

P. Licinio Cornelio Valeriano, 
imp. desde 25t con su hijo 
P. Licinio Galieno. Empieza 
el período de los «treinta ti- 
* ranos.» 



260—268 

P. Licinio Galieno, único em- 
perador. 



268—270 

G. M. Aurelio Claudio, imp. 
Rechaza á los bárbaros. 



270—275 

L. Domicio Aureliano, impe- 
ralor. 



275—276 

M. Claudio Tácito, imperator. 



276 

Asocia al imperio á su herma- 
no M. Annio Floriano, impe 
rator. 



276—282 

M. Aurelio Valerio Probo, 
imperator. 



282—283 

\f. Aurelio Caro, imperator , 
con sus hijos M. Aurelio Ca- 
rino y M. Aurelio Numeriano. 



283— 284 

284— 305 

301 

Los dos últimos solos. 

C. Aurelio Valerio Dioclecia- 
no, imperator desde 206 uni- 
do con M. Aurelio Valerio Ma- 
ximiano ( Herculio ). Refor- 
mas en todos los ramos de !a 
administración. 

Edictum Dio ■ 


305-306 

Flavio ValerioConstancio Clo- 
ro y C. Galerio Maximiano, 
imperatores. 

cletiani , Ma- 
ximiani , Cons- 
tantii , < ialerii , 
de preliis re 
rumvenalium. 







